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Novedades de la 6.ª edición 



La consolidación del Manual del Policía entre la profesión policial y los estudiosos de la seguridad pública española es un hecho que obliga tanto al Coordinador como a los Autores a su actualización y mejora permanentes del contenido, edición tras edición.

En esta 6.ª edición, a los cambios legislativos producidos desde la publicación de la 5.ª edición en mayo de 2008, hay que unir la propia necesidad de actualizar y mejorar los contenidos existentes hasta la fecha, de entre los que podemos destacar, como novedades más significativas los siguientes:

Respecto de la primera parte del Manual, la relativa a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, la actualización de los diferentes capítulos ha sido muy significativa, dado que en este período se han desarrollado o promulgado varias normas significativas para aquéllas, su estatuto o el propio desarrollo funcional, así el pasado 2009 nacía una nueva Policía Autonómica, el Cuerpo General de la Policía Canaria, cuyos primeros miembros no se incorporaron hasta bien entrado el año 2010. Ésta y otras modificaciones en relación con las Policías Autonómicas, como ha sido la promulgación de la Ley de Policía de Galicia y la coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas ha motivado la actualización del capítulo dedicado a las Policías Autonómicas y la introducción de un nuevo capítulo sobre esta importante función de coordinación de las Policías Locales.

En el ámbito estatutario de los Cuerpos de Seguridad, dos Leyes Orgánicas fijaban el Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, aplicable a los Cuerpos de Policía Local, y los Derechos y Deberes de los miembros de la Guardia Civil. Para este último Cuerpo por Real Decreto se regulaban las misiones de carácter militar que podrán encomendarse.

Si bien en el año 2007 se modificaba la LOFCS introduciendo en ésta la posibilidad para los Municipios limítrofes de asociarse para la prestación de los servicios de policía local, no ha sido hasta finalizar el año 2010 cuando el Ministerio del Interior ha fijado las condiciones. La importancia que tal posibilidad representa para la seguridad local ha motivado que esta edición del Manual contemple un nuevo capítulo bajo el epígrafe de los Municipios sin cuerpo de policía y los auxiliares de ésta.

Una necesidad que, no por tardía era menos importante, ya que su origen está en la propia LOFCS, ha sido el Reglamento de las Juntas Locales de Seguridad, que viene a determinar la constitución de éstas, su composición, competencias y funcionamiento, que pretende, en el ámbito del municipio, la cooperación y la coordinación operativa de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que intervienen en el término municipal.

En la segunda parte del Manual, dedicada principalmente a la actuación de la policía en funciones de policía judicial, la entrada en vigor de una importante reforma del Código Penal y con él algunos artículos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ha motivado no sólo la actualización en varios capítulos de esta parte, sino también de otros capítulos previstos en la tercera parte del Manual; especialmente de esta parte cabe destacar la modificación habida en materia de extranjería, que afecta tanto a la normativa específica aplicable a los ciudadanos de la Unión Europea y de su espacio económico como al régimen de los refugiados, desplazados y apátridas.

La tipificación de algunas conductas delictivas que requieren actuaciones policiales en materia de seguridad ciudadana, como las relacionadas con la libertad sexual y la violencia de género; las relacionadas con la seguridad vial, como la alcoholemia y el seguro de vehículos a motor, dadas las modificaciones producidas en materia sancionadora y las relacionadas con las funciones de policía administrativa como la venta ambulante, han encontrado también reflejo en la actualización de esta tercera parte.

Significativas también han sido las actualizaciones producidas en relación con las medidas de prevención de la violencia en los espectáculos deportivos, espectáculos públicos y actividades recreativas.

La cuarta parte del Manual no ha precisado de actualización por los cambios legislativos, pero se ha aprovechado la nueva edición del Manual para tener en cuenta las directrices en materia de prevención de la delincuencia urbana que se pretenden desde la Unión Europea y las Naciones Unidas y las revisiones de los demás aspectos relacionados con las técnicas de prevención e investigación policial que se desarrollan en aquélla.

La actualización de los diferentes capítulos contenidos en el Manual en su conjunto ha traído como consecuencia que se haya procedido también a actualizar algunos casos prácticos conexos con éstos: Violencia de género, extranjería, alcoholemia, prevención de la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte, etc.

Igualmente se incluyen las variables más significativas habidas en la legislación que acompaña al Manual en un CD y la bibliografía aportada por los Autores que cierra este Manual.

Con cuanto antecede podemos sintetizar que esta 6.ª Edición del Manual del Policía actualiza y amplía el conjunto de los contenidos ofrecidos en la 5.ª edición del mismo, acercándose a las nuevas realidades profesionales y funcionales de los policías y facilitando el conocimiento de la organización de la seguridad pública en España para aquellos estudiosos de la misma.

En el Manual del Policía, con independencia de la Administración pública de la que dependa el policía: Estado, Comunidad Autónoma o Ayuntamiento y la procedencia de quien al mismo se acerque, encontrará una herramienta útil en unos casos para desempeñar mejor la profesión y en otros para conocer o estudiar la seguridad pública en España. A esos objetivos se han orientado los contenidos que los Autores ponen a su disposición en esta 6.ª Edición.

JOSÉ ESCALANTE CASTARROYO 

Coordinador de la 6.ª edición 






Abreviaturas 





	ADPCD
	Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales



	Art.
	Artículo



	ATC
	Auto del Tribunal Constitucional



	ATS
	Auto del Tribunal Supremo



	BOCG
	Boletín Oficial de las Cortes Generales



	BOE
	Boletín Oficial del Estado



	CC
	Código Civil



	CC.AA.
	Comunidades Autónomas



	CCo
	Código de Comercio



	CE
	Constitución Española



	CEDH
	Convenio Europeo de Derechos Humanos



	CEE
	Comunidad Económica Europea



	CFGE
	Circular de la Fiscalía General del Estado



	CGPJ
	Consejo General del Poder Judicial



	CIS
	Centro de Investigaciones Sociológicas



	CJM
	Código de Justicia Militar (derogado)



	CNP
	Cuerpo Nacional de Policía



	CP
	Código Penal



	CPM
	Código Penal Militar



	CPP
	Códice di Procedure Penale



	DGP
	Dirección General de la Policía



	DNI
	Documento Nacional de Identidad



	DUDH
	Declaración Universal de Derechos Humanos



	EA
	Estatuto de Autonomía



	EEE
	Espacio Económico Europeo



	EGA
	Estatuto General de la Abogacía



	EOMF
	Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal



	FCS
	Fuerzas y Cuerpos de Seguridad



	FEMP
	Federación Española de Municipios y provincias



	GC
	Guardia Civil



	INE
	Instituto Nacional de Estadística



	LCPL
	Ley Coordinación Policías Locales



	LDGC
	Ley Orgánica de Régimen Disciplinario de la Guardia Civil



	LDM
	Ley Orgánica de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas



	LE
	Ley Orgánica de Derechos y Libertades de los Extranjeros en España



	LEC
	Ley de Enjuiciamiento Civil



	LECr
	Ley de Enjuiciamiento Criminal



	LGP
	Ley General Penitenciaria



	LO
	Ley Orgánica



	LOCO
	Ley Orgánica de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar



	LOFCS
	Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad



	LOHC
	Ley Orgánica reguladora del Procedimiento de Habeas Corpus



	LOPJ
	Ley Orgánica del Poder Judicial



	LOPSC
	Ley Orgánica Protección Seguridad Ciudadana



	LOPM
	Ley Orgánica Procesal Militar



	LOPSC
	Ley Orgánica sobre Protección de la Seguridad Ciudadana



	LPRS
	Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social (derogada)



	LRJAD
	Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común



	LRM
	Ley Orgánica reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores



	OIPC
	Organización Internacional de Policía Criminal



	PA
	Policía Autonómica



	PL
	Policía Local



	PIDCP
	Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos



	RD
	Real Decreto



	RDP
	Revista de Derecho Público



	RDPJ
	Real Decreto de Policía Judicial



	RP
	Reglamento Penitenciario



	RPS
	Reglamento de Peligrosidad Social (derogado)



	SAN
	Sentencia de la Audiencia Nacional



	STC
	Sentencia Tribunal Constitucional



	STS
	Sentencia Tribunal Supremo



	SSAN
	Sentencias de la Audiencia Nacional



	SSTC
	Sentencias del Tribunal Constitucional



	SSTEDH
	Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos



	SSTS
	Sentencias del Tribunal Supremo



	STC
	Sentencia del Tribunal Constitucional



	STEDH
	Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos



	StPo
	Ley Procesal Penal (Alemania)



	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo



	TC
	Tribunal Constitucional



	TEDH
	Tribunal Europeo de Derechos Humanos



	TS
	Tribunal Supremo



	UE
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Estatuto y funciones de las fuerzas y cuerpos de seguridad 



CAPÍTULO I. LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD Y LOS DERECHOS HUMANOS

1.  LAS FUENTES DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS Y SU RECEPCIÓN EN EL DERECHO INTERNO DE LOS ESTADOS

Como dice RODRÍGUEZ-VILLASANTE (1) , frente al término derechos fundamentales que designa únicamente el conjunto de derechos y libertades jurídicamente reconocidos por el Derecho positivo y, más concretamente, por el Derecho positivo interno, los «derechos humanos» abarcan tanto los derechos y libertades reconocidos en las declaraciones y convenios internacionales (Derecho internacional de los derechos humanos) como los derivados de las exigencias básicas de la dignidad, la libertad y la igualdad de la persona humana (el derecho a ser persona) con independencia de su reconocimiento por el Derecho positivo.

En su opinión, el concepto nuclear de los derechos humanos es la dignidad de la persona. Esta dignidad es inherente al ser humano, de tal forma que es independiente de su existencia real en una persona determinada, lo que quiere decir que aun a quien se conduce indignamente se le ha de reconocer su dignidad humana. La creencia en la dignidad del hombre es lo que permite fundamentar los derechos humanos, pese a las constantes violaciones de los textos normativos (tanto nacionales como internacionales) que los reconocen y proclaman.

La protección de la persona humana es la raíz última del Derecho internacional de los derechos humanos, cualquiera que sean las concepciones religiosas, morales, filosóficas, sociales o políticas sobre su fundamento.

Podemos definir los derechos humanos como un conjunto de derechos y libertades reconocidos en las Declaraciones y Convenios Internacionales, derivados de las exigencias básicas de la dignidad, la libertad y la igualdad de la persona humana.

Con independencia de valiosos precedentes en las Constituciones, Cartas o Declaraciones de algunos países, no cabe duda de que el paso decisivo en la protección de los derechos humanos ha sido su internacionalización.

La normativa del Derecho internacional de los derechos humanos se contiene en cuatro instrumentos jurídicos fundamentales de las Naciones Unidas, que definen y garantizan la protección de los derechos humanos:

1.º La Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948.

2.º El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, hecho en Nueva York el 19 de diciembre de 1966.

3.º El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, también hecho en Nueva York el 19 de diciembre de 1966.

4.º El Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, asimismo de 19 de diciembre de 1966.

Estos cuatro Instrumentos tomados en su conjunto constituyen cuatro etapas de la generación del documento que la Asamblea General de las Naciones Unidas ha dado en llamar Carta Internacional de Derechos Humanos.

En ellos se recogen y garantizan derechos y libertades, cuyo ejercicio coincide con el ámbito de actuación de la Policía: el derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la libertad, a la seguridad, la prohibición de la tortura, penas y tratos crueles, inhumanos o degradantes, las garantías de la detención, la presunción de inocencia, las garantías penales y procesales, la prohibición de injerencias arbitrarias en la vida privada, la inviolabilidad del domicilio y de la correspondencia, las escuchas telefónicas, los ataques al honor de los particulares y el derecho a circular, salir y regresar de su propio país.

Otros instrumentos internacionales de interés que podemos citar son:

a) El Convenio para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, de 9 de diciembre de 1948.

b) La Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, de 28 de julio de 1951 y su Protocolo de 31 de enero de 1967.

c) La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1966.

d) La Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, de 10 de diciembre de 1948.

e) En el campo de las Fuerzas de Seguridad, el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, aprobado por Resolución 168/34, de 17 de diciembre de 1979, de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

En el ámbito regional tenemos el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, hecho en Roma, el 4 de noviembre de 1950, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, así como la Carta Africana de Derechos del Hombre y de los Pueblos hecha en Nairobi, 1981 y la Declaración Islámica Universal.

Con especial referencia a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, en el ámbito europeo se encuentra la llamada «Declaración sobre la Policía», aprobada por Resolución 690 de 8 de mayo de 1979, del Consejo de Europa.

Vamos a examinar, aunque sea brevemente, los instrumentos jurídicos fundamentales de la normativa del Derecho internacional de los derechos humanos ya mencionados, es decir, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos es un manifiesto que tiene principalmente autoridad moral, y que está considerado como la declaración internacional básica de los derechos inalienables e inviolables de todos los seres humanos.

Tiene por objeto ser un ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, con miras a alcanzar el reconocimiento y la aplicación universal y efectiva de los derechos y libertades que enumera.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos es la piedra angular sobre la que se ha ido construyendo en el marco de las Naciones Unidas, lo que ha sido reconocido y aceptado como catálogo universal y consensuado de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos.

Sus preceptos se han ido desarrollando por medio de pactos o convenios internacionales, por la actuación de los organismos especializados de las Naciones Unidas o por organizaciones regionales (Organización de Estados Americanos, Consejo de Europa, Organización de la Unidad Africana) y por la recepción de la Declaración Universal en las Constituciones, normas internas y jurisprudencia de diversos países. Pero la Declaración Universal de Derechos Humanos no es una norma jurídica convencional, como los Pactos.

Los Pactos Internacionales son tratados vinculantes para los Estados que los ratifican y disponen de protección internacional para determinados derechos y libertades. A tal efecto:

a) Reconocen el derecho de los pueblos a la libre determinación.

b) Contienen disposiciones que prohíben toda forma de discriminación en el ejercicio de los derechos humanos.

c) Tienen fuerza de Ley para los países que los ratifican.

En este sentido, no debemos olvidar que el artículo 96.1 de la Constitución Española de 1978 establece que «los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno».

Los Estados que han ratificado los Pactos reconocen su responsabilidad de promover mejores condiciones de vida para sus pueblos. A este respecto, se ha establecido un Comité de Derechos Humanos para que examine los informes de los Estados que han ratificado los Pactos. Además, el Comité también puede oír denuncias de estos Estados contra otros Estados ratificantes que no hayan cumplido las obligaciones con respecto a la protección de los derechos humanos.

Por último, en el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al objeto de asegurar el mejor logro de los propósitos del Pacto, faculta al Comité de Derechos Humanos establecido en el mismo para recibir y considerar las comunicaciones de los individuos que aleguen ser víctimas de violaciones de sus derechos humanos por parte de un Estado que haya ratificado el Pacto.

Por lo que respecta a la protección efectiva de los derechos humanos en el plano internacional, en la actualidad son variados los sistemas de protección en el Derecho internacional de los derechos humanos en cuanto variadas son las instituciones que se ocupan de ellos. A nivel universal cabe citar la Organización de las Naciones Unidas, la Organización Internacional del Trabajo o la UNESCO, y a nivel regional, el Consejo de Europa y la Organización de Estados Americanos.

Todos los sistemas de garantía tienen en común su carácter judicial o semijudicial, en el sentido de que existe un órgano internacional que participa de este carácter, ante el cual pueden presentarse por los individuos o por los Estados la correspondiente demanda, la cual da lugar a la instrucción de un procedimiento que termina con una conclusión, generalmente a manera de informe y, en algunos casos, en forma de sentencia, de obligado cumplimiento con muy diverso carácter.

Desde luego, el sistema de protección más completo es el de la Convención Europea, donde el órgano judicial es el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

La recepción de estas normas internacionales en el Derecho interno de cada país es muy diversa, pese a las obligaciones adquiridas convencionalmente.

Por lo que respecta al Derecho español, la Constitución de 1978 contiene dos normas que garantizan la recepción y aplicación de los derechos humanos, a través de su integración en el ordenamiento jurídico español y de la interpretación que ha de darse al propio texto constitucional:

En primer lugar, el artículo 96.1, que, como hemos visto, dispone que los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno.

Y en segundo lugar, el artículo 10.2, al señalar que «las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España».

2.  LOS DERECHOS HUMANOS Y SU PROTECCIÓN POR LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD

Al tratar el tema de los derechos humanos y las Fuerzas de Seguridad, conviene resaltar que el artículo 104 CE consagra como misión primordial de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad «proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana». En consecuencia, el policía debe tener siempre presente que su misión fundamental es proteger el ejercicio de los derechos y libertades y nunca atentar contra los mismos.

Como señala RODRÍGUEZ-VILLASANTE (2) , no cabe duda de que graves atentados contra los derechos humanos tienen su origen en la eterna correlación entre criminalidad y abuso del poder. Cuando hablamos de tortura, de tratos crueles, inhumanos o degradantes, de personas desaparecidas, de escuchas telefónicas, de vulneración de la intimidad de las personas o de otras violaciones de los derechos humanos, tenemos que relacionarlas, demasiadas veces, con el ejercicio abusivo del poder.

En este sentido, dice BERISTAIN (3)  que la actuación de las Fuerzas de Seguridad sirve de termómetro para medir el grado de respeto de una comunidad a los derechos humanos: «dime la policía que tienes y te diré qué democracia has alcanzado».

Siguiendo a RODRÍGUEZ-VILLASANTE (4) , la Policía ha incrementado su importancia en las sociedades modernas: la seguridad ciudadana, la protección del inocente, el sistema penitenciario, la política criminal, la rehabilitación del delincuente y el aumento de la calidad de vida, están relacionadas con una Policía al servicio del pueblo, sensible a sus problemas y con una dimensión ética bien lejos de la imagen de una Policía instrumento del Estado o de los poderosos.

Es muy conocida la cita del artículo 12 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de la Revolución Francesa: «La garantía de los derechos del hombre y del ciudadano necesita una fuerza pública. Esta fuerza se instituye, por lo tanto, para beneficio de todos y no para utilidad particular de aquellos que la tienen a su cargo».

RICO J. M. (5)  enumera los principios básicos que debieran regir cualquier servicio de orden público:

1.º La Policía debe reconocer que forma parte integrante del conjunto del sistema penal y aceptar sus consecuencias, compartir la filosofía que preside el conjunto del sistema penal y cooperar efectivamente con los demás miembros del sistema penal: Jueces y Fiscales, y en particular con la Policía Judicial.

2.º La Policía debe estar al servicio de la comunidad, siendo su razón de ser la de garantizar al ciudadano el libre y pacífico ejercicio de los derechos que la Ley le reconoce. Ello supone la ausencia de toda injerencia política indebida en la función policial. A la Policía corresponde, según dispone el artículo 104 CE, la doble misión de garantizar la seguridad ciudadana y proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades. Es decir, no sólo le corresponde una posición pasiva de respeto, sino activa: garantizar su ejercicio.

3.º La Policía debe ser, en sus estructuras básicas y en su funcionamiento, un servicio democrático. Ello conlleva el respeto de los derechos fundamentales de los ciudadanos, la rigurosa aplicación del Código de Deontología Policial y la obligación de rendir cuentas de sus actividades.

4.º La Policía debe ser un servicio profesional. Se debe atender prioritariamente a la formación especializada de sus miembros.

Ante la necesidad de elaborar un Código Ético para la Policía, BERISTAIN (6)  propone las siguientes reflexiones de política criminal:

a) El reconocimiento y desarrollo de la dignidad de la profesión policial, especialmente la imagen del policía servidor de todos, especialmente de los más débiles.

b) La conveniencia de dotar a la Policía de los poderes necesarios para el ejercicio de su difícil misión, preventiva más que represiva y nunca vindicativa.

c) La triste realidad de los abusos cometidos por algunos policías, hace necesario tipificar como delitos los abusos policiales. La tortura y la corrupción deben prohibirse enérgicamente.

d) El Código ético policial debe delimitar con la mayor claridad las difíciles fronteras entre el uso y el abuso de la fuerza (la fuerza ha de diferenciarse de la violencia), así como entre el secreto profesional y la libertad de expresión, pues el respeto a la intimidad y a la propia imagen han de ser defendidas ante las intromisiones informativas.

Ahora bien, estas líneas fundamentales han de completarse con un programa de formación permanente de la Policía en materia de derechos humanos. Y ello porque la aprobación de un Código Deontológico no basta, aunque puede ayudar mucho. Es necesario que sus normas pasen a formar parte de las convicciones de los policías mediante un adecuado proceso de formación y capacitación, a través de la prevención de estas conductas y acudiendo sólo en último extremo a las medidas sancionadoras.

3.  LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS FRENTE A LOS ABUSOS DEL PODER

Escribe RODRÍGUEZ-VILLASANTE (7)  que la posibilidad de que se produzcan abusos en el ejercicio de las funciones policiales, con grave violación de los derechos humanos, ha llevado a los Gobiernos y a la propia Comunidad Internacional a la adopción de dos tipos de medidas:

1.ª Institucionalizar la responsabilidad de la Policía ante la comunidad. Y así se establece, en los diversos países, la publicidad y transparencia de la actividad policial, la creación de Comisiones o Juntas de control que examinan la conducta de los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, el sometimiento a órganos de vigilancia y control por el Departamento ministerial competente, por el Ministerio Fiscal, por la Judicatura, por el Defensor del Pueblo (ombudsman) o incluso por Juntas representativas de los ciudadanos.

2.ª Promulgar un Código Deontológico Policial, basado en los instrumentos internacionales que reconocen y garantizan los derechos humanos, pues, como se dice en el Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (Caracas, 1980), debemos ser «conscientes del papel destacado que los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley deben desempeñar en la protección de los derechos humanos, en particular el derecho a la vida, la libertad y la seguridad de la persona, en la prevención y eliminación de la tortura y de los tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes».

En este mismo sentido, BARBERO SANTOS (8)  afirma que «en una sociedad democrática, la protección de los derechos humanos frente a los abusos del poder debe arbitrarse en cuatro esferas: tres que coinciden con los poderes del Estado (legislativo, ejecutivo y judicial) y una cuarta esfera propiamente policial».

a) Esfera legislativa

El legislador al reconocer y garantizar los derechos humanos en la Constitución y normas de desarrollo está limitando la actividad policial.

Sin embargo, hay que tener en cuenta que el ejercicio de los derechos fundamentales puede ser limitado, pues cuando un sistema jurídico se propone proteger a la persona humana debe tener en cuenta también la protección de los demás y la del grupo social.

Ahora bien, estas limitaciones no pueden ser arbitrarias y deben justificarse por su necesidad. Se derivan de determinados deberes del ser humano para con sus semejantes de conformidad con el artículo 1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos: «Todos los seres humanos... deben comportarse fraternalmente unos con otros».

Además, el ejercicio de algunos de los derechos fundamentales puede ser suspendido temporalmente en los supuestos excepcionales de los estados de alarma, excepción, sitio, guerra o Ley marcial (artículo 4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). También es frecuente la suspensión del ejercicio de determinados derechos humanos en leyes especiales promulgadas para combatir las formas más graves de asociaciones criminales (terrorismo o tráfico de drogas). Tales limitaciones, frecuentes en la legislación interna de los Estados, encuentran su fundamento en el artículo 29.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

b) Esfera ejecutiva

La autoridad gubernativa actúa normalmente a través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para mantener el orden público o hacer cumplir el ordenamiento jurídico, con sometimiento a los preceptos constitucionales y demás normas que vinculan a los demás poderes públicos. La inviolabilidad del domicilio, los registros, la observación postal o de internet, telegráfica o telefónica, la prohibición de la tortura o las garantías en la detención preventiva son limitaciones para el poder ejecutivo, a través de la policía o incluso mediante la actuación del Ministerio Fiscal.

c) Esfera judicial

En el Estado de Derecho la garantía más efectiva de los derechos humanos contra eventuales abusos por parte de la Policía es su protección por el poder judicial, que se manifiesta fundamentalmente mediante la declaración de la responsabilidad penal del autor y la declaración de inexistencia de toda prueba obtenida de manera ilegal.

En este último caso, nuestro Tribunal Constitucional ha sentado la doctrina de la inexistencia de la prueba recogida ilegalmente, de forma que las pruebas obtenidas sin observar las garantías constitucionales no desvirtúan la presunción de inocencia. Y ésta es también la postura del Consejo de Europa.

d) Esfera policial

Para BARBERO SANTOS (9)  la esfera más eficaz de protección frente a los abusos de poder por parte de la policía, corresponde a la propia institución policial, a través de un control interno que depende de presupuestos tales como los sistemas de selección y formación de los policías, de la configuración de la Policía como un servicio público centrado en la protección del libre ejercicio de los derechos y libertades y en la garantía de la seguridad ciudadana, del reconocimiento de determinados derechos fundamentales a los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, si bien con algunas limitaciones derivadas de sus funciones (resultaría paradójico que se negaran estos derechos a quienes tienen como misión protegerlos), de la profesionalización policial al servicio del ciudadano más que del Estado, de la utilización de medios técnicos adecuados, de una cuidadosa formación jurídica (conocer el ordenamiento jurídico con una lectura constitucional del mismo y de los derechos humanos) y de la existencia de un Código de conducta asumido por la Policía como norma deontológica (respeto y protección de la dignidad humana, prohibición de la tortura, tratos y penas crueles, inhumanos o degradantes, uso correcto de las armas, prohibición de la corrupción o abstención de ejecutar órdenes manifiestamente ilegales, imposibilidad de aplicar la eximente de obediencia debida y deber de rehusar el cumplimiento de órdenes evidentemente atentatorias contra los derechos humanos.

4.  LOS CÓDIGOS DEONTOLÓGICOS POLICIALES

Afirma BERISTAIN (10)  que la preocupación por elaborar un Código ético policial se suscitó en el Quinto Congreso de las Naciones Unidas sobre la Prevención del Crimen y Tratamiento del Delincuente (Ginebra, 1975) y se aprobó una moción solicitando a la Asamblea General de las Naciones Unidas el estudio de un Código Internacional de Ética Policial. Como consecuencia se aprobó el ya citado Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, que consta de ocho artículos, seguidos cada uno de ellos de un comentario oficial. Asimismo, la Asamblea decide transmitirlo a los Gobiernos con la recomendación de que consideren favorablemente la posibilidad de utilizarlo en el marco de la legislación o la práctica nacionales como conjunto de principios que han de observar los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley.

En el Sexto Congreso Internacional sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (Caracas, 1980), se pide que los Estados miembros de las Naciones Unidas incorporen el Código de Conducta de los policías a su ordenamiento interno, que faciliten el texto a los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley y que instruyan a los policías en el contenido del Código de Conducta y demás textos básicos relativos a los derechos humanos, tanto en los cursos de formación básica como en la enseñanza de capacitación o perfeccionamiento posterior. Asimismo, se invita a los Gobiernos a que organicen simposios sobre el papel de los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley en la protección de los derechos humanos.

El Código de Conducta, después de recordar que el respeto a los derechos humanos figura en la Carta de las Naciones Unidas, en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos y en la Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Resolución 3452 de la Asamblea General de 9 de diciembre de 1975), reconoce que la naturaleza de las funciones de aplicación de la Ley en defensa del orden público y la forma en que dichas funciones se ejercen tiene una repercusión directa en la calidad de vida, es consciente de las importantes tareas que los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley llevan a cabo concienzuda y dignamente, de conformidad con los principios de los derechos humanos, para terminar poniendo de relieve las posibilidades de abuso que entraña el ejercicio de estas tareas.

También en el Preámbulo del Código de Conducta se reconoce que su aprobación es una de las varias medidas importantes para garantizar la protección de los derechos de los ciudadanos.

En el comentario oficial al artículo 1 se define la expresión «funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley», que incluye a todos los agentes de la Ley, ya sean nombrados o elegidos, que ejercen funciones de policía, especialmente las facultades de arresto o detención. Incluso en los países en que ejercen las funciones de policía autoridades militares, ya sean uniformadas o no, o Fuerzas de Seguridad del Estado, se considera que están comprendidas en la definición de funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley.

La Resolución 690, relativa a la «Declaración sobre la Policía», aprobada por la Asamblea parlamentaria del Consejo de Europa el 8 de mayo de 1979, destaca en su Preámbulo la necesidad de una sociedad pacífica que disfrute del orden y de la seguridad pública para el pleno ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales. En este contexto, la Policía desempeña un papel esencial y, al ser llamada a intervenir en condiciones peligrosas para sus agentes, sus tareas resultan todavía más complicadas si no están suficientemente definidas sus reglas de conducta. Y así, la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa estima que el sistema europeo de protección de los derechos humanos quedaría reforzado si se establecieran reglas de deontología para la Policía, que tuvieran en cuenta los derechos humanos y las libertades fundamentales.

El concepto de funcionario de policía es muy amplio y comprende a todas las personas u organizaciones, incluyendo los servicios secretos, la Policía Militar, las Fuerzas Armadas o milicias que asuman funciones de policía, que estén encargadas de hacer cumplir la Ley, de efectuar investigaciones, de asegurar el orden público y la seguridad del Estado. Se estima que no deben ser empleados como funcionarios de policía los miembros de las fuerzas de policía que han cometido violaciones de los derechos humanos en el ejercicio de sus funciones o han pertenecido a un Cuerpo de Policía disuelto en razón de sus métodos inhumanos. Y ello porque es deseable que los funcionarios de policía se beneficien del apoyo activo, tanto moral como material, de la Comunidad en donde ejercen sus funciones.

Recogiendo los principios proclamados por el Consejo de Europa en su Resolución 690/1979, la LOFCS, dedica el Capítulo II (artículo 5.º, con seis apartados) a los principios básicos de actuación. Siguiendo las líneas marcadas por el Consejo de Europa y por la Asamblea General de las Naciones Unidas, se establece un auténtico Código Deontológico, que vincula a todos los miembros de los colectivos policiales, ya dependan del Gobierno del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Corporaciones Locales

Aquélla se impone el respeto a la Constitución, el servicio permanente a la comunidad, la adecuación entre fines y medios, el tratamiento de detenidos, la dedicación profesional, el secreto profesional, el respeto al honor y a la dignidad de la persona, la subordinación a la autoridad y la responsabilidad en el ejercicio de la función.

En el ámbito de la Unión Europea recordemos que la Carta de los Derechos Fundamentales dedica los primeros cinco artículos a la dignidad humana, el derecho a la vida, el derecho a la integridad de la persona, la prohibición de la tortura y los tratos inhumanos o degradantes y la prohibición de la esclavitud, cuya entrada en vigor se ha producido el pasado 1 de diciembre de 2009 y por lo que atañe a la Policía el reconocimiento del derecho a la libertad y seguridad (11)  en consonancia con nuestra Constitución.

Una serie de principios manifiestan la relación directa de servicio de la Policía respecto a la comunidad y otros emanan del principio de igualdad ante la Ley, que exige la neutralidad política, la imparcialidad y la evitación de cualquier actuación arbitraria o discriminatoria, estableciendo límites sobre la moderación y excepcionalidad en la utilización de las armas por parte de la Policía.

En el terreno de la libertad personal y, más concretamente, en torno al tratamiento de los detenidos, se articulan obligaciones terminantes sobre la protección de su vida, integridad física y dignidad moral, así como sobre el estricto cumplimiento de las garantías procesales exigidas por el ordenamiento jurídico.

La obediencia debida en ningún caso podrá amparar actos manifiestamente ilegales ordenados por los superiores, al tiempo que se impone a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad la obligación de evitar cualquier práctica abusiva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral (12) .

CAPÍTULO II. VISIÓN GENERAL DE LA LEY ORGÁNICA DE FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD

1.  CUESTIONES PREVIAS

Dispone el artículo 104 de la Constitución Española que «las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana», añadiendo a continuación que «una Ley Orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad».

La remisión se hace a la LOFCS, cuyo artículo 1 reitera que «la seguridad pública es competencia exclusiva del Estado, correspondiendo su mantenimiento al Gobierno de la nación, sin perjuicio de la participación de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales en el mantenimiento de la seguridad pública, que se ejerce a través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad».

De otro lado, el artículo 126 del propio texto constitucional establece que «la Policía Judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la Ley establezca».

Vemos, pues, que en los preceptos mencionados se contemplan las tres funciones esenciales que tienen encomendadas las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad: de Policía de Seguridad Ciudadana y de Policía Administrativa (artículo 104 CE) y de Policía Judicial (artículo 126 CE).

Como se dice en el Preámbulo de la LOFCS, «respondiendo fundamentalmente al mandato del artículo 104 de la Constitución, la Ley tiene, en su mayor parte, carácter de Ley Orgánica y pretende ser omnicomprensiva, acogiendo la problemática de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales»:

a) El carácter de Ley Orgánica viene exigido por el artículo 104 de la Constitución, para las funciones, principios básicos de actuación y estatutos genéricamente de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; por el artículo 149.1.29.ª para determinar el marco en el que los Estatutos de Autonomía pueden establecer la forma de concretar la posibilidad de creación de Policías de las respectivas Comunidades y por el artículo 148.1.22.ª, para fijar los términos dentro de los cuales las Comunidades Autónomas pueden asumir competencias en cuanto a «la coordinación y demás facultades en relación con las policías locales».

Respecto a la Policía Judicial, el carácter de Ley Orgánica se deduce del contenido del artículo 126 de la Constitución, ya que, al regular las relaciones entre la Policía y el Poder Judicial, determina, indirecta y parcialmente, los estatutos de ambos y, al concretar las funciones de la Policía Judicial, incide en materias propias de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y concretamente en lo relativo a la «averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente», que constituyen zonas de delimitación de derechos fundamentales de la persona.

Sin embargo, otros aspectos de la Ley no tienen el carácter de Ley Orgánica, por lo que nos encontramos ante una Ley mixta, que tiene la consideración de Ley Orgánica respecto de determinados preceptos y de Ley Ordinaria en aquellos otros que no exigen tal consideración, determinación que se concreta en una disposición final de la Ley que precisa los preceptos que tienen carácter de Ley Orgánica.

La mencionada disposición establece que tienen el carácter de Ley Orgánica los preceptos que se contienen en los Títulos I, III, IV, V y el Título II, salvo los arts. 10, 11.2 a 6, 12.1 y 17 del mismo, las Disposiciones Adicionales segunda y tercera y las disposiciones finales.

b) El objetivo principal de la Ley se centra en el diseño de las líneas maestras del régimen jurídico de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en su conjunto, tanto de las dependientes del Gobierno de la Nación como de las Policías Autónomas y Locales, estableciendo los principios básicos de actuación comunes a todos ellos y fijando sus criterios estatutarios fundamentales.

A ello parece apuntar la propia Constitución cuando en el artículo 104.2 se remite a una Ley Orgánica para determinar las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en contraposición a la matización efectuada en el número 1 del mismo artículo, que se refiere exclusivamente a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad dependientes del Gobierno de la Nación.

La existencia de varios colectivos policiales que actúan en un mismo territorio con funciones similares y, al menos parcialmente, comunes, obliga necesariamente a dotarlos de principios básicos de actuación idénticos y de criterios estatutarios también comunes, y el mecanismo más adecuado para ello es reunir sus regulaciones en un texto legal único que constituye la base más adecuada para sentar el principio fundamental de la materia: el de la cooperación recíproca y de coordinación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad pertenecientes a todas las esferas administrativas.

2.  DISPOSICIONES GENERALES

Se recogen en el Capítulo I del Título I, que comprende los arts. 1 a 4.

Como se ha dicho, el artículo 1 LOFCS señala que la seguridad pública es competencia exclusiva del Estado, correspondiendo su mantenimiento al Gobierno de la Nación.

Las Comunidades Autónomas participarán también en el mantenimiento de la Seguridad Pública en los términos que establezcan los respectivos Estatutos y en el marco de esta Ley.

Asimismo, las Corporaciones Locales participarán en el mantenimiento de la seguridad pública en los términos establecidos en la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local y en el marco de esta Ley.

Por último, se establece que el mantenimiento de la Seguridad Pública se ejercerá por las distintas Administraciones Públicas a través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Al respecto dispone el artículo 149.1.29.ª de la Constitución Española que el Estado tiene competencia exclusiva en materia de seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de Policías por las Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una Ley Orgánica.

De otro lado, el artículo 148.1.22.ª del propio texto constitucional señala que las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias para la vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones, así como la coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales en los términos que establezca una Ley Orgánica.

La STC 117/1984, de 5 de diciembre, ha señalado que corresponde al Estado en exclusiva la competencia sobre seguridad pública (artículo 149.1.29 CE), precisando que las competencias autonómicas en este ámbito afectan al aspecto orgánico, esto es, al servicio disponible para garantizar la seguridad pública (la Policía), no al aspecto material, por lo que la existencia de una Policía Autonómica no modifica la titularidad estatal de la competencia controvertida.

En cuanto a las Corporaciones Locales, el artículo 25.2 LRBRL establece que el municipio ejercerá, en todo caso, competencias en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, entre otras, en las siguientes materias:

a) Seguridad en lugares públicos.

b) Ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas.

c) Protección civil, prevención y extinción de incendios.

El artículo 2 LOFCS, siguiendo el mandato constitucional, sienta las bases del modelo policial español, mediante el establecimiento de tres niveles territoriales:

a) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, es decir, el Cuerpo Nacional de Policía y el Cuerpo de la Guardia Civil.

b) Las Policías de las Comunidades Autónomas: Policías Autonómicas.

c) Las Policías de las Corporaciones Locales: Policías Locales.

Los integrantes de estos colectivos deberán ajustar su actuación al principio de cooperación recíproca y su coordinación se efectuará a través de los órganos que a tal efecto establece la propia Ley en los arts. 45 y 48 a 50, a tenor de lo dispuesto en el artículo 3.º.

Finalmente, dispone el artículo 4 que todos tienen el deber de prestar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad el auxilio necesario en la investigación y persecución de los delitos en los términos previstos legalmente, añadiendo a continuación que las personas y entidades que ejerzan funciones de vigilancia, seguridad o custodia referidas a personal y bienes o servicios de titularidad pública o privada tienen especial obligación de auxiliar o colaborar en todo momento con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

En la misma línea, el artículo 1.4 de la Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad Privada, establece que las empresas y el personal de seguridad privada tendrán obligación especial de auxiliar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ejercicio de sus funciones, de prestarles su colaboración y de seguir sus instrucciones en relación con las personas, los bienes, establecimientos o vehículos de cuya protección, vigilancia o custodia estuvieren encargados.

Asimismo, el artículo 17.3 LOPSC señala que los empleados de empresas privadas de vigilancia y seguridad, si los hubiere, deberán colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el mantenimiento y restablecimiento de la seguridad ciudadana respecto del interior de los locales o establecimientos en que prestaren servicio.

3.  ESTRUCTURA Y CONTENIDO

La LOFCS consta de un Preámbulo, cinco Títulos, con un total de 54 artículos, cuatro disposiciones transitorias, cuatro adicionales, cinco finales y una derogatoria.

El Título I está dedicado a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, con tres Capítulos donde se recogen las disposiciones generales, los principios básicos de actuación y las disposiciones estatutarias comunes.

Bajo la rúbrica «De las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado», el Título II comprende cuatro Capítulos sobre disposiciones generales, funciones, la Guardia Civil, la Policía y la organización de las Unidades de Policía Judicial, respectivamente.

El mencionado Capítulo IV, dedicado a la Policía, está a su vez dividido en cuatro Secciones, donde se contemplan las siguientes cuestiones:

- Normas generales, escalas y sistemas de acceso.

- Derechos de representación colectiva.

- El Consejo de Policía.

- Régimen disciplinario.

El Título III de la Ley se refiere a las Policías de las Comunidades Autónomas, con tres Capítulos sobre principios generales, competencias de las Policías de las Comunidades Autónomas y régimen estatutario de sus miembros.

El Título IV está dedicado a la colaboración y coordinación entre el Estado y las Comunidades Autónomas, distinguiendo en sus tres Capítulos:

- Colaboración entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas.

- Adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía a las Comunidades Autónomas.

- Órganos de coordinación.

Por último, el Título V dedicado a las Policías Locales, trata de la creación de los Cuerpos, funciones y las Juntas Locales de seguridad (13) .

4.  COMPETENCIAS DE LAS DISTINTAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS EN MATERIA DE SEGURIDAD

4.1.  Introducción

Ya hemos visto que en el artículo 149.1.29 CE se establece que la seguridad pública es competencia exclusiva del Estado, sin perjuicio de la posibilidad de creación de Policías por las Comunidades Autónomas en la forma que estipulen sus respectivos Estatutos, en el marco de lo que disponga una Ley orgánica.

De otro lado, el artículo 148.1.22 del propio texto constitucional posibilita a las Comunidades Autónomas a asumir competencias de vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones, así como a la coordinación y demás facultades relacionadas con las Policías Locales en los términos que establezca la citada Ley Orgánica.

Asimismo, la LRBRL, prevé, en su artículo 25, el ejercicio por parte de los Municipios de determinadas competencias en materia de seguridad pública a través de sus respectivos Cuerpos de Policía Local.

La STC 117/1984, de 5 de diciembre, anteriormente mencionada, recuerda que corresponde al Estado en exclusiva la competencia sobre seguridad pública (artículo 149.1.29 CE), precisando que las competencias autonómicas en este ámbito afectan al aspecto orgánico, esto es, al servicio disponible para garantizar la seguridad pública (la Policía), no al aspecto material, por lo que la existencia de una Policía Autonómica no modifica la titularidad estatal de la competencia controvertida.

Por lo tanto, la titularidad material, entendida como función de protección de los derechos y libertades y del mantenimiento de la tranquilidad u orden ciudadano, corresponde al Estado; mientras que la titularidad orgánica, referida a los órganos encargados del mantenimiento de la seguridad pública, es compartida por las distintas Administraciones a través de las Fuerzas de Seguridad de ellas dependientes.

Así pues, nos encontramos con un modelo policial plural concretado en tres niveles territoriales:

- Las Policías de la Administración del Estado.

- Las Policías de las Comunidades Autónomas.

- Las Policías de las Corporaciones Locales.

La LOFCS reconoce expresamente esta pluralidad al determinar en su artículo 1.4 que «el mantenimiento de la seguridad pública se ejercerá por las distintas Administraciones Públicas a través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad».

4.2.  Administración del Estado

Conforme establece el artículo 104.1 CE, el Gobierno del Estado es el responsable de la dirección de la política interior y exterior, la administración civil y militar y la defensa del Estado, estando bajo su dependencia las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Además, conforme al artículo 1.1 LOFCS corresponde al Gobierno de la Nación el mantenimiento de la seguridad pública.

El mantenimiento de la seguridad ciudadana corresponde al Ministerio del Interior, que, a través del Secretario de Estado de Seguridad, ejerce la dirección de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad estatales, es decir, el Cuerpo Nacional de Policía y el Cuerpo de la Guardia Civil.

En especial, la LOPSC, considera en su artículo 2.1, a los efectos de dicha Ley, como autoridades competentes en materia de seguridad:

a) El Ministerio del Interior.

b) Los titulares de los órganos superiores y órganos directivos del Ministerio del Interior a los que se atribuyan tal carácter, en virtud de las disposiciones legales o reglamentarias.

c) Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y Subdelegados del Gobierno en las Provincias (14)  y los Delegados del Gobierno en Ceuta y Melilla.

d) Los Directores Insulares de la Administración General del Estado (15)  en ámbito territorial menor que la provincia.

Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, según el artículo 22 de la Ley 6/1997, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, representan al Gobierno en el territorio de aquéllas y ejercen la dirección y supervisión de los servicios de la Administración General del Estado, correspondiendo al Ministro del Interior, en el ámbito de las competencias del Estado, impartir las instrucciones precisas en materia de libertades públicas y seguridad ciudadana.

Específicamente, corresponde al Delegado del Gobierno, que se adscribe orgánicamente al Ministerio de Administraciones Públicas (artículo 32.1 LOFAGE) proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana, a través de los Subdelegados del Gobierno y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, cuya jefatura ostentará, ejerciendo las competencias del Estado en esta materia bajo la dependencia funcional del Ministerio del Interior (artículo 23.3 LOFAGE).

Los Subdelegados del Gobierno, en las provincias en las que no radique la sede de las Delegaciones del Gobierno, ejercerán, bajo la dirección y supervisión del Delegado del Gobierno, las competencias relativas a la protección del libre ejercicio de derechos y libertades, garantizando la seguridad ciudadana, conforme las competencias estatales en la materia. A estos efectos, dirigirá las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en la provincia (artículo 29.3 LOFAGE).

Los Directores Insulares de la Administración General del Estado existirán en las islas que reglamentariamente se determinen, dependiendo jerárquicamente del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma o del Subdelegado del Gobierno en la provincia, cuando este cargo exista. Ejercerán, en su ámbito territorial, las competencias atribuidas por la LOFAGE a los Subdelegados del Gobierno en las provincias (artículo 30 LOFAGE).

La Disposición Adicional cuarta de la LOFAGE establece la asunción por parte del Delegado del Gobierno de las competencias sancionadoras atribuidas a los Gobernadores Civiles en la Ley Orgánica 1/1992, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana y en la Ley 23/1992, de Seguridad Privada, correspondiendo las demás competencias de carácter sancionador a los Subdelegados del Gobierno. Igualmente, corresponderá al Delegado del Gobierno la imposición de sanciones por la comisión de infracciones graves y muy graves previstas en el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos de Motor y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo.

Respecto a las competencias del Estado en materia de seguridad pública en las Comunidades Autónomas con Cuerpos de Policía propios, se ejercerán directamente por los Delegados del Gobierno, sin perjuicio de las funciones que puedan desconcentrarse o delegarse en los Subdelegados del Gobierno (Disposición Adicional cuarta de la LOFAGE).

4.3.  Comunidades Autónomas

Ya hemos visto que las Comunidades Autónomas pueden asumir competencias conforme a lo establecido en el artículo 149.1.29 CE, es decir, creación de Policía Autonómica en la forma prevista en los respectivos Estatutos y conforme a lo dispuesto en la LOFCS.

Al respecto conviene señalar que en la actualidad tienen previsión Estatutaria para la creación de Policía Autónoma propia las siguientes Comunidades: País Vasco, Cataluña, Navarra, Islas Canarias, Galicia, Andalucía, Comunidad Valenciana, Aragón, Islas Baleares y Castilla y León (16) , disponiendo de ella las cuatro primeras Comunidades Autónomas citadas.

De otro lado, aquellas Comunidades que no tengan previsto crear Cuerpos de Policía propios podrán, conforme el artículo 148.1.22 CE, asumir competencias en materia de vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones; así como la coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales, en los términos establecidos en el artículo 39 LOFCS, cuyo precepto establece:


«Corresponde a las Comunidades Autónomas, de conformidad con la presente Ley y con la de Bases de Régimen Local, coordinar la actuación de las Policías Locales en el ámbito territorial de la Comunidad, mediante el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Establecimiento de normas-marco a las que han de ajustarse los Reglamentos de las Policías Locales, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y en la de Bases de Régimen Local.

b) Establecer o propiciar, según los casos, la homogeneización de los distintos Cuerpos de Policías Locales, en materia de medios técnicos para aumentar la eficacia y colaboración de éstos, de uniformes y de retribuciones.

c) Fijar los criterios de selección, formación, promoción y movilidad de las Policías Locales, determinando los distintos niveles educativos exigibles para cada categoría, sin que, en ningún caso, el nivel pueda ser inferior a Graduado Escolar.

d) Coordinar la formación profesional de las Policías Locales, mediante la creación de Escuelas de Formación de Mandos y de Formación Básica.»



Por último, conviene señalar que la Disposición Final segunda de la LOPSC prevé que las disposiciones relativas a espectáculos públicos y actividades recreativas contenidas en dicha Ley, así como las normas de desarrollo de las mismas, serán de aplicación general en defecto de las que puedan dictar las Comunidades Autónomas con competencia normativa en esta materia. En todo caso, la aplicación de lo establecido en las referidas disposiciones corresponderá a las Comunidades con competencias en la materia.

4.4.  Corporaciones Locales

Aunque la Constitución de 1978 no dice nada respecto a las competencias de las Corporaciones Locales en materia de seguridad ciudadana, el artículo 137 del texto constitucional establece que el Estado se organiza territorialmente en Municipios, Provincias y Comunidades Autónomas y que todas estas Entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses, principio de autonomía que expresamente garantiza para los Municipios el artículo 140 CE.

Según el artículo 25.2 de la LRBRL, el Municipio ejercerá, en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, competencias, entre otras materias, de:

- Seguridad en lugares públicos.

- Ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas.

- Protección civil, prevención y extinción de incendios.

- Protección del medio ambiente.

Y el artículo 21 de la mencionada LRBRL precisa que el Alcalde ostenta la Jefatura de la Policía Local, así como las competencias para el nombramiento y sanción de los funcionarios que usen armas.

Además, el artículo 51 LOFCS establece que los Municipios podrán crear Cuerpos de Policía propios, de acuerdo con lo previsto en dicha Ley, en la Ley de Bases de Régimen Local y en la legislación autonómica, regulando a las Policías Locales en su Título V.

De otro lado, el artículo 2.2 de la LOPSC dispone que las autoridades locales seguirán ejerciendo las facultades que les correspondan, de acuerdo con la Ley Orgánica 2/1986 y la legislación de Régimen Local, Espectáculos Públicos, Actividades Recreativas, así como Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas.

Por último la modificación efectuada a la LRBRL por la Ley 57/2003, de 17 de diciembre, de Modernización del Gobierno Local, contempla en la Disposición Adicional 10.ª potenciar la participación de los Cuerpos de Policía Local «en el mantenimiento de la seguridad ciudadana como policía de proximidad, así como en el ejercicio de las funciones de policía judicial» (17) .

CAPÍTULO III. LOS PRINCIPIOS BÁSICOS DE ACTUACIÓN DE LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD

1.  INTRODUCCIÓN

En las sociedades democráticas, caracterizadas por su complejidad, el alto nivel de progreso tecnológico, la existencia de diversos sistemas de valores y la erosión de cualquier tipo de certeza moral, la elaboración de un código de ética profesional sobre la conducta policial debe representar algo más que una utopía; ha de reflejar la firme voluntad de las autoridades políticas y policiales de devolver a la organización y al funcionamiento de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad la transparencia y la receptividad social que siempre hubieran debido tener (18) .

Como se dice en el Preámbulo II de la LOFCS, siguiendo las líneas marcadas por el Consejo de Europa, en su Declaración sobre la Policía (19) , y por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley (20) , se establecen los principios básicos de actuación como un auténtico Código Deontológico, que vincula a los miembros de todos los colectivos policiales, imponiendo el respeto de la Constitución, el servicio permanente a la comunidad, la adecuación entre fines y medios, como criterio orientativo de su actuación, el secreto profesional, el respeto al honor y dignidad de la persona, la subordinación a la autoridad y la responsabilidad en el ejercicio de la función.

Los principios básicos de actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad son los ejes fundamentales, en torno a los cuales gira el desarrollo de las funciones policiales, derivando a su vez de principios constitucionales más generales, como el de legalidad o adecuación al ordenamiento jurídico, o de características estructurales, como la especial relevancia de los principios de jerarquía y subordinación, que no eliminan, antes bien potencian, el respeto al principio de responsabilidad por los actos que lleven a cabo.

La activa e intensa compenetración entre la colectividad y los funcionarios policiales que constituye la razón de ser de éstos y es determinante del éxito o fracaso de su actuación hace aflorar una serie de principios que, de una parte, manifiestan la relación directa del servicio de la Policía respecto a la comunidad y, de otra parte, como emanación del principio constitucional de igualdad ante la Ley, le exigen la neutralidad política, la imparcialidad y la evitación de cualquier actuación arbitraria o discriminatoria.

Por encima de cualquier otra finalidad, la pretensión de la Ley es el inicio de una nueva etapa en la que destaque la consideración de la Policía como un servicio público dirigido a la protección de la comunidad, mediante la defensa del ordenamiento democrático.

El artículo 5 LOFCS agrupa los principios básicos de actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en los siguientes apartados:

a) Adecuación al ordenamiento jurídico.

b) Relaciones con la comunidad.

c) Tratamiento de los detenidos.

d) Dedicación profesional.

e) Secreto profesional.

f) Responsabilidad.

2.  ADECUACIÓN AL ORDENAMIENTO JURÍDICO

Establece el artículo 5.1 LOFCS que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad habrán de adecuar sus actuaciones al ordenamiento jurídico, especialmente:

a) Ejercer su función con absoluto respeto a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

b) Actuar, en el cumplimiento de sus funciones, con absoluta neutralidad política e imparcialidad y, en consecuencia, sin discriminación alguna por razón de raza, religión u opinión.

c) Actuar con integridad y dignidad. En particular, deberán abstenerse de todo acto de corrupción y oponerse a él resueltamente.

d) Sujetarse en su actuación profesional, a los principios de jerarquía y subordinación. En ningún caso, la obediencia debida podrá amparar órdenes que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan delito o sean contrarios a la Constitución o a las Leyes.

e) Colaborar con la Administración de Justicia y auxiliarla en los términos establecidos en la Ley.

La Constitución Española consagra en el artículo 14 el principio de igualdad de los españoles ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Con respecto al principio de jerarquía y subordinación, conviene recordar que el artículo 410 del Código Penal castiga a las autoridades o funcionarios públicos que se negaren abiertamente a dar el debido cumplimiento a resoluciones judiciales, decisiones u órdenes de la autoridad superior, dictadas dentro del ámbito de su respectiva competencia y revestidas de las formalidades legales, precisando a continuación que no incurrirán en responsabilidad criminal las autoridades o funcionarios por no dar cumplimiento a un mandato que constituya una infracción manifiesta, clara y terminante de un precepto de Ley o de cualquier otra disposición general.

En consecuencia, si la orden no constituye una infracción clara de una disposición general, entendemos que existe obligación de obedecerla por parte del funcionario.

Y el artículo 411 del mismo CP castiga a la autoridad o funcionario público que, habiendo suspendido, por cualquier motivo que no sea el expresado en el apartado segundo del artículo anterior, la ejecución de las órdenes de sus superiores, las desobedeciere después de que aquéllos hubieren desaprobado la suspensión.

En otro orden de cosas, a diferencia del CP de 1973, que contemplaba la obediencia debida como una causa de exención de la responsabilidad criminal en su artículo 8.12, en el CP de 1995 vigente ha desaparecido esta circunstancia eximente, aunque, como hemos visto, se mantiene en el artículo 410 como una causa de justificación con respecto al delito de desobediencia del funcionario a la autoridad superior cuando la orden constituya una infracción clara, manifiesta y terminante de un precepto de Ley o de cualquier otra disposición general.

En el Preámbulo II de la LOFCS se destaca el significado que se da al principio de obediencia debida, al disponer que la misma en ningún caso podrá amparar actos manifiestamente ilegales ordenados por los superiores, siendo también digna de mención la obligación que se impone a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de evitar cualquier práctica abusiva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral.

Como dice la STC 69/1989, de 20 de abril, los principios de jerarquía y subordinación, recogidos hoy en día en el artículo 5.d) de la LOFCS, se traducen en un deber de respeto y obediencia a las autoridades y superiores jerárquicos. De conformidad con la STC 81/1983, es preciso declarar de nuevo que la estructura interna de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad y la misión que les atribuye el artículo 104.1 CE obligan a afirmar que la crítica a los superiores, aunque se haga en uso de la calidad de representante y autoridad sindical y en defensa de los sindicatos, deberá hacerse con la mesura necesaria para no incurrir en la vulneración a este respeto debido a los superiores y para no poner en peligro el buen funcionamiento del servicio y de la institución policial.

En definitiva, concluye el Tribunal Constitucional afirmando que es imprescindible que en estos supuestos los órganos sancionadores y aquellos órganos judiciales a los que corresponda revisar la adecuación efectúen una ponderación del ejercicio que el funcionario haya hecho de sus derechos constitucionales y de los límites que a dicho ejercicio derivan de los deberes que han de cumplir en su condición de funcionarios, de acuerdo con el criterio expuesto y a la vista de las circunstancias concurrentes.

En cuanto al apartado e) del artículo 5.1 LOFCS, recordemos que el artículo 126 CE recoge la dependencia de la Policía Judicial de los Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento de los delincuentes, precepto que viene desarrollado en los artículos 11.1.a), f) y g), 29 a 36, 38.2.b) y 53.1.e) de la propia LOFCS, 443 a 446 de la LOPJ, 282 a 298 y 781 y ss. de la LECrim y en el Real Decreto 769/1987 sobre regulación de la Policía Judicial.

3.  RELACIONES CON LA COMUNIDAD

Según el artículo 5.2 LOFCS, en sus relaciones con la comunidad los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad habrán de observar los siguientes principios:

a) Impedir, en el ejercicio de su actuación profesional, cualquier práctica abusiva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral.

b) Observar en todo momento un trato correcto y esmerado en sus relaciones con los ciudadanos, a quienes procurarán auxiliar y proteger, siempre que las circunstancias lo aconsejen o fueren requeridos para ello. En todas sus intervenciones, proporcionarán información cumplida, y tan amplia como sea posible, sobre las causas y finalidad de las mismas.

c) En el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria, y sin demora cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e irreparable; rigiéndose al hacerlo por los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance.

d) Solamente deberán utilizar las armas en las situaciones en que exista un riesgo racionalmente grave para su vida, su integridad física o las de terceras personas, o en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para la seguridad ciudadana y de conformidad con los principios a que se refiere el apartado anterior.

Con independencia de las sanciones penales o disciplinarias en que pueda incurrir el funcionario de policía, recordemos que el artículo 14 CE prohíbe expresamente cualquier tipo de discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

En cuanto al deber de información a los ciudadanos, que recoge el apartado b) del artículo 5.2 LOFCS, en el ámbito del procedimiento penal conviene señalar que el artículo 2 LECrim dispone que todas las autoridades y funcionarios que intervengan en el proceso penal deberán instruir al reo de sus derechos y de los recursos que pueda ejercitar mientras no se hallare asistido de defensor.

Los apartados c) y d) serán objeto de un estudio detallado en otro Capítulo de esta obra, dedicado al uso de la fuerza por la policía, donde se abordará especialmente la problemática en torno a la utilización de las armas de fuego.

4.  TRATAMIENTO DE LOS DETENIDOS

Como se dice en el Preámbulo II de la LOFCS, en el terreno de la libertad personal entran en tensión dialéctica la necesidad de su protección por parte de la Policía y el peligro, no por meramente posible y excepcional menos real, de su invasión; por cuya razón, en torno al tratamiento de los detenidos, se articulan obligaciones terminantes sobre la protección de su vida, integridad física y dignidad moral y sobre el estricto cumplimiento de los trámites, plazos y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico.

Dispone al respecto el artículo 5.3 de la mencionada Ley:

a) Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán identificarse debidamente como tales en el momento de efectuar una detención.

b) Velarán por la vida e integridad física de las personas a quienes detuvieren o que se encuentren bajo su custodia y respetarán el honor y la dignidad de las personas.

c) Darán cumplimiento y observarán con la debida diligencia los trámites, plazos y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico, cuando se proceda a la detención de una persona.

La Constitución Española consagra el derecho a la libertad personal en el artículo 17, limitando la detención a los casos expresamente establecidos en la Ley, a la vez que fija su plazo en el tiempo estrictamente necesario (como máximo, setenta y dos horas), reconoce una serie de derechos a la persona privada de libertad y anuncia la regulación de un procedimiento de habeas corpus (21)  para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente.

El mencionado precepto constitucional ha sido desarrollado en el artículo 520 LECrim, aunque en el ámbito del procedimiento penal el régimen de las personas detenidas viene regulado en los artículos 521 y siguientes de la mencionada Ley, que es objeto de estudio en otro Capítulo de esta obra, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley y Reglamento Penitenciario que, con carácter subsidiario, puedan ser de aplicación.

5.  DEDICACIÓN PROFESIONAL

Dispone al respecto el artículo 5.4 LOFCS que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán llevar a cabo sus funciones con total dedicación, debiendo intervenir siempre, en cualquier tiempo y lugar, se hallaren o no de servicio, en defensa de la Ley y de la seguridad ciudadana.

Con respecto a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado sus funciones vienen enumeradas en los artículos 11 y 12 de la propia LOFCS, en cuanto a las Policías de las Comunidades Autónomas en el artículo 38 y respecto a las Policías Locales en el artículo 53.

La dedicación profesional no significa que los funcionarios policiales se encuentren de servicio permanente, sino que deben intervenir siempre que lo exija el ejercicio de su función.

Así pues, las consecuencias que puedan derivarse por la actuación que un funcionario policial realice encontrándose fuera de servicio sin relación alguna con las funciones que la Ley encomienda a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad afectan exclusivamente al propio funcionario, sin que pueda dar lugar a ningún tipo de responsabilidad por parte de la Administración.

En cuanto a las responsabilidades penales, la aplicación de causas de justificación (especialmente la legítima defensa o el cumplimiento del deber) y la determinación de las responsabilidades civiles subsidiarias habrá que estar a las circunstancias de cada caso concreto y, sobre todo, al hecho de si la intervención corresponde al ejercicio de una de las funciones policiales.

El incumplimiento de lo dispuesto en el precepto que comentamos puede dar lugar a las sanciones penales que se recogen en los artículos 407 a 409 CP, donde se tipifican los delitos de abandono de destino y de omisión del deber de perseguir delitos por parte de los funcionarios públicos, sin perjuicio de las responsabilidades disciplinarias a que pueda dar lugar su conducta.

6.  SECRETO PROFESIONAL

Dispone al respecto el artículo 5.6 LOFCS que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán guardar riguroso secreto respecto a todas las informaciones que conozcan por razón o con ocasión del desempeño de sus funciones. No estarán obligados a revelar las fuentes de información salvo que el ejercicio de sus funciones o las disposiciones de la Ley les impongan actuar de otra manera.

Esta exigencia viene determinada por la propia naturaleza de las funciones policiales, que en razón al ejercicio de su profesión conocen datos relativos a la vida privada de las personas, datos que no deben trascender fuera del ámbito de la investigación policial, salvo que el propio interesado autorice expresamente su divulgación.

No olvidemos que el artículo 18.1 del propio texto constitucional garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

De otro lado, el Código Penal tipifica en los artículos 413 a 417 los delitos de infidelidad en la custodia de documentos y la violación de secretos cometidos por funcionarios públicos.

Conviene también tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 22 de la LO 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, relativo a los ficheros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad al establecer que los ficheros creados por aquellas que contengan datos de carácter personal que, por haberse recogido para fines administrativos, deban ser objeto de registro permanente, estarán sujetos al régimen general de la citada Ley, señalando en otro apartado que los datos personales registrados con fines policiales se cancelarán cuando no sean necesarios para las averiguaciones que motivaron su almacenamiento.

Con respecto a los informadores o confidentes, el principio general que recoge el precepto que comentamos es que no se debe facilitar la identidad de los confidentes, salvo que lo exijan las funciones policiales o las disposiciones legales.

7.  RESPONSABILIDAD

Establece en este sentido el artículo 5.6 LOFCS que los funcionarios policiales son responsables personal y directamente por los actos que en su actuación profesional llevaren a cabo, infringiendo o vulnerando las normas legales, así como las reglamentarias que rijan su profesión y los principios enunciados anteriormente, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial que pueda corresponder a las Administraciones Públicas por las mismas.

En el ejercicio de sus funciones, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad pueden incurrir en tres tipos de responsabilidad: disciplinaria, civil y penal, en función de las circunstancias que concurran en cada caso concreto, sin olvidar la responsabilidad subsidiaria de la Administración en los casos en que proceda su aplicación.

Al respecto establece el artículo 106.2 CE que los particulares, en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

La responsabilidad de las Administraciones Públicas y de sus autoridades y demás personal a su servicio viene regulada en el Título X de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que comprende los artículos 139 a 146.

De otro lado, el artículo 121 CP recoge la responsabilidad subsidiaria del Estado, la Comunidad Autónoma, la Provincia, la Isla, el Municipio y demás entes públicos, según los casos, por los daños causados por los penalmente responsables de los delitos dolosos o culposos, cuando éstos sean autoridad, agentes y contratados de la misma o funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos o funciones, siempre que la lesión sea consecuencia directa del funcionamiento de los servicios públicos que les estuvieren confiados, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial derivada del funcionamiento normal o anormal de dichos servicios exigible conforme a las normas de procedimiento administrativo, y sin que, en ningún caso, pueda darse una duplicidad indemnizatoria.

Aclara el precepto mencionado que si se exigiere en el proceso penal la responsabilidad civil de la autoridad, agentes y contratados de la misma o funcionarios públicos, la pretensión deberá dirigirse simultáneamente contra la Administración o ente público presuntamente responsable civil subsidiario.

La STS de 21 de marzo de 1994 estimó la responsabilidad subsidiaria del Estado en el supuesto de un Guardia Civil, condenado como autor de un delito de asesinato, al haber disparado un tiro a la cabeza de una persona, que falleció a consecuencia del mismo, en el transcurso de una discusión con otras personas y compañeros del Cuerpo, a la salida de un establecimiento de hostelería, en base a que el funcionario se encontraba en comisión de servicio con autorización de pernocta en la localidad en que ocurrió el desgraciado suceso, no franco de servicio, que sólo cesa al regresar a su base operativa o de destino.

Asimismo, la STS de 28 de septiembre de 1994 apreció la responsabilidad subsidiaria del Estado, enjuiciando también el caso de un Guardia Civil, condenado como autor de un delito de imprudencia grave con resultado de lesiones, el cual, encontrándose con otros compañeros del Cuerpo y un particular en un cuartel de la Guardia Civil departiendo sobre el manejo de armas, al desmontar y montar la pistola que portaba e introducir el cargador, sin adoptar las elementales medidas de precaución, se disparó aquélla, alcanzando el proyectil al particular, causándole unas secuelas con resultado de gran invalidez.

Sin embargo, la STS de 8 de mayo de 1996 desestima el recurso de casación interpuesto por la acusación particular en solicitud de que se declarara la responsabilidad subsidiaria del Estado, enjuiciando el supuesto en que un funcionario del Cuerpo Nacional de Policía, tras ingerir varias copas de anís, estando franco de servicio, se dirige a su domicilio y comienza allí una disputa con su mujer en cuyo transcurso extrae su revólver reglamentario, encañona con él a su esposa y dispara sobre su cabeza a corta distancia.

Recuerda el Tribunal Supremo que la responsabilidad subsidiaria del Estado por los daños causados por los Agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad por el mal uso del arma reglamentaria se deriva de que aun cuando el arma no se haya utilizado en acto de servicio el riesgo derivado del hecho de portarla sí es una consecuencia directa del modo de organización del servicio de seguridad, por lo general beneficioso para la sociedad, pero que entraña este tipo de riesgos.

Ahora bien, de dicha doctrina no se deriva que el Estado sea civilmente responsable de los daños ocasionados por los Agentes como consecuencia de agresiones realizadas en el ámbito íntimo y privado del domicilio familiar, como consecuencia de disputas conyugales que le afectan como a cualquier ciudadano común. El mero hecho de la utilización del arma reglamentaria no genera de manera necesaria la responsabilidad civil del Estado, quedando excluidos aquellos supuestos en que el daño no sea una concreción del riesgo generado por el sistema de organización del servicio de seguridad y ello ocurre en casos como el presente en que el acusado, en el curso de una disputa familiar, hace uso de un arma de fuego que guarda en su domicilio, como podría tenerla otro ciudadano o como podría haber utilizado otro tipo de arma.

La mera disponibilidad de un arma de fuego dentro del domicilio no genera un riesgo especialmente relevante, que pueda hacer responsable de su uso a quien autoriza o acuerda dicha disponibilidad, no cabe considerar en el caso actual su utilización por el acusado en el curso de la disputa que sostenía con su esposa, como una concreción del riesgo derivado de la forma de organización del servicio público de seguridad.

La STS de 16 de diciembre de 1998, resolviendo un recurso de casación interpuesto por la Abogacía del Estado, ratifica la responsabilidad civil del Estado en un supuesto de tentativa de asesinato, cuyo autor, Guardia Civil en acto de servicio, fue absuelto en aplicación del artículo 20.1 CP. Entiende el Tribunal Supremo, tras realizar un estudio del artículo 118.1, como excepción al artículo 117, ambos del CP que, cuando el causante del daño actúa bajo los efectos de una anomalía o alteración psíquica preexistente, entran en juego la responsabilidad por culpa in eligendo o in vigilando, pues precisamente el riesgo derivado de la especial responsabilidad encomendada y del manejo del arma de fuego reglamentaria, que los agentes deben portar en todo momento para encontrarse en condiciones de cumplir con el deber de intervención permanente que les impone el artículo 5.4 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, determina una especial responsabilidad en las labores de selección y posterior control, para evitar que el arma constituya una fuente incontrolada de riesgo en manos de quien no se encuentra en condiciones para utilizarla cuidadosamente (SSTS de 17 de julio 1995, 28 de octubre de 1996 y 2 de octubre de 1997, entre otras).

En la misma línea, la STS de 29 de marzo de 2000 estimó la responsabilidad subsidiaria del Estado en un supuesto de asesinato cometido por un miembro de la Policía con su arma reglamentaria y en estado de embriaguez. Entiende el Alto Tribunal que en el caso enjuiciado es evidente que el policía acusado de asesinato, por su declarado probado consumo reiterado de alcohol, no estaba en condiciones de portar armas, por el peligro potencial que su uso reporta para la sociedad, advirtiéndose una clara culpa in vigilando por parte de sus superiores, que origina la responsabilidad subsidiaria del Estado, por la vía del artículo 121 CP, siendo perfectamente predicable del supuesto examinado el principio de creación del riesgo, que ha sido acogido por la jurisprudencia para fundamentar la responsabilidad civil subsidiaria del Estado, que dota de armas a los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad y debe establecer los controles y exámenes pertinentes para asegurar que estos funcionarios estén en las debidas condiciones psíquicas para su porte y utilización, debiendo responder, con el carácter de responsable civil subsidiario, de los hechos criminales producidos con el uso de tales armas, cuando el funcionario no está, como sucede en el caso, en condiciones para realizar un buen uso de la pistola que tiene adjudicada (SSTS de 28 de octubre de 1996, 2 de octubre de 1997 y 13 de febrero de 1998).

También la STS de 19 de julio de 2001 declaró la responsabilidad patrimonial de la Administración por las lesiones ocasionadas tras el disparo del arma por un Policía Nacional estando fuera de servicio, puesto que si los miembros pertenecientes a las Fuerzas de Seguridad pueden portar las armas reglamentarias aun cuando estén fuera de servicio, la Administración debe asumir el hacerse cargo de la responsabilidad por los resultados lesivos o dañosos de los hechos en los que concurra como factor esencial la forma en que ha considerado organizar el servicio, porque en definitiva tales resultados serán imputables a su funcionamiento. En el caso enjuiciado esta circunstancia fue la prevalente en las lesiones del demandante, por lo que sí existe relación de causalidad entre el actuar de la Administración y el resultado dañoso producido.

Sin embargo, la STS de 20 de diciembre de 2001 apreció la inexistencia de responsabilidad patrimonial de la Administración por las lesiones causadas a un delincuente sorprendido in fraganti, al estimar que el policía disparó el arma cuando el recurrente se abalanzó sobre el funcionario al tiempo que lanzaba el brazo en que portaba un destornillador contra el cuerpo del agente.

Para concluir respecto del artículo 121 del Código Penal y la responsabilidad civil subsidiaria del Estado, el Pleno de la Sala Segunda tomó el siguiente acuerdo en supuestos de daños por utilización del arma reglamentaria (22) : La responsabilidad civil subsidiaria del Estado por los daños causados por los Agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, por el uso del arma reglamentaria, se deriva de que, aún cuando el arma no se haya utilizado en acto de servicio, el riesgo generado con el hecho de portarla sí es consecuencia directa del modo de organización del servicio de seguridad, por lo general beneficioso para la sociedad, pero que entraña este tipo de riesgos.

CAPÍTULO IV. EL USO DE LA FUERZA Y LA UTILIZACIÓN DE ARMAS DE FUEGO POR LA POLICÍA

1.  CUESTIONES PREVIAS

Particular interés tiene el empleo de la fuerza por los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, puesto que conviene delimitar en qué casos están legitimados para utilizar la fuerza y, especialmente, para el uso de las armas de fuego.

El artículo 5.2.c) de la LOFCS, dispone que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria, y sin demora cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e irreparable, rigiéndose al hacerlo por los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance.

Por otra parte, el artículo 3 del Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley (23)  establece que «los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley podrán usar la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus tareas».

En los comentarios oficiales al Código se destaca que el uso de la fuerza debe ser algo excepcional y autorizado (en la medida en que razonablemente sea necesaria) para la prevención de un delito, para efectuar la detención legal de delincuentes o de presuntos delincuentes o para ayudar a efectuarla. En esta materia está vigente el principio de proporcionalidad, acogido por las legislaciones nacionales. En ningún caso debe interpretarse que esta disposición autoriza el uso de un grado de fuerza desproporcionado al objetivo legítimo que se ha de lograr.

La Declaración sobre la Policía (24)  dedica el apartado 12 de sus normas de Deontología al uso de la fuerza, señalando que «en el ejercicio de sus funciones, el funcionario de Policía debe actuar con toda la determinación necesaria, sin jamás recurrir a la fuerza más de lo razonable para cumplir la misión exigida o autorizada por la Ley».

Escribe CEREZO MIR (25)  que «los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad realizan, a veces, en el desempeño de sus funciones, acciones que están comprendidas en un tipo delictivo (detenciones ilegales, lesiones u homicidios dolosos o culposos), que serían antijurídicas si no estuvieran comprendidas en la causa de justificación de obrar en cumplimiento de un deber» (artículo 20.º CP).

Por ello estas acciones deben ajustarse a los principios de actuación establecidos en el artículo 5 LOFCS y ser necesarias, oportunas y proporcionadas a las exigencias del mantenimiento de la autoridad y el orden público en la situación concreta. En su opinión, no es preciso que haya precedido una agresión ilegítima a los agentes o a un tercero, para el empleo de la coacción legítima, si se ajusta a los principios básicos de actuación y el sujeto obra con voluntad o ánimo de cumplir con su deber (26) .

2.  PRINCIPIOS QUE RIGEN EL USO DE LA FUERZA

Los principios que deben orientar el uso de la fuerza por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad son los de congruencia, oportunidad y proporcionalidad, que se contemplan en el artículo 5.2.c) LOFCS, así como el de menor lesividad, siendo este último el criterio esencial que debe guiar la actuación del policía, y las demás meras derivaciones de aquél.

2.1.  Menor lesividad

Este principio viene recogido con carácter general en el artículo 520.1 LECrim, con respecto a la práctica de la detención, señalando que ésta debe practicarse en la forma que menos perjudique al detenido. Como dice PORTILLA (27) , la detención debe efectuarse siempre ocasionando el menor perjuicio posible a la persona del detenido, por lo que en aquellos casos en que el empleo de medios violentos sea imprescindible, el funcionario debe someterse a los principios establecidos, sin que en ningún caso pueda, en el ejercicio de la función pública otorgada por el artículo 492 LECrim (supuestos en que se faculta a los miembros de la Policía Judicial para la práctica de la detención) hacer un uso absolutamente discrecional de la violencia.

Asimismo, el artículo 5.3 LOFCS, dentro de los principios básicos de actuación, impone a los miembros de las FCS la observancia de los siguientes requisitos con respecto al tratamiento de los detenidos:

a) Deberán identificarse como tales en el momento de efectuar una detención.

b) Velarán por la vida e integridad física de las personas a quienes detuvieren o tuvieren bajo su custodia y respetarán el honor y dignidad de las personas.

c) Darán cumplimiento y observarán con la debida diligencia los trámites, plazos y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico, cuando se proceda a la detención de una persona.

2.2.  Congruencia

Siguiendo a PORTILLA (28)  «la práctica violenta de la privación de libertad debe ser adecuada al hecho que trata de impedirse, lo que exige la idoneidad del medio empleado y la previa llamada de atención a los sujetos a los que va dirigida la fuerza, pues no será congruente la utilización de cualquier medio, por inofensivo que sea, cuando la simple intimidación haría inviable e innecesario el uso de la violencia».

Pero, en su opinión, el desarrollo de esta garantía se encuentra con dos graves inconvenientes.

El primero consiste en la falta de regulación de los medios que pueden utilizar los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad a la hora de efectuar la detención, lo que posibilita una amplia valoración que excede lógicamente del margen de discrecionalidad propio del funcionario en el momento de seleccionar aquel medio, pues como dice QUERALT (29)  «será idóneo aquel medio que, en abstracto, pudiera ser aplicable con éxito a una situación concreta».

El segundo inconveniente está basado en la falta de especialización de los policías a los que se concede el empleo de determinados medios violentos, que origina, generalmente, la utilización de métodos inadecuados por exceso en la privación de libertad.

Ello nos lleva a insistir en la necesidad de prestar especial cuidado en la formación que reciben los policías, especialmente en esta materia en particular, aunque nos consta el esfuerzo que en este campo se está realizando, tanto por parte de la Dirección General de la Policía y de la Dirección General de la Guardia Civil como por las autoridades de las diferentes Comunidades Autónomas en lo que respecta a los miembros de Policía pertenecientes a éstas y a las Policías de las Corporaciones Locales, cuya competencia formadora ostentan de conformidad con el artículo 39.c) y d) LOFCS.

2.3.  Oportunidad

No es suficiente, añade PORTILLA (30) , con que «la detención se realice conforme al método más congruente respecto al hecho que se pretende evitar, sino que es preciso, además, que su utilización sea en abstracto necesaria, es decir, se requiere un uso estrictamente necesario de la violencia cuando lo exija el desempeño de la función pública, debiendo abstenerse de ejercer la fuerza, por contra, cuando tal circunstancia no concurra».

Ya hemos visto que este principio viene también recogido en el artículo 3 del Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley y en el apartado 12 de las normas de Deontología de la Declaración sobre la Policía.

2.4.  Proporcionalidad

No basta que exista necesidad abstracta del uso de la fuerza en la práctica de la detención, sino que además se exige la necesidad concreta de un determinado género de ella, como ha señalado la STS de 25 de marzo de 1992, es decir, de un concreto medio o instrumento de fuerza, de un arma determinada.

Analizando el uso de la fuerza por parte de los funcionarios de Policía, el Tribunal Supremo estima que sólo estarán legitimados cuando sea necesario para mantener el orden público y cumplir con los deberes estrictos del cargo, pero nunca debe ir más allá de lo necesario y guardando siempre la debida proporción en los medios empleados (sentencias de 22 de noviembre de 1970 y 8 de marzo de 1974).

Tratándose de Agentes de la Autoridad, añade la sentencia de 24 de febrero de 1983, se mantiene de forma unánime que su cumplimiento del deber es el de mantener y restablecer el orden, impedir la comisión de delitos, descubrir a los culpables y proceder a su detención, lo que contiene en sí la potestad de emplear medios idóneos para su cumplimiento y desde luego el uso de la fuerza con las siguientes circunstancias: que sea necesaria y utilizar la adecuada a las circunstancias del caso, sin trabas ni impedimentos para su firme ejercicio, pero también sin franquicias o patentes desmedidas susceptibles de abocar a extremos inadmisibles. En el hecho enjuiciado, seis policías fueron condenados por un delito de homicidio con la atenuante muy privilegiada (eximente incompleta) del número 1.º del artículo 9 en relación con el número 11.º del artículo 8 del Código Penal de 1973 (núm. 1 del artículo 21 en relación con el número 7.º del artículo 20 del nuevo Código Penal, respectivamente), interponiéndose el recurso para que la eximente fuera completa, pero el motivo fue rechazado porque no se puso de relieve la oposición o rebeldía de forma activa, violenta, ni la voluntad persistente y maliciosa de la víctima.

En el mismo sentido, la STS de 19 de octubre de 1993 aprecia desproporción o exceso en el medio de defensa, pues, aunque si bien es cierto que el agresor mostró contumacia agresiva y portaba un objeto contundente peligroso, una barra de acero, y que el agredido yacía en el suelo y que había hecho disparos disuasorios sin detener a aquél, aun así, el disparo del revólver reglamentario calibre 38 especial a un metro de distancia, que permitía puntería de bastante concreción (en persona entrenada y buen tirador según se dijo en el juicio) dirigido al hipocondrio (y de abajo arriba por su posición), no cabe duda de que previsiblemente tenía potencialidad letal que excedía de lo necesario para detenerle o desarmarle. Admitiendo que la extracción del arma en un incidente personal no fuera de suyo excesivo, ya que en el suelo y amenazado de un nuevo golpe, no tenía otra posibilidad defensiva para contener al agresor, el uso que de aquélla se hizo tirando a dar en el centro del cuerpo en parte notoriamente vital, supuso una desproporción y no una estricta necesidad, pues en órgano o miembro menos vital hubiera bastado para desarmarlo.

Con relación a este requisito surge la cuestión del uso del arma de fuego por los funcionarios de Policía, que pasaremos a estudiar seguidamente.

3.  LA UTILIZACIÓN DE ARMAS DE FUEGO

3.1.  Cuestiones previas

Como se indica en el Preámbulo II de la LOFCS, a través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se ejerce el monopolio, por parte de las Administraciones Públicas, del uso institucionalizado de la coacción jurídica, lo que hace imprescindible la utilización de armas por parte de los funcionarios de Policía. Ello, por su indudable trascendencia sobre la vida y la integridad física de las personas, exige el establecimiento de límites y la consagración de principios, sobre moderación y excepcionalidad en dicha utilización, señalando los criterios y los supuestos claros que legitiman su uso, con carácter excluyente.

En los comentarios oficiales al Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley de las Naciones Unidas (31) , el uso de las armas de fuego se considera una medida extrema y deberá hacerse todo lo posible por excluir su uso, especialmente contra niños. En general, no deberán emplearse armas de fuego excepto cuando un presunto delincuente ofrezca resistencia armada o ponga en peligro la vida de otras personas y no pueda reducirse o detenerse de otro modo al presunto delincuente. Cuando se dispare el arma de fuego deberá informarse a las autoridades competentes.

Sobre este particular, el artículo 2.2 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (32) , después de consagrar el derecho de toda persona a la vida, dispone que la muerte no se considerará infligida con infracción del presente artículo cuando se produzca como consecuencia de un recurso a la fuerza que sea absolutamente necesario: para asegurar la defensa de cualquier persona contra la violencia ilegal; para efectuar una detención legal o para impedir la evasión de una persona detenida legalmente, y para reprimir, de conformidad con la Ley, una revuelta o una insurrección.

La Declaración sobre la Policía del Consejo de Europa se limita a señalar en el número 13 de sus Normas de Deontología que «es necesario dar a los funcionarios de Policía instrucciones claras y precisas sobre la manera y las circunstancias en las cuales deben hacer uso de sus armas».

Siguiendo estas recomendaciones, el artículo 5.2.d) LOFCS establece que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad únicamente deben utilizar el arma de fuego en dos situaciones: cuando exista un riesgo racionalmente grave para su vida, su integridad física o las de terceras personas (legítima defensa) o en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para la seguridad ciudadana (cumplimiento del deber) y siempre de conformidad con los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad.

3.2.  Legítima defensa

Con respecto a los casos de legítima defensa, una Instrucción de la Dirección de la Seguridad del Estado de 14 de abril de 1983 establece que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado pueden utilizar sus armas de fuego ante una agresión ilegítima que se lleve a cabo contra el Agente de la Autoridad o terceras personas, siempre que concurran las siguientes circunstancias:

1.ª Que la agresión sea de tal intensidad y violencia que ponga en peligro la vida o integridad física de la persona o personas atacadas.

2.ª Que el Agente de la Autoridad considere necesario el uso del arma de fuego para impedir o repeler la agresión.

3.ª El uso del arma de fuego ha de ir precedido, si las circunstancias concurrentes lo permiten, de conminaciones dirigidas al agresor para que abandone su actitud y de la advertencia de que se halla ante un Agente de la Autoridad, cuando este carácter fuere desconocido para el atacante.

4.ª Si el agresor continúa incrementando su actitud atacante, a pesar de las conminaciones, se deben efectuar, por este orden, disparos al aire o al suelo, para que deponga su actitud.

5.ª En última instancia, ante el fracaso de los medios anteriores, o bien por la rapidez, violencia y riesgo que entrañe la agresión no haya sido posible su empleo, se debe disparar sobre partes no vitales del cuerpo del agresor, atendiendo siempre al principio de que el uso del arma cause la menor lesividad posible.

La jurisprudencia del Tribunal Supremo considera, en principio al policía, como a cualquier otra persona, lo que significa que para la justificación de la conducta del policía en el uso del arma se requiere la concurrencia de los tres requisitos para la estimación de la eximente número 4 del artículo 20 CP: agresión ilegítima, necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla y falta de provocación suficiente por parte del defensor.

Para la apreciación de la eximente se requiere inexcusablemente la agresión ilegítima (SSTS de 20 de diciembre de 1980 y 9 de diciembre de 1986).

Respecto al segundo de los requisitos, la STS de 7 de abril de 1991 ha señalado que es menester atender a la «situación concreta», afirmando que «el defensor debe utilizar los medios que tiene a su alcance, no siendo posible exigirle una excogitación de tales medios, siendo doctrina reiterada que iría en contra no ya solamente de los fundamentos de esta eximente y de sus posibilidades de eficaz aplicación, sino incluso de las más profundas convicciones éticas y jurídicas, si se entendiese que la necesidad ha de ser absoluta y que ha de darse una exacta proporcionalidad o equiparación entre el medio empleado por el agresor y el utilizado por la defensa, pues la Ley habla de que la necesidad del medio empleado ha de ser racional, y este concepto ya está revelando una flexibilidad o graduación, es decir, que no puede estar sujeta a tasa ni medida ni someterse a reglas predeterminadas, sino que ha de subordinarse a lo que en cada caso y momento requiera la especial situación en que se encuentre el agredido antes de actuar en reacción de defensa».

Por último, respecto al tercer requisito la sentencia de 15 de junio de 1983 ha señalado que «la provocación suficiente será aquella que a la mayor parte de las personas hubiera determinado una reacción agresiva».

La STS de 20 de octubre de 1993 consideró que se dan todos los requisitos para apreciar la legítima defensa, enjuiciando el supuesto de una dotación policial, compuesta por dos policías, uno de ellos, el procesado, que acceden al interior de un restaurante donde se estaba cometiendo un atraco, identificándose como policías y empuñando sus armas reglamentarias; los testigos alertaron de que los atracadores iban armados, siendo seguidos por los policías. Uno de los atracadores, que llevaba abierta una navaja de 11 centímetros de hoja, se dirigió al procesado quien gritó por dos veces la palabra ¡alto! y al tiempo que dio un salto evasivo hacia atrás, por el grave peligro que entrañaba la acción del atracador, efectuó un disparo que le produjo la muerte, siendo detenido el otro al entregarse.

Entiende el Tribunal Supremo que, en primer término se aprecia la existencia de agresión ilegítima, que debe entenderse no sólo cuando se efectúa un acto de fuerza, sino ante un ataque o evidencia de un propósito lesionador, como era este supuesto, por lo que se dan los requisitos de ataque injusto, actual, directo e ilegítimo.

En segundo término, se aprecia la concurrencia de la necesitas defensionis, es decir, la necesidad racional del medio utilizado para repeler la agresión, por lo que debe confirmarse la eximente de legítima defensa en la acción del procesado y, por ende, debe desestimarse el recurso deducido.

3.3.  Cumplimiento del deber

En cuanto a la utilización de armas de fuego en los supuestos de cumplimiento del deber, hemos visto que el artículo 5.2.d) LOFCS autoriza el uso de las mismas también en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para la seguridad ciudadana, pero siempre de conformidad con los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance.

La Instrucción de la Dirección de la Seguridad del Estado de 14 abril de 1983, a la que hemos hecho referencia anteriormente, establece sobre el particular que sólo en casos de delito grave los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, ante la fuga de un presunto delincuente que huye, deben utilizar su arma de fuego en la forma siguiente:

1.º Disparando únicamente al aire o al suelo, con objeto exclusivamente intimidatorio, previas las conminaciones y advertencias de que se entregue a la Policía o a la Guardia Civil, para lograr la detención, teniendo en cuenta previamente la certeza de que con tales disparos, por el lugar en que se realicen, no puede lesionarse a otras personas y siempre que se entienda que la detención no puede lograrse por otros modos.

2.º Disparando, en última instancia, a partes no vitales del cuerpo del presunto delincuente, siempre que concurran todas y cada una de las circunstancias anteriores, cuando le conste al Agente de la Autoridad, además de aquéllas, la extrema peligrosidad del que huye, por hallarse provisto de un arma de fuego, explosivos o arma blanca susceptibles de causar grave daño, siempre teniendo en cuenta el lema ya citado de la menor lesividad posible y el que es preferible no detener a un delincuente que lesionar a un inocente.

Si se duda de la gravedad del delito, o no es clara la identidad del delincuente, no se debe disparar.

En lo que respecta a los controles policiales, sólo se debe disparar cuando la fuerza pública sea atacada, se la atropelle o manifiestamente se la intente alcanzar.

Esta Instrucción se completa con la Circular 12/1987, de 3 de abril, de la Subdirección General Operativa de la Dirección General de la Policía, que, tras recordar el artículo 5.2, apartados c) y d) LOFCS, cita la STS de 18 de enero de 1982 en la que se señala que los funcionarios de Policía deben utilizar las armas de fuego «solamente en aquellos casos en que las circunstancias que concurran en las situaciones con que se enfrenten hagan racionalmente presumir una situación de peligro o riesgo real para ellos o terceras personas, únicamente superable mediante esta utilización, y lo hagan en la forma adecuada para evitar consecuencias irreparables que no vengan justificadas por la gravedad del contexto en que se encuentran», añadiendo asimismo que «la simple y pura huida de una persona, desatendiendo las órdenes de "alto policía" no autoriza sin más a ésta para utilizar sus armas de fuego...».

Termina la mencionada Circular en el sentido de que deberá instruirse a los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía sobre la ilegalidad que supone el uso arbitrario e irresponsable del arma de fuego reglamentaria y que, en los supuestos de persecución de presuntos delincuentes sorprendidos in fraganti o de simples sospechosos que emprenden la huida al apercibirse de la presencia policial o al serles requerida la documentación y en casos similares, no deben hacer uso de sus armas de fuego, a no ser que se encuentren en una situación de peligro o riesgo grave para su vida, su integridad física o la de terceras personas, únicamente superable mediante esta utilización, y lo hagan de conformidad con los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad, es decir, de forma adecuada para evitar consecuencias irreparables que no estén justificadas por la gravedad del contexto de hecho en que se encuentren.

La STS de 2 de julio de 1993 enjuicia el supuesto de un miembro del Cuerpo Nacional de Policía condenado por la Audiencia Provincial por un delito de imprudencia temeraria (artículo 565 CP de 1973, actual artículo 142 del nuevo Código de 1995), al causar la muerte de un individuo al que disparó tras darse a la fuga, una vez que se encontraba detenido. El Tribunal Supremo desestima el recurso del recurrente que alegó la eximente del artículo 8 número 11 del CP de 1973 (artículo 20.7 del nuevo Código: obrar en el cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo).

Estima el Tribunal Supremo que para que se aprecie la eximente es necesario que concurran las siguientes circunstancias:

1.ª Que el Agente que se encuentre desarrollando sus funciones se vea acometido o atropellado.

2.ª Que el medio utilizado para imponer el respeto a la Ley sea racional.

3.ª Que no exista otro medio para hacerse obedecer y cumplir con los deberes que tuviere confiados.

En el relato fáctico no se aprecian estas circunstancias, por lo siguiente: el acusado disparó a la víctima tras darse a la fuga sin que aquélla le agrediese ni intimidase; el Agente, sin perseguir previamente al detenido, le disparó un tiro de advertencia que le alcanzó matándole; el medio utilizado no fue idóneo ni racional al no haber enfrentamiento previo ni peligro para la integridad personal del policía; por consiguiente, hubo una extralimitación en las funciones del recurrente.

Asimismo, la sentencia considera que «faltó la adopción de las más elementales precauciones que aconseja una diligencia normal», propio de la imprudencia temeraria (artículo 565 CP de 1973, imprudencia grave, según el artículo 142 del nuevo CP), pues era previsible que con el disparo se produjera la muerte del fugado dadas las carencias profesionales en el manejo del arma por parte del Agente, lo que hubiera evitado utilizando otros medios.

En el mismo sentido, la STS de 14 de febrero de 1997 confirma la condena a un Inspector de Policía, estimando la inexistencia de la eximente de cumplimiento del deber del artículo 8.11 del entonces vigente Código Penal (hoy, la del artículo 20.7), si bien apreció como atenuante, dicha eximente, pero incompleta, por falta de proporcionalidad en los medios empleados.

El caso enjuiciado contempla el supuesto en que varios jóvenes juegan en una plaza de Madrid con un balón que queda atrapado en las ramas de un árbol. Para hacerle caer lanzan a las ramas distintos objetos, entre ellos botellas de cerveza, lo que es presenciado por un Inspector del Cuerpo Nacional de Policía que los recrimina por ello, ante lo cual aquéllos hacen caso omiso y entablan una discusión con el policía, en cuyo transcurso éste golpea con su arma a uno de ellos; el otro trata de separarlos y el funcionario dispara dos veces al suelo con fines intimidatorios, produciendo lesiones por arma de fuego a uno de los jóvenes.

Entiende el Tribunal Supremo que para la estimación de dicha eximente se requiere la concurrencia de una serie de requisitos:

1.º Que el sujeto activo sea una Autoridad o Agente de la misma autorizado legalmente para hacer uso de medios violentos en el ejercicio de los deberes de su cargo, exigencia concurrente en el inculpado, Inspector de Policía, conforme al artículo 5.2.c) y d) LOFCS.

2.º Que su actuación haya tenido lugar en el ejercicio de las funciones del cargo correspondiente. El inculpado, aunque pudiera estimarse que al tiempo de la ocurrencia de los hechos se hallara franco de servicio, intervino en cumplimiento de sus deberes, dado que los agentes policiales deberán llevar siempre a cabo sus funciones con total dedicación, debiendo intervenir siempre en cualquier tiempo y lugar, se hallaren o no de servicio, en defensa de la Ley y de la seguridad ciudadana (artículo 5.4 LOFCS).

3.º Que para el cumplimiento del deber concreto en cuyo ámbito se desarrolla la actividad desplegada sea necesario el uso de la violencia (necesidad en abstracto), ya que sin la misma no podría cumplir con la obligación que en ese momento le incumbe. El uso de alguna especie de violencia se imponía y tornaba necesaria, máxime cuando la actitud de los chicos tomaba caracteres de beligerante. La necesidad de empleo de un medio violento ha de ser racional, es decir, no se exige la absoluta necesidad del medio interpuesto, sino únicamente el que, en atención a la totalidad de circunstancias que rodean el hecho, pueda el mismo ser considerado necesario.

Los tres requisitos mencionados constituyen esencia y base de la eximente, sin los cuales no opera la circunstancia ni como eximente completa ni como incompleta.

4.º Proporcionalidad de la violencia utilizada en relación con la situación que origina la intervención de la fuerza pública, habiéndose de actuar de un modo ponderado y prudente en relación con la gravedad y las circunstancias del caso. La inadecuación o desproporción del medio origina el supuesto más característico de la eximente incompleta. La escasa gravedad del hecho en relación a la violenta reacción del agente es tomada frecuentemente en cuenta para la estimación de la eximente incompleta. La eximente completa de obrar en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo, no puede tener más extensión que la que exija la naturaleza de las funciones que se ejerzan y la realización estricta de los fines a que se circunscriban éstas, sin favorecer las extralimitaciones y abusos, y en tal sentido no puede aplicarse a los casos de empleo desmedido de la fuerza (SSTS de 25 de marzo y 15 de junio de 1992, 24 de enero y 2 de junio de 1994 y 2 de junio de 1995).

Como se ha venido resaltando, aquí es donde se acusa una desproporción en la reacción del policía, acudiendo al uso de un arma de fuego no para utilizarla directamente contra el lesionado, en propósito de lesionarle, sino con fin intimidatorio o disuasorio, para lo cual hubiese bastado el hecho de empuñarla acompañado de las advertencias o requerimientos oportunos, o cualquier otro procedimiento, pero no el de disparar al suelo dada la inmediatez física de los muchachos y el posible riesgo que ello conllevaba, cual pudo comprobarse de inmediato.

Todo ello, si bien impide la aplicación de la invocada eximente, no es óbice para la apreciación de la eximente incompleta.

La STS de 31 de octubre de 2000 recuerda la doctrina de la Sala con respecto al uso de la fuerza por los policías en el sentido de que la aplicación de la exención del cumplimiento de un deber exige la concurrencia de los siguientes requisitos:

a) Que los agentes actúen en el desempeño de las funciones propias de su cargo.

b) Que el recurso a la fuerza haya sido racionalmente necesario para la tutela de los intereses públicos y privados cuya protección tenga legalmente encomendadas.

c) Que la utilización de la fuerza sea proporcionada.

d) Que concurra un determinado grado de resistencia o de actitud peligrosa por parte del sujeto pasivo que justifique que sobre el mismo se haga recaer el acto de fuerza.

En el mismo sentido se pronuncia la STS de 14 de mayo de 1998, precisando que si el uso de la fuerza no resulta necesario para la defensa del orden jurídico, de la seguridad ciudadana, o incluso para prevenir un delito, entonces, la actuación queda fuera de la protección legal de la eximente del cumplimiento o ejercicio de un deber (artículo 20.7 del vigente Código Penal).

CAPÍTULO V. DISPOSICIONES ESTATUTARIAS COMUNES PARA LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD

1.  INTRODUCCIÓN

Como se dice en el Preámbulo II de la LOFCS, en el aspecto estatutario, la Ley pretende configurar una organización policial, basada en criterios de profesionalidad y eficacia, atribuyendo una especial importancia a la formación permanente de los funcionarios y a la promoción profesional de los mismos.

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad materializan el eje de un difícil equilibrio, de pesos y contrapesos, de facultades y obligaciones, ya que deben proteger la vida y la integridad de las personas, pero vienen obligados a usar armas; deben tratar correcta y esmeradamente a los miembros de la comunidad, pero han de actuar con energía y decisión cuando las circunstancias lo requieran. Y la balanza capaz de lograr ese equilibrio, entre tales fuerzas contrapuestas, no puede ser otra que la exigencia de una actividad de formación y perfeccionamiento permanentes, respecto a la cual se pone un énfasis especial sobre la base de una adecuada selección que garantice el equilibrio psicológico de la persona.

La constitucionalización de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad es una necesidad y una lógica derivación de su misión trascendental, en cuanto a la protección del libre ejercicio de los derechos y libertades que, en el contexto de la Constitución, son objeto de su Título I y principal, ya que integran la Carta Magna del ciudadano español. Ésta es la razón que determina el particular relieve con que la Ley resalta la promesa o juramento de acatar y cumplir la Constitución, por parte de los miembros de todos los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, que no constituye un mero trámite o formalismo, sino un requisito esencial, constitutivo de la condición policial y al mismo tiempo símbolo o emblema de su alta misión.

Por lo demás, con carácter general, se regula la práctica totalidad de los aspectos esenciales, integrantes de su estatuto personal: promoción profesional, régimen de trabajo, sindicación, incompatibilidades, responsabilidad, procurando mantener el necesario equilibrio, entre el reconocimiento y respeto de los derechos personales y profesionales y las obligadas limitaciones a que ha de someterse el ejercicio de algunos de dichos derechos, en razón de las especiales características de la función policial.

El Capítulo III de la LOFCS, bajo la rúbrica «Disposiciones estatutarias comunes», regula en los artículos 6 a 8 una serie de derechos y deberes que, al igual que los principios básicos de actuación, afectan a todos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, ya dependan del Gobierno del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Corporaciones Locales.

Con independencia de algunas limitaciones que el artículo 6 LOFCS determina para los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, como el ejercicio del derecho de sindicación o la prohibición del derecho de huelga, como luego veremos, conviene advertir que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad no pueden ser elegidos para participar en asuntos públicos y, cuando deseen presentarse a las elecciones deberán pasar a la situación administrativa que corresponda, conforme previenen los artículos 6.i) y 7 de la LO 5/1985, de 19 de junio, de Régimen Electoral General.

Asimismo, el artículo 10 de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, establece que serán incompatibles para el desempeño de la función de jurado, entre otros, los miembros en activo de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

2.  PROMOCIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL

Con carácter general, el apartado 1 del artículo 6 LOFCS establece que los Poderes Públicos promoverán las condiciones más favorables para una adecuada promoción profesional, social y humana de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de acuerdo con los principios de objetividad, igualdad de oportunidades, mérito y capacidad.

En la misma línea, el apartado 6 del precepto mencionado señala que los puestos de servicio en las respectivas categorías se proveerán conforme a los principios de mérito, capacidad y antigüedad a tenor de lo dispuesto en la correspondiente reglamentación.

El propio texto constitucional dispone en su artículo 103.3 que la Ley regulará el acceso a la función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad.

En cuanto a la formación y perfeccionamiento de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, establece el artículo 6.2 de la LOFCS, que la misma se adecuará a los principios señalados en el artículo y se ajustará los siguientes criterios:

a) Tendrá carácter profesional y permanente.

b) Los estudios que se cursen en los centros de enseñanza dependientes de las diferentes Administraciones Públicas podrán ser objeto de convalidación por el Ministerio de Educación y Ciencia, que a tal fin tendrá en cuenta las titulaciones exigidas para el acceso a cada uno de ellos y la naturaleza y duración de dichos estudios.

c) Para impartir las enseñanzas y cursos referidos se promoverá la colaboración institucional de la Universidad, el Poder Judicial, el Ministerio Fiscal, las Fuerzas Armadas y de otras Instituciones, Centros o establecimientos que específicamente interesen a los referidos fines docentes.

La selección, formación, promoción y perfeccionamiento de los distintos Cuerpos Policiales vienen recogidos en la legislación específica de cada uno de ellos, en el caso de las Policías Locales, conforme a lo dispuesto en el artículo 39 LOFCS, corresponde a las Comunidades Autónomas fijar los criterios de selección, formación, promoción y movilidad de las Policías Locales, determinando los distintos niveles exigibles para cada categoría, así como coordinar la formación profesional de las citadas Policías Locales mediante la creación de Escuelas de Formación de Mandos y de Formación Básica (33) .

3.  ACATAMIENTO DE LA CONSTITUCIÓN

El artículo 6.3 LOFCS dispone que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán jurar o prometer acatamiento a la Constitución como norma fundamental del Estado.

Al respecto establece el artículo 1.º del Real Decreto 707/1979, de 5 de abril, que en el acto de toma de posesión de cargos o funciones públicas en la Administración, quien haya de dar posesión formulará al designado la siguiente pregunta: «¿Juráis o prometéis por vuestra conciencia y honor cumplir fielmente las obligaciones del cargo..., con lealtad al Rey, y guardar y hacer guardar la Constitución, como norma fundamental del Estado?», pregunta que será contestada por quien haya de tomar posesión con una simple afirmativa.

La fórmula anterior podrá ser sustituida por el juramento o promesa prestado personalmente por quien va a tomar posesión, de cumplir fielmente las obligaciones del cargo con lealtad al Rey y de guardar y hacer guardar la Constitución como norma fundamental del Estado.

4.  REMUNERACIÓN Y HORARIO DE SERVICIO

De un lado, el apartado 4 del artículo 6 LOFCS señala que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad tendrán derecho a una remuneración justa, que contemple su nivel de formación, régimen de incompatibilidades, movilidad por razones de servicio, dedicación y el riesgo que comporta su misión, así como la especificidad de los horarios de trabajo y su peculiar estructura.

Conforme se establecía en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública y hoy se contempla en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, que tiene por objeto establecer las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos incluidos en su ámbito de aplicación, los derechos retributivos se fijan en los artículos 21 a 30 clasificando las retribuciones de los funcionarios en básicas y complementarias (34) .

Son retribuciones básicas:


	
- El sueldo, que corresponde al índice de proporcionalidad asignado a cada uno de los grupos en que se organizan los Cuerpos y Escalas, Clases o Categorías. 

	
- Los trienios, consistentes en una cantidad igual para cada grupo por cada tres años de servicio en el Cuerpo o Escala, Clase o Categoría. 

	
- Las pagas extraordinarias, que serán de dos al año por un importe mínimo cada una de ellas de una mensualidad, del sueldo y trienios, que se devengarán el día 1 de los meses de junio y diciembre y con referencia a la situación y derechos del funcionario en las fechas indicadas. 



Son retribuciones complementarias:


	
- El complemento de destino, que es el correspondiente al nivel del puesto que se desempeñe. 

	
- El grado personal, que se adquiere por el desempeño de uno o más puestos del nivel correspondiente durante dos años continuados o tres con interrupción. 

	
- El complemento específico, destinado a retribuir las condiciones particulares de algunos puestos de trabajo en atención a su especial dificultad técnica, dedicación, responsabilidad, incompatibilidad, peligrosidad o penosidad. 

	
- El complemento de productividad, destinado a retribuir el especial rendimiento, la actividad extraordinaria y el interés o iniciativa con que el funcionario desempeñe su trabajo, siempre que redunden en mejorar el resultado de los mismos. 

	
- Las gratificaciones por servicios extraordinarios, fuera de la jornada normal, que en ningún caso podrán ser fijas en su cuantía y periódicas en su devengo. 



Asimismo, los funcionarios percibirán las indemnizaciones correspondientes por razón de servicio, la indemnización por residencia y las pensiones de recompensas y de mutilación o invalidez, de acuerdo con las condiciones y cuantías fijadas en sus respectivas normas específicas.

Las retribuciones deben contemplar el nivel de formación de los funcionarios, de forma que, de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso, los Cuerpos, Escalas, Clases y Categorías de funcionarios se agrupan en los siguientes grupos (35) , de acuerdo con la titulación exigida para el acceso a los mismos:

Grupo A, dividido en dos Subgrupos A1 y A2.

Para el acceso a los cuerpos o escalas de este Grupo se exigirá estar en posesión del título universitario de Grado. En aquellos supuestos en los que la Ley exija otro título universitario será éste el que se tenga en cuenta.

La clasificación de los cuerpos y escalas en cada Subgrupo estará en función del nivel de responsabilidad de las funciones a desempeñar y de las características de las pruebas de acceso.

Grupo B. Para el acceso a los cuerpos o escalas del Grupo B se exigirá estar en posesión del título de Técnico Superior.

Grupo C. Dividido en dos Subgrupos, C1 y C2, según la titulación exigida para el ingreso.


	 C1: Título de bachiller o técnico. 

	 C2: Título de graduado en educación secundaria obligatoria. 



En cuanto al horario de servicio, establece el artículo 6.5 LOFCS que el mismo se determinará reglamentariamente y se adaptará a las peculiares características de la función policial.

5.  RÉGIMEN DE INCOMPATIBILIDADES

El artículo 6.7 LOFCS, dispone que la pertenencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad es causa de incompatibilidad para el desempeño de cualquier otra actividad pública o privada, salvo aquellas actividades exceptuadas de la legislación sobre incapacidades.

La normativa sobre incompatibilidades viene recogida fundamentalmente en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas, y el Real Decreto 598/1995, de 30 de abril.

Según el artículo 19 de la mencionada Ley, quedan exceptuadas del régimen de incompatibilidades las actividades siguientes:

a) Las derivadas de la administración del patrimonio personal o familiar, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12 de la propia Ley.

b) La dirección de seminarios o el dictado de cursos o conferencias en centros oficiales destinados a la formación de funcionarios o profesorado, cuando no tengan carácter permanente o habitual o supongan más de 75 horas al año, así como la preparación para el acceso a la función pública en los casos o formas que reglamentariamente se determine.

c) La participación en tribunales calificadores de pruebas selectivas para ingreso en las Administraciones Públicas.

d) La participación del personal docente en exámenes, pruebas o evaluaciones distintas de las que habitualmente les correspondan, en la forma reglamentariamente establecida.

e) El ejercicio del cargo de Presidente, Vocal o miembro de Juntas Rectoras de Mutualidades o Patronatos de Funcionarios, siempre que no sea retribuido.

f) La producción y creación literaria, artística, científica y técnica, así como las publicaciones derivadas de aquéllas, siempre que no se originen como consecuencia de una relación de empleo o de prestación de servicios.

g) La participación ocasional en coloquios o programas de cualquier medio de comunicación social; y

h) La colaboración y la asistencia ocasional a congresos, seminarios, conferencias o cursos de carácter profesional.

La realización de actividades incompatibles con el ejercicio de la función policial puede dar lugar a responsabilidades administrativas, que vienen recogidas también en las disposiciones relativas al régimen disciplinario de los diferentes cuerpos de policía.

La Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, en la Disposición Final primera modifica la LOFCS añadiendo una disposición adicional a ésta señalando que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6.7 de la LOFCS, los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía estarán sometidos al mismo régimen de incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones públicas, régimen igualmente aplicable como al resto de policías autonómicas y locales (36) .

Asimismo, conviene tener en cuenta que el artículo 441 CP castiga a la autoridad o funcionario público que, fuera de los casos admitidos en las leyes o reglamentos, realizare, por sí o por persona interpuesta, una actividad profesional o de asesoramiento permanente o accidental, bajo la dependencia o al servicio de entidades privadas o de particulares, en asunto en que deba intervenir o haya intervenido por razón de su cargo, o en los que se tramiten, informen o resuelvan en la oficina o centro directivo en que estuviere destinado o del que dependa.

La STS de 23 de enero de 1990 entendió como causa de incompatibilidad la actividad docente de un funcionario del Cuerpo Nacional de Policía como Profesor Universitario Asociado, a tiempo parcial en el Colegio Universitario de Las Palmas, dependiente de la Universidad de La Laguna, en base a que si el apartado séptimo del artículo 6 de la LO 2/1986 sólo exceptúa de la incompatibilidad «aquellas actividades exceptuadas de la legislación sobre incompatibilidades», lo lógico es referir esta noción a la legal descrita en el artículo 19 de la Ley 53/1984 o a la que pueda establecerse con este carácter en una eventual futura legislación sobre la materia, porque inclinarse por otro criterio obliga a argumentos poco convincentes, tales como el utilizado en la sentencia de primera instancia, que pretende extraer una misma conclusión de fórmulas legales tan diferentes como la utilizada en el artículo 389.5.º LOPJ y la del artículo de la LOFCS sobre el que se ha centrado el debate procesal.

Sin embargo, la sentencia 758/1992 de la Sección 1.ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, de 13 de noviembre de 1992, tras recordar que el RD 517/1986, de 21 de febrero, de Incompatibilidades del Personal Militar, extiende sus normas a los Oficiales Generales, Oficiales, Suboficiales y asimilados de la Guardia Civil y a las clases de la Guardia Civil profesionales (artículo 3), estableciendo concretamente que podrá autorizarse la compatibilidad cumplidas las exigencias establecidas por la Ley, para el desempeño de un puesto de trabajo en la esfera docente como Profesor Universitario Asociado en régimen de dedicación no superior a la de tiempo parcial y con duración determinada, sin que pueda perjudicar a su destino militar (artículo 4), entiende que la autorización contemplada en el artículo 4 del mencionado Real Decreto para la compatibilidad de todos los integrantes de la Guardia Civil con el puesto de trabajo de Profesor Universitario Asociado es igualmente aplicable a los demás funcionarios componentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, sin que resulte admisible entender que tal Real Decreto quedara derogado en cuanto a la Guardia Civil por la LO 2/1986, publicada con anterioridad, ni que los derechos de los funcionarios de una parte de aquellas Fuerzas y Cuerpos hayan de quedar subordinados al desarrollo por el Gobierno de normas reglamentarias, cuyo contenido, en todo caso, siempre habrá de respetar el principio constitucional de igualdad en la aplicación de la Ley.

En la misma línea se pronuncia la STSJ de Castilla y León 315/1991, de 22 de junio, al considerar que no existen inconvenientes de orden legal ni material para conceder la compatibilidad con el ejercicio, como actividad secundaria, como profesor asociado a la Universidad de Salamanca, Escuela Universitaria de Graduados Sociales.

6.  PROHIBICIÓN DE LA HUELGA Y DERECHO DE SINDICACIÓN

El Preámbulo II de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad dedica una especial mención a la interdicción de la huelga o de acciones sustitutivas de la misma, señalando que dicha prohibición se lleva a cabo, dentro del marco delimitado por el artículo 28 de la Constitución, en aras de los intereses preeminentes que corresponde proteger a los Cuerpos de Seguridad, al objeto de asegurar la prestación continuada de sus servicios, que no admite interrupción. Lógicamente, como lo exige la protección de los derechos personales y profesionales de estos funcionarios, la Ley prevé la determinación de los cauces de expresión y solución de los conflictos que puedan producirse por razones profesionales.

Señala al respecto el apartado 8 del artículo 6 LOFCS, que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad no podrán ejercer en ningún caso el derecho de huelga, ni acciones sustitutivas del mismo o concertadas con el fin de alterar el normal funcionamiento de los servicios.

Dicho precepto constituye una excepción a lo dispuesto en el artículo 28.2 CE, donde se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses.

El incumplimiento de esta prohibición puede dar lugar también a las responsabilidades administrativas previstas en el régimen disciplinario de los diferentes Cuerpos de Policía.

En cuanto al derecho de sindicación, aunque no viene recogido expresamente en las disposiciones estatutarias comunes de la LOFCS, el artículo 28.1 CE garantiza el derecho «de todos a sindicarse libremente», si bien precisa a continuación que la Ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos.

En desarrollo de esta previsión, la LOFCS da un tratamiento distinto a las diferentes Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Así, los miembros de la Guardia Civil, conforme establece el artículo 15.2, no podrán pertenecer a partidos políticos o sindicatos ni hacer peticiones colectivas, si bien individualmente podrán ejercer el derecho de petición en los términos establecidos en su legislación específica.

Los miembros del Cuerpo Nacional de Policía, según el artículo 18, tienen derecho a constituir organizaciones sindicales de ámbito nacional para la defensa de sus intereses profesionales, así como afiliarse a las mismas y participar activamente en ellas en los términos previstos en la propia LOFCS (37) .

El apartado 2 del precepto mencionado precisa que los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía sólo podrán afiliarse a organizaciones sindicales formadas exclusivamente por miembros del propio Cuerpo. Dichas organizaciones no podrán federarse o confederarse con otras que, a su vez, no estén integradas exclusivamente por miembros del referido Cuerpo. No obstante, podrán formar parte de organizaciones internacionales de su mismo carácter.

Para los miembros de las Policías de las Comunidades Autónomas, la Ley Orgánica guarda silencio, por lo que se estará a lo establecido para los funcionarios en general o lo que se señala en su legislación específica (38) .

Respecto a los miembros de los Cuerpos de Policía Local, el artículo 52.2 LOFCS señala que, en atención a la especificidad de las funciones de dichos Cuerpos, les será de aplicación la Ley que se dicte en cumplimiento de lo establecido en la Disposición Adicional segunda, apartado 2, de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical. A falta de dicha norma, habrá que estar a lo dispuesto en el régimen general sobre asociacionismo sindical de los funcionarios.

7.  RÉGIMEN DISCIPLINARIO

Dispone el artículo 6.9 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, que el régimen disciplinario de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, sin perjuicio de la observancia de las debidas garantías, estará inspirado en unos principios acordes con la misión fundamental que la Constitución les atribuye y con la estructura y organización jerarquizada y disciplinada propias de los mismos.

En el ámbito disciplinario, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad les son de aplicación las normas previstas para los funcionarios en general, si bien habrá que tener en cuenta lo dispuesto en la legislación específica de cada Cuerpo.

Así, al Cuerpo Nacional de Policía, le es de aplicación la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, cuyo objeto es regular su régimen disciplinario, de acuerdo con los principios recogidos en la CE, en la LOFCS y en el resto del ordenamiento jurídico. La Ley Orgánica es aplicable a los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía que se encuentren en las situaciones de servicio activo y de segunda actividad ocupando destino.

En cuanto al Cuerpo de la Guardia Civil, su régimen disciplinario viene fijado por la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil. Igualmente por Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, los derechos y deberes de sus miembros.

Por lo que respecta a las Policías Locales, con la adecuación que exija la dependencia de la Administración correspondiente, las disposiciones aplicadas al respecto por las Comunidades Autónomas y los Reglamentos específicos de cada Cuerpo y demás normas dictadas por los correspondientes Ayuntamientos, a tenor de lo dispuesto en la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, esta Ley Orgánica se aplicará a los Cuerpos de Policía Local de acuerdo con lo previsto en la legislación orgánica reguladora de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

A los miembros de las Policías de las Comunidades Autónomas, según el artículo 40 LOFCS, su régimen estatutario viene determinado por la propia Ley Orgánica, la legislación de cada Comunidad Autónoma y los Reglamentos específicos de cada Cuerpo.

8.  CARÁCTER DE LOS MIEMBROS DE LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD

Dice al respecto el artículo 7 LOFCS:


«1. En el ejercicio de sus funciones, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad tendrán a todos los efectos legales el carácter de Agentes de la Autoridad.

2. Cuando se cometa delito de atentado, empleando en su ejecución armas de fuego, explosivos u otros medios de agresión de análoga peligrosidad, que puedan poner en peligro grave la integridad física de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, tendrán al efecto de su protección penal la consideración de Autoridad.

3. En el ámbito administrativo, la LRJPAC establece en el artículo 137.3 que los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce la condición de Autoridad, y que se formalicen en documento público, observando los requisitos legales pertinentes, tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los propios administrados.

4. Respecto de la Guardia Civil sólo tendrá consideración de fuerza armada en el cumplimiento de las misiones de carácter militar que se le encomienden, de acuerdo con el ordenamiento jurídico.»



La STS de 5 de octubre de 1974 define al Agente de la autoridad como «aquél que, por nombramiento competente, posee atribuciones de vigilancia o policía pública», y la de 18 de noviembre de 1992 del mismo Alto Tribunal entiende por Agentes de la Autoridad «aquellas personas que por disposición legal o nombramiento de quien para ello es competente, se hallan encargadas del mantenimiento del orden público y de la seguridad de las personas y cosas».

La previsión que contempla el apartado 2 del artículo 7 LOFCS significa que, en los supuestos mencionados, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad gozan de una protección especial, ya que sería de aplicación lo dispuesto en el inciso primero del artículo 551.1 CP, que sanciona con una pena más grave el atentado cuando el sujeto pasivo tiene la consideración de autoridad.

Como ha señalado la STS de 18 de octubre de 1990, «la comisión del delito de atentado haciendo uso de armas de fuego comporta, respecto de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, a los efectos de su protección penal, la consideración de autoridad», a tenor del artículo 7.2 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, asimilación legal que lleva indefectiblemente el tipo del artículo 232.1.º CP (actual artículo 551.1.º, inciso primero del vigente CP).

Asimismo, la STS de 13 de noviembre de 1991 reitera que debe ser plenamente aplicable el artículo 7.2 de la LOFCS, y en consecuencia reputar autoridad conforme al mismo, al funcionario de Policía, contra quien se efectuó el acometimiento, al haberse empleado en su ejecución otro medio de agresión de análoga peligrosidad, pues así debe estimarse el uso de un vehículo de motor para efectuar la agresión, conforme declaró entre otras la STS de 10 de noviembre de 1988.

Por último, en cuanto a la consideración de fuerza armada de la Guardia Civil en el cumplimiento de las misiones de carácter militar que se le encomienden, conviene tener en cuenta que, conforme a lo dispuesto en el artículo 9.b) LOFCS, es un Instituto Armado de naturaleza militar, dependiente del Ministerio del Interior en el desempeño de las funciones que esa misma Ley le atribuye y del Ministerio de Defensa en el cumplimiento de las misiones de carácter militar que éste o el Gobierno le encomienden, precisando que en tiempo de guerra y durante el estado de sitio, la Guardia Civil dependerá exclusivamente del Ministerio de Defensa.

En consecuencia, como señala la STS de 30 de marzo de 1990, el concepto de «fuerza armada» está relacionado en el artículo 7 de la LOFCS con los dos números anteriores y hace referencia a una concreta protección de los miembros de la Guardia Civil. En otras palabras, si no constituyen fuerza armada, es decir, si no están cumpliendo una misión de carácter militar, los posibles ataques, resistencias o desobediencias de que sean objeto no estarán incluidos en el artículo 554.1 del vigente Código Penal. Pero el carácter militar o no militar de los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil no deriva ni del hecho de que formen o no fuerza armada, ni de que cumplan o no una misión militar, misión que, por otra parte, podrían cumplir aunque no constituyesen «fuerza armada», ya que a lo que ésta caracteriza es la concurrencia simultánea de los requisitos de uniformidad, de misión militar y de utilización de armas, conforme establece el artículo 10 CPM.

9.  EL DENOMINADO FUERO POLICIAL

El artículo 8 de la LOFCS contempla una serie de particularidades con motivo de la incoación de un procedimiento penal contra miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, que constituyen lo que ha venido en denominarse el «fuero policial». Dice el precepto mencionado:


«1. La jurisdicción ordinaria será la competente para conocer de los delitos que se cometan contra miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, así como de los cometidos por éstos en el ejercicio de sus funciones.

Iniciadas unas actuaciones por los Jueces de Instrucción, cuando éstos entiendan que existen indicios racionales de criminalidad por la conducta de miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, suspenderán sus actuaciones y las remitirán a la Audiencia Provincial correspondiente, que será la competente para seguir la instrucción, ordenar, en su caso, el procesamiento y dictar el fallo que corresponda (39) .

Cuando el hecho fuese constitutivo de falta, los Jueces de Instrucción serán competentes para la instrucción y el fallo, de conformidad con las normas de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Se exceptúa en lo dispuesto en los párrafos anteriores los supuestos en que sea competente la jurisdicción militar.

2. El cumplimiento de la prisión preventiva y de las penas privativas de libertad por los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, se realizarán en establecimientos penitenciarios ordinarios, con separación del resto de detenidos o presos.

3. La iniciación de procedimiento penal contra miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, no impedirá la incoación y tramitación de expedientes gubernativos o disciplinarios por los mismos hechos. No obstante, la resolución definitiva del expediente sólo podrá producirse cuando la sentencia recaída en el ámbito penal sea firme, y la declaración de hechos probados vinculará a la Administración.

Las medidas cautelares que puedan adoptarse en estos supuestos podrán prolongarse hasta que recaiga resolución definitiva en el procedimiento judicial, salvo en cuanto a la suspensión de sueldo en que se estará a lo dispuesto en la legislación general de funcionarios.»



Tras la Sentencia del Tribunal Constitucional 145/1988, que esencialmente declaró inconstitucional que un mismo órgano judicial instruyera y dictara sentencia, era de prever que ello afectaría inevitablemente al llamado fuero policial.

A raíz de que se plantearan ante el Tribunal Constitucional varias cuestiones de inconstitucionalidad del artículo 8.1 de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, el Alto Tribunal, en sentencia número 55/1990, de 28 de marzo, estima parcialmente una de las cuestiones, declarando que la acumulación en manos de la Audiencia de las funciones instructoras, de procesamiento en su caso y de enjuiciamiento respecto de una misma causa vulneran las garantías constitucionales, tanto las del imputado, en este caso el funcionario policial, como la del acusador público o privado.

En la sentencia mencionada el Tribunal Constitucional no ha considerado contrario a la Constitución que en el caso de faltas sea competente para su conocimiento el Juez de Instrucción, en todos los casos.

Sin embargo, el Tribunal Constitucional entiende que la acumulación de funciones instructoras y de enjuiciamiento en manos de las Audiencias Provinciales atenta tanto contra el artículo 14 de la Constitución (principio de igualdad) como contra el artículo 24 (derecho a la tutela judicial efectiva y derecho a un proceso con todas las garantías), derechos que se quebrantaban tanto para los acusadores como para los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

En consecuencia, tras el fallo del Tribunal Constitucional, la regulación del enjuiciamiento de las infracciones penales cometidas por los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad corresponderá:

a) Si se trata de faltas, el conocimiento en primera instancia se atribuye a los Jueces de Instrucción, con apelación ante las Audiencias Provinciales.

b) Si se trata de delitos, sea cual fuere la competencia ordinaria en función de la penalidad genérica de los mismos, la instrucción y, eventualmente, el procesamiento, corresponderá a los Jueces de Instrucción (o Jueces Centrales de Instrucción, en su caso), la vista de la causa será siempre ante la Audiencia Provincial (o Audiencia Nacional, si se trata de delitos cuya competencia objetiva esté atribuida a la Sala de lo Penal de este Tribunal) y el recurso ante el fallo de ésta será el de casación ante el Tribunal Supremo.

En esta línea, la STS de 28 de septiembre de 1994 establece que «puesto que en el caso enjuiciado la instrucción de las diligencias se realizó en exclusiva por el Juzgado de Instrucción y la decisión se tomó por la Audiencia, no puede entenderse en modo alguno vulnerado el derecho fundamental que se invoca, sino cumplido el mandato constitucional».

Con respecto a los miembros de la Guardia Civil, señala la STS de 30 de marzo de 1990:

a) La jurisdicción ordinaria es competente siempre que un miembro de la Guardia Civil cometa delito en el ejercicio de sus funciones propias y específicas, que son las expresamente enumeradas en los artículos 11.1 y 12.1.B) de la LOFCS.

b) Será igualmente competente aquella jurisdicción cuando se cometa un delito común.

c) Será competente la jurisdicción militar siempre que el miembro de la Guardia Civil cometa un delito de los definidos como militares en el Código Penal Militar.

En cuanto al cumplimiento de la prisión preventiva y de las penas privativas de libertad de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, el artículo 99.2 del Reglamento Penitenciario, aprobado por RD 190/1996, de 9 de febrero, determina igualmente la separación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de los militares que sean internados en establecimientos penitenciarios comunes.

El apartado primero del artículo 8.3 LOFCS recoge el llamado principio non bis in idem con respecto a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, con respecto al cual ha tenido ocasión de pronunciarse la jurisprudencia.

Así, la STS de 16 de diciembre de 1994 recuerda que es doctrina constitucional que el principio general del derecho conocido por non bis in idem supone, en una de sus más conocidas manifestaciones, que no recaiga duplicidad de sanciones, administrativa y penal, en los casos en que se aprecie la identidad del sujeto, hecho y fundamento, sin existencia de una relación de supremacía especial de la Administración, relación de funcionario, entre ellas, que justificase el ejercicio del ius puniendi por los Tribunales y a su vez de la potestad sancionadora de la Administración (STC 2/1981, de 30 de enero), pero sin que la existencia de la relación de sujeción especial tampoco baste por sí misma para justificar la dualidad de sanciones; para que esta dualidad sea constitucionalmente admisible es necesario que la normativa que la impone pueda justificarse porque contempla los mismos hechos desde la perspectiva de un interés jurídicamente protegido que no es el mismo que aquel que la primera sanción intenta salvaguardar (STC 234/1991, de 10 de diciembre). En el supuesto enjuiciado no existe infracción del principio non bis in idem, pues, aun habiendo identidad en los hechos y en la persona a quien se imputan, es diferente el fundamento del tipo infractor aplicado en los respectivos órdenes sancionadores, en correlación con la singularidad de los bienes jurídicos protegidos. Y siendo así, carece también de fundamento el supuesto trato discriminatorio ante la Ley porque no son equiparables, a los efectos del artículo 14 CE, la situación subjetiva del ciudadano innominado y la del funcionario de Policía, en relación con la clase de hechos que estamos analizando.

Asimismo, la SAN de 28 de marzo de 1994 recuerda que el principio non bis in idem, aun cuando no aparece regulado expresamente en el Texto Constitucional, sin embargo tiene vigencia en nuestro ordenamiento jurídico al estar íntimamente unido a los de legalidad y tipicidad de las actuaciones, recogidos en el artículo 25 de la norma fundamental (STC 2/1981, de 30 de enero), principio que impide que autoridades de un mismo orden, a través de procedimientos distintos, puedan sancionar repetidamente una misma conducta ilícita, pues esa duplicación de sanciones supondría una inadmisible reiteración en el ejercicio del ius puniendi del Estado (STC 107/1989, de 8 de junio). No obstante, cuando como ocurre en el caso enjuiciado, la sanción penal y la sanción administrativa tienen distinto fundamento jurídico, de suerte que aún partiendo de un mismo hecho, se incoen dos procedimientos, adoptando dos medidas distintas, una penal y otra administrativa y disciplinaria, una por el delito cometido y otra a consecuencia de su estatus como funcionario público, no cabe hablar de vulneración del non bis in idem, pues mientras la condena penal se le impone como reproche por el delito cometido, al igual que se le impondría a cualquier ciudadano, por el contrario, la sanción disciplinaria se le impone en atención a su condición o estatus de funcionario público, en este caso de Policía Nacional, y ello porque quien está facultado para ejercer poderes públicos en su calidad de autoridad o agente de la misma debe exigírsele un proceder o conducta adecuado a su especial condición, y al proceder como lo hizo vulneró los más elementales principios que vienen obligados a observar

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, recogidos en el artículo 5.º LOFCS en relación con el artículo 27.3.b) del mismo texto legal, y al haberse calificado su proceder como de muy grave, se le impuso la sanción de separación de servicio prevista en el artículo 28.2.a) y ello con independencia y con abstracción de la condena penal.

En el mismo sentido, la STC 234/1991 entendió que tampoco se infringió el principio non bis in idem, en el supuesto de un funcionario del Cuerpo Nacional de Policía condenado por sentencia firme como autor de un delito de falso testimonio en causa criminal, a quien la Dirección General de la Policía, previo expediente disciplinario, le impuso la sanción de traslado con cambio de residencia, al considerarle autor de una falta muy grave, en razón a que el interés jurídico protegido era distinto y que la sanción era proporcionada a esa protección.

Por último, en cuanto a la adopción de medidas cautelares, como se dice en el Preámbulo II LOFCS, el sistema penal y procesal diseñado, con carácter general, es el que ya se venía aplicando para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, suspendiéndose el expediente disciplinario mientras se tramita el proceso penal, aunque permitiendo la adopción de medidas cautelares hasta tanto se dicte sentencia firme.

Con respecto al Cuerpo Nacional de Policía, el artículo 28.6 LOFCS determina que, iniciado un procedimiento penal o disciplinario, se podrá acordar la suspensión provisional por la autoridad competente para ordenar la incoación del expediente administrativo. La situación de suspensión provisional se regulará por lo dispuesto en la legislación general de funcionarios.

Como dice la STS de 19 de julio de 1994, el artículo 8.3 LOFCS, que contempla precisamente el caso de autos, tramitación simultánea de expediente disciplinario y procedimiento penal por los mismos hechos, permite que las medidas cautelares que se adopten puedan prolongarse hasta que recaiga resolución definitiva en el procedimiento, o lo que es igual, hasta que se produzca tal evento se puede mantener la situación de suspensión provisional (artículo 34.4 del Reglamento de Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, aprobado por Real Decreto 884/1989, de 14 de julio), con sus efectos consiguientes. La salvedad que a continuación hace, respecto a la suspensión del sueldo, para decir «que se estará a lo dispuesto en la legislación general de funcionarios», no lleva consigo la limitación temporal que propugna la sentencia recurrida. Lo que se pretende dejar a salvo es el régimen retributivo reducido del funcionario suspenso, aunque se prolongue más de seis meses su suspensión provisional; en otras palabras, el artículo 8.3 a que nos venimos refiriendo remite al apartado 1, no al apartado 2, del artículo 49 de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, aunque la posterior publicación del Reglamento de Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía obliga a tener en cuenta el derecho del suspenso provisional a percibir, en su caso, las pensiones por condecoraciones y mutilación.

CAPÍTULO VI. LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO

1.  DISPOSICIONES GENERALES

Se inicia el Preámbulo III de la LOFCS que, con fundamentación directa en el artículo 104, e indirecta en el artículo 8, ambos de la Constitución, la Ley declara, a todos los efectos, la naturaleza de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que corresponde al Cuerpo Nacional de Policía -nacido de la integración de los Cuerpos Superior de Policía y de Policía Nacional- y al Cuerpo de la Guardia Civil.

A tal efecto, dispone el artículo 9.º de la mencionada LOFCS que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado ejercen sus funciones en todo el territorio nacional y están integradas por:

a) El Cuerpo Nacional de Policía, que es un Instituto Armado de naturaleza civil, dependiente del Ministro del Interior.

b) La Guardia Civil, que es un Instituto Armado de naturaleza militar, dependiente del Ministro del Interior, en el desempeño de las funciones que esta Ley le atribuye, y del Ministro de Defensa en el cumplimiento de las misiones de carácter militar que éste o el Gobierno le encomienden. En tiempo de guerra y durante el estado de sitio, dependerá exclusivamente del Ministro de Defensa.

De otro lado, el artículo 10 LOFCS establece:


«1. Corresponde al Ministro del Interior la administración general de la seguridad ciudadana y el mando superior de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, así como la responsabilidad de las relaciones de colaboración y auxilio con las Autoridades policiales de otros países, conforme a lo establecido en Tratados y Acuerdos Internacionales.

2. Bajo la inmediata autoridad del Ministro del Interior, dicho mando será ejercido en los términos establecidos en esta Ley por el Director de la Seguridad del Estado, del que dependen directamente las Direcciones Generales de la Guardia Civil y de la Policía, a través de las cuales coordinará la actuación de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado.

3. En cada Comunidad Autónoma el Delegado del Gobierno o Subdelegado del Gobierno en la provincia ejercerán el mando directo de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (40) , con sujeción a las directrices de los órganos mencionados en los apartados anteriores, sin perjuicio de la dependencia funcional de las Unidades de Policía Judicial, respecto de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal, en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente.»



El RD 1181/2008, de 11 julio, por el que se modifica y desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior, en su redacción dada por el RD 331/2009, de 13 de marzo, desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior. Correspondiendo al Ministerio del Interior la preparación y ejecución de la política del Gobierno en relación con la administración general de la seguridad ciudadana; la promoción de las condiciones para el ejercicio de los derechos fundamentales, especialmente en relación con la libertad y seguridad personal, en los términos establecidos en la Constitución Española y en las leyes que los desarrollen; el mando superior, y la dirección y coordinación, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; el control de las empresas y el personal de seguridad privada; el ejercicio de las competencias que, en el ámbito policial, le atribuye la legislación vigente en materia de extranjería; el régimen de asilo, refugio, régimen de apátridas y protección a desplazados; la administración y régimen de las instituciones penitenciarias; la realización de las actuaciones necesarias para el desarrollo de los procesos electorales; el ejercicio de las competencias legalmente atribuidas sobre protección civil, y la administración general de la policía de circulación y de la seguridad vial.

1.1.  Al Ministerio del Interior

Le corresponde la preparación y ejecución de la política del Gobierno en relación con la administración general de la seguridad ciudadana; la promoción de las condiciones para el ejercicio de los derechos fundamentales, especialmente en relación con la libertad y seguridad personal, en los términos establecidos en la Constitución Española y en las leyes que los desarrollen; el mando superior, y la dirección y coordinación, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; el control de las empresas y el personal de seguridad privada; el ejercicio de las competencias que, en el ámbito policial, le atribuye la legislación vigente en materia de extranjería; el régimen de asilo, refugio, régimen de apátridas y protección a desplazados; la administración y régimen de las instituciones penitenciarias; la realización de las actuaciones necesarias para el desarrollo de los procesos electorales; el ejercicio de las competencias legalmente atribuidas sobre protección civil; y la administración general de la policía de circulación y de la seguridad vial.

1.2.  Ministro del Interior

Al Ministro del Interior, como titular del departamento, le corresponden la iniciativa, planificación, dirección e inspección de todos los servicios del ministerio, el mando superior de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y las demás funciones señaladas en el artículo 12 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, así como las que le sean atribuidas por otras leyes o normas especiales.

El Ministerio del Interior se estructura en los siguientes órganos superiores y directivos:

A) La Secretaría de Estado de Seguridad, de la que dependerán los siguientes órganos directivos:


	
1. La Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil, cuyo titular tendrá rango de subsecretario. 

	
2. La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, cuyo titular tendrá rango de subsecretario, y de la que dependerán los siguientes órganos directivos: 
	
a. La Dirección General de Gestión de Recursos. 

	
b. La Dirección General de Coordinación Territorial y Medio Abierto. 





	
3. La Dirección General de Infraestructuras y Material de la Seguridad. 

	
4. La Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería. 



B) La Subsecretaría del Interior, de la que dependerán los siguientes órganos directivos:


	
1. La Secretaría General Técnica. 

	
2. La Dirección General de Política Interior. 

	
3. La Dirección General de Tráfico. 

	
4. La Dirección General de Protección Civil y Emergencias. 

	
5. La Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo. 

	
6. La Dirección General de Personal y Servicios. 



1.3.  Secretario de Estado de Seguridad

Corresponde al Secretario de Estado de Seguridad la dirección, coordinación y supervisión de los órganos directivos dependientes de la Secretaría de Estado, bajo la inmediata autoridad del Ministro del Interior, para el ejercicio de las siguientes funciones:

a) La promoción de las condiciones para el ejercicio de los derechos fundamentales, en los términos establecidos en la Constitución Española y en las leyes que los desarrollen, especialmente en relación con la libertad y seguridad personal, la inviolabilidad del domicilio y la libertad de residencia y circulación.

b) El ejercicio del mando de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, la coordinación y la supervisión de los servicios y misiones que les corresponden.

c) El control de las empresas y del personal de seguridad privada y la seguridad pública de los espectáculos y actividades recreativas, en el ámbito de competencias del Estado.

d) La dirección y coordinación de la cooperación policial internacional.

e) La representación del Departamento en los supuestos en que así se lo encomiende el Ministro.

f) La dirección, impulso y coordinación de las actuaciones del departamento en materia de crimen organizado, tráfico de drogas, blanqueo de capitales relacionado con dicho tráfico y delitos conexos.

g) La planificación y coordinación de las políticas de infraestructuras y material en el ámbito de la seguridad.

h) La aprobación de los planes y programas de infraestructuras y material en el ámbito de la seguridad.

i) La dirección de las competencias del Ministerio del Interior en materia de Administración Penitenciaria.

1.4.  Director General de la Policía y de la Guardia Civil

Corresponde al Director General de la Policía y de la Guardia Civil, cuyo titular tendrá rango de subsecretario, bajo la dependencia del Secretario de Estado de Seguridad, el mando directo del Cuerpo Nacional de Policía y del Cuerpo de la Guardia Civil, en este último caso, sin perjuicio de las competencias que correspondan al Ministerio de Defensa.

Dependiendo directamente del Director General, y con nivel orgánico de Subdirección General, existirá un Gabinete Técnico con funciones de asistencia directa y apoyo, para facilitar el despacho y la coordinación de los órganos y unidades dependientes de aquél.

Asimismo, también dependiendo directamente del Director General existirán dos Unidades de Coordinación, para la asistencia directa y apoyo a aquél en los ámbitos del Cuerpo Nacional de Policía y del Cuerpo de la Guardia Civil, respectivamente.

A) En el ámbito del Cuerpo Nacional de Policía:

	
1. Ejercerá las siguientes funciones: 
	
a) Dirigir y coordinar los servicios y los órganos centrales y periféricos del Cuerpo Nacional de Policía. 

	
b) Distribuir los medios personales y materiales, asignándolos a las distintas unidades que la integran. 

	
c) Proponer al Secretario de Estado de Seguridad los planes y proyectos de actuación operativa de los servicios del Cuerpo Nacional de Policía. 

	
d) Relacionarse directamente con las autoridades administrativas, organismos y entidades públicas o privadas, en lo referente al funcionamiento de los servicios operativos del Cuerpo Nacional de Policía. 

	
e) Obtener, centralizar, analizar, valorar y difundir la información necesaria para el desarrollo de sus misiones, así como establecer y mantener el enlace y coordinación con otros órganos de información nacionales y extranjeros, en el ámbito de su competencia, de conformidad con los criterios que al respecto establezca la Secretaría de Estado de Seguridad. 

	
f) Disponer la colaboración y la prestación de auxilio a las policías de otros países, en cumplimiento de las funciones que atribuye al Cuerpo Nacional de Policía la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de conformidad con los criterios que al respecto establezca la Secretaría de Estado de Seguridad. 

	
g) Dirigir, organizar y controlar el cumplimiento de lo dispuesto en materia de extranjería, Documento Nacional de Identidad, pasaportes, juegos, drogas, control de las entidades y servicios privados de seguridad, vigilancia e investigación y espectáculos públicos, todo ello en el ámbito policial y en los términos previstos en la legislación vigente. 

	
h) Vigilar e investigar las conductas de los funcionarios contrarias a la ética profesional. 

	
i) Aplicar el régimen disciplinario del personal del Cuerpo Nacional de Policía. 

	
j) Seleccionar y promover al personal del Cuerpo Nacional de Policía y el desarrollo de las actividades técnico-docentes de formación y perfeccionamiento del personal de dicho cuerpo. 

	
k) Proponer la adquisición de los equipos de transmisión, equipos de tratamiento de la información, armamento, medios de automoción, helicópteros, naves, uniformes y, en general, los medios materiales precisos para la realización de los cometidos propios del Cuerpo Nacional de Policía, en el marco de la programación aprobada por la Secretaría de Estado de Seguridad. 

	
l) Impulsar el análisis, planificación y desarrollo de los métodos, técnicas y procedimientos en el ámbito operativo policial. 






B) En el ámbito del Cuerpo de la Guardia Civil:

	
1. Ejercerá las siguientes funciones: 
	
a) Dirigir las funciones que la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, y las demás disposiciones vigentes asignan a la Guardia Civil, y especialmente: 
	
1. Dirigir, impulsar y coordinar el servicio de las unidades de la Guardia Civil. 

	
2. Organizar y distribuir territorialmente las unidades de la Guardia Civil. 

	
3. Proponer al Secretario de Estado de Seguridad los planes y proyectos de actuación operativa de la Guardia Civil. 

	
4. Relacionarse directamente con las autoridades administrativas, organismos y entidades públicas o privadas, en lo referente al funcionamiento de los servicios operativos de la Guardia Civil. 

	
5. Obtener, centralizar, analizar, valorar y difundir la información necesaria para el desarrollo de sus misiones, así como el establecimiento y mantenimiento del enlace y coordinación con otros órganos de información nacionales y extranjeros, en el ámbito de su competencia, de conformidad con los criterios que al respecto establezca la Secretaría de Estado de Seguridad.

	
6. Llevar a cabo los cometidos que las disposiciones reguladoras del Ministerio de Defensa le encomienden en cuanto al cumplimiento de misiones de carácter militar en la Guardia Civil. 





	
b) Ejecutar la política de personal y educativa de la Guardia Civil. 

	
c) Ejecutar la política de recursos materiales y económicos asignados a la Guardia Civil para la realización del servicio, así como proponer a la Secretaría de Estado de Seguridad las necesidades en relación con dichos recursos. 

	
d) Cumplir las funciones que le atribuye la legislación vigente en materia de armas y explosivos.

	
e) Proponer la adquisición de los equipos de transmisión, equipos de tratamiento de la información, armamento, en colaboración con el Ministerio de Defensa, medios de automoción, helicópteros, naves, uniformes y, en general, de los medios materiales precisos para la realización de los cometidos propios de la Guardia Civil, en el marco de la programación aprobada por la Secretaría de Estado de Seguridad. 

	
f) En el ejercicio de sus competencias, y en relación con la extranjería e inmigración, actuar, de acuerdo con la normativa vigente en la materia, en coordinación con el Ministerio de Trabajo e Inmigración a través de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración. 






2.  FUNCIONES COMUNES

El Capítulo II del Título II de la LOFCS se dedica a enumerar las funciones que deben realizar las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, siguiendo para ello el reparto de competencias al que se considera que apunta la Constitución, recogiendo el Preámbulo III algunas precisiones que afectan al modelo policial que diseña la Ley, para comprender mejor por qué se asignan ciertas competencias al Estado, mientras que otras se otorgan a los demás Entes públicos territoriales.

En primer lugar, hay que tener en cuenta que, en perfecta congruencia con el artículo 149.1.29.ª, el artículo 104.1 de la Constitución atribuye a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, la misión de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.

En segundo lugar, hay que aludir a todas las funciones de carácter «extracomunitario» o «supracomunitario», según la expresión usada en los Estatutos de Autonomía para el País Vasco y para Cataluña. Entre ellas, está la competencia en materia de armas y explosivos, que también la propia Constitución ha reservado al Estado de modo expreso y, además, se encuentra la vigilancia de puertos, aeropuertos, costas y fronteras, aduanas, control de entrada y salida del territorio nacional, de españoles y extranjeros, régimen general de extranjería, extradición, emigración e inmigración, pasaportes y Documento Nacional de Identidad, resguardo fiscal del Estado, contrabando, fraude fiscal al Estado y colaboración y auxilio a policías extranjeras.

Por lo que se refiere a las funciones propias de información y de policía judicial, la atribución es objeto de la adecuada matización. Porque la formulación del artículo 126 de la Constitución concibe la Policía Judicial estrechamente conectada con el Poder Judicial, que es único en toda España, y la Constitución insiste en ello, poniendo de relieve la idea de unidad jurisdiccional (artículo 117.5), disponiendo su gobierno por un órgano único, el Consejo General del Poder Judicial (artículo 122.2), estableciendo que los Jueces y Magistrados se integren en un Cuerpo único (artículo 122.1) y atribuyendo al Estado competencias plenas en materia de administración de justicia (artículo 149.1.5.ª). Pero no se pueden desconocer las exigencias de la realidad y los precedentes legislativos, constituidos, sobre todo, por la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que obligan a admitir la colaboración de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, en el ejercicio de la indicada función de Policía Judicial.

En otro aspecto, en cuanto a la distribución de las funciones atribuidas a la Administración del Estado, la LOFCS sigue los precedentes existentes, que deslindaban expresamente las correspondientes a los diversos Cuerpos de Seguridad del Estado, si bien, en casos excepcionales, al objeto de conseguir la óptima utilización de los medios disponibles y la racional distribución de efectivos, se adoptan las previsiones necesarias para que cualquiera de dichos Cuerpos pueda asumir en zonas o núcleos determinados todas o algunas de las funciones asignadas al otro Cuerpo.

Dispone el apartado 1 del artículo 11 LOFCS que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado tienen como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana, mediante el desempeño de las siguientes funciones:

a) Velar por el cumplimiento de las Leyes y disposiciones generales, ejecutando las órdenes que reciban de las Autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias.

b) Auxiliar y proteger a las personas y asegurar la conservación y custodia de los bienes que se encuentren en situación de peligro por cualquier causa.

c) Vigilar y proteger los edificios e instalaciones públicos que lo requieran.

d) Velar por la protección y seguridad de altas personalidades.

e) Mantener y restablecer, en su caso, el orden y la seguridad ciudadana.

f) Prevenir la comisión de actos delictivos.

g) Investigar los delitos para descubrir y detener a los presuntos culpables, asegurar los instrumentos, efectos y pruebas del delito, poniéndolos a disposición del Juez o Tribunal competente y elaborar los informes técnicos y periciales procedentes.

h) Captar, recibir y analizar cuantos datos tengan interés para el orden y la seguridad pública, y estudiar, planificar y ejecutar los métodos y técnicas de prevención de la delincuencia.

i) Colaborar con los Servicios de Protección Civil en los casos de grave riesgo, catástrofe, o calamidad pública, en los términos que se establezcan en la legislación de Protección Civil.

Las funciones señaladas en el párrafo anterior serán ejercidas con arreglo a la siguiente distribución territorial de competencias:

a) Corresponde al Cuerpo Nacional de Policía ejercitar dichas funciones en las capitales de provincia y en los términos municipales y núcleos urbanos que el Gobierno determine.

b) La Guardia Civil las ejercerá en el resto del territorio nacional y su mar territorial.

No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los miembros del Cuerpo Nacional de Policía podrán ejercer las funciones de investigación y las de coordinación de los datos a que se refieren los apartados g) y h) del número 1 de este artículo, en todo el territorio nacional.

Igualmente, la Guardia Civil, para el desempeño de sus competencias propias, podrá asimismo realizar las investigaciones procedentes en todo el territorio nacional, cuando ello fuere preciso.

En todo caso de actuación fuera de su ámbito territorial, los miembros de cada Cuerpo deberán dar cuenta al otro de las mismas.

Sin perjuicio de la distribución territorial de competencias anteriormente señalada, ambos Cuerpos deberán actuar fuera de su ámbito competencial por mandato judicial o del Ministerio Fiscal o, en casos excepcionales, cuando lo requiera la debida eficacia en su actuación; en ambos supuestos deberán comunicarlo de inmediato al Delegado o Subdelegado del Gobierno en su caso, y a los mandos con competencia territorial o material, quien podrá ordenar la continuación de las actuaciones o, por el contrario, el pase de las mismas al Cuerpo competente, salvo cuando estuvieren actuando por mandato judicial o del Ministerio Fiscal.

Los posibles conflictos de competencias que puedan surgir entre los dos Cuerpos estatales se resuelven en el apartado 5 del artículo 11 LOFCS en los siguientes términos:

«En caso de conflicto de competencias, ya sea positivo o negativo, se hará cargo del servicio el Cuerpo que haya realizado las primeras actuaciones, hasta que se resuelva lo procedente por el Delegado o Subdelegado del Gobierno o las instancias superiores del Ministerio del Interior, sin perjuicio de lo dispuesto para la Policía Judicial.»


Por último, el apartado 6 establece que al objeto de conseguir la óptima utilización de los medios disponibles y la racional distribución de efectivos, el Ministerio del Interior podrá ordenar que cualesquiera de los Cuerpos asuma, en zonas o núcleos determinados, todas o algunas de las funciones exclusivas asignadas al otro Cuerpo.

3.  ESPECIAL REFERENCIA A LA COLABORACIÓN DE LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD CON LOS SERVICIOS DE PROTECCIÓN CIVIL

Como vimos en el epígrafe anterior, conforme a lo establecido en el artículo 11.1.i) de la LOFCS, una de las funciones de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado es colaborar con los Servicios de Protección Civil en los casos de grave riesgo, catástrofe, o calamidad pública, en los términos que se establezcan en la legislación de Protección Civil.

La protección civil en España viene regulada en la Ley 2/1985, de 21 de enero, siendo objeto de desarrollo por una serie de normas entre las que destacamos el RD 888/1986, de 21 de marzo, sobre composición, organización y régimen de funcionamiento de la Comisión Nacional de Protección Civil, modificado por los RRDD 105/1995, de 27 de enero y 2061/1999, de 30 de diciembre; el RD 2267/2004, de 3 de diciembre, por el que aprueba el Reglamento de seguridad contra incendios en los establecimientos industriales; el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación y el RD 393/2007, de 23 de marzo, por el que se aprueba la Norma Básica de Autoprotección de los centros, establecimientos y dependencias dedicados a actividades que puedan dar origen a situaciones de emergencia.

El artículo 2.1 de la Ley dispone que la competencia en materia de protección civil corresponde a la Administración civil del Estado y, en los términos establecidos en la referida Ley, a las restantes Administraciones Públicas, precisando que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, siempre que las circunstancias lo hicieren necesario, participarán en las acciones de protección civil.

Y el artículo 16 establece que el Ministro del Interior ostenta la superior autoridad en materia de protección civil, señalando en su apartado f) que corresponde al Ministro disponer, con carácter general, la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y solicitar del Ministerio de Defensa la colaboración de las Fuerzas Armadas.

De otro lado, el artículo 9 del RD 1378/1985, de 1 de agosto, sobre medidas provisionales para la actuación en situaciones de emergencia, dispone:


«1. La intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado se producirá, salvo en las emergencias imprevistas, de acuerdo con lo establecido en el correspondiente plan. La integración de los jefes o responsables de estas Fuerzas y Cuerpos en el mando único o en los puestos de mando constituidos se solicitará del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma o Subdelegado del Gobierno en la provincia.

No obstante, cuando la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en situaciones de emergencia de Protección Civil esté prevista en sus normas constitutivas o cuando circunstancias de notoria urgencia lo requieran, su intervención será dispuesta por sus mandos naturales, por propia iniciativa o a requerimiento de la autoridad local correspondiente.

La intervención de unidades especiales de rescate y salvamento dependientes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado será interesada por el Delegado o Subdelegado del Gobierno y, en caso de notoria urgencia, por sus mandos naturales de la Dirección General de que dependen en cada caso.

2. Los Cuerpos de Policías Autónomas y Locales, excepto en situaciones imprevistas, intervendrán en las emergencias dentro del ámbito territorial en que estuviesen destinadas, a requerimiento de la autoridad competente o de la persona que asuma el mando único de las operaciones, y coordinarán sus actuaciones con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de acuerdo con lo establecido en el plan correspondiente o en las directrices que para la intervención se dicten por los órganos competentes.

La intervención de las Policías Autónomas, fuera del territorio de la Comunidad Autónoma de que dependan, será interesada por el Ministro del Interior del Presidente de la Comunidad Autónoma. En análogo supuesto la intervención de las Policías Locales será interesada por los Delegados o Subdelegados del Gobierno respectivos de los Alcaldes respectivos.

3. En las emergencias imprevistas, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, así como las Policías Autónomas y Locales, intervendrán de inmediato, por decisión de sus mandos naturales o a requerimiento de la autoridad local correspondiente, sin perjuicio de la confirmación señalada en los apartados anteriores de este artículo.

4. Las Unidades de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, así como de las Policías Autónomas y Locales, actuarán, en todo caso, dirigidas por sus mandos naturales en cumplimiento de las misiones que les correspondan.»



Conforme establece el artículo 3 de la Orden del Ministerio de la Presidencia de 21 de enero de 1999, sobre relaciones con los servicios del Ministerio del Interior integrados en las Delegaciones del Gobierno, la Dirección General de Protección Civil asume, en el marco del funcionamiento ordinario, la coordinación de las funciones en materia de protección civil que desempeñen las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno, tanto en situaciones de normalidad como de crisis o emergencia.

A estos efectos, corresponde a la Dirección General de Protección Civil, directamente o a través del Secretario General de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno, dando cuenta al Delegado del Gobierno y, en su caso, al Subdelegado:

a) Impartir las instrucciones y establecer las directrices que resulten necesarias en relación con el funcionamiento ordinario de las Unidades de Protección Civil. A estos efectos, podrá encomendar tareas concretas a las Unidades de Protección Civil.

b) Establecer los criterios y procedimientos que permitan un adecuado seguimiento de las actividades llevadas a cabo por las Unidades de Protección Civil y aseguren la máxima fluidez informativa, particularmente en situaciones de alerta o emergencia.

c) Determinar los procedimientos de información urgente, y recibir ésta, acerca de cualquier suceso o previsión que pueda dar lugar a una situación de grave riesgo colectivo o catástrofe, así como de las actividades que, para la protección de personas y bienes, se desarrollen en caso de emergencia.

4.  EL CUERPO NACIONAL DE POLICÍA

4.1.  Origen, naturaleza y funciones

El Cuerpo Nacional de Policía se crea por la LOFCS, mediante la unificación del Cuerpo Superior de Policía y del Cuerpo de la Policía Nacional, si bien sus antecesores vienen situados en la Real Cédula fechada en 1824 por la que se creaba la Policía General del Reino.

Decimos que es con la LOFCS con la que se inicia este cuerpo, porque es el propio Preámbulo III de esta Ley donde se señala que se persigue dotar a la institución policial de una organización racional y coherente; a cuyo efecto, la medida más importante que se adopta es la integración de los Cuerpos Superior de Policía y Policía Nacional en un solo colectivo, denominado Cuerpo Nacional de Policía. De este modo, además de solucionar posibles problemas de coordinación y mando, se homogeneizan, en un solo colectivo, Cuerpos que realizan funciones similares o complementarias, con lo que se puede lograr un incremento en la efectividad del servicio.

Conforme establece el artículo 9.a) de la LOFCS, el Cuerpo Nacional de Policía es un Instituto Armado de naturaleza civil, dependiente del Ministerio del Interior.

Además de las funciones comunes con la Guardia Civil, que hemos examinado en el epígrafe anterior, según el artículo 12.1.A) de la LOFCS, serán ejercidas por el Cuerpo Nacional de Policía las siguientes:

a) La expedición del Documento Nacional de Identidad y de los pasaportes.

b) El control de entrada y salida del territorio nacional de españoles y extranjeros.

c) Las previstas en la legislación sobre extranjería, refugio y asilo, extradición, expulsión, emigración e inmigración.

d) La vigilancia e inspección del cumplimiento de la normativa en materia de juego.

e) La investigación y persecución de los delitos relacionados con la droga.

f) Colaborar y prestar auxilio a las Policías de otros países conforme a lo establecido en los Tratados o Acuerdos Internacionales sobre las leyes, bajo la superior dirección del Ministerio del Interior.

g) El control de las entidades y servicios privados de seguridad, vigilancia e investigación, de su personal, medios y actuaciones.

h) Aquellas otras que le atribuya la legislación vigente.

4.2.  Estructura y unidades del Cuerpo Nacional de Policía

Conforme establece el artículo 16.1 LOFCS, la estructura y competencias de los órganos de dirección del Cuerpo Nacional de Policía serán las que se establezcan en las normas orgánicas del Ministerio del Interior. A tal efecto el Real Decreto 1181/2008, de 11 julio, por el que se modifica y desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior, en su redacción dada por el Real Decreto 331/2009, de 13 de marzo, desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior.

El citado RD por el que se desarrolla la citada estructura orgánica básica del Ministerio del Interior establece que corresponde al Director General de la Policía y de la Guardia Civil, bajo la dependencia del Secretario de Estado de Seguridad, el mando directo del Cuerpo Nacional de Policía, dependiendo directamente del Director General y para funciones de asistencia directa y apoyo, existirán dos Gabinetes, que ejercerán sus funciones en el ámbito de los respectivos Cuerpos, manteniendo sus competencias y estructura.

Igualmente dependen directamente del Director General de la Policía y la Guardia Civil las siguientes Unidades del Cuerpo Nacional de Policía con nivel orgánico de Subdirección General:

a) La Dirección Adjunta Operativa, encargada de la colaboración con el Director General en la dirección, coordinación y supervisión de las unidades operativas supraterritoriales y territoriales, así como en el seguimiento y control de los resultados de los programas operativos y en la definición de los recursos humanos y materiales aplicables a dichos programas.

b) La Subdirección General de Recursos Humanos, encargada de la colaboración con el Director General en la dirección, coordinación y administración del personal y formación

c) La Subdirección General de Gestión Económica, Técnica y Documental, encargada de la colaboración con el Director General en la dirección, coordinación, administración y gestión de los recursos económicos y materiales.

La Dirección Adjunta Operativa es responsable, de acuerdo con las directrices emanadas del Director General, de la dirección, impulso y coordinación de las funciones policiales operativas, que en el nivel central serán realizadas por las Comisarías Generales de Información, de Policía Judicial, de Seguridad Ciudadana, de Extranjería y Fronteras y de Policía Científica, todas ellas con nivel orgánico de subdirección general, y a las que corresponderán las siguientes funciones:

a) A la Comisaría General de Información, la captación, recepción, tratamiento y desarrollo de la información de interés para el orden y la seguridad pública en el ámbito de las funciones de la Dirección General, y la utilización operativa de la información, específicamente en materia antiterrorista, en el ámbito nacional e internacional.

b) A la Comisaría General de Policía Judicial, la investigación y persecución de las infracciones supraterritoriales, especialmente los delitos relacionados con las drogas, la delincuencia organizada, económica, financiera, tecnológica y el control de los juegos de azar, así como la colaboración con las policías de otros países y la dirección de las oficinas nacionales de Interpol y Europol. Asimismo, le corresponderá la dirección de los servicios encargados de la investigación de delitos monetarios y los relacionados con la moneda, así como la colaboración con los servicios correspondientes del Banco de España en estos asuntos.

c) A la Comisaría General de Seguridad Ciudadana, la organización y gestión de lo relativo a la prevención, mantenimiento y, en su caso, restablecimiento del orden y la seguridad ciudadana; el control de las empresas y del personal de la seguridad privada; la vigilancia de los espectáculos públicos, dentro del ámbito de competencia del Estado, y la protección de altas personalidades, edificios e instalaciones que por su interés lo requieran.

d) A la Comisaría General de Extranjería y Fronteras, la expedición de las tarjetas de extranjero, el control de entrada y salida del territorio nacional de españoles y extranjeros; la prevención, persecución e investigación de las redes de inmigración ilegal, y, en general, el régimen policial de extranjería, refugio y asilo e inmigración.

e) A la Comisaría General de Policía Científica, la prestación de los servicios de criminalística, identificación, analítica e investigación técnica, así como la elaboración de los informes periciales y documentales que le sean encomendados.

Bajo la coordinación de la Subdirección General de Personal, las funciones de gestión en el ámbito policial en el nivel central serán realizadas por las Divisiones de Personal; y Formación y Perfeccionamiento, todas ellas con nivel orgánico de subdirección general, y a las que corresponderán las siguientes funciones:

a) A la División de Personal, realizar las funciones de administración y gestión de personal.

b) A la División de Formación y Perfeccionamiento, realizar las funciones de selección, promoción, formación y especialización de los miembros del Cuerpo Nacional de Policía.

A la Subdirección General de Gestión Económica, Técnica y Documental le corresponde la organización y gestión de los servicios de expedición del Documento Nacional de Identidad, de los pasaportes y de los archivos policiales. Bajo su coordinación las funciones de gestión en el nivel central serán realizadas por la División de Coordinación Económica y Técnica, con nivel orgánico de Subdirección General, y a la que corresponderá realizar las funciones de estudio de necesidades, análisis y control de calidad y, en su caso, adquisición de los productos y equipamientos, y asignación, distribución, administración y gestión de los medios materiales.

En el nivel central, existirán la Junta de Gobierno y el Consejo Asesor, con la composición y funciones determinadas para cada uno por la normativa vigente.

La organización periférica estará constituida por las Jefaturas Superiores, las comisarías provinciales y aquellas otras unidades o módulos que integran el modelo territorial, comisarías zonales, locales y de distrito, así como las comisarías conjuntas o mixtas y los puestos fronterizos.

Los titulares de las Jefaturas Superiores de Policía podrán asumir la jefatura de la comisaría provincial correspondiente a la capital de provincia en que aquéllas tengan su sede.

La sustitución del Director General, en los supuestos previstos legalmente, se efectuará por el Director Adjunto Operativo.

5.  LA GUARDIA CIVIL

5.1.  Creación, naturaleza y funciones

La Guardia Civil fue fundada en 1844, durante el reinado de Isabel II. El Mariscal de Campo D. Francisco Javier Girón y Ezpeleta, II Duque de Ahumada, propuso al Gobierno la creación de una fuerza de Infantería y Caballería para la «conservación del orden público y el auxilio que se reclame para la ejecución de las leyes». Pretendía de esta forma atajar la gran inseguridad rural provocada por el bandolerismo y crear un Cuerpo nacional de mantenimiento del orden público.

Según el artículo 9.b) de la vigente LOFCS, la «Guardia Civil es un Instituto Armado de naturaleza militar, dependiente del Ministerio del Interior, en el desempeño de las funciones que esta Ley le atribuye, y del Ministerio de Defensa, en el cumplimiento de las misiones de carácter militar que éste o el Gobierno le encomienden. En tiempo de guerra y durante el estado de sitio, dependerá exclusivamente del Ministerio de Defensa».

Es decir, el Cuerpo de la Guardia Civil, de naturaleza militar, tiene una doble dependencia: del Ministerio del Interior en el ejercicio de sus funciones policiales, y del Ministerio de Defensa en el desempeño de misiones de carácter militar.

Como se dice en el Preámbulo III de la LOFCS, de la necesidad de dar cumplimiento al artículo 104.2 de la Constitución, se deduce que el régimen estatutario de la Guardia Civil debe ser regulado en la Ley Orgánica de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Ello significa que la Guardia Civil, como Cuerpo de Seguridad, sin perjuicio de realizar en determinadas circunstancias misiones de carácter militar, centra su actuación en el ejercicio de funciones propiamente policiales, ya sea en el ámbito judicial, de la seguridad ciudadana o como policía administrativa.

En consecuencia, sin perjuicio del estatuto personal atribuible a los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil por razones de fuero, disciplina, formación y mando, debe considerarse normal su actuación en el mantenimiento del orden y la seguridad ciudadana, función en la que deben concentrarse, en su mayor parte, las misiones y servicios asumibles por la Guardia Civil.

Con todo ello, se pretende centrar a la Guardia Civil en la que es su auténtica misión en la sociedad actual: garantía del libre ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la Constitución y la protección de la seguridad ciudadana, dentro del colectivo de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

En cuanto a sus funciones policiales, además de las comunes con el Cuerpo Nacional de Policía, que fueron examinadas en otro epígrafe de este Capítulo, según el artículo 12.1.B) LOFCS, serán ejercidas por la Guardia Civil:

a) Las derivadas de la legislación vigente sobre armas y explosivos.

b) El resguardo fiscal del Estado y las actuaciones encaminadas a evitar y perseguir el contrabando.

c) La vigilancia del tráfico, tránsito y transporte en las vías públicas interurbanas.

d) La custodia de vías de comunicación terrestre, costas, fronteras, puertos, aeropuertos y centros e instalaciones que por su interés lo requieran.

e) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la naturaleza y medio ambiente, de los recursos hidráulicos, así como de la riqueza cinegética, piscícola, forestal y de cualquier otra índole relacionada con la naturaleza.

f) La conducción interurbana de presos y detenidos.

g) Aquellas otras que le atribuye la legislación vigente.

De conformidad con el artículo 3 del Real Decreto 1438/2010, de 5 de noviembre, sobre misiones de carácter militar que pueden encomendarse a la Guardia Civil, las siguientes:

a) Participar en el planeamiento, la preparación y ejecución de operaciones militares desarrolladas por las Fuerzas Armadas españolas o multinacionales, mediante el desempeño de las funciones siguientes:


	
1. Policía militar, incluyendo las especialidades policiales precisas. 

	
2. Vigilancia y defensa militares. 

	
3. Aquellas otras actuaciones que se le atribuyan en el marco de las operaciones militares desarrolladas por fuerzas armadas españolas o multinacionales. 



b) Participar, de forma integrada, en actividades desarrolladas por unidades, centros y organismos militares dependientes del Ministro de Defensa, así como por los órganos judiciales militares y fiscales jurídico-militares, mediante el desempeño de las funciones siguientes:


	
1. Policía judicial en el ámbito de la jurisdicción militar. 

	
2. Enlace, apoyo y coordinación. 

	
3. Inteligencia, contrainteligencia y seguridad. 

	
4. Enseñanza militar. 



c) Participar en aquellas actividades de análoga naturaleza que determine el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Defensa.

5.2.  Estructura y unidades del Cuerpo de la Guardia Civil

El RD 1181/2008, de 11 julio, por el que se modifica y desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior, en su redacción dada por el RD 331/2009, de 13 de marzo, desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior, estableciendo que corresponde al Director General de la Policía y de la Guardia Civil, bajo la dependencia del Secretario de Estado de Seguridad, el mando directo del Cuerpo de la Guardia Civil, sin perjuicio de las competencias que correspondan al Ministerio de Defensa (41) .

Del Director General dependen las siguientes Unidades con nivel orgánico de Subdirección General:

- La Dirección Adjunta Operativa.

- La Subdirección General de Personal.

- La Subdirección General de Apoyo.

- La Dirección Adjunta Operativa, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es responsable, de acuerdo con las directrices emanadas del Director General, de la dirección, impulso y coordinación del servicio de las unidades de la Guardia Civil. Del Director Adjunto Operativo dependen las siguientes unidades:

a) El Estado Mayor, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo. Es el principal órgano auxiliar de mando del Director Adjunto Operativo, responsable de proporcionar los elementos de juicio necesarios para fundamentar sus decisiones, traducirlas en órdenes y velar por su cumplimiento, centrando su actividad sobre la planificación operativa.

b) La Jefatura de Unidades Especiales y de Reserva, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde dirigir, coordinar y controlar las unidades y jefaturas de servicios de ella dependientes.

c) La Jefatura de Información, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde organizar, dirigir y gestionar la obtención, recepción, tratamiento, análisis y difusión de la información de interés para el orden y la seguridad pública en el ámbito de las funciones propias de la Guardia Civil, y la utilización operativa de la información, especialmente en materia antiterrorista en el ámbito nacional e internacional.

d) La Jefatura de Policía Judicial, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde organizar y gestionar la investigación y persecución de los delitos y faltas y desarrollar los servicios de criminalística, identificación, analítica e investigación técnica llevando a cabo las funciones de Policía Judicial específica de la Guardia Civil.

e) La Jefatura Fiscal y de Fronteras, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde organizar y gestionar el resguardo fiscal del Estado, las actuaciones encaminadas a evitar y perseguir el contrabando, el narcotráfico y demás tráficos ilícitos en el ámbito de las funciones encomendadas a la Guardia Civil por la normativa vigente, así como la custodia y vigilancia de las costas, fronteras, puertos, aeropuertos y mar territorial y, en este ámbito, el control de la inmigración irregular.

f) La Jefatura de la Agrupación de Tráfico, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde, como unidad especializada en materia de tráfico, seguridad vial y transporte, organizar y gestionar todo lo relativo al ejercicio de las funciones encomendadas a la Guardia Civil por la normativa vigente.

g) La Jefatura del Servicio de Protección de la Naturaleza, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde organizar y gestionar todo lo relativo con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con la conservación de la naturaleza y medio ambiente, los espacios protegidos, los recursos hidráulicos, la caza y pesca, el patrimonio histórico y la ordenación del territorio.

La Subdirección General de Personal, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es responsable, de acuerdo con las directrices emanadas del Director General, de la dirección y coordinación del desarrollo de la política de personal.

Del Subdirector General de Personal dependen las siguientes unidades:

a) La Jefatura de Personal, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde la organización y gestión de todo lo relativo al régimen de ascensos, destinos, situaciones administrativas y régimen disciplinario del Cuerpo de la Guardia Civil.

b) La Jefatura de Enseñanza, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde la organización y gestión de la selección y capacitación del personal del Cuerpo de la Guardia Civil, así como del desarrollo de las actividades técnico-docentes de formación, perfeccionamiento y especialización de dicho personal.

c) La Jefatura de Asistencia al Personal, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil, a la que corresponde la organización y gestión de la acción social y la asistencia sanitaria y psicológica al personal de la Guardia Civil destinado en la Dirección General.

d) La Secretaría Permanente para la Clasificación y Evaluación, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil, que tiene por misión facilitar la labor de los órganos de evaluación, para lo cual aportará la documentación de los miembros a evaluar y adoptará las medidas necesarias para el buen fin de la evaluación, así como el mantenimiento, custodia y reserva de dichos documentos.

La Subdirección General de Apoyo, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es responsable, de acuerdo con las directrices emanadas del Director General, de la dirección, coordinación y gestión de los recursos financieros y del desarrollo de la política de recursos materiales. Del Subdirector General de Apoyo dependen las siguientes unidades:

a) La Jefatura de los Servicios de Apoyo, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde la gestión, control y mantenimiento de los medios materiales asignados al Cuerpo de la Guardia Civil para la realización del servicio, en particular, del material móvil, equipamiento policial, armamento e infraestructuras.

b) La Jefatura de Servicios Técnicos, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde la gestión, control y mantenimiento operativo de los equipos y sistemas informáticos, de telecomunicaciones y equipos especiales asignados a la Guardia Civil, así como la investigación y desarrollo tecnológico de recursos materiales de aplicación a la actividad de dicho cuerpo.

c) La Jefatura de Asuntos Económicos, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde la realización de las actividades relacionadas con la administración y coordinación de los recursos financieros y patrimoniales.

La organización periférica de la Guardia Civil estará constituida por las zonas, las comandancias, las compañías y los puestos.

Los mandos de las zonas podrán asumir la jefatura de la comandancia correspondiente a la capital de provincia en que aquéllas tengan su sede.

La sustitución del Director General, en los supuestos previstos legalmente, así como en el ejercicio de la potestad sancionadora que le atribuye la legislación vigente sobre régimen disciplinario del Cuerpo de la Guardia Civil, se efectuará por el Director Adjunto Operativo.

6.  LA ORGANIZACIÓN DE UNIDADES DE POLICÍA JUDICIAL (42) 

El Capítulo V de la LOFCS, que comprende los artículos 29 a 36, está dedicado a esta materia, desarrollando las previsiones contenidas en los artículos 126 de la Constitución y 443 a 446 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

En esta línea, se señala en el Preámbulo III de la Ley que, con antecedente básico en el artículo 126 de la Constitución, en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en el Estatuto del Ministerio Fiscal, la Ley de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad completa el régimen regulador de la Policía Judicial, sentando las bases para la organización de Unidades de Policía, encargadas del ejercicio de dicha función.

La organización se llevará a cabo con miembros de los dos Cuerpos de Seguridad del Estado, que habrán de recibir una formación especializada, configurándose la Policía Judicial, en el terreno doctrinal y docente, como una especialidad policial, y, considerándose el Diploma correspondiente como requisito necesario para desempeñar puestos en las Unidades que se constituyan.

Los avances de la criminalidad moderna exigen que deba lucharse contra la misma con grandes medios y efectivos, utilizando las técnicas de la policía científica y contando con la colaboración de las Policías de otros Estados, por la facilidad con que los delincuentes traspasan las fronteras. Sólo desde la perspectiva del Estado puede hacerse frente con éxito al reto de dicha criminalidad, disponiendo del concurso de unidades de contrastada experiencia y alto índice de eficacia.

Como las Unidades de Policía Judicial son el puente de unión entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y el Poder Judicial, es punto central de regulación de aquéllas, el tratamiento de las correspondientes relaciones de dependencia, respecto a Jueces y Fiscales, así como el procedimiento de adscripción de funcionarios o equipos de Policía de dichas Unidades.

La Ley concreta el contenido de esta relación de dependencia singular, especificando las facultades que comporta para los Jueces y Tribunales, y saca la consecuencia de la formación especializada de los funcionarios de las Unidades de Policía Judicial en cuanto a su actuación, estrechamente controlada por aquéllos.

En definitiva, siguiendo el mandato constitucional, se ha procedido a regular la adscripción funcional, como la califica la Constitución, respecto a Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal, con la seguridad de que se cubrirán mejor las necesidades en la medida en que la Policía mantenga su estructura unitaria y su organización vinculadas a mandos únicos. Por ello, y salvo las especialidades concretadas en el capítulo correspondiente de la Ley, será aplicable al personal de las Unidades de Policía Judicial el régimen general de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado.

CAPÍTULO VII. LAS POLICÍAS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

1.  PRINCIPIOS GENERALES

El Título III de la LOFCS está dedicado a las Policías de las Comunidades Autónomas y la coordinación de las Policías Locales, dividido en tres Capítulos en los que se abordan los principios generales (art. 37), las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de seguridad (arts. 38), la coordinación de las Policías Locales (art. 39) y el régimen estatutario de las Policías Autonómicas (arts. 40 a 44).

Como se dice en el Preámbulo IV de la LOFCS, el Título III de la misma, bajo la rúbrica «De las Policías de las Comunidades Autónomas», pretende desarrollar la previsión contenida en el artículo 148.1.22.ª de la Constitución, donde se señala que las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias para la vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones, así como la coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales en los términos que establezca una Ley Orgánica.

De otro lado, conviene recordar que el artículo 149.1.29.ª del propio texto constitucional, tras señalar que el Estado tiene competencia exclusiva sobre la seguridad pública, resalta que ello será sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una Ley Orgánica.

Siguiendo a la Constitución, se distingue entre Comunidades Autónomas con Cuerpos de Policía propios, ya creados, Comunidades cuyos Estatutos prevén la posibilidad de creación de Policías y Comunidades cuyos Estatutos no contienen tal previsión, ofreciéndose a las segundas la posibilidad de ejercer sus competencias, acudiendo a la adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía.

A tal efecto, bajo el epígrafe de principios generales, señala el artículo 37 de la LOFCS:


«1. Las Comunidades Autónomas en cuyos Estatutos esté previsto podrán crear Cuerpos de Policía para el ejercicio de las funciones de vigilancia y protección a que se refiere el artículo 148.1.22 de la Constitución y las demás que le atribuye la presente Ley.

2. Las Comunidades Autónomas que no hicieran uso de la posibilidad prevista en el apartado anterior podrán ejercer las funciones enunciadas en el artículo 148.1.22 de la Constitución, de conformidad con los artículos 39 y 47 de esta Ley.

3. Las Comunidades Autónomas cuyos Estatutos no prevean la creación de Cuerpos de Policía también podrán ejercer las funciones de vigilancia y protección a que se refiere el artículo 148.1.22 de la Constitución mediante la firma de acuerdos de cooperación específica con el Estado». (43) 



La posibilidad constitucional de creación de Policías Autónomas ha sido recogida en los Estatutos de las siguientes Comunidades: País Vasco, Cataluña, Navarra, Canarias, Galicia, Andalucía, Valenciana, Aragón, Castilla y León e Islas Baleares, encontrándose en funcionamiento cuerpos de policía propios en las cuatro primeras Comunidades citadas y en la quinta con Ley propia promulgada.

- País Vasco: Ertzaintza.

- Cataluña: Mossos d'Esquadra.

- Navarra: Policía Foral.

- Islas Canarias: Cuerpo General de la Policía de Canarias (44) .

- Galicia: Policía de Galicia (45) .

Con la firma de Acuerdos de cooperación específica, algunas Comunidades Autónomas han optado por la adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía y para el ejercicio de las funciones previstas en el art. 38.1 LOFCS y de conformidad con lo previsto en el art. 47 de la misma LOFCS (46) .

2.  COMPETENCIAS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS EN MATERIA DE SEGURIDAD

Como se ha dicho, el Capítulo II de la LOFCS está dedicado a las competencias de las Comunidades Autónomas, recogiendo el artículo 38 las funciones que podrán ejercer aquellas Comunidades que cuenten con Cuerpos de Policía propios, en tanto que el artículo 39 recoge la coordinación de la actuación de las Policías Locales.

Para comprender el reparto de competencias, entre el Estado y las Comunidades Autónomas, en materia de seguridad, se indica en el Preámbulo IV de la LOFCS que es preciso señalar que tal delimitación tiene dos soportes fundamentales: la presente Ley Orgánica y los Estatutos de Autonomía. En el esquema de ordenación normativa que la Constitución estableció, se encomienda a una Ley Orgánica la fijación del marco de regulación de las Policías Autónomas, mientras que a los Estatutos de Autonomía les corresponde determinar la forma de creación de las mismas.

El Tribunal Constitucional ha usado ya, en diversas ocasiones, la noción de «bloque de constitucionalidad», para referirse a los instrumentos normativos que, junto con la Constitución misma y como complemento de ella, es preciso tener en cuenta para fijar con exactitud el régimen de una determinada competencia (Sentencias de 23 de marzo y 24 de mayo de 1981).

La pieza normativa en la que se relacionan de modo principal las competencias autonómicas es, sin duda, el Estatuto. Pero no es la única, ni es tampoco la norma de aplicación exclusiva para resolver los problemas interpretativos que pueden suscitarse. Son, por el contrario, los preceptos de la Constitución el marco de referencia más general y permanente; «no agotando su virtualidad en el momento de la aprobación del Estatuto de Autonomía, sino que continuarán siendo preceptos operativos en el momento de realizar la interpretación de los preceptos de éste, a través de los cuales se realiza la asunción de competencias por la Comunidad Autónoma» (Sentencia del Tribunal Constitucional de 4 de mayo de 1982).

Una vez sentadas las precedentes consideraciones y como complemento de las efectuadas al abordar la competencia del Estado, conviene poner de manifiesto que, en la asignación de funciones generales a las Comunidades Autónomas, se distingue entre aquellas competencias necesarias, que ineludiblemente deben respetarse vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones y coordinación de las Policías Locales y las de libre disposición del legislador estatal.

Por conexión con las primeras, se ha estimado procedente extenderlas a la protección de las personalidades autonómicas y a la vigilancia y protección de los demás bienes de la Comunidad. Y de la atribución específica de otras competencias surge también la relativa al uso de la coacción administrativa, para obtener la objetividad de los actos o decisiones de las Comunidades Autónomas.

Entre las funciones, calificadas de concurrentes o de colaboración, deben mencionarse especialmente las relativas a la vigilancia de espacios públicos, protección de manifestaciones y mantenimiento del orden en grandes concentraciones humanas, si bien permitiendo la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, a requerimiento de las autoridades de la Comunidad o cuando lo estimen necesario las autoridades estatales competentes.

Este sistema de competencias tiene una única excepción en el caso de aquellas Comunidades Autónomas que dispongan de Cuerpos de Policía propios, a la entrada en vigor de la LOFCS, a las cuales, por razones de respeto a las situaciones creadas, así como de funcionalidad y eficacia, se les permite mantener su actual régimen de competencias, sin perjuicio de la aplicación directa de las normas estatutarias y orgánicas comunes previstas en la citada Ley Orgánica.

Como se ha dicho, el mencionado artículo 38 LOFCS distingue entre funciones con carácter de propias, en colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de prestación simultánea e indiferenciada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

Dice el precepto mencionado que las Comunidades Autónomas, a que se refiere el número 1 del artículo anterior (Comunidades en cuyos Estatutos esté prevista la creación de Cuerpos de Policía), podrán ejercer, a través de sus Cuerpos de Policía, las siguientes funciones:

Con carácter de propias:

a) Velar por el cumplimiento de las disposiciones y órdenes singulares dictadas por los órganos de la Comunidad Autónoma.

b) La vigilancia y protección de personas, órganos, edificios, establecimientos y dependencias de la Comunidad Autónoma y de sus entes instrumentales, garantizando el normal funcionamiento de las instalaciones y la seguridad de los usuarios de sus servicios.

c) La inspección de las actividades sometidas a la ordenación o disciplina de la Comunidad Autónoma, denunciando toda actividad ilícita.

d) El uso de la coacción en orden a la ejecución forzosa de los actos o disposiciones de la propia Comunidad Autónoma.

En colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:

a) Velar por el cumplimiento de las Leyes y demás disposiciones del Estado y garantizar el funcionamiento de los servicios públicos esenciales.

b) Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en el artículo 29.2 de esta Ley.

c) Vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones y mantener el orden en grandes concentraciones humanas.

El ejercicio de esta función corresponderá, con carácter prioritario, a los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado cuando, bien a requerimiento de las Autoridades de la Comunidad Autónoma, o bien por decisión propia, lo estimen necesario las Autoridades estatales competentes.

De prestación simultánea e indiferenciada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:

a) La cooperación a la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello.

b) La prestación de auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, participando en la forma prevista en las Leyes, en la ejecución de los planes de Protección Civil.

c) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la naturaleza y medio ambiente, recursos hidráulicos, así como la riqueza cinegética, piscícola, forestal y de cualquier otra índole relacionada con la naturaleza.

Al respecto del art. 38.1 de la LOFCS, funciones con carácter de propias, conviene recordar que la STC 81/1993, recordando las formulas alternativas a la adscripción de Unidades del CNP que algunas Comunidades Autónomas preveían en las Leyes de Coordinación de las Policías Locales que aquellas funciones fueran desempeñadas por estas Policías Locales que «la LOFCS no impone a las Comunidades Autónomas que no hubieran ejercido su competencia de creación de una policía propia, el recurso obligado a la colaboración de la policía estatal para el desempeño de las funciones previstas en el artículo 38.1, sino que tal colaboración es de carácter potestativo, como se deduce claramente del término "podrán" que emplean los artículos 38.2 y 47 LOFCS. Si estas funciones pudieran no desempeñarse cabría pensar que la LOFCS sólo permite adoptar los mecanismos sustitutorios en ella previstos o renunciar al ejercicio de las mismas. Sin embargo, al tratarse de funciones de necesario ejercicio la fórmula "podrán" debe interpretarse como aceptación de otros mecanismos sustitutivos. La previsión en la LOFCS de la colaboración con el Estado se justifica por el hecho de que si no estuviera prevista en la Ley estatal difícilmente hubiera podido establecerla unilateralmente las leyes autonómicas».

3.  RÉGIMEN ESTATUTARIO DE LAS POLICÍAS AUTONÓMICAS

La LOFCS dedica el Capítulo III del Título III, que comprende los artículos 40 a 44, al régimen estatutario de las Policías de las Comunidades Autónomas.

Como se señala en el Preámbulo IV de la LOFCS, el régimen estatutario será el que determine la Comunidad respectiva, con sujeción a las bases que en la Ley se establecen, como principios mínimos que persiguen una cierta armonización entre todos los colectivos que se ocupan de la seguridad. Tales principios mínimos son los establecidos en los Capítulos I y III del título I de la propia Ley Orgánica, y por ello, únicamente debe resaltarse el reconocimiento de la potestad reglamentaria de las Comunidades Autónomas; la intervención, en el proceso de creación de los Cuerpos, del Consejo de Política de Seguridad, obedeciendo a consideraciones de planificación, de coordinación y de interés general, y la atribución, también de carácter general, con numerosos precedentes históricos y estatutarios, a los Jefes y Oficiales de las Fuerzas Armadas y Mandos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de la aptitud para su designación como Mandos de los Cuerpos de las Policías Autónomas.

Establece el artículo 40 de la LOFCS que el régimen estatutario de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas vendrá determinado, de conformidad con lo establecido en el artículo 149.1.18 de la Constitución (47) , por los principios generales del Título I de esta Ley, por lo establecido en este Capítulo y por lo que dispongan al efecto los Estatutos de Autonomía y la legislación de las Comunidades Autónomas, así como por los Reglamentos específicos de cada Cuerpo.

Dispone el artículo 41 que corresponde a los órganos competentes de cada Comunidad Autónoma, previo informe del Consejo a que se refiere el artículo 48 de esta Ley (48) , la creación de sus Cuerpos de Policía, así como su modificación y supresión en los casos en que así se prevea en los respectivos Estatutos de Autonomía.

Se señala asimismo que los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas son Institutos armados de naturaleza civil, con estructura y organización jerarquizada.

En el ejercicio de sus funciones, los miembros de los citados Cuerpos deberán vestir el uniforme reglamentario, salvo los casos excepcionales que autoricen las Juntas de Seguridad.

Por último, se establece que los miembros de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas estarán dotados de los medios técnicos y operativos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, pudiendo portar armas de fuego. El otorgamiento de la licencia de armas competerá, en todo caso, al Gobierno de la Nación.

El artículo 42, en su redacción dada por la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo, para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la seguridad de los Concejales, precisa que los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas sólo podrán actuar en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma respectiva, salvo en situaciones de emergencia, previo requerimiento de las Autoridades estatales.

No obstante, cuando ejerzan funciones de protección de autoridades públicas de la Comunidad Autónoma, podrán actuar fuera del ámbito territorial respectivo, previa autorización del Ministerio del Interior y, cuando proceda, comunicación al órgano de gobierno de la Comunidad Autónoma correspondiente, con las condiciones y requisitos que se determinen reglamentariamente.

El artículo 43 está dedicado a los Mandos de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas, señalando al respecto:


«1. Los Mandos de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas se designarán por las Autoridades competentes de la Comunidad Autónoma, entre Jefes, Oficiales y Mandos de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

2. Durante su permanencia en la Policía de la Comunidad Autónoma, dichos Jefes, Oficiales y Mandos pasarán a la situación que reglamentariamente corresponda en su Arma o Cuerpo de procedencia, al cual podrán reintegrarse en cualquier momento que lo soliciten.

3. Un porcentaje de las vacantes de los citados puestos de Mando podrá ser cubierto, mediante promoción interna entre los miembros del propio Cuerpo de Policía de la Comunidad Autónoma, en el número, con las condiciones y requisitos que determinen el Consejo a que se refiere el artículo 48 de esta Ley.

4. Los Mandos de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas habrán de realizar, una vez designados y antes de su adscripción, un curso de especialización homologado por el Ministerio del Interior para el mando peculiar de estos Cuerpos.»



Por último, el artículo 44 establece que la selección, el ingreso, la promoción y formación de los miembros de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas se regularán y organizarán por las respectivas Comunidades Autónomas, sin perjuicio de lo establecido en los respectivos Estatutos.

4.  COMUNIDADES AUTÓNOMAS CON CUERPO DE POLICÍA PROPIO

Como se ha señalado con anterioridad, en la actualidad existen cuatro Comunidades Autónomas con Cuerpo de Policía propio creados: País Vasco (Ertzaintza), Cataluña (Mossos d'Esquadra), Navarra (Policía Foral) y Canarias (Cuerpo General de la Policía Canaria), veamos cada uno de éstos:

4.1.  País Vasco

Los orígenes de la actual policía vasca, los encontramos en las antigua milicias municipales, organizaciones populares al servicio de los entes locales creadas para satisfacer las necesidades de seguridad pública (49) . Pero, será en el siglo XIX cuando, dejando de un lado el voluntarismo precedente, se instauren los primeros cuerpos policiales, casi permanentes y de carácter profesional. La necesidad de disponer de estos cuerpos armados la determinará un bandolerismo favorecido por las continuas convulsiones sociales y políticas que se producen desde finales del siglo XVIII hasta bien entrado el siglo XIX. El argumento decisivo para su configuración será la primera guerra carlista, momento en el que surgen los Mikeletes vizcaínos y guipuzcoanos y los Miñones de Álava (50) .

Tras el final de la segunda guerra carlista (1876) y en plena vorágine antiforal, aquellas policías vascas no tendrán más alternativa que adaptarse a la nueva situación promovida por el centralismo dominante, lo que en la práctica se materializará en una importante reducción de competencias y efectivos.

Con la proclamación de la segunda república española en 1931, renace la actividad política y resurge la reivindicación vasca de restablecer las libertades forales suprimidas en 1876. Se promueven así varios Estatutos de Autonomía, encontrándose en todos ellos presente la reivindicación de desarrollar competencias en materia de seguridad pública y policía.

El uno de octubre de 1936 entra en vigor el Estatuto vasco de Autonomía en base al cual se constituye, poco después, el Gobierno autonómico. La problemática de la seguridad pública, condicionada por las circunstancias de la guerra civil iniciada el 18 de julio de aquel año, se convierte en una de las líneas prioritarias de actuación del nuevo Gobierno Vasco.

Concluida la guerra civil en 1939 se disuelve ipso facto la Ertzaña, si bien tal medida no tiene reflejo en ninguna norma legal del momento, dado que el régimen del General Franco pretende obrar como si dicha institución policial no hubiera existido nunca.

Fallecido el General Franco en 1975 e instaurada nuevamente la democracia en España con el establecimiento de una nueva Constitución en 1978, ésta reconoce el derecho a la autonomía de las Nacionalidades y Regiones, siendo el País Vasco junto con Cataluña, las primeras Comunidades Autónomas en constituirse como tal, promulgando para ello su norma institucional básica, el Estatuto de Autonomía (51) .

Habrán de transcurrir más de doce años, desde la promulgación del Estatuto de Autonomía, para que vea la luz la Ley de Policía del País Vasco (52) , justificación de tanta tardanza que la misma Ley señala en el Preámbulo con estas palabras: «Una institución como la policía no es algo que se pueda construir de un día para otro. Incluso en un caso como el del País Vasco, en que contamos con antecedentes más o menos remotos o próximos tan notorios como los Miñones, Forales y Mikeletes (53)  de los Territorios Históricos y con algunos muy significativos Cuerpos de Policía Municipal, la configuración de una policía integral, democrática, civil y eficiente constituye una tarea ardua».

Como ya se señala en dicho Preámbulo de la Ley de Policía del País Vasco «por razones de racionalidad y eficacia se opta por la integración de Miñones, Forales y Mikeletes en el Cuerpo de la Ertzaintza, respetando... la foralidad territorial,... subsistiendo las correspondientes secciones ... a las que se reconocen funciones de representación y tradicionales», añadiendo en el apartado siguiente del Preámbulo que «la Ley toma posición también respecto de la necesidad de conjugar la proyección de la autonomía municipal en materia de seguridad y policía ... ordenando eficazmente la actividad en este campo ... y dentro del ámbito funcional tradicional de las Policías Locales, se incide en la identidad de estatuto y formación de los policías locales y de los miembros de la Ertzaintza».

La Ley de Policía del País Vasco según el artículo 1 y 2 que tiene por objeto «la ordenación de la administración de la seguridad de la Comunidad Autónoma del País Vasco ... regula el régimen estatutario del personal de los Cuerpos de Policía dependientes de las administraciones públicas vascas» que no son otros que los dependientes de la Comunidad Autónoma y la Administración local.

Igualmente procede dicha Ley a integrar, de conformidad con lo que se prevé en el Estatuto de Autonomía (art. 17.5), primeramente a los Cuerpos de Miñones, Forales y Mikeletes constituyendo la Ertzaintza orgánicamente un Cuerpo único y dentro de la Policía del País Vasco a los dependientes de las entidades locales junto con los de la Administración de la Comunidad Autónoma (art. 24.1 y 2).

Ya vigente el Estatuto de Autonomía se promulgó la LOFCS, tardanza que poco podía hacer a lo ya vigente, salvo reconocer en la Disposición Final primera que «lo dispuesto en la presente Ley no será de aplicación a la competencia del art. 17 del Estatuto de Autonomía atribuye a las instituciones del País Vasco en materia de régimen de la Policía Autónoma, para la protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden público dentro del territorio autónomo, que seguirá regulándose por dicho Estatuto en la forma en que se determina por el mismo», en cambio sí son aplicables para la Policía Autónoma los artículos 5, 6, 7 y 8 de la LOFCS que contienen los principios básicos de actuación y las disposiciones estatutarias comunes para todos las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, por su carácter general.

Respecto a la coordinación entre Cuerpos de policía, dado que «en el marco de las competencias asumidas por la Comunidad Autónoma del País Vasco, la Ertzaintza tiene como misión esencial proteger a las personas y bienes, garantizar el libre ejercicio de los derechos y libertades y velar por la seguridad ciudadana en todo el territorio de la Comunidad Autónoma» conforme señala el art. 26.1 de la Ley de Policía del País Vasco, se establece que «la coordinación entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía Autónoma en el territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco, se realizará por la Junta de Seguridad, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 y la Disposición Transitoria cuarta del Estatuto de Autonomía del País Vasco».

La Disposición Final primera de la LOFCS, reconoce un régimen específico para el País Vasco, señalando al respecto que lo dispuesto en la mencionada Ley Orgánica no será de aplicación a la competencia que el artículo 17 del Estatuto de Autonomía atribuye a las instituciones del País Vasco en materia de régimen de la Policía Autónoma, para la protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden público dentro del territorio autónomo, que seguirá regulándose por dicho Estatuto en la forma en que se determina por el mismo. No obstante, los artículos 5, 6, 7 y 8 LOFCS, que contienen los principios básicos de actuación, y las disposiciones estatutarias comunes, por su carácter general, se aplicarán al régimen de la Policía Autónoma del País Vasco.

La Ley 4/1992, de 17 de julio, de Policía del País Vasco, dispone en el art. 5.2 que, bajo el mando supremo del Gobierno Vasco, corresponde al Departamento de Interior la jefatura y superior dirección del Cuerpo de Policía Autónoma o Ertzaintza, que se constituye orgánicamente en un Cuerpo único, en el que se integran, de conformidad con lo previsto en el artículo 17.4 del Estatuto de Autonomía del País Vasco, los Cuerpos de Miñones, Forales y Mikeletes (art. 24.2), con la consideración de institutos armados de naturaleza civil y estructura y organización jerarquizada (art. 25), teniendo como misión esencial proteger a las personas y bienes, garantizar el libre ejercicio de sus derechos y libertades y velar por la seguridad ciudadana en todo el territorio de la Comunidad Autónoma. A tales efectos ejerce las funciones que a los Cuerpos de Seguridad atribuye el ordenamiento jurídico (art. 26.1).

Para el cumplimiento de las funciones previstas en los artículos 126 de la Constitución y 443 y 445 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea dentro de la estructura orgánica de la Ertzaintza la Unidad de Policía Judicial.

4.2.  Cataluña

El origen y la génesis de la Policía Autónoma de Cataluña, denominada Mossos d´Esquadra, está envuelta en sus inicios de polémica historiográfica, porque se han divulgado muchas inexactitudes y leyendas. Para reflejar aquí una visión breve sobre su origen hemos acudido a SALES y a la Web corporativa y de ellas hemos entresacado algunos de los datos que nos pueden situar en su conocimiento pasado para entender su presente (54) .

La primera referencia de la fundación de las primeras «esquadres» es del 21 de abril de 1719, resaltando en el mando de estas primeras a la familia Veciana y especialmente la figura de Pere Antón, y como segunda el 24 de diciembre de 1721 cuando se crean las «escuadras de paisanos armados», con una reorganización de las escuadras creadas dos años antes y agrupadas en dos grupos operacionales, el primero se establece en Cardona y el otro en Valls, bajo el mando del citado Pere Antón.

La familia Veciana mandará el Cuerpo hasta final de 1836, siendo entonces sus integrantes 126 hombres y su mantenimiento era a cuenta de los Ayuntamientos de las poblaciones donde estaban destacados.

El siglo XIX representa muchas variaciones en la vida social y política de Cataluña. Después de la guerra de la Independencia se va a promulgar el primer Reglamento de las «Escuadres de Catalunya» (55) , en el que se contemplará la organización del cuerpo, los derechos, deberes y castigos que se habrán de imponer y que pueden llegar hasta dos años de trabajos forzados, entre otras medidas. El peculiar y distintivo vestuario tendrá que esperar hasta mediados del siglo.

El Cuerpo existirá hasta el año 1868, año en el que el General Prim va a decretar la disolución de las «Escuadres de Catalunya», estando ésta motivada principalmente por entender que la Guardia Civil era pagada por el Estado, mientras que los Mossos lo eran por los Ayuntamientos, además del carácter monárquico que desde siempre tuvo el Cuerpo.

El año 1876 vuelve la Monarquía con Alfonso XII y el Cuerpo se reinstaura únicamente en Barcelona y su provincia, ya que las Diputaciones de Gerona, Tarragona y Lérida no quieren hacerse cargo de su mantenimiento.

Durante el reinado de Alfonso XIII los Mossos van a ver peligrar su existencia. Las Autoridades catalanas no ven con buenos ojos al Cuerpo, especialmente las de la Mancomunidad de Cataluña, constituida en 1914 y abolida en 1925 por el General Primo de Rivera, mancomunidad que mantenía entonces económicamente al Cuerpo pero no tenía el mando directo, pues su doble dependencia era del Gobierno Civil y de la Capitanía General.

La situación va a cambiar radicalmente el 14 de abril de 1931, cuando se proclama la Segunda República Española, los Mossos d´Esquadra van a permanecer fieles a las autoridades republicanas y garantizarán el proceso, el Cuerpo se adapta a la nueva legalidad y pasa a depender del Presidente de la Generalitat.

La implicación de la Generalitat de Cataluña en la Guerra Civil española iniciada en 1936 va a aumentar el número de agentes integrantes de 300 a 1.000 Mossos. Con la ocupación de Cataluña por los militares sublevados y vencedores en la contienda se suprime el Cuerpo.

No será hasta el 21 de julio de 1950 cuando, un Decreto del Ministerio de la Gobernación, autorice nuevamente a la Diputación de Barcelona la organización de una sección de los Mossos, comenzando a prestar servicio un día tan señalado como el día de San Jorge, el 23 de abril. El Cuerpo tendrá carácter militar y tendrá poco en común con el que funcionaba durante el período democrático de la Generalitat republicana, la mayoría de sus integrantes serán provenientes del ejército, guardia civil y policía armada y las funciones que desempeñarán estarán limitadas a la vigilancia del Palacio de la Diputación y demás dependencias.

El retorno de la democracia a España con las elecciones generales de 1977 será también el inicio para el retorno del President y la restauración de la Generalitat de Cataluña. Con ellos el Cuerpo de los Mossos d´Esquadra comenzará una nueva etapa en su historia, que consolidará el Estatuto de Autonomía de Cataluña de 1979 (56) , disponiendo éste al efecto el art. 13.1 que «la Generalidad podrá crear una Policía Autónoma en el marco del presente Estatuto y, en aquello que no esté específicamente regulado en el mismo, en el de la Ley Orgánica prevista en el artículo 149.1.29 de la Constitución».

El año 1983 se refundará de nuevo el Cuerpo, y a través de un único artículo, invocando el Estatuto de Autonomía, se creará «la Policía Autonómica de la Generalidad ... El Cuerpo de Mozos de Escuadra de la Generalidad constituye el núcleo inicial de la Policía Autonómica» (57) .

Conforme se establece en la Disposición Adicional segunda LOFCS, la Policía Autónoma de Cataluña se rige por su Estatuto de Autonomía y normas que lo desarrollen, respecto a las que la mencionada Ley tendrá carácter supletorio, de conformidad con el artículo 13.1 de aquél.

No obstante, por su carácter general, serán de aplicación directa al régimen de la Policía Autónoma de Cataluña, los artículos 5, 6, 7 y 8 de la LOFCS y, en virtud de lo dispuesto respectivamente en los apartados 2.c), 7 y 4, del artículo 13 del Estatuto de Cataluña, los artículos 38, 43 y 46 de la misma.

Respecto de la coordinación entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía Autónoma en el territorio de la Comunidad Autónoma de Cataluña, ésta se realizará por la Junta de Seguridad, de acuerdo con lo dispuesto en los apartados 6 y 7 del artículo 13 del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

La Ley 10/1994, de 11 de julio, de la Policía de la Generalidad Mossos d'Esquadra, en el artículo 2 establece que corresponde al Gobierno de la Generalidad, por medio del Presidente, el mando supremo del Cuerpo, mando que ejerce la persona titular del Departamento de Gobernación.

En el ejercicio de sus funciones, dentro del marco de las competencias que corresponden a la Generalidad, el Cuerpo de «Mossos d'Esquadra» tiene el carácter de Policía ordinaria e integral y actúa en todo el territorio de Cataluña (art. 5).

El Cuerpo de Mossos d'Esquadra es un instituto armado de naturaleza civil, con estructura y organización jerarquizadas (art. 10.1).

Las funciones propias de la Policía de la Generalidad-Mossos d'Esquadra y las compartidas entre la Policía de la Generalidad-Mossos d'Esquadra y las Policías Locales vienen enumeradas en el art. 28.2 y 4 de la Ley 4/2003, de 7 de abril, de Ordenación del Sistema de Seguridad Pública de Cataluña:

Son funciones propias:

a) La protección de autoridades de la Generalidad y la vigilancia y custodia de los edificios, instalaciones y dependencias propios.

b) Las de policía de seguridad ciudadana y el orden público.

c) Funciones de Policía Administrativa.

d) Las que le correspondan como Policía Judicial.

e) Las de policía de tráfico interurbano.

Son funciones compartidas:

- Las de policía de proximidad y el auxilio y asistencia a los ciudadanos.

- La intervención en la resolución amistosa de conflictos privados, si son requeridos para ello.

- La vigilancia de espacios públicos.

Según el artículo 13 de la Ley 10/1994 citada, el Departamento de Gobernación puede crear Unidades de Policía Judicial formadas por miembros del Cuerpo Mossos d'Esquadra instruidos a tal efecto.

4.3.  Navarra

Si bien pudimos contemplar que históricamente los denominados «policías forales» en el País Vasco los datan en el siglo XIX (58) , en Navarra se crean por acuerdo de la Diputación Foral en 1928 (59) , recibiendo la denominación primera de «policía de carreteras» con la función de vigilar la circulación e inspeccionar los impuestos provinciales, especialmente el de patentes, según señala IZU BELLOSO (60) .

Al principio al Cuerpo se le dio un carácter transitorio pues se nombraron cinco plazas inicialmente de Policía de Carreteras y por un plazo de tres años, sin carácter de empleados de plantilla y adscritos a la Dirección de Caminos.

El Reglamento del Cuerpo, con considerable retraso, no se aprobaría hasta el año 1941 (61) , uniendo a dos Cuerpos reglamentariamente, Policías y Recaudadores de Arbitrios, aunque nunca se llevaría a efecto de forma completa, ya que aquél se dividió en dos Secciones, una de Policías y otra de Recaudación. Esta división era motivada, principalmente, porque la vigilancia y ordenación del tráfico era competencia de la Diputación Foral desde el mismo año de 1941, competencia asumida por sucesión en las facultades que había tenido la antigua Diputación del Reino.

En 1963 la Diputación aprobó los criterios de coordinación entre su Dirección de Caminos y la Jefatura de Tráfico (62) , dando así aplicación al Convenio, aprobado el año anterior (63) , ambos, criterios de coordinación y convenio, sirvieron de base para la reorganización del Cuerpo de Policía de Carreteras que vería la luz en 1964 (64) .

Las principales novedades del acuerdo son las siguientes:


«1. Se cambia la denominación del Cuerpo, que pasará a ser la de Policía Foral de Navarra.

2. Deja de estar integrado en la Dirección de Caminos para depender directamente del Vicepresidente (65)  y se elimina cualquier relación con los recaudadores de arbitrios.

3. Amplía sus funciones a la ordenación del tráfico y transporte, en colaboración con la Guardia Civil, en cumplimiento de las disposiciones vigentes y asegura el cumplimiento de las disposiciones jurisdiccionales de la Diputación (66) .»



Durante muchos años la Policía Foral se mantuvo sin apenas cambios, hasta que la aprobación de la Constitución Española de 1978 señalara en la Disposición Adicional primera que «ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales», la promulgación de la Ley de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral (67)  y especialmente la primera Ley Foral de Cuerpos de Policía de Navarra (68) , normas con las que se inicia el camino de una Policía, inicialmente concebida para las funciones de seguridad vial y hoy orientada a una policía integral en el territorio de la Comunidad Autónoma, según se desprende de las funciones que le encomendara la primera Ley Foral de Cuerpos de Policía de Navarra en el art. 9 y que volverá a contemplar la Ley Foral del año 2002 en los artículos 9 y 10, hoy ambas ya derogadas.

De conformidad con la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral «corresponde a Navarra la regulación del régimen de la Policía Foral que, bajo el mando supremo de la Diputación Foral, continuará ejerciendo las funciones que actualmente ostenta. Navarra podrá ampliar los fines y servicios de la Policía Foral, en el marco de lo establecido en la correspondiente Ley Orgánica» (69) .

A similitud de cómo se contemplaba para el País Vasco y Cataluña, la Disposición Final tercera LOFCS señala que «la Policía Foral de Navarra se regirá por la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y normas que la desarrollan, respecto de las que la presente Ley tendrá carácter supletorio».

No obstante, por su carácter general, serán de aplicación directa al régimen de la Policía Foral, los artículos 5, 6, 7, 8, 43 y 46 de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, sin perjuicio de las competencias que corresponden a Navarra en materia de regulación del régimen de Policía, en virtud de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto; asimismo, y de conformidad con el artículo 51.2 de la citada Ley Orgánica, podrán aplicarse los artículos 38 y 39 de esta Ley, si así se establece en la normativa propia de la Comunidad Foral de Navarra.

La Ley Foral 8/2006, de 20 de junio, de Seguridad Pública de Navarra, al delimitar las funciones entre la Policía Foral y las Policías Locales señala en el artículo 25.1 y 3, como funciones propias de aquélla:


«a) Las de policía de seguridad ciudadana que comprenden la protección de autoridades de la Comunidad Foral, la vigilancia y custodia de los edificios institucionales de la Comunidad Foral y la protección de manifestaciones y grandes concentraciones humanas, así como la intervención para el restablecimiento del orden, la protección de personas y bienes y la seguridad ciudadana.

b) Las de policía administrativa.

c) Las de policía judicial.

d) La vigilancia y ordenación del tráfico interurbano.

Son funciones compartidas entre la Policía Foral y las Policías Locales:

a) Las de policía de proximidad y el auxilio y asistencia a los ciudadanos.

b) La intervención en la resolución amistosa de conflictos privados, si son requeridos para ello.»



Seguidamente a la Ley de Seguridad Pública de Navarra se ha promulgado la Ley Foral 8/2007, de 23 de marzo, de las Policías de Navarra (70) , relacionando en el artículo 9 las funciones de la Policía Foral, a la que se le señalan las siguientes:

a) Garantizar la seguridad ciudadana y el pacífico ejercicio de los derechos y libertades públicas y la protección de personas y bienes.

b) Velar por el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones generales en las materias de la competencia de la Comunidad Foral, así como de los actos emanados de los órganos institucionales de la Comunidad Foral de Navarra, mediante las actividades de inspección, denuncia y ejecución forzosa.

c) Velar por la protección y seguridad de las autoridades de la Comunidad Foral.

d) Velar por la protección y seguridad de las personas, edificios e instalaciones dependientes de las instituciones de la Comunidad Foral de Navarra y de sus entes instrumentales.

e) Garantizar el normal funcionamiento de los servicios públicos esenciales cuya competencia corresponda a la Comunidad Foral de Navarra.

f) La ordenación del tráfico dentro del territorio de la Comunidad Foral de Navarra, conforme a los convenios de delimitación de competencias en la materia concluidos con el Estado y vigentes en cada momento, salvo que correspondan legalmente a las Policías Locales.

g) La actuación e inspección en materia de transportes, de conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente.

h) Mantener y, en su caso, restablecer el orden y la seguridad ciudadana mediante las intervenciones que sean precisas, y, en particular, vigilar los espacios públicos, proteger y ordenar las manifestaciones y mantener el orden en grandes concentraciones.

i) La protección y el auxilio de personas y bienes, especialmente en los casos de accidente y de emergencia, según las disposiciones y, en su caso, planes de protección civil.

j) Instruir atestados de circulación, en el ámbito funcional de la letra f).

k) La prevención de actos delictivos y la realización de las diligencias necesarias para evitar su comisión.

l) Policía judicial, en los casos y formas que señalen las leyes.

m) La cooperación y colaboración con las autoridades locales de Navarra, siempre que éstas lo soliciten, en la forma que determinen las disposiciones aplicables.

n) La cooperación y colaboración con otras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en los casos previstos en las leyes.

ñ) La colaboración con todas las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en la recogida, tratamiento y suministro recíprocos de información de interés policial.

o) La inspección de las Empresas de seguridad privada que actúen en el territorio de la Comunidad Foral de Navarra, así como el control de sus servicios y actuaciones y de los medios y personal a su cargo, en los términos establecidos en la legislación vigente.

p) La cooperación a la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello.

q) Cualesquiera otras que le atribuyan las leyes y, en concreto, las que éstos encomienden a los Cuerpos de Seguridad de las Comunidades Autónomas.

Conforme se establece en el artículo 8 de la mencionada Ley Foral 8/2007, corresponde al Gobierno de Navarra, ejercido a través de su Presidente, el mando supremo de la Policía Foral de Navarra y al Consejero competente la superior dirección del Cuerpo de la Policía Foral de Navarra.

Por último, la LOFCS señala que la coordinación entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía Foral de Navarra se realizará por la Junta de Seguridad, de acuerdo con lo previsto por el artículo 51.2 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral.

4.4.  Canarias

Estamos ante el primer Cuerpo de Policía Autonómico -Cuerpo General de la Policía Canaria- que se crea en España sin disponer de antecedentes históricos previos sobre su existencia, como los que hemos señalado en los apartados anteriores relativos a los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas del País Vasco, Cataluña y Navarra, preexistentes todos ellos a su previsión Estatutaria por la Comunidad Autónoma respectiva y con un tratamiento también específico en la LOFCS (71) .

Por tanto podemos señalar, que con la entrada en vigor de la Ley 2/2008, de 28 de mayo, del Cuerpo General de la Policía Canaria, nace una nueva Policía Autonómica en España que trae como primera referencia para su creación a la Ley 9/2007, de 13 de abril, del Sistema Canario de Seguridad y Emergencias y la modificación de la Ley 6/1997, de 4 de julio, de Coordinación de las Policías Locales de Canarias, constituyendo éstas el instrumento normativo que define el contenido, los principios y órganos del Sistema Canario de Seguridad y Emergencias y adapta y actualiza los mecanismos de coordinación de las policías locales de Canarias.

Siguiendo la exposición de motivos de la Ley 2/2008, el Estatuto de Autonomía de Canarias, contempla también el sistema de seguridad desde una perspectiva más orgánica, habilitando la posibilidad de que la Comunidad Autónoma, si sus instituciones representativas competentes lo estiman oportuno, cree una policía propia, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica prevista en el artículo 149.1.29.ª de la Constitución.

En aplicación del citado precepto constitucional, la LOFCS, sitúa a las policías que se puedan crear por las Comunidades Autónomas en el contexto de un sistema en el que ocupan lugar principal las Fuerzas de Seguridad del Estado y en el que tienen su cabida específica, en el ámbito de sus competencias, las Policías Locales. Es en este contexto en el que la Ley crea el Cuerpo General de la Policía Canaria y, por tanto, al servicio de un sistema complejo en el que tendrán función imprescindible los instrumentos de coordinación entre todas las fuerzas de seguridad implantadas en el territorio autonómico.

Según la Ley Canaria no se trata de sustituir o reemplazar los medios humanos y materiales que actualmente están al servicio de la seguridad en Canarias, sino de complementarlos y potenciarlos inyectando recursos adicionales en el sistema y procurando el ejercicio efectivo de competencias que corresponden al Gobierno de Canarias.

La Ley reserva el término «Policía Canaria» para designar al conjunto de cuerpos de policía dependientes de las Administraciones públicas canarias y que tras la entrada en vigor de la Ley serán el Cuerpo General de la Policía Canaria y los cuerpos de policía dependientes de las corporaciones locales. Se pretende con ello resaltar una de las ideas claves en las que se sustenta la Ley: la necesidad de agotar todos los márgenes competenciales y capacidad de movilizar recursos de las administraciones públicas canarias, garantizando el mayor nivel posible de coordinación y complementariedad entre los servicios policiales dependientes del Gobierno de Canarias y las Policías Locales.

Siguiendo la exposición de motivos y desde una perspectiva de los recursos humanos afectados, el concepto de Policía Canaria revela el propósito de dispensar en la mayor medida posible un tratamiento homogéneo de todos ellos, de forma que permita un óptimo aprovechamiento de los efectivos y extienda y aclare la carrera profesional de quienes se dediquen al servicio público de la seguridad en la Comunidad Autónoma.

Según la Ley, la regulación del régimen jurídico del Cuerpo General de la Policía Canaria parte de la consideración del servicio público en que se inserta para desplegar los valores constitucionales de mérito y capacidad en una orientación que permita la eficacia de la política de seguridad. En este sentido se privilegian acciones de formación y de promoción y se conjugan con un estatuto claro en relación con los compromisos que asumen los agentes del Cuerpo al servicio de la seguridad de Canarias.

El reclutamiento del personal del Cuerpo, teniendo presente el carácter complementario de la policía autonómica, ha de partir de un punto inicial en el que se considere suficientemente la experiencia de los miembros de las restantes fuerzas de seguridad siempre en un marco de formación específico por las funciones que la Ley atribuye al Cuerpo, entre las que se dan aspectos comunes a toda organización de seguridad y otros más especializados relacionados con la aplicación de la legislación autonómica y de las actuaciones de sus instituciones.

Según se señala en la nota de Prensa de la Consejería de Presidencia, Justicia y Seguridad (72) , una vez publicada la Ley en el Boletín Oficial de Canarias, el Gobierno de Canarias pondrá en marcha un modelo de seguridad complementario a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (Cuerpo Nacional de Policía y Guardia Civil), cuyo eje básico será la Policía Canaria. Una Policía que está formada por el nuevo Cuerpo General de la Policía Canaria y las Policías Locales existentes en nuestro Archipiélago, que seguirán bajo la dirección de sus ayuntamientos correspondientes.

Con este nuevo modelo de seguridad complementario similar al que dispone Navarra, la Comunidad Autónoma española con los más bajos índices de criminalidad, el Gobierno de Canarias quiere contribuir a mejorar la seguridad del Archipiélago poniendo más policías en la calle y potenciando la coordinación entre los diferentes cuerpos policiales existentes en las Islas.

Respecto de las características del Cuerpo General de la Policía Canaria se prevé en dos fases de actuación: En una primera etapa (2009-2011), el Gobierno Autónomo creará una División de Recursos Operativos, compuesta por 300 efectivos especializados del Cuerpo General de la Policía Canaria, que servirá de apoyo a las Policías Locales de todos los municipios del Archipiélago cuando lo necesiten. Esa División del Cuerpo General de la Policía Canaria, que se moverá por todas las Islas, serán policías autonómicos en tareas especializadas de apoyo a las Policías Locales de Canarias en Brigadas móviles, en labores de información, en unidades especializadas (caninos, medio ambiente y rescates), y en dispositivos preventivos de las Policías Locales en los barrios más conflictivos y grandes eventos.

En una segunda fase (2011-2020), el Gobierno de Canarias quiere realizar el despliegue territorial de ese Cuerpo General de la Policía Canaria hasta llegar a los 1.700 efectivos. Para ello, será necesario contar con financiación del Gobierno de España en las mismas cuantías que éste lo viene haciendo con Cataluña, el País Vasco o Navarra, que cuentan con su propia policía (73) .

Pero los inicios del Cuerpo General de la Policía Canaria no han sido fáciles, siendo preciso llegar a determinados acuerdos, en el seno de la Comisión Bilateral de Cooperación entre la Administración estatal y la autonómica, que evitara la presentación de un recurso de inconstitucionalidad a la Ley 2/2008, llegando al Acuerdo en el seno de la Comisión bilateral de cooperación Administración General del Estado-Comunidad Autónoma de Canarias en relación con la citada, celebrada el 23 de febrero de 2009 en Madrid y publicado posteriormente en el BOC.

Este acuerdo concluye un proceso de negociación, iniciado a finales del mes de julio de 2008, para el estudio y propuesta de solución de las discrepancias surgidas entre ambas administraciones y que ha supuesto la modificación puntual de algunos aspectos de tres artículos (14, 18 y 19). En el resto de los artículos en los que existían discrepancias (1, 5, 8, 9, 12, 16 y Disposición Transitoria cuarta) el acuerdo de la Comisión aclara la interpretación de los mismos, en igual sentido en el que están expresados en la Ley del Cuerpo General de la Policía Canaria y en la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, sin que ello suponga la modificación de los mismos.

Las modificaciones que la Comisión acuerda elevar al Gobierno de Canarias, y que éste deberá hacer efectivas en un plazo de 6 meses, no afectan de manera sustancial al espíritu y filosofía de la Ley, y tienen como objetivo, delimitar las funciones en colaboración del Cuerpo General de la Policía Canaria con otras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y reforzar la integración del Cuerpo General de la Policía Canaria en el marco de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (74) .

En este sentido, el acuerdo mantiene intactas las funciones propias del Cuerpo General de la Policía Canaria así como las simultáneas e indiferenciadas con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y sólo establece una modificación puntual en las de colaboración (art. 19.2). En concreto, la nueva redacción del artículo establece que el cuerpo policial autonómico podrá participar en las funciones de Policía Judicial pero no podrá contar con grupos o secciones propios para desempeñar estas funciones; asimismo suprime las referencias a la colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en la vigilancia del litoral, el control de explosivos y de material pirotécnico, el control de la inmigración irregular, la verificación del resguardo fiscal y la vigilancia, verificación y control de las empresas de seguridad privada radicadas en Canarias, al entender el Estado que no es necesaria la especificación de las mismas, aunque sí puedan realizarse estas funciones a requerimiento de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

Por otro lado, el acuerdo también mantiene intactas las restantes funciones de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado como son las de velar por el cumplimiento de las leyes, garantizar el funcionamiento de los servicios públicos, vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones, y mantener el orden en grandes concentraciones humanas, función que corresponderá con carácter prioritario al Cuerpo General de Policía Canaria.

Por otra parte, y en referencia al reforzamiento de la integración del Cuerpo General de Policía de Canaria en la LOFCS, el artículo 14, del Régimen Jurídico del Cuerpo General de la Policía Canaria incluye «de acuerdo con la legislación orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad»; y, por su parte, el artículo 18, de los Principios básicos de actuación, modifica la redacción de su primer párrafo con el fin de insistir en que «son aplicables a los miembros del Cuerpo General de la Policía Canaria los principios básicos de actuación establecidos en la LOFCS»; y en el mismo sentido en el apartado 2.d) y 3 de dicho artículo.

Cabe destacar que la integración del Cuerpo General de Policía Canaria en la LOFCS siempre ha estado presente en la Ley canaria, tal y como se establece en el tercer párrafo de la exposición de motivos: «la Ley Orgánica 2/1986, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, sitúa a las policías que se puedan crear por las Comunidades Autónomas en el contexto de un sistema en el que ocupan lugar principal las fuerzas de seguridad del Estado y en el que tienen su cabida específica, en el ámbito de sus competencias, las policías locales. Es en este contexto en el que esta Ley crea el Cuerpo General de la Policía Canaria».

Respecto al resto de los artículos donde existían discrepancias (1, 5, 8, 9, 12, 16 y Disposición Transitoria), la Comisión Bilateral ha aclarado la interpretación de los mismos, sin que ello conlleve su modificación.

La más importante de estas aclaraciones es la que mantiene en su integridad el concepto de Policía Canaria defendida por el Gobierno Autónomo y que define a ésta como la suma del Cuerpo General de la Policía Canaria, de titularidad autonómica, y las Policías Locales, de titularidad municipal.

Tras este Acuerdo, el Gobierno de Canarias, de conformidad con las previsiones del Catálogo de Puestos de Trabajo del Cuerpo General de la Policía Canaria, ha procedido a la selección de los primeros integrantes del mismo (75) .

El artículo 14 Ley establece las funciones del Cuerpo General de la Policía Canaria, quedando estas fijadas en virtud del acuerdo alcanzado en la Comisión Bilateral de Cooperación Estado-Comunidad Autónoma de Canarias, del pasado 23 de febrero, en las siguientes:

1. El Cuerpo General de la Policía Canaria ejercerá las siguientes funciones con carácter de propias:


	
a) Velar por el cumplimiento de las disposiciones y órdenes singulares dictadas por los órganos de la Comunidad Autónoma de Canarias. 

	
b) La vigilancia y protección de personas, órganos, edificios, establecimientos y dependencias de la Comunidad Autónoma de Canarias y de sus entes instrumentales, garantizando el normal funcionamiento de las instalaciones y la seguridad de los usuarios de sus servicios. 

	
c) La inspección de las actividades sometidas a la ordenación o disciplina de la Comunidad Autónoma de Canarias, denunciando toda actividad ilícita. 

	
d) El uso de la coacción en orden a la ejecución forzosa de los actos o disposiciones de la Comunidad Autónoma de Canarias. 

	
e) Las que de acuerdo con su naturaleza puedan corresponderle en virtud de las competencias que se atribuyen a la Comunidad Autónoma de Canarias conforme a la Ley Orgánica sobre Protección de la Seguridad Ciudadana. En la ejecución de este tipo de funciones se prestará especial atención a: 


	
I. Proteger el medio ambiente y los recursos naturales. 

	
II. Velar por el cumplimiento de la legislación de ordenación del turismo de Canarias. 

	
III. Ejercer la inspección del transporte terrestre en las vías públicas interurbanas y la del transporte marítimo interinsular. 

	
IV. Velar por el cumplimiento de la normativa sobre el patrimonio cultural canario evitando su expolio o destrucción. 

	
V. Informar, asistir y orientar a los ciudadanos. 

	
VI. Colaborar con las instituciones públicas de protección y tutela de menores en la consecución de sus objetivos, de conformidad con la legislación civil, penal y penitenciaria del Estado. 

	
VII. Colaborar con las instituciones públicas y privadas de protección y tutela de los inmigrantes y cualesquiera otras formas de marginación. 

	
VIII. Colaborar con los servicios de salvamento marítimo. 







2. El Cuerpo General de la Policía Canaria ejercerá también las siguientes funciones en colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:


	
a) Velar por el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones del Estado y garantizar el funcionamiento de los servicios públicos esenciales. 

	
b) Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

	
c) Vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones y mantener el orden en grandes concentraciones humanas. El ejercicio de esta función corresponderá, con carácter prioritario, al Cuerpo General de la Policía Canaria, sin perjuicio de la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado cuando, bien a requerimiento de las autoridades de la Comunidad Autónoma, o bien por decisión propia, lo estimen necesario las autoridades estatales competentes. 



3. El Cuerpo General de la Policía Canaria tendrá, además, las siguientes funciones de prestación simultánea e indiferenciada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:


	
a) La cooperación a la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello. 

	
b) La prestación de auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, participando, en la forma prevista en las leyes, en la ejecución de los planes de Protección Civil. 

	
c) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la naturaleza y medio ambiente, recursos hidráulicos, así como la riqueza cinegética, piscícola, forestal y de cualquier otra índole relacionada con la naturaleza. 



4. El Cuerpo General de la Policía Canaria ejercerá las demás funciones que le atribuya la legislación vigente y las que puedan transferirse por el Estado, de acuerdo con lo establecido en la Constitución.

4.5.  Comunidades Autónomas con previsión estatutaria de Policía propia

La Constitución de 1978 enumera en el art. 149 las materias de competencia exclusiva que corresponden al Estado, entre las que se encuentra la «Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos de Autonomía en el marco de lo que disponga una Ley Orgánica».

De conformidad con este precepto vimos que cuatro Comunidades Autónomas ya disponen de policía propia, pero hay más Comunidades que disponen en sus Estatutos de dicha posibilidad y no han ejercido hasta la fecha su creación. Nos estamos refiriendo a las Comunidades Autónomas de Andalucía que lo contempla en el art. 65 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo; Comunidad Valenciana en el art. 49.3.14.ª de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril; Galicia en los arts. 27 y 28 de la Ley Orgánica 1/1981, de 6 de abril; Islas Baleares en el art. 33.1 de la Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero; Aragón en el art. 76.1 y 2 de la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril y Castilla y León en el art. 72.3 de la Ley Orgánica14/2007, de 30 de noviembre.

Recordemos que las competencias funcionales de estas Policías Autonómicas vienen establecidas en el art. 38 de la LOFCS, concretadas en tres apartados:

1. Con carácter de propias:


	
a) Velar por el cumplimiento de las disposiciones y órdenes singulares dictadas por los órganos de la Comunidad Autónoma. 

	
b) La vigilancia y protección de personas, órganos, edificios, establecimientos y dependencias de la Comunidad Autónoma y de sus entes instrumentales, garantizando el normal funcionamiento de las instalaciones y la seguridad de los usuarios de sus servicios. 

	
c) La inspección de las actividades sometidas a la ordenación o disciplina de la Comunidad Autónoma, denunciando toda actividad ilícita. 

	
d) El uso de la coacción en orden a la ejecución forzosa de los actos o disposiciones de la propia Comunidad Autónoma. 



2. En colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:


	
a) Velar por el cumplimiento de las Leyes y demás disposiciones del Estado y garantizar el funcionamiento de los servicios públicos esenciales. 

	
b) Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en el artículo 29.2 de esta Ley. 

	
c) Vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones y mantener el orden en grandes concentraciones humanas. El ejercicio de esta función corresponderá, con carácter prioritario, a los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado cuando, bien a requerimiento de las Autoridades de la Comunidad Autónoma, o bien por decisión propia, lo estimen necesario las Autoridades estatales competentes. 





3. De prestación simultánea e indiferenciada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:


	
a) La cooperación a la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello. 

	
b) La prestación de auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, participando en la forma prevista en las Leyes, en la ejecución de los planes de Protección Civil. 

	
c) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la naturaleza y medio ambiente, recursos hidráulicos, así como la riqueza cinegética, piscícola, forestal y de cualquier otra índole relacionada con la naturaleza. 



En la actualidad, salvo la Comunidad Autónoma de Galicia (76) , ninguna de las Comunidades Autónomas antes citadas y con posibilidad estatutaria para crear Cuerpo de policía propio, han plasmado en Ley dicha competencia.

CAPÍTULO VIII. COLABORACIÓN Y COORDINACIÓN ENTRE LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD... DEL ESTADO, LOS CUERPOS DE POLICÍA DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y LAS POLICÍAS LOCALES

1.  INTRODUCCIÓN

Como se dice en la Exposición de Motivos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, la cooperación entre las distintas Administraciones Públicas es un deber general, la esencia del modelo de organización territorial del Estado autonómico, que se configura como un deber recíproco de apoyo y mutua lealtad que no es preciso que se justifique en preceptos concretos porque no puede imponerse, sino acordarse, conformarse o concertarse, siendo el principio que, como tal, debe presidir el ejercicio de competencias compartidas o de las que se ejercen sobre un mismo espacio físico.

Este principio de coordinación viene desarrollado en el artículo 4 de la mencionada Ley, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, en los siguientes términos:


«1. Las Administraciones Públicas actúan y se relacionan de acuerdo con el principio de lealtad institucional y, en consecuencia, deberán:

a) Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus competencias.

b) Ponderar, en el ejercicio de las competencias propias, la totalidad de los intereses públicos implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a las otras Administraciones.

c) Facilitar a las otras Administraciones la información que precisen sobre la actividad que desarrollen en el ejercicio de sus propias competencias.

d) Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran recabar para el eficaz ejercicio de sus competencias.

2. A efectos de lo dispuesto en las letras c) y d) del apartado anterior, las Administraciones Públicas podrán solicitar cuantos datos, documentos o medios probatorios se hallen a disposición del ente al que se dirija la solicitud. Podrán también solicitar asistencia para la ejecución de sus competencias.

3. La asistencia y cooperación requerida sólo podrán negarse cuando el ente del que se solicita no esté facultado para prestarla, no disponga de medios suficientes para ello o cuando, de hacerlo, causara un perjuicio grave a los intereses cuya tutela tiene encomendada o al cumplimiento de sus propias funciones. La negativa a prestar la asistencia se comunicará motivadamente a la Administración solicitante.

4. La Administración General del Estado, las de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local, deberán colaborar y auxiliarse para aquellas ejecuciones de sus actos que hayan de realizarse fuera de sus respectivos ámbitos territoriales de competencia.»



En el ámbito de la seguridad pública, la LOFCS se ocupa de esta materia en diversos preceptos, que examinaremos en el presente Capítulo.

Como se dice en el Preámbulo V de la citada LOFCS, sobre la base de la práctica indivisibilidad de la seguridad pública y del consiguiente carácter concurrente del ejercicio de la competencia sobre la misma, dentro del respeto a la autonomía de las distintas esferas de la Administración Pública, la Ley ha querido resaltar la necesidad de intercomunicación entre los Cuerpos de Seguridad de dichas esferas administrativas y, por ello, inmediatamente después de enumerar en el artículo 2.º cuáles son esos Cuerpos, proclama en su artículo 3.º, como un elemento constitutivo de todos ellos, el principio de cooperación recíproca y de coordinación orgánica.

El principio de cooperación recíproca reaparece en el artículo 12 para cualificar las relaciones entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; se vuelve a reflejar al efectuar la clasificación de las funciones de las Policías Autónomas, en el artículo 38, uno de cuyos grupos es el de las funciones de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y se pone de relieve también en el artículo 53, respecto a las funciones de los Cuerpos de Policía Local.

Pero, precisamente como garantía de eficacia de la colaboración entre los miembros de los Cuerpos de Policía de las distintas esferas administrativas territoriales, la Ley ha considerado necesario establecer también unos cauces institucionalizados de auxilio y cooperación y unos mecanismos orgánicos de coordinación.

Los cauces de auxilio y cooperación responden a los supuestos de insuficiencia de medios, que pueden concurrir en algunas Comunidades Autónomas, en cuyos casos, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado coadyuvarán a la realización de sus funciones policiales, o se llevará a cabo la adscripción funcional de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía a las Comunidades Autónomas que no dispongan de Policía propia, y sí de la posibilidad de crearla, recogida en sus Estatutos.

En cuanto a los mecanismos orgánicos de coordinación, el Derecho comparado ofrece modelos acabados de articulación de las diferentes piezas orgánicas en materia de seguridad, con base en los cuales se ha optado por la creación de un órgano político, el Consejo de Política de Seguridad, de composición paritaria, presidido por el Ministro del Interior e integrado por los Consejeros de Interior o Gobernación de las Comunidades Autónomas, asistido por un órgano de carácter técnico, denominado Comité de Expertos.

Dichos órganos elaborarán fórmulas de coordinación, acuerdos, programas de formación, de información y de actuaciones conjuntas; correspondiéndoles también la elaboración de directrices generales y el dictamen de las disposiciones legales que afecten a los Cuerpos de Policía.

En cualquier caso, más que de coordinación coercitiva o jerárquica, se trata de una coordinación de carácter informativo, teniendo en cuenta el carácter paritario de los órganos previstos, de acuerdo con el precedente establecido en el artículo 4.º de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, reguladora del proceso autonómico, con apoyo en los pronunciamientos del Tribunal Constitucional.

Por lo que respecta al nivel autonómico y local, se recoge la posibilidad de constituir Juntas de Seguridad en aquellas Comunidades Autónomas que dispongan de Cuerpos de Policía propios (art. 50) y también Juntas Locales de Seguridad en los municipios que tengan Cuerpos de Policía Local (art. 54).

2.  LOS PRINCIPIOS DE COOPERACIÓN RECÍPROCA Y COORDINACIÓN ORGÁNICA

Con carácter general, el artículo 3 de la LOFCS, establece que «los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad ajustarán su actuación al principio de cooperación recíproca y su coordinación se efectuará a través de los órganos que a tal efecto establece la propia Ley».

En el ámbito de la colaboración de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y las Policías de las Comunidades Autónomas, la Ley dedica a esta materia el Título IV, dividido en tres Capítulos:


	
- El Capítulo I, que comprende los artículos 45 y 46, recoge los principios generales sobre la colaboración entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas. 

	
- El Capítulo II, integrado por el artículo 47, está dedicado a la adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía a las Comunidades Autónomas. 

	
- El Capítulo III, que comprende los artículos 48 a 50, se refiere a los órganos de coordinación. 



Dispone el artículo 45 LOFCS que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas deberán prestarse mutuo auxilio e información recíproca en el ejercicio de sus funciones respectivas.

Y el artículo 46 añade que cuando las Comunidades Autónomas que, según su Estatuto, puedan crear Cuerpos de Policía no dispongan de los medios suficientes para el ejercicio de las funciones previstas en el artículo 38.1 y 2.c) de la presente Ley, podrán recabar, a través de las Autoridades del Estado el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, correspondiendo en este caso a las Autoridades gubernativas estatales la determinación del modo y forma de prestar el auxilio solicitado.

En caso de considerarse procedente su intervención, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado actuarán bajo el mando de sus Jefes naturales.

En el resto de los casos, cuando en la prestación de un determinado servicio o en la realización de una actuación concreta concurran, simultáneamente, miembros o Unidades de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de la Policía de la Comunidad Autónoma, serán los Mandos de los primeros los que asuman la dirección de la operación.

Además, como vimos en el Capítulo anterior, los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas podrán ejercer, en colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, las funciones enumeradas en el artículo 38.2 de la LOFCS:

a) Velar por el cumplimiento de las Leyes y demás disposiciones del Estado y garantizar el funcionamiento de los servicios públicos esenciales.

b) Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en el artículo 29.2 de esta Ley.

c) Vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones y mantener el orden en grandes concentraciones humanas.

Y por último, en el Título V, artículo 53, dentro de las funciones de las Policías Locales señala a éstas la de colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y con las Policías de las Comunidades Autónomas, cuando sean requeridas para ello.

3.  ADSCRIPCIÓN DE UNIDADES DEL CUERPO NACIONAL DE POLICÍA A LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

El artículo 47 de la Ley, que integra el Capítulo II del Título IV, establece al respecto que las Comunidades Autónomas incluidas en el apartado 2 del artículo 37 de la Ley, podrán solicitar del Gobierno de la Nación, a través del Ministerio del Interior, para el ejercicio de las funciones previstas en el artículo 38.1 de aquélla, la adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía.

Las condiciones de dicha adscripción se determinarán en acuerdos administrativos de colaboración de carácter específico, que deberán respetar, en todo caso, los siguientes principios:


	
- La adscripción deberá afectar a Unidades operativas completas y no a miembros individuales del citado Cuerpo. 

	
- Las Unidades adscritas dependerán, funcionalmente, de las Autoridades de la Comunidad Autónoma, y orgánicamente del Ministerio del Interior. 

	
- Dichas Unidades actuarán siempre bajo el mando de sus Jefes naturales. 

	
- En cualquier momento podrán ser reemplazadas por otras, a iniciativa de las Autoridades estatales, oídas las Autoridades de la Comunidad Autónoma. 



Dicho precepto ha sido desarrollado por el RD 221/1991, de 20 de febrero, modificado por RD 1089/2000, de 9 de junio, por el que se regula la organización de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía adscritas a las Comunidades Autónomas y se establecen las peculiaridades del régimen estatutario de su personal.

El artículo 4 del mencionado Real Decreto dispone que el ámbito territorial de actuación de cada Unidad adscrita será el territorio de la correspondiente Comunidad Autónoma, excepto en lo relacionado con la protección de altas personalidades y bienes muebles, supuestos en que los miembros de la Unidad continuarán asumiendo el ejercicio de sus funciones, en los eventuales desplazamientos, en todo el territorio nacional.

El Jefe de la Unidad será nombrado por Orden del Ministro del Interior, a propuesta de la autoridad competente de la Comunidad Autónoma, entre funcionarios en activo de la Escala Superior del Cuerpo Nacional de Policía (art. 6).

Hasta no hace muchas fechas eran once las Comunidades Autónomas que contemplaban en sus Estatutos de Autonomía la previsión de Unidades del CNP adscritas (77) , previsión que conforme se reforman dichos Estatutos y se contempla la previsión en ellos de Cuerpo de Policía propio prescinden. De aquellas Comunidades sólo cinco lo han materializado en acuerdos:


	
- Galicia, creada mediante Orden del Ministerio del Interior de 19 de junio de 1991. 

	
- Comunidad Valenciana, en virtud de Orden del Ministerio del Interior de 16 de septiembre de 1992. 

	
- Andalucía, mediante Orden del Ministerio del Interior de 31 de agosto de 1993. 

	
- Aragón, mediante Orden del Ministerio del Interior 9 de mayo de 2005. 

	
- Principado de Asturias, mediante Orden del Ministerio del Interior de 17 de mayo de 2006. 

	
- Comunidad de Madrid, con fecha 28 de julio de 2009 fue suscrito Convenio entre el Ministerio del Interior y la Comunidad de Madrid por el que se adscribe una Unidad de Cooperación integrada por funcionarios del CNP en el ámbito de la Jefatura Superior de Madrid. 



4.  ÓRGANOS DE COORDINACIÓN: EL CONSEJO DE POLÍTICA DE SEGURIDAD Y LAS JUNTAS DE SEGURIDAD AUTONÓMICAS

Dispone el art. 48 LOFCS que para garantizar la coordinación entre las políticas de seguridad pública del Estado y de las Comunidades Autónomas se crea el Consejo de Política de Seguridad, que estará presidido por el Ministro del Interior e integrado por los Consejeros de Interior o Gobernación de las Comunidades Autónomas y por un número igual de representantes del Estado designados por el Gobierno de la Nación.

El Consejo de Política de Seguridad ejercerá las siguientes competencias:


	
- Aprobar los planes de coordinación en materia de seguridad y de infraestructura policial. 

	
- Informar las plantillas de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas y sus modificaciones. El Consejo podrá establecer el número máximo de los efectivos de las plantillas. 

	
- Aprobar directivas y recomendaciones de carácter general. 

	
- Informar las disposiciones que dicten las Comunidades Autónomas, en relación con sus propios Cuerpos de Policía, así como la de creación de éstos. 

	
- Informar los convenios de cooperación, en materia de seguridad entre el Estado y las Comunidades Autónomas. 

	
- Las demás que le atribuya la legislación vigente. 



Para su adecuado funcionamiento el Consejo de Política de Seguridad elaborará un Reglamento de régimen interior que será aprobado por el mismo.

El art. 49 de la mencionada LOFCS establece que dentro del Consejo de Política de Seguridad funcionará un Comité de Expertos integrado por ocho representantes, cuatro del Estado y cuatro de las Comunidades Autónomas, designados estos últimos anualmente por los miembros del Consejo de Política de Seguridad que representen a las Comunidades Autónomas. Dicho Comité tendrá la misión de asesorar técnicamente a aquél y preparar los asuntos que posteriormente vayan a ser debatidos en el Pleno del mismo y con carácter específico:


	
- Elaborar y proponer fórmulas de coordinación. 

	
- Preparar acuerdos de cooperación. 

	
- Proponer programas de formación y perfeccionamiento de las Policías. 

	
- Elaborar planes de actuación conjunta. 



El Reglamento de régimen interior del Consejo de Política de Seguridad determinará las normas de composición y funcionamiento del Comité de Expertos.

Por último, el art. 50 señala que en las Comunidades Autónomas que dispongan de Cuerpos de Policía propios podrá constituirse una Junta de Seguridad, integrada por igual número de representantes del Estado y de las Comunidades Autónomas, con la misión de coordinar la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Cuerpos de Policía de la Comunidad Autónoma, en los términos que reglamentariamente se determinen.

La Junta de Seguridad será el órgano competente para resolver las incidencias que pudieran surgir en la colaboración entre los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Cuerpos de Policía de la Comunidad Autónoma.

A tal efecto, las Autoridades competentes de las Comunidades Autónomas y los Delegados o Subdelegados del Gobierno en la Comunidad y provincia respectivas deberán informar periódicamente a dicha Junta acerca de las deficiencias que se observen en la coordinación, mutuo auxilio e información recíproca entre aquéllos, indicando las medidas oportunas para corregir los problemas suscitados.

El RD 821/2005, de 8 de julio, por el que se designa la representación del Gobierno de la Nación en la Junta de Seguridad de la Comunidad Foral de Navarra; el RD 2065/1996, de 13 de septiembre, que designa la representación del Estado en la Junta de Seguridad del País Vasco y el RD 2176/1996, de 4 de octubre, por el que se regula la representación del Estado en la Junta de Seguridad de Cataluña.

La última Junta de Seguridad constituida en una Comunidad Autónoma con policía propia ha sido el 12 de julio de 2010, en la que se establecen los criterios básicos de coordinación de las funciones a desarrollar por el nuevo Cuerpo General de la Policía Canaria y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en la Comunidad Autónoma citada.

De otro lado, el Decreto 319/1996, de 1 de octubre de la Generalidad de Cataluña, designa a los miembros que han de formar parte de la Junta de Seguridad de Cataluña en representación de la Generalidad y el Decreto Foral 99/1996, de 5 de febrero, de la Comunidad Foral de Navarra, regula la representación del Gobierno de Navarra en la Junta de Seguridad.

5.  COLABORACIÓN Y COORDINACIÓN ENTRE LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO Y LOS CUERPOS DE POLICÍA LOCAL

5.1.  Convenio Ministerio Interior-Femp

El 20 de febrero de 2007 se firmó un nuevo Convenio Marco de Colaboración entre el Ministerio del Interior y la Federación Española de Municipios y Provincias en materia de seguridad ciudadana y seguridad vial (78) . Previamente, el 19 de septiembre de 2002 se había firmado otro con la finalidad de definir, potenciar y favorecer la implantación de procedimientos de actuación, en los que se concrete la debida coordinación y colaboración entre los cuerpos policiales que actúan en el ámbito territorial de un mismo municipio.

Este último convenio firmado contempla los siguientes ámbitos de colaboración y coordinación:

5.1.1.  Cooperación entre las Administraciones Públicas

Con el fin de impulsar el desarrollo del presente Convenio Marco, hacer su seguimiento y resolver los conflictos que pudieran presentarse, se constituirá una Comisión Estatal de Seguridad Local, que será copresidida por el Presidente de la FEMP y el Secretario de Estado de Seguridad, y se integrará paritariamente por representantes del Estado y de la FEMP. Dicha Comisión se reunirá, al menos, una vez cada 6 meses.

La mencionada Comisión podrá crear en su seno las Comisiones Técnicas Mixtas que se estimen necesarias, para que elaboren estudios y propuestas que faciliten la aplicación del Convenio y coadyuven a la elaboración de proyectos normativos relacionados con la Seguridad Local.

5.1.2.  Juntas Locales de Seguridad (79) 

La Junta Local de Seguridad es un órgano para la cooperación y coordinación de políticas en materia de seguridad en el ámbito municipal, asegurando la coordinación y cooperación operativa de los distintos Cuerpos policiales que intervienen en un mismo ámbito territorial, y para lo cual podrán asumir funciones en los siguientes ámbitos o aspectos:

a) Analizar y valorar la situación de la seguridad pública en el municipio.

b) Impulsar la elaboración de planes conjuntos de seguridad ciudadana y de seguridad vial.

c) Teniendo en cuenta el análisis, evolución y diagnóstico de la seguridad pública, proponer las prioridades, las acciones conjuntas y las campañas de prevención que contribuyan a la mejora de la seguridad ciudadana.

d) Establecer las formas y procedimientos necesarios para lograr una eficaz coordinación y colaboración entre los distintos Cuerpos de Seguridad que ejercen sus competencias funcionales en el ámbito territorial del Municipio.

e) Acordar los planes específicos de colaboración y coordinación a desarrollar en los municipios con motivo de eventos extraordinarios.

f) Arbitrar fórmulas que garanticen un intercambio fluido de toda aquella información que pudiera ser relevante para que cada Cuerpo policial pueda cumplir con sus funciones.

g) Informar y, en su caso, acordar la participación del Cuerpo de Policía Local, en el ámbito de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado previsto en la LOFCS, en las funciones de policía judicial, de acuerdo con los requisitos y formalidades previstas en este Convenio, y sin perjuicio de las competencias que correspondan a las Comisiones Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial.

h) Analizar y evaluar los acuerdos adoptados en el Consejo Local de Seguridad, a fin de integrar en su marco de actuación las fórmulas que permitan el desarrollo de una política integral de seguridad.

i) Conocer y resolver, en su caso, los incidentes competenciales surgidos entre los miembros de los distintos Cuerpos policiales con ocasión de los servicios concurrentes.

j) Analizar la colaboración con los Servicios de Protección Civil, en los casos de graves riesgos, catástrofes o calamidad pública, en los términos que se establezcan en la legislación sobre Protección Civil.

k) Evaluar y, en su caso, proponer la integración del Cuerpo de Policía Local en el Sistema Estatal de Bases de Datos Policiales, mediante la firma del correspondiente Protocolo entre el respectivo Ayuntamiento y el Ministerio del Interior.

El Ministerio del Interior se compromete a elaborar, en el plazo máximo de tres meses desde la firma de este Convenio, un Reglamento de constitución, composición y funcionamiento de las Juntas Locales de Seguridad, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Su elaboración tendrá en cuenta los estudios y propuestas que realice la Comisión Estatal de Seguridad Local.

En los municipios donde no exista Cuerpo de Policía Local podrá constituirse, de mutuo acuerdo entre la Administración Central y el respectivo Ayuntamiento, una Comisión Local de Seguridad, para analizar y evaluar la situación de la seguridad ciudadana en el Municipio y promover las actuaciones que se consideren necesarias para prevenir la delincuencia y mejorar la seguridad y la convivencia. Dicha Comisión será presidida por el Alcalde y copresidida por el Delegado o Subdelegado del Gobierno si concurre a su reunión, y se integrará por las correspondientes representaciones de la respectiva Corporación Local y del Estado.

5.1.3.  Comisiones Autonómicas de Seguridad

En aquellas Comunidades Autónomas que carezcan de su propio Cuerpo de Policía y se constituya una Comisión Autonómica de Seguridad, como órgano de colaboración y coordinación para el diseño de las políticas de seguridad que deban desarrollarse en ese ámbito territorial, se integrará en la misma una representación de la Federación de Municipios de la respectiva Comunidad Autónoma, de acuerdo con las normas de creación, constitución y funcionamiento de aquéllas.

5.1.4.  Coordinación operativa de las Policías Locales con los Cuerpos de Seguridad del Estado

El Ministerio del Interior, la FEMP y los Municipios que se adhieran al Convenio, garantizarán que la colaboración entre los Cuerpos de Seguridad del Estado y las Policías Locales se guíe, en todo caso, por los siguientes principios:

1. Garantizar a los ciudadanos una respuesta policial ágil, rápida y eficaz.

2. Proporcionar una respuesta de la máxima sensibilidad, calidad y eficiencia en la atención y protección de las víctimas del delito, y evitar las actuaciones que supongan una innecesaria duplicidad de intervenciones.

3. La lealtad institucional y la colaboración recíproca.

4. La transmisión mutua de toda información relevante para la seguridad ciudadana y el normal desarrollo de la convivencia.

5. La coordinación y colaboración con los demás recursos públicos implicados en la atención a problemáticas que incidan de manera directa en la seguridad ciudadana.

5.1.5.  Planes Locales de Seguridad

Las Juntas Locales de Seguridad de los Ayuntamientos que suscriban con el Ministerio del Interior el Convenio Marco elaborarán, su respectivo Plan Local de Seguridad, en el que se realizará un diagnóstico de la problemática de seguridad existente en el ámbito municipal; se establecerán objetivos; y se diseñarán los Programas de Actuación que se estimen necesarios para afrontar mejor los problemas existentes. Al finalizar cada año, la Junta Local de Seguridad realizará una evaluación del trabajo y los logros alcanzados con la aplicación del mencionado Plan.

En los Planes Locales de Seguridad se incluirán Programas de Actuación que tendrán como objetivo desarrollar la actuación policial conjunta y planificada de los Cuerpos de Seguridad existentes en el término municipal, así como su coordinación con otros profesionales y servicios públicos comprometidos en la atención a los problemas que despierten mayor preocupación en la respectiva Comunidad Local.

5.1.6.  Intercambio de Información

1. Los Cuerpos de Seguridad del Estado y los Cuerpos de Policía Local se facilitarán regularmente información de utilidad para prevenir la delincuencia y mejorar la seguridad ciudadana. Con este fin, en las Juntas Locales de Seguridad se establecerán procedimientos y contenidos concretos de intercambio de información, datos estadísticos, resúmenes mensuales de actividad policial y delictiva, con detalle de los aspectos que, en cada municipio, se consideren de relevancia para la seguridad de la Comunidad Local.

2. Sin perjuicio de lo anterior, con carácter anual, el órgano pertinente del Ministerio del Interior facilitará a la Junta Local de Seguridad un resumen sobre la evolución de la delincuencia en la localidad, con detalle de datos como: el número total de delitos y faltas conocidos; el índice oficial de infracciones penales por mil habitantes; evolución de las diferentes tipologías delictivas, etc., al objeto de realizar un fiel diagnóstico de la situación y poder así impulsar las políticas y operativos de seguridad que se estimen necesarios.

3. Los municipios facilitarán a los órganos del Ministerio del Interior o a los responsables de los respectivos Cuerpos de Seguridad del Estado, los planos y soportes informáticos actualizados del sistema digitalizado de cartografía municipal, censos de población, así como toda aquella información actualizada sobre el régimen de funcionamiento de los servicios sociales y asistenciales que puedan colaborar en el auxilio de las víctimas del delito.

5.1.7.  Participación de la información existente en los bancos de datos policiales

1. Al objeto de facilitar el cumplimiento de los fines del Convenio Marco, y para articular un sistema integrado de las Bases de Datos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Cuerpos de Policía Local, el Ministerio del Interior y la FEMP adoptarán las medidas precisas para que los Cuerpos de Policía Local se integren en el Sistema Estatal de Bases de Datos Policiales, mediante la firma de los correspondientes Protocolos entre el Ministerio del Interior y los Ayuntamientos respectivos.

2. Dicha integración tendrá como fin el acceso a la información que contiene el Sistema por parte de los Cuerpos de Policía Local, con los niveles de seguridad y de restricciones que se determinen, y que la información policial que generen éstos en el ejercicio de las funciones de seguridad ciudadana y policía judicial, se integre en el mencionado Sistema Estatal.

3. El acceso y consulta a las Bases de Datos deberá ajustarse a un protocolo que se incorporará como Anexo al Acuerdo, en el que se concreten las características técnicas de equipos y programas, niveles de acceso, medidas de seguridad sobre confidencialidad de los datos, cumplimiento de la normativa vigente sobre protección de datos de carácter personal y de condiciones de cesión legítima de estos datos, en su caso, a terceros. Todo ello ajustándose a lo dispuesto en la normativa de Protección de Datos de Carácter Personal.

4. Los datos sobre infracciones penales, personas y vehículos relacionados con las actuaciones de las Policías Locales en materia de seguridad ciudadana y policía judicial, serán introducidos por éstas en el Sistema Estatal de Bases de Datos Policiales, según los procedimientos y criterios establecidos por el Ministerio de Interior.

5.1.8.  Centrales conjuntas de Comunicación Policial

1. Se impulsará la integración de los Cuerpos de Seguridad en los Sistemas de Urgencia 112, creados por las Comunidades Autónomas.

2. Mientras se realiza una integración plena en dichos sistemas autonómicos, se propiciará la creación de Centrales de Comunicación Conjuntas, en las que se integren los Servicios 091 y 092, así como otros Servicios de Atención a la Emergencia que se consideren oportunos por las respectivas Juntas Locales de Seguridad.

3. Cuando no resulte factible la creación de Centrales Conjuntas, se procederá a adoptar las medidas técnicas oportunas para garantizar la intercomunicación de las distintas Centrales de Comunicación de los Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía Local del respectivo municipio. Asimismo, se facilitará la utilización de los canales y frecuencias conjuntas para el desarrollo de dispositivos específicos o extraordinarios de seguridad conjuntos.

5.1.9.  Documentación normalizada

Se potenciará la utilización de documentos, impresos y formularios únicos para ser utilizados por la Policía Local y el Cuerpo de Seguridad del Estado competente en el territorio municipal.

5.1.10.  Participación de la Policía Local en las funciones de Policía Judicial

Con el fin de optimizar los recursos policiales disponibles en el territorio, y para ofrecer en las respectivas Comunidades Locales un servicio público de seguridad eficaz y de mayor calidad, en los convenios bilaterales que se suscriban entre el Ministerio del Interior y los Municipios que se adhieran al presente Convenio Marco, se podrá acordar la colaboración de las Policías Locales en el ejercicio de las funciones de policía judicial, tanto en lo que se refiere a la recepción de denuncias como a la investigación de los hechos, en relación con las siguientes infracciones penales, cuando constituyan falta o delito menos grave:

a) Faltas penales.

b) Lesiones, que no requieran hospitalización.

c) Violencia doméstica y de género.

d) Delitos contra las relaciones familiares.

e) Quebrantamientos de condena; de localización permanente; órdenes de alejamiento y privaciones del permiso de conducir.

f) Hurtos.

g) Denuncias por recuperación de vehículos, siempre que éstos no estuvieran considerados de interés policial

h) Patrimonio histórico municipal.

i) Actividades de carácter comercial o con ánimo de lucro realizadas en la vía pública o mercadillos y que constituyan delitos contra la propiedad intelectual o industrial.

j) Defraudaciones de fluido eléctrico y análogas.

k) Delitos contra la seguridad del tráfico.

l) Amenazas y coacciones.

m) Omisión del deber de socorro.

n) Daños en general y, en especial, los causados al mobiliario urbano.

Para establecer el nivel concreto de participación de las respectivas Policías Locales en el ejercicio de las funciones de Policía Judicial, de conformidad con lo establecido en la anterior estipulación, se tendrán en cuenta los siguientes aspectos:

a) El respeto al marco competencial establecido en las siguientes normas: Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; Ley Orgánica del Poder Judicial; Ley de Enjuiciamiento Criminal; Real Decreto sobre Regulación de la Policía Judicial; Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local; Ley de Medidas de Modernización del Gobierno Local; y las respectivas legislaciones autonómicas en materia de Coordinación de las Policías Locales, con reconocimiento expreso del carácter genérico de Policía Judicial que tienen las Policías Locales.

b) El contenido del presente Convenio Marco.

c) La voluntad de la correspondiente Corporación Local.

d) El número de los efectivos de la respectiva Policía Local con relación al número de los habitantes de la población, así como su capacidad operativa para asumir mayores responsabilidades en este ámbito, de acuerdo con los siguientes factores:


	
1. El nivel de formación y la experiencia de sus componentes en el ejercicio de las funciones de policía judicial; 

	
2. La capacidad técnica y operativa para constituir grupos o unidades especializadas en las funciones de policía judicial; 

	
3. La disponibilidad de los recursos materiales y tecnológicos necesarios para colaborar en el desempeño de funciones de policía judicial 



e) La existencia o no de sedes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en el término municipal.

En relación con la participación de las respectivas Policías Locales en las funciones de Policía Judicial, en los Convenios bilaterales de adhesión al Convenio Marco de Cooperación se detallarán, en todo caso, los siguientes aspectos:

a) La relación exacta de materias en las que se producirá la actuación de la Policía Local y la responsabilidad concreta que asumirá con relación a cada una de ellas dicho Cuerpo policial.

b) Las formas, procedimientos y plazos de transmisión concretos de información a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado competentes, de las actuaciones desarrolladas por la Policía Local en estas materias, de conformidad con lo establecido en el artículo 53.2 de la Ley 2/1986, Orgánica de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, así como los procedimientos de traspaso de diligencias a los Cuerpos de Seguridad del Estado competentes, cuando resulte procedente.

c) En cualquier supuesto, una copia de los atestados instruidos por la Policía Local se remitirá, de acuerdo con los protocolos que se establezcan, al Cuerpo de Seguridad del Estado competente. Y al respecto, se establecerá un procedimiento de información diaria por parte de la Policía Local al responsable de la respectiva unidad del Cuerpo de Seguridad del Estado competente en el territorio.

d) De conformidad con lo establecido en el artículo 52.3 de la Ley Orgánica de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, los Delegados y Subdelegados del Gobierno, atendiendo la relación de funcionarios que le remitan los respectivos Alcaldes y Alcaldesas, autorizarán a los componentes de las Policías Locales de los municipios anteriormente citados, para su actuación no uniformada, respecto a las materias que se contemplen en los respectivos Convenios bilaterales.

El Convenio Específico Bilateral a que se refiere, incluirá la correspondiente Memoria Económico-financiera en relación con el desempeño de las funciones de colaboración en materia de policía judicial que se establezcan en dicho Convenio Específico.

5.1.11.  Criterios que se seguirán para mantener la eficacia del Sistema Público de Seguridad

Con el objetivo de mantener la coherencia y garantizar la eficacia del Sistema Público de Seguridad, la participación de las Policías Locales en las funciones de policía judicial se llevará a cabo, en todo caso, con respeto a los siguientes criterios:

1. Las funciones de policía judicial deberán ejercerse por miembros de las Policías Locales con formación especializada en la materia, de acuerdo con los criterios y planes de formación acordados por la Comisión Estatal de Seguridad Local.

2. La recepción y tramitación de denuncias por infracciones penales, realizada por las Policías Locales, se realizará a través de la forma y los procedimientos establecidos por el Ministerio de Interior.

3. En todo caso, siempre que las actuaciones practicadas por los funcionarios de los Cuerpos de Policía Local den lugar a la práctica de una detención y el detenido sea puesto a disposición de la autoridad judicial, la persona detenida deberá ser conducida a las dependencias del Cuerpo de Seguridad del Estado correspondiente a los efectos de identificación y reseña.

4. Cuando, en el transcurso de la actuación de la Policía Local, se descubran implicaciones trascendentes que excedan del término municipal, o la existencia o conexión con otras infracciones penales que no estén en su ámbito territorial o funcional de competencia, todas las actuaciones realizadas serán trasladadas, de forma inmediata, por la correspondiente Policía Local al Cuerpo de Seguridad del Estado competente. De la misma manera se actuará cuando, por la especial complejidad o circunstancias específicas del caso, así se decida por el Delegado o Subdelegado del Gobierno.

5. Para el desarrollo de las labores de peritaje técnico y de policía científica que sean necesarias para el ejercicio eficaz de sus funciones, las Policías Locales podrán solicitar la intervención y auxilio de los servicios o unidades de policía científica de los Cuerpos de Seguridad del Estado.

5.1.12.  Facilitación de la denuncia y la atención policial a la ciudadanía

1. En las grandes ciudades y en aquellos municipios en los que existan núcleos de población disgregados, se posibilitará la existencia de Oficinas Móviles Polivalentes, que ejercerán las funciones de las Oficinas de Denuncia y de Atención a los Ciudadanos, para garantizar una atención policial de mayor proximidad y calidad.

2. Se arbitrarán, siempre que sea técnicamente posible, las medidas necesarias para la tramitación de denuncias por teléfono o por Internet, garantizando en todo caso su oportuna formalización.

3. Igualmente, se arbitrarán medidas para posibilitar que un determinado tipo de denuncias pueda efectuarse en el mismo lugar de los hechos, poniendo a disposición del denunciante el correspondiente formulario.

5.1.13.  Transmisión telemática de atestados

Para facilitar la colaboración y la coordinación de las actuaciones practicadas por los Cuerpos de Policía Local en el ejercicio de las funciones de Policía Judicial, se potenciará la instalación, en las dependencias de estos Cuerpos, de aplicaciones informáticas que permitan la integración y conexión con los sistemas informáticos de los Cuerpos de Seguridad del Estado, especialmente en lo que se refiere a la elaboración de atestados policiales. En todo caso, la integración e interconexión a que se refiere la presente estipulación se realizará teniendo en cuenta las disposiciones contempladas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

5.1.14.  Formación en materia de Policía Judicial

1. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de formación de las Policías Locales, según lo establecido en el artículo 39.c) y d) de la Ley Orgánica de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, la FEMP y la Secretaría de Estado de Seguridad impulsarán acciones formativas en materia de Policía Judicial, dirigidas a los componentes de las Policías Locales, en las que participarán como docentes expertos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. Asimismo, para el desarrollo de dichas acciones formativas, se propiciará la colaboración de las autoridades judiciales y del Ministerio Fiscal.

2. Con ese mismo objetivo, el Ministerio del Interior propiciará acuerdos con las Academias y Escuelas de Formación de las Comunidades Autónomas, para facilitar la participación de sus docentes en la formación de las Policías Locales en materia de Policía Judicial.

3. Las Juntas Locales de Seguridad también podrán desarrollar iniciativas en este sentido, organizando acciones formativas para responder a las necesidades específicas del Municipio, con la participación de los expertos de los Cuerpos de Seguridad del Estado territorialmente competentes y de las autoridades judiciales y fiscales de los juzgados y tribunales con jurisdicción en el término municipal.

5.1.15.  Participación ciudadana: Consejos Locales de Seguridad

Para facilitar a los ciudadanos, a través de sus organizaciones, asociaciones y colectivos representativos, su participación en la elaboración y seguimiento de las políticas de seguridad ciudadana, el Ministerio del Interior y la FEMP promoverán la constitución de los Consejos Locales de Seguridad en todos aquellos municipios donde se haya constituido una Junta Local de Seguridad. Dichos Consejos se constituirán y funcionarán de acuerdo con la normativa dictada al efecto por la Secretaría de Estado de Seguridad.

5.1.16.  Seguridad Vial

1. La seguridad vial constituye el segundo de los ejes prioritarios de colaboración entre el Ministerio del Interior y la FEMP, con el objetivo primordial de incrementar la seguridad vial y reducir la accidentalidad de tráfico.

2. A tal fin, y en el seno de la Comisión Estatal de Seguridad Local, se constituirá una Comisión Mixta de Seguridad Vial, integrada por responsables y técnicos de la Dirección General de Tráfico y de la FEMP, que, con carácter anual, diseñará un Plan de Acción para la Seguridad Vial, que incluirá:


	
a) El diagnóstico de los problemas de atención prioritaria para la Guardia Civil y las Policías Locales en materia de Seguridad Vial. 

	
b) La planificación de las Campañas y Programas de Actuación en materia de Seguridad Vial que desarrollarán a lo largo del año y de forma simultánea la Guardia Civil y las Policías Locales. 

	
c) Los criterios y procedimientos de evaluación de los resultados de dichas Campañas y Programas de Actuación. 



- Coordinación policial en materia de Seguridad Vial.

En todos los Municipios que se adhieran al presente Convenio Marco se constituirá, en el seno de la Junta Local de Seguridad, una Comisión de Coordinación Policial en Seguridad Vial, en la que participarán los responsables de la Guardia Civil y de la Policía Local, que tendrá la función de planificar la ejecución de los Planes y Programas a que hace referencia la estipulación anterior, en el ámbito territorial del Municipio respectivo, así como proponer a la Junta Local de Seguridad otras iniciativas y medidas para atender cuestiones específicas en la materia que puedan existir en el ámbito local.

En los Convenios bilaterales que suscriban los Municipios que se adhieran al presente Convenio Marco con el Ministerio del Interior, se establecerán fórmulas para garantizar la colaboración de la Dirección General de Tráfico con los respectivos municipios en el uso y equipamiento de los medios técnicos necesarios para coadyuvar en la ejecución de los Planes y Acciones de Seguridad Vial en el ámbito urbano.

6.  LOS CONSEJOS DE SEGURIDAD CIUDADANA

La Instrucción número 7/2006, de 11 de octubre, de la Secretaría de Estado de Seguridad, sobre constitución de Consejos de Seguridad Ciudadana señala que el nuevo concepto de seguridad pública introducido por la Constitución requiere la colaboración de los ciudadanos como protagonistas principales del mismo, por lo que es necesario articular vías de participación ciudadana en las políticas de seguridad promovidas por las instituciones.

La seguridad pública así entendida, en la que no es el Estado, sino los ciudadanos y su libre desenvolvimiento quienes ocupan la posición central, pasa a convertirse en el elemento básico e imprescindible en todo proceso de consecución de unas políticas de seguridad pública que, desde esta perspectiva, la citada Instrucción estructura dos tipos de Consejos.

6.1.  Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana

6.1.1.  Competencias del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana


	
- Ejercer funciones consultivas respecto de las distintas Administraciones Públicas, asesorando a los organismos especializados en el diseño de una política de seguridad adecuada a las circunstancias del momento y lugar, prestando especial atención a los fenómenos colectivos que se suceden en el marco de la sociedad. 

	
- Estudiar los referentes más significativos que giran en torno a la seguridad ciudadana, promoviendo estudios de comportamiento y análisis de situación que permitan operar sobre circunstancias concretas a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

	
- Efectuar seguimientos de aquellas facetas que puedan perturbar una serena convivencia ciudadana -xenofobia, racismo, violencia callejera y de grupos y fenómenos similares- para prevenir conflictos y peligros que puedan poner en riesgo a los ciudadanos y los valores más esenciales de la sociedad. 



6.1.2.  Composición del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana

El Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana lo presidirá el Secretario de Estado de Seguridad, quien podrá estar asistido por expertos designados entre personalidades relevantes y de reconocido prestigio en las materias de que se trate.

6.1.3.  Funcionamiento del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana

El Consejo Nacional desarrollará su actividad en Pleno y mediante la constitución de Comisiones especializadas o Grupos de trabajo, en su caso. La constitución de estas Comisiones o Grupos será acordada en Pleno que, a su vez, establecerá los correspondientes criterios de adscripción.

El Presidente convocará el Consejo Nacional al menos una vez al semestre, levantándose el acta correspondiente y el funcionamiento del Consejo Autonómico se ajustará en todo lo demás a lo previsto para los órganos colegiados en el Título II, Capítulo II, de la Ley 30/1992, de RJPAC.

6.2.  Consejo Autonómico de Seguridad Ciudadana

6.2.1.  Creación de los Consejos Autonómicos de Seguridad Ciudadana

La Instrucción crea los Consejos Autonómicos de Seguridad Ciudadana, cuyas competencias, en su respectivo ámbito territorial, son las mismas que las del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana.

Se exceptúan las Comunidades Autónomas dotadas de Policías Autonómicas con competencias en materia de protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden público, que cuentan con foros específicos en esta materia coordinados desde la Administración Autonómica.

6.2.2.  Composición de los Consejos Autonómicos de Seguridad Ciudadana

Presidirá el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma, quien podrá estar asistido por expertos designados entre personalidades relevantes y de reconocido prestigio en las materias específicas de que se trate.

6.2.3.  Funcionamiento de los Consejos Autonómicos de Seguridad Ciudadana

Los Consejos Autonómicos desarrollarán su actividad en Pleno y mediante la constitución de Comisiones especializadas o Grupos de trabajo, en su caso. La constitución de estas Comisiones o Grupos será acordada en Pleno que, a su vez, establecerá los correspondientes criterios de adscripción.

El funcionamiento del Consejo Autonómico se ajustará en todo lo demás a lo previsto para los órganos colegiados en el Título II, Capítulo II, de la Ley 30/1992, de RJPAC.

7.  LAS JUNTAS LOCALES DE SEGURIDAD

El artículo 54.1 LOFCS establece que en los municipios que tengan Cuerpo de Policía propio, podrá constituirse una Junta Local de Seguridad, que será el órgano competente para establecer las formas y procedimientos de colaboración entre los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en su ámbito territorial.

La Instrucción de la Secretaría de Estado de 10 de junio de 1988, ha sido hasta la promulgación del RD 1087/2010, de 3 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento que regula las Juntas Locales de Seguridad, el único referente normativo existente sobre éstas, si bien también la LOFCS ya contemplaba en el artículo 54.2 su determinación reglamentaria.

Siguiendo al citado RD 1087/2010, las Juntas Locales de Seguridad son órganos colegiados para facilitar la cooperación y la coordinación, en el ámbito territorial del municipio, de las Administraciones Públicas en materia de seguridad, asegurando de forma específica la cooperación y la coordinación operativa de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que intervienen en el término municipal.

Podrán constituirse Juntas Locales de Seguridad en aquellos municipios o agrupaciones de municipios que tengan Cuerpo de Policía propio. Su constitución se llevará a cabo mediante acuerdo del Alcalde del Municipio y del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma o, en su caso, por delegación de éste, del Subdelegado del Gobierno en la provincia, a iniciativa de cualquiera de dichas Autoridades, formalizándose al efecto el Acta de constitución correspondiente. Acta de constitución que deberá contener, al menos, la denominación y sede de la Junta, su ámbito territorial de competencia, que será el del término municipal, y su composición.

En los municipios donde no exista Cuerpo de Policía Local podrá constituirse, de mutuo acuerdo entre la Administración General del Estado y el respectivo Ayuntamiento, una Comisión Local de Seguridad, para analizar y evaluar la situación de la seguridad ciudadana en el municipio y promover las actuaciones que se consideren necesarias para prevenir la delincuencia y mejorar la seguridad y la convivencia.

Las Juntas Locales de Seguridad, desempeñarán las siguientes competencias:

a) Establecer las formas y procedimientos necesarios para lograr una coordinación y cooperación eficaz entre los distintos Cuerpos de Seguridad que ejercen sus funciones y competencias en el ámbito territorial del municipio.

b) Analizar y valorar la situación de la seguridad ciudadana en el municipio. En particular, conocer, analizar y valorar la evolución de la criminalidad y otros problemas que afecten al normal desarrollo de la convivencia en el término municipal.

c) Elaborar el Plan Local de Seguridad; e impulsar la elaboración de planes conjuntos de seguridad ciudadana y de seguridad vial para el ámbito municipal correspondiente, evaluando su ejecución y resultados. Dichos planes recogerán las formas y procedimientos de colaboración entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad implicados, en el ámbito respectivo de cada uno.

d) Proponer las prioridades de actuación, las acciones conjuntas y las campañas de prevención que contribuyan a la mejora de la seguridad ciudadana y la seguridad vial.

e) Informar la propuesta de participación del Servicio de Policía Local con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en las funciones de policía judicial, de conformidad con la normativa vigente y con los Acuerdos de Colaboración suscritos entre el Ministerio del Interior y el respectivo municipio.

f) Evaluar y proponer la integración del Cuerpo de Policía Local en el Sistema Estatal de Bases de Datos Policiales, mediante la firma del correspondiente Protocolo entre el respectivo Ayuntamiento y el Ministerio del Interior.

g) Arbitrar fórmulas que garanticen el intercambio fluido de toda la información que pudiera ser relevante para la seguridad ciudadana y el normal desarrollo de la convivencia en el ámbito local, entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que actúan en el término municipal.

h) Acordar los planes específicos de colaboración y coordinación a desarrollar en el municipio con motivo de la celebración de eventos extraordinarios u otras situaciones que aconsejen la adopción de dispositivos especiales, con el objetivo de prevenir alteraciones del orden y garantizar la seguridad ciudadana.

i) Promover la cooperación con los distintos sectores sociales, organismos e instituciones con incidencia en la seguridad ciudadana del municipio. Para ello, analizará y valorará los trabajos realizados en el Consejo Local de Seguridad, así como la opinión de las diferentes entidades sociales sobre los problemas locales relacionados con la seguridad y la convivencia, a fin de integrar en la actuación pública las preocupaciones y opiniones del tejido social del municipio.

j) Conocer, en el ámbito de sus atribuciones, los conflictos e incidentes de competencia surgidos entre los Cuerpos de Seguridad del Estado y el respectivo Cuerpo de Policía Local.

k) Cooperar con los servicios de protección civil, en los términos que se establezcan en la legislación y en el planeamiento en materia de protección civil.

l) Efectuar el seguimiento de los acuerdos alcanzados, verificando su cumplimiento y evaluando sus resultados.

Respecto de su composición, las Juntas Locales de Seguridad estarán integradas por los siguientes miembros:

a) La Presidencia corresponderá al Alcalde, salvo que concurriera a sus sesiones el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma o el Subdelegado del Gobierno en la Provincia, en cuyo caso, la presidencia será compartida con aquél.

b) Vocales de la Administración General del Estado:


	
- El Jefe o Jefes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que ejerzan sus funciones en el ámbito territorial del Municipio. 

	
- Un representante de la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma uniprovincial, o de la Subdelegación del Gobierno en el resto. 



c) Vocales de la Administración Autonómica:

	
- Un representante a designar por la Consejería competente. 


d) Vocales de la Administración Local:

	
- Tres representantes a designar por el Alcalde. 


e) La Secretaría de la Junta Local la desempeñarán alternativamente, por períodos de un año, un funcionario del Ayuntamiento designado por el Alcalde, o de la Administración General del Estado, designado por el Delegado o Subdelegado del Gobierno, con voz pero sin voto.

En casos de ausencia justificada de cualquiera de los miembros de la Junta, asistirá a las reuniones con sus mismas atribuciones aquel que lo sustituya.

En cuanto a las atribuciones del Presidente, las funciones del Secretario, el régimen de convocatorias, la celebración de sesiones, deberes de los miembros y la adopción de acuerdos se estará a lo que se establece en el citado Real Decreto que aprueba el Reglamento que regula las Juntas Locales de Seguridad.

Igualmente el citado Reglamento contempla en su articulado la previsión de Órganos de asesoramiento de apoyo a la Junta Local; la creación de Comisiones Técnicas para el estudio de asuntos cuya naturaleza, especificidad o complejidad así lo aconsejen y Consejos Locales de Seguridad con el objeto de lograr la máxima participación ciudadana en la mejora de los niveles de seguridad pública.

En aquellos municipios en que sus peculiares características demográficas lo aconsejen y su organización municipal lo permita, las Juntas Locales de Seguridad, a propuesta de la Corporación Local, podrán acordar la constitución, bajo su dependencia, de Juntas de Seguridad de Distrito u órganos equivalentes. Su composición, funcionamiento, adopción de acuerdos y competencias vienen regulados en el citado RD que aprueba el Reglamento que regula las Juntas Locales de Seguridad.

CAPÍTULO IX. LAS POLICÍAS LOCALES: CONSIDERACIONES GENERALES Y ESTATUTARIAS

1.  DISPOSICIONES GENERALES

Recuerda el Preámbulo IV de la LOFCS que el artículo 25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, reconoce competencias a los municipios en materias de seguridad en lugares públicos y de ordenación del tráfico de personas y vehículos en las vías urbanas.

A partir del reconocimiento de dichas competencias, la LOFCS admite distintas modalidades de ejecución de las mismas, desde la creación de Cuerpos de Policía propios por parte de las Corporaciones Locales, hasta la utilización de personal auxiliar de custodia y vigilancia e incluso asociarse los Municipios para prestar los servicios de Policía Local.

Por lo que respecta a las funciones, dado que no existe ningún condicionamiento constitucional, se ha procurado dar a las Corporaciones Locales una participación en el mantenimiento de la seguridad ciudadana, coherente con el modelo diseñado, presidido por la evitación de duplicidades y concurrencias innecesarias y en función de las características propias de los Cuerpos de Policía Local y de la actividad que tradicionalmente vienen realizando.

Sin la distinción formal, que aquí no tiene sentido, entre competencias exclusivas y concurrentes, se atribuyen a las Policías Locales las funciones naturales y constitutivas de toda policía; recogiéndose como específica la ya citada ordenación, señalización y dirección del tráfico urbano; añadiendo la de vigilancia y protección de personalidades y bienes de carácter local, en concordancia con cometidos similares de los demás Cuerpos policiales, y atribuyéndoles también las funciones de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en materia de policía judicial y de seguridad ciudadana.

Y como, obviamente, se reconoce la potestad normativa de las Comunidades Autónomas en la materia y se parte de la autonomía municipal para la ordenación complementaria de este tipo de policía, la Ley Orgánica, en cuanto a régimen estatutario, se limita a reiterar la aplicación a las Policías Locales de los criterios generales establecidos en los Capítulos II y III del Título I.

Y en el Preámbulo V de la mencionada Ley se reitera el principio de cooperación recíproca y de coordinación orgánica, que recoge el artículo 3, entre los miembros de los distintos Cuerpos de Seguridad, ya dependan del Gobierno del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Corporaciones Locales.

El principio de cooperación recíproca se pone de relieve en el artículo 53, respecto a las funciones de los Cuerpos de Policía Local.

En cuanto a los órganos de coordinación a nivel municipal la Ley recoge la posibilidad de constituir Juntas Locales de Seguridad en los municipios que dispongan de Cuerpos de Policía propios, para armonizar su actuación y la de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, estando éstos conceptuados como órganos colegiados para facilitar la cooperación y la coordinación, en el ámbito territorial del municipio, de las Administraciones Públicas en materia de seguridad (80) .

La LOCFS dedica el Título V, artículos 51 a 54, a las Policías Locales, recogiéndose en él los requisitos para la creación de estos Cuerpos, el régimen estatutario, su naturaleza y las funciones a ejercer.

2.  EL ORIGEN Y LA CREACIÓN DE LOS CUERPOS DE POLICÍA LOCAL

Sin miedo a equivocarnos podemos señalar que los antecesores de las actuales Policías Locales: Alguaciles Municipales, Serenos, Guardias Municipales ... son los cuerpos de seguridad locales más antiguos en España, existentes algunos antes incluso de crearse la denominada «Policía del Reyno», de la que deviene el actual Cuerpo Nacional de Policía que se crea con esta denominación por la LOFCS en 1986 y la Guardia Civil en el año 1844.

La antigüedad de los Cuerpos Locales se pierde en el tiempo, apareciendo referencias tan remotas en la vieja Castilla como aquella en 1403 en la que Enrique III manda por Real Cédula «al Licenciado Gil González, Alcalde en Burgos por la Reina y al Alguacil, que aquél no conozca en causa civil o criminal, por pertenecer a los jueces del Rey» (81) .

Sin embargo el inicio de las «Guardias Municipales» no lo será hasta bien entrado el siglo XIX durante el reinado de Isabel II (82) , generalizándose en la segunda parte del mismo siglo en la mayoría de las ciudades, suprimiendo o integrando a los Cuerpos a los Alguaciles y Serenos en aquéllas. Así, Madrid sitúa el primer Reglamento en 1838 (83) , Zaragoza la creación del Cuerpo en 1849, Albacete en 1854 y en Burgos se inician los trámites para su establecimiento en 1857 materializándose con el nombramiento de los primeros Guardias Municipales en diciembre de 1860, por citar algunas ciudades (84) .

Actualmente dispone el artículo 51 de la LOFCS, en su redacción dada por la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo, para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la seguridad de los Concejales, que los municipios podrán crear Cuerpos de Policía propios, de acuerdo con lo previsto en la presente Ley, en la Ley de Bases de Régimen Local y en la legislación autonómica.

Al respecto de las previsiones autonómicas debemos recordar que la facultad de los Ayuntamientos de disponer de un Cuerpo propio de Policía se encontraba regulada en el TRRL. Así, éste señalaba que «la policía local sólo existirá en los municipios con población superior a 5.000 habitantes, salvo que el Ministerio de Administración Territorial autorice su creación en los de censo inferior» (85) . Asimismo tal posibilidad de ejercer esta facultad se desprende del contenido de la primera Ley, la Constitución Española de 1978, al referenciar expresamente a estos Cuerpos dentro de las competencias que pueden asumir las Comunidades Autónomas (86) .

Va a ser la legislación autonómica en cada Comunidad, la que en el contexto de las normas relativas a la coordinación de las Policías Locales determine, en cada Comunidad, lo relacionado con la creación de los Cuerpos en aquéllas. De un repaso por las diferentes normas comunitarias y lo que éstas contemplan respecto a la creación de los Cuerpos y los requisitos exigibles para ello, encontramos una serie de variables que son de interés traer aquí.

Así, mayoritariamente remiten para su creación a las normas de ámbito nacional que antes citamos las Comunidades Autónomas de Andalucía, Aragón, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Comunidad Valenciana, Extremadura, Galicia, Islas Baleares, Madrid y Región de Murcia, si bien en algunos casos modifican, aunque sólo sea parcialmente, algunos de los requisitos o expresiones que venían hasta entonces establecidos con carácter general.

Para aprobar la creación de los Cuerpos de Policía Local es el Pleno de los Ayuntamientos el órgano señalado para ello, tanto para crearlos cuando ex lege se permite, como cuando, aún no pudiendo por el número de habitantes, se pretende materializar la voluntad de su creación. Bien es cierto que algunas Comunidades Autónomas previamente a ese acuerdo de creación por el Pleno del Ayuntamiento precisan también el acuerdo previo de la correspondiente Comisión de Coordinación de la respectiva Comunidad Autónoma, así expresamente lo establecen Canarias, Cantabria, Cataluña, Islas Baleares y La Rioja, la comunicación para su informe por la Consejería competente en la materia en Castilla y León y Madrid o la autorización del Gobierno en el País Vasco.

Llama la atención por lo novedoso, la exigencia que Cataluña establece respecto al número de habitantes del municipio, si para el resto de Comunidades es el de 5.000 habitantes a partir del cual se crean los Cuerpos, para esta Comunidad Autónoma el punto de partida es de 10.000 habitantes y en los de menos es preceptivo el acuerdo municipal y la autorización de la Comisión de Coordinación de policías locales respectiva.

Otra variable significativa es la promulgada por la Comunidad de Navarra, cuando establece que la creación de los Cuerpos es propia de los municipios y la contempla además también su creación por las agrupaciones de aquéllos, superando la cifra de los 5.000 habitantes en su conjunto (87) .

Si el requisito de población, el acuerdo expreso y la autorización o comunicación en su caso, son aspectos a tener en cuenta para crear Cuerpos de Policía Local, son muchas las Comunidades Autónomas que establecen otros requisitos que deben cumplirse, así:

a) Contar con suficientes medios técnicos y adecuadas dependencias para garantizar su labor en Andalucía.

b) Ponderación de las circunstancias reales del municipio en relación con las funciones y cometidos del Cuerpo y los medios técnicos que garanticen la prestación del servicio en Canarias.

c) Exigencia de un número mínimo de miembros para su creación, tres en Cantabria; un subinspector, un oficial y 5 agentes en Castilla y León; una plantilla de diez agentes en La Rioja y cuando exceda de tres policías auxiliares es obligada su creación en Islas Baleares, donde además una vez creado no podrán disolverlo si la población desciende de los 5.000 habitantes.

d) Informe justificativo de las necesidades, costes y programa de implantación del servicio en La Rioja.

e) Con población igual o superior a 5.000 habitantes y excepcionalmente menos en Navarra y País Vasco.



	Creación
	Población
	Órgano - Acuerdo




	Cuerpo de Policía Local
	5.000 habitantes o más
	Ayuntamiento Pleno



	Menos 5.000 habitantes
	Autorización CC.AA.





Si bien dichos Cuerpos de Policía Local, en principio, sólo podrán actuar en el ámbito territorial del municipio respectivo, salvo en situaciones de emergencia y previo requerimiento de las Autoridades competentes, la modificación de la LOFCS operada por la LO 16/2007, de 13 de diciembre, ha añadido una Disposición Adicional quinta contemplando que en los supuestos en los que dos o más municipios limítrofes, pertenecientes a una misma Comunidad Autónoma, no dispongan separadamente de recursos suficientes para la prestación de los servicios de policía local, podrán asociarse para la ejecución de las funciones asignadas a dichas policías en la citada LOFCS.

Igualmente, cuando ejerzan funciones de protección de autoridades de las Corporaciones Locales, los policías locales podrán actuar fuera del término municipal respectivo, con autorización del Ministerio del Interior o de la correspondiente autoridad de la Comunidad Autónoma que cuente con Cuerpo de Policía autonómica, cuando desarrollen íntegramente esas actuaciones en el ámbito territorial de dicha Comunidad Autónoma.

3.  LAS DENOMINACIONES DE LOS CUERPOS DE POLICÍA LOCAL

Tradicionalmente los Municipios han gozado de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses, si bien los avatares históricos les privaron en muchas ocasiones de ella. Autonomía, que según BELLO, S. «como concepto y significado no comienza sino a partir de la Constitución Española de 1978, cuando se utiliza este término para referirse a la situación de las Comunidades Autónomas (88)  y a las Entidades Locales (89)  en la distribución territorial del poder realizada por aquélla, dado que, con la salvedad de la Constitución de 1931, este término no había sido utilizado nunca anteriormente en nuestros textos constitucionales (90) ».

Estas dos consideraciones, hoy constitucionalizadas, las autonomías territorial y municipal, son también el fundamento en el que se justifican la diversidad actual en la denominación y las peculiaridades que se mantienen en las Policías Locales de España.

¿A quién no le suenan denominaciones como Guardia Urbana o Policía Municipal y no las relaciona inmediatamente con las Policías Locales de Barcelona y de Madrid? Bien es cierto que una cosa es la denominación tradicional de cada Cuerpo y otra la actual de todos los Cuerpos de Seguridad Locales.

Pero para que entendamos esa diversidad en la denominación traemos aquí algunos datos históricos y la referencia obligada a las diversas Comunidades y Ciudades Autónomas, ello nos facilitará su conocimiento recorriendo épocas pasadas en unos casos y en otros su reflejo actual en los textos legales.

3.1.  De Guardia a Policía

Antes de entrar en otras consideraciones, es obligado ofrecer una primera visión sobre los términos «guardia y policía». En cuanto al primero nos interesa encuadrarle dentro de aquellos cuerpos encargados específicamente de funciones de vigilancia o defensa de personas o bienes, aunque el término es empleado con otros muchos significados (91)  y en estamentos que nada tienen que ver con la seguridad pública. Respecto de policía su encuadramiento funcional está más en consonancia con velar por el orden público y la seguridad ciudadana, por el cumplimiento de las leyes y los reglamentos por el conjunto de los ciudadanos. Si para el guardia su fin era cuidar y custodiar, el nuevo concepto de policía integra esas funciones en la administración de la seguridad en la ciudad (92) .

La existencia de «guardias» así entendida es muy antigua, dando lugar a la formación con esta denominación de cuerpos tan famosos como la «guardia pretoriana» de los emperadores romanos, si bien la organización de un cuerpo de «guardia» regular se inició en Francia en el siglo XV denominándose los «gardes du corts». En España serían los Reyes Católicos quienes, a comienzos del siglo XVI, establecieron un cuerpo fijo encargado de la custodia de las personas reales, al que se conoció como «guardia amarilla», por el color de sus uniformes. La costumbre de disponer de escolta o guarda del Rey se mantiene para la protección y defensa de la corte y en los sitios reales por los sucesivos Monarcas. Felipe V, según el modelo francés, introdujo la «guardia de corps» agregándose en el siglo XVIII la «guardia valona» en Flandes.

La Revolución Francesa liquida la vieja guardia real y crea nuevos cuerpos que dieron lugar en 1804 a la formación de la «guardia imperial» de Napoleón, dividida en joven y vieja guardia. Paralelamente se organiza en los Estados Pontificios una «guardia noble» perteneciente a la aristocracia y una «guardia suiza» análoga a la que existía en otros países europeos, que aún sobrevive en la actualidad. Durante el reinado de Fernando VII, la «guardia real» será la única parte del ejército en la que el soberano tenga plena confianza. En 1871 se creó una «guardia del Rey» para dar escolta a Amadeo I, que sería disuelta por la Primera República Española. En 1975 se crea la «guardia real» que reemplaza a la «guardia» del Generalísimo Franco que había sido creada en 1937.

Conocidos esos apuntes históricos y volviendo a nuestro país, durante el Antiguo Régimen las funciones de policía no estuvieron centralizadas, sino que corrían por cuenta de las fuerzas que actuaban o se organizaban a nivel local o regional, que es lo que aquí más nos interesa, recibiendo el nombre de «guardias o guardas» diversos cuerpos armados encargados de la seguridad interior y de la conservación del orden público, mereciendo especial mención las «guardas viejas de Castilla» organizadas por los Reyes Católicos en 1493. Precedente muy próximo y significativo es la Guardia Civil, que se crea en 1844 y durante la Segunda República Española los Guardias de Asalto, bien es cierto que éstos como cuerpos de policía con ámbitos supramunicipales (93) .

Pero será el término «Guardia», referido a los Funcionarios y Cuerpos dependientes de los Ayuntamientos el que se imponga para distinguir a aquéllos y a los que se les encomienda hacer cumplir las Ordenanzas y Disposiciones Municipales y más recientemente la seguridad vial en el interior de los municipios y su casco urbano.

Respecto del término «policía», aún siendo antiguo en cuanto a su significado, no lo es para determinar a una fuerza de seguridad en sentido moderno. La palabra que proviene del latín -politia- y del griego politeia comprende todo aquello que afecta al gobierno, cuidado y ordenamiento de la ciudad, de personas y cosas, que sirven a los fines colectivos.

Pero aún siendo ése su origen, no sólo es aquel significado el que nos interesa, sino aquella específica referencia a un servicio de seguridad público determinado, de un colectivo de empleados-funcionarios que desempeñan funciones de seguridad y defensa de derechos y libertades de los ciudadanos: «la Policía como Cuerpo y Fuerza de Seguridad». Pues la existencia de una policía gubernativa en sentido moderno es relativamente frecuente, si bien es obligado señalar que todas las civilizaciones estatalizadas contaron con fuerzas organizadas para hacer cumplir las leyes y sus sanciones. Estas fuerzas de policía tenían una función de auxilio a los jueces. Recordemos el Egipto faraónico, o de vigilancia urbana como en Grecia y Roma. La creación de «cuerpos de guardias» por los soberanos daría lugar a esta fuerza de control sobre el territorio del reino, que se irá perfilando en la edad moderna.

Nuevamente será Francia, durante el reinado de Luis XIV, creando el cargo de Lieutenat de police en París con atributos de policía general y específicamente urbana, quien alcanzará más autonomía con la Revolución.

En España, como en otros países, las funciones específicamente policíacas no fueron objeto de institutos hasta época reciente. Primeramente sería la Policía en 1824, antecedente más inmediato del actual CNP y con posterioridad la Guardia Civil en 1844.

De estos breves apuntes podemos obtener una primera conclusión: que tanto los «Guardias» como los «Policías» son aquellos que cumplen funciones de seguridad y protección de personas y bienes, antes y ahora. Pero si profundizamos más en los términos llegaremos a una conclusión más próxima: Guardia o Policía municipales o locales serán por tanto aquellos miembros de Cuerpos encargados de la seguridad y protección de bienes y personas, en la «polis» para los romanos y griegos y en nuestras ciudades y pueblos, la Policía de la ciudad, la de ayer y la de hoy.

3.2.  Guardia Urbana o Municipal

Son estas dos denominaciones las primeras utilizadas para referirse a los Cuerpos de Seguridad Municipales, que situamos en sus inicios, tal cual los conocemos hoy, tras la promulgación de nuestra primera Constitución en 1812 por la que se encomienda a los Ayuntamientos, entre otras, «la policía de salubridad y comodidad, así como el auxilio al Alcalde en todo lo que pertenezca a la seguridad de las personas y bienes de los vecinos y a la conservación del orden público» (94) . Desde entonces serán muchos los Ayuntamientos que creen bien ex novo o partiendo de otros Cuerpos de empleados municipales existentes, como Alguaciles y Serenos, Cuerpos de Guardias Urbanas o Municipales (95) . Esta denominación, sola o conjuntamente, vamos a encontrarla en ciudades como Madrid, Zaragoza, San Sebastián, Burgos, Barcelona, Gerona, etc. Incluso dentro de los Cuerpos la denominación será diferente en función del destino que ejerzan. Si es dentro del Municipio será «Guardia Urbana» y si lo es para los exteriores de éste recibirá la denominación de «Guardia Rural» (96) .

Con estas dos denominaciones «Urbana» o «Municipal» se conocerán prácticamente durante todo el siglo XIX a los Agentes Municipales. Así queda de manifiesto en la Ley Municipal de 1877, que establecía que era obligación de los Ayuntamientos «procurar por sí o con los asociados, el exacto cumplimiento, con arreglo a los recursos y necesidades del pueblo, de los fines y servicios que quedaban sometidos a su actuación y vigilancia y en particular la Policía Urbana y Rural» (97) . La misma Ley citada faculta a los Ayuntamientos para la formación de las Ordenanzas Municipales de policía urbana y rural, así como que los Agentes Municipales que usen armas dependerán exclusivamente del Alcalde.

Nuestra vetusta Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882, ya se refería a los Agentes municipales de policía urbana o rural para incluirles dentro de la Policía Judicial a los efectos de averiguar los delitos, practicar diligencias y descubrir delincuentes, auxiliando así a Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal, y lo hacía en estos términos «constituirán la policía judicial ... los serenos, celadores y cualesquiera otros Agentes municipales de policía o rural» (98) .

El siglo XX se inicia manteniéndose aquellas primeras denominaciones. Ahora las Guardias Municipales Urbanas estarán prácticamente generalizadas en todas las Ciudades y grandes pueblos de España. Ante su proliferación se hace preciso dictar normas unificadoras de todos los servicios de vigilancia y seguridad existentes en los Municipios; así se dispuso por el entonces Ministerio de la Gobernación, que estableció que «en las capitales de provincia y en las demás poblaciones donde existan, los Gobernadores Civiles, oyendo a los respectivos Alcaldes, dictarán las reglas necesarias para que la Guardia Municipal armada y demás Agentes municipales presten su cooperación a los servicios de orden público, prevención y represión de delitos y faltas» (99) .

Vendrán después nuevas referencias a las Guardias Municipales como en la Ley y Estatuto Municipales de 1928 confiriendo el nombramiento y dependencia de estos Cuerpos a los Alcaldes. El Estatuto Municipal de 1935 la mencionará al referirse a la policía urbana como «materia íntimamente ligada a las funciones de la Guardia Municipal en lo relativo a las Ordenanzas dentro de su competencia, incluyéndola en la clasificación de los funcionarios de la Administración Municipal: d) Subalternos y Guardias Municipales».

Una última referencia la encontramos en la Ley de Vigilancia y Seguridad de 1941 donde, entre otras, se determina que «serán elementos auxiliares de los Cuerpos de Policía y Guardia Civil ... los Guardias Municipales» (100) .

3.3.  Policía Municipal

El Municipio ha sido el ámbito territorial tradicional de actuación de la policía dependiente del Ayuntamiento y donde éste ejerce sus funciones y competencias, hoy entendido como el término municipal respectivo (101) . Son, por tanto, el Municipio y el término municipal ámbitos indisolublemente unidos tanto para el Ayuntamiento como para el desarrollo funcional de las Policías Locales. No es extraño, por tanto, que sea este «término municipal» el que se imponga al de «urbano o rural», que venía empleándose hasta mediados del siglo XX.

Así va a suceder con el primer Reglamento que se promulga para los Funcionarios de Administración Local, que no municipal, el año 1952 (102) . Sobra señalar que la Guardia Municipal venía formando parte de esta clase de funcionarios y, por tanto, este Reglamento iba a referenciarla expresamente con ellos. Por la importancia que el mismo tuvo para el conjunto de los funcionarios locales y en especial para las Policías Municipales entonces, es preciso citar lo referente a su denominación genérica que disponía así: «la Guardia Municipal constituirá en cada Ayuntamiento un solo Cuerpo bajo la denominación genérica de Policía Municipal, sin perjuicio de las especialidades y denominaciones de urbana, rural, nocturna, de tráfico y otras semejantes» (103) .

La LRBRL promulgada en 1985, a pesar de introducir en su denominación y en el articulado los términos «local o corporación local» cuando atribuye al Alcalde las funciones, en una de ellas le encomienda «ejercer la jefatura de la Policía Municipal...» (104) , pero este texto legal va a ser el último, dado que un año después son refundidas las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local y ya se va a contemplar como «Policía Local» tanto cuando se le incluye en la Subescala de Servicios Especiales bajo la expresión «Policía Local y sus auxiliares», como en la Transitoria Cuarta, a ella dedicada, en la que no sólo emplea aquella denominación sino que hace referencia también expresa al «Cuerpo de Policía Local». La denominación «Guardia» permanecerá todavía unos años pero como uno de los empleos o categorías (105)  no como denominación genérica del Cuerpo.

A pesar de los preceptos citados no todas las Guardias Municipales adoptaron la nueva denominación de Policía Municipal que se iniciara por el Reglamento de 1952, por el contrario, algunas siguieron manteniendo la primigenia denominación de Guardia Municipal o Urbana, y muchas de ellas incluso las siguen manteniendo en nuestros días, ya entrado el siglo XXI. Es el caso de Barcelona o San Sebastián, entre otras. Es más, en el nuevo marco estatutario iniciado en 1978 con la previsión constitucional de «la coordinación de las policías locales por las Comunidades Autónomas» (106) , algunas Comunidades contemplan el mantenimiento de la denominación de policía municipal (107) .

3.4.  Policía Local

Las locuciones, «urbana o municipal», empleadas para referirse a las Policías de los Municipios las reconvierte la Constitución Española de 1978 en «Policías Locales», primero al encomendar a las Comunidades Autónomas «la coordinación de las Policías Locales en los términos que establezca una Ley Orgánica» que no es otra que la vigente LOFCS que también viene prevista en el texto constitucional vigente cuando se refiere a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad dependientes del Gobierno de la Nación a los que les encomienda como misión «proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana», añadiendo a continuación «que una Ley Orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad» (108) . Norma esta que al constituir una repetición formal de la regla Constitucional, dedica a los Cuerpos de Policía dependientes de las Corporaciones Locales el Título V de forma específica, denominándoles expresamente como «Policías Locales». Previamente había señalado quiénes son Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, incluyendo entre ellos, como no podía ser de otra manera, a los «Cuerpos de Policía dependientes de las Corporaciones Locales» (109) , expresión «local» que el legislador en completo acatamiento de la Norma Suprema vuelve a hacer realidad en otros textos legales posteriores.

La locución «local», tras la promulgación de nuestra vigente Constitución, no va a ser exclusiva de las Policías Locales, sino que también, en sintonía con la distribución territorial que diseña, va a introducir una nueva denominación para los Municipios: «Administración Local». Así lo va a contemplar expresamente al referirse a ella en el título «De la Administración Local» (110) .

Fácil es, por tanto, llegar a una conclusión: esos centenarios Cuerpos de Seguridad dependientes de los Concejos o Ayuntamientos y que por mandato constitucional han reconvertido sus diversas y en ocasiones añoradas denominaciones, en una más actual y acorde con el período constitucional presente, la de «Policía Local» que, sin dejar de lado sus antecedentes municipales, siguen siendo los mismos Guardias urbanos o Municipales de nuestras ciudades y pueblos.

A modo de síntesis éstos son los tres períodos y las denominaciones más significativos en ellos:


Denominaciones de los Cuerpos de Policía en los municipios españoles

1. Desde la creación de los cuerpos y hasta 1952:

GUARDIAS URBANAS O MUNICIPALES (111) 

2. Desde 1952 y hasta la Constitución Española de 1978

POLICÍAS MUNICIPALES (112) 

3. Desde la Constitución Española de 1978 a nuestros días:

POLICÍAS LOCALES (113) 



4.  NATURALEZA Y RÉGIMEN ESTATUTARIO DE LAS POLICÍAS LOCALES

A tenor de lo dispuesto en el artículo 2 de la LOFCS los Cuerpos de Policía dependientes de las Corporaciones Locales forman parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

De otro lado, conforme establece el artículo 52 LOFCS, los Cuerpos de Policía Local son Institutos armados, de naturaleza civil con estructura y organización jerarquizada, rigiéndose, en cuanto a su régimen estatutario, por los principios generales de los Capítulos II y III del Título I y por la Sección 4.ª del Capítulo IV del Título II de la presente Ley (la remisión se hace a los artículos 5 a 8 y 27 y 28 de esta Ley), con la adecuación que exija la dependencia de la Administración correspondiente, las disposiciones dictadas al respecto por las Comunidades Autónomas y los Reglamentos específicos para cada Cuerpo y demás normas dictadas por los correspondientes Ayuntamientos.

Se señala asimismo que serán también de aplicación a los miembros de dichos Cuerpos lo dispuesto, respecto a los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas en el artículo 41.3 de la LOFCS, es decir, deberán vestir el uniforme reglamentario en el ejercicio de sus funciones, salvo los casos excepcionales que autorice el Gobernador Civil respectivo (en la actualidad, Delegado del Gobierno en las Comunidades Autónomas o Subdelegado del Gobierno en las Provincias). A este respecto debemos traer aquí la Sentencia del Tribunal Superior de Castilla y León n.º 1662 de 26 de septiembre de 2006 correspondiente a la Sala de lo Contencioso-Administrativo, en la que se dilucidaba el Recurso 76/2006 interpuesto por la Administración del Estado en relación con el art. 34.2 del Decreto 84/2005, Normas Marco de las Policías Locales de Castilla y León en el que se establece que «el Alcalde podrá autorizar que determinados servicios se presten sin el uniforme reglamentario en los casos específicos que afecten a determinados lugares de trabajo o por necesidades del servicio en los términos establecidos en la legislación vigente». La conclusión a que se llega es «que el Alcalde es órgano competente, sin perjuicio de otras posibles autorizaciones o actos de fiscalización, para autorizar que los miembros que integran el Cuerpo de la Policía Municipal del correspondiente municipio puedan, en atención a la naturaleza del servicio a prestar, quedar exentos del uso del uniforme reglamentario, y ello entre otras consideraciones porque a través de este cuerpo se ejercitan las funciones propias de los municipios en materia de seguridad a que se refiere el art. 25.2 de la LRBRL... y la no supeditación en el ejercicio de sus específicas competencias a órganos de otras administraciones que es incompatible con el principio de autonomía local ... y la existencia de poderes propios de decisión por parte del municipio incompatibles con controles y directrices jerárquicas por parte de otras Administraciones...».

La Disposición Final tercera de la Ley de Bases de Régimen Local de 1985 establece que «el personal de las Policías Municipales... gozará de un Estatuto específico, aprobado reglamentariamente, teniendo en cuenta la Ley de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad», estatuto que a pesar de los años transcurridos no ha sido promulgado.

Como vimos en otro Capítulo, el artículo 148.1.22.ª establece que las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias sobre «la coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales en los términos que establezca una Ley Orgánica».

La remisión del precepto constitucional ha de entenderse hecha a la LOFCS, en cuyo artículo 39 se establece que corresponde a las Comunidades Autónomas, de conformidad con lo previsto en la propia Ley de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y en la Ley de Bases de Régimen Local, coordinar la actuación de las Policías Locales en el ámbito territorial de la Comunidad respectiva mediante el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Establecimiento de las normas-marco a las que habrán de ajustarse los Reglamentos de Policías Locales, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y en la de Bases de Régimen Local.

b) Establecer o propiciar, según los casos, la homogeneización de los distintos Cuerpos de las Policías Locales, en materia de medios técnicos para aumentar la eficacia y colaboración de éstos, de uniformes y de retribuciones.

c) Fijar los criterios de selección, formación, promoción y movilidad de las Policías Locales, determinando los distintos niveles educativos exigibles para cada categoría, sin que, en ningún caso, el nivel pueda ser inferior a Graduado Escolar.

d) Coordinar la formación profesional de las Policías Locales, mediante la creación de Escuelas de Formación de Mandos y de Formación Básica.

Dicha competencia coordinadora ha sido objeto de previsión en los diferentes Estatutos de Autonomía de las Comunidades Autónomas y éstas han promulgando, de forma generalizada, las correspondientes Leyes de Policía o de Coordinación de Policías Locales en la Comunidad Autónoma respectiva (114) . Entendemos que éste es hoy el «Estatuto específico» de cada Policía Local en el ámbito de la Comunidad Autónoma respectiva y que da cumplimiento a la Disposición Final tercera de la LRBRL donde se establecía que «el personal de las Policías Municipales gozará de un Estatuto específico», así lo entendemos dado que la coordinación se desarrolla también teniendo en cuenta la LOFCS que la citada LRBRL también establecía.

CAPÍTULO X. LAS POLICÍAS LOCALES: FUNCIONES Y MARCO LEGAL

1.  LAS FUNCIONES PRECONSTITUCIONALES

Como señala CORTINA, «por primera vez en la historia de los Cuerpos de Policía Local la legislación delimita sus funciones» (115)  y lo hace en el art. 255 del RFAL enmarcando éstas en los siguientes términos:


«1. La Policía Municipal tendrá las siguientes funciones:

- Vigilancia y ordenación del tráfico.

- Policía Judicial.

- Orden público.

- Cooperación a la representación corporativa.

- Las demás que le correspondan o se le encomienden.»



Este elenco va a permanecer vigente hasta bien entrado el período constitucional, si bien con algunos desarrollos muy significativos en algunos de los apartados funcionales señalados, que comentamos brevemente y previo a reflejar el marco actual funcional de las Policías Locales de España, iniciado tras la promulgación de la Constitución Española de 1978 y especialmente con la LOFCS y la coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas, que veremos después, dado que conociendo los antecedentes inmediatos y su consolidación funcional será mas fácil conocer el desarrollo posterior.

Si bien el citado RFAL encomendaba en 1952 a las Policías Municipales la «vigilancia y ordenación del tráfico», con anterioridad el Código de la Circulación, promulgado por Decreto de 25 de septiembre de 1934, ya señalaba en los arts. 12 y 6 que «las Regiones autónomas, las Provincias, los Municipios y los Cabildos insulares, podrán establecer en cada comarca o localidad disposiciones u ordenanzas especiales, regulando la circulación dentro de las vías de especial jurisdicción... y adoptarán las oportunas medidas para que los conductores de toda clase de vehículos o de animales que de ellos dependan, conozcan las reglas generales de la circulación, las especiales concernientes al servicio que les está encomendado y cumplan estrictamente los preceptos del presente Código».

Recordemos también que la especialidad de Policía de Tráfico, que venía formando parte de la Policía Armada, no quedará extinguida hasta 1959, asumiendo desde entonces sus funciones la Guardia Civil en las vías interurbanas, con la «misión de vigilancia, protección y auxilio a los usuarios de las vías públicas», ejerciéndose estas funciones por este Cuerpo «y por los Agentes o Cuerpos Auxiliares de la autoridad ... en orden a su agrupación o demarcación territorial de actuación» (116) .

Pero será el art. 25.2 de la LRBRL en 1985 el que consolide definitivamente primero como materia a ejercer por los Municipios «la ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas» y como competencia de los municipios y función de las Policías Locales «la ordenación y el control del tráfico en las vías urbanas de su titularidad, así como su vigilancia por medio de agentes propios» por el art. 7.º del RD Legislativo 339/1990, de 2 de marzo por el que aprueba el texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de vehículos a Motor y Seguridad Vial.

Las funciones de las Policías Municipales como policía judicial estaban ya previstas en la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882 que preveía en el art. 283 segundo y quinto «constituirán la policía judicial ... los empleados de la policía de seguridad ... los serenos, celadores y cualesquiera otros Agentes municipales de policía urbana o rural», lo que pone de manifiesto como antecedente funcional que desde entonces todos los miembros de fuerzas y cuerpos de seguridad constituyen la policía judicial y son auxiliares de los Jueces y Tribunales en materia penal y del Ministerio Fiscal, obligados a seguir las instrucciones que de aquellas autoridades reciban a efectos de investigación de los delitos y persecución de los delincuentes. En términos parecidos se expresará años más tarde la Constitución Española de 1978 en el art. 126, «La Policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley establezca».

Tradicional venía siendo, como ya señalara en uno de los cuadernos profesionales ESCALANTE J. (117) , a pesar del vacío legal en el que se desenvuelve su gestión, la custodia de detenidos a disposición judicial que asumen, en funciones de policía judicial, los cuerpos de policía de los municipios cabeza de partido judicial y que se plasmará en la Disposición Final quinta de la LRBRL (118)  como competencia delegada para aquel tipo de municipios.

Pero no será hasta 1986 cuando se delimiten las funciones como policía judicial para las Policías Locales, y lo hará el art. 29.2 de la LOFCS que determinará que «para el cumplimiento de dicha función, la de policía judicial, tendrá carácter colaborador de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado el personal de Policía de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales». La creación de las «unidades especializadas de policía judicial» por el Ministerio del Interior en la Dirección General de Seguridad y en la Dirección General de la Guardia Civil ... según las diferentes clases de delitos... La creación de las «unidades ... se efectuará de acuerdo con los Ministerios interesados por razón de las materias que correspondan a cada una de las unidades de policía judicial especializadas» (119) , se había previsto con anterioridad aunque propiamente su regulación no lo sería hasta regularse la policía judicial por el RD 769/1987, de 19 de junio, siendo en sentido estricto con las Unidades de Policía Judicial especializadas y manteniéndose con funciones generalistas para todos los demás componentes de las fuerzas y cuerpos de seguridad.

Materia funcional más antigua aún que la de policía judicial será la del orden público, la cual ya la primera Constitución Española de 1812 señalaba en el art. 321.2 que «estará a cargo de los Ayuntamientos: Auxiliar al Alcalde en todo lo que pertenezca a la seguridad de las personas y bienes de los vecinos y a la conservación del orden público».

Pero será una vez finalizada la contienda civil y establecido el nuevo régimen político del General Franco, cuando el orden público evolucione, desde la seguridad de las personas y los bienes al mantenimiento de las instituciones políticas vencedoras en aquélla. La promulgación de la primera ley específica sobre el orden público, Ley de 30 de julio de 1959, se producirá, en palabras de su preámbulo, para «definir de forma precisa y actual el orden público, la delimitación orgánica y unitaria del instrumento encargado de velar por él, el desarrollo rigurosamente sistemático de sus estados vitales y de crisis, reduciendo éstos a los que son racionalmente admisibles». En el art. 7 de la misma se determinan las autoridades encargadas de su conservación en estos términos: «Bajo la autoridad y dirección del Gobernador Civil correspondiente, los Alcaldes coadyuvarán a la conservación del orden público en sus respectivos términos municipales».

Y ya en las proximidades de reinstaurarse un nuevo período constitucional y democrático en España, será el Ministro de la Gobernación de entonces, Manuel Fraga Iribarne, el que, dadas las circunstancias y la conflictividad social e incertidumbre política, que se plantearon tras el fallecimiento en 1975 del General Franco, y con el fin de afrontar con todos los medios disponibles para la garantía del orden público, el que propusiera al Gobierno una disposición que va a determinar el régimen y funciones de la Policía Municipal en materia de orden público (120)  señalando en los arts. 1 y 5 que, «debiendo actuar en todos los casos de alteración del orden público con función propia en la guarda de aquél, tanto colaborando con las restantes fuerzas del orden público, como actuando por sí mismas, con las medidas que la situación aconseje», pudiendo a tales efectos los Gobernadores Civiles «disponer de los servicios de la Policía Municipal cuando la prevención o el mantenimiento del orden público así lo aconsejen, dictando las ordenes que procedan a dichos fines».

Esta implicación funcional en materia de seguridad, tan sensible y especializada, había quedado un año antes, coincidente con el fallecimiento del General Franco, fijada en las Bases del Estatuto de Régimen Local en los siguientes términos: «La Policía Municipal tendrá, además de las funciones propias de su competencia, la de auxilio al orden público» (121) . Recordemos que también los alcaldes eran competentes para sancionar los actos contrarios al orden público (122) .

La articulación parcial de aquel Estatuto en lo relativo a los funcionarios públicos locales, al referirse en concreto a la Policía Municipal, determinará una nueva relación de las funciones reproduciéndolas en otro orden señalando que, «la policía municipal tendrá a su cargo, de acuerdo con la legislación general, de las medidas de policía emanadas de las autoridades competentes y, en especial, la vigilancia y ordenación del tráfico, la cooperación a la representación corporativa y otras análogas que se le atribuyan. Además, tendrá la de auxilio al orden público en general y, en su caso, la de policía judicial con arreglo a las leyes» (123) .

La promulgación de una nueva Constitución en 1978 modificará sustancialmente el término de «orden público» por el de «seguridad ciudadana». Aquél venía empleándose con manifiestas connotaciones político-ideológicas dando paso a ésta como garantía de los derechos y libertades de los ciudadanos reconocidos constitucionalmente, cambiando así sustancialmente las funciones de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, que ya no estarán al servicio y defensa de un sistema político concreto sino para «proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana» que señala el art. 104 de aquélla.

No obstante establecerse con claridad, para las entonces Policías Municipales, unas funciones propias, no es menos cierto que, en su conjunto, aquéllas se ejercían en el contexto del carácter auxiliar y colaborador con el resto de Cuerpos de Seguridad existentes, y más en subordinación funcional que en colaboración profesional. Prueba de ello son algunos textos legales que se expresaban en los siguientes términos: «son auxiliares de la policía gubernativa (entonces Cuerpos General de Policía y Policía Armada) y, dentro de la misión especial que a cada uno compete en su propia esfera, están obligados a prestarle su colaboración, aún sin requerimiento previo:

Primero.-Los individuos pertenecientes a Cuerpos armados que dependan de las Diputaciones o Ayuntamientos.

Quinto.-En general cuantos individuos puedan tener intervención en funciones de vigilancia, seguridad o mantenimiento del orden público» (124) .

Curiosamente, dos días antes de someterse a votación por el pueblo español una nueva Constitución, se promulgará la última Ley de Policía preconstitucional, la Ley 55/1978, de 4 de diciembre que seguirá manteniendo conceptos a superar unos años más tarde, estableciendo el art. 1.2 que «la organización y funciones de los Cuerpos de Seguridad dependientes de las provincias y municipios se regirán por sus disposiciones especiales. Estas disposiciones establecerán las competencias de los Cuerpos mencionados y su coordinación y obligada colaboración con los de Seguridad del Estado bajo el principio de primacía y superior dirección de éstos».

Aquel carácter de auxiliar e incluso de subordinación de unos policías respecto de otros quedará proscrito definitivamente en la LOFCS al establecer el art. 3 que «los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad ajustarán su actuación al principio de cooperación recíproca y su coordinación se efectuará a través de los órganos que a tal efecto establece esta ley».

En adelante, con una delimitación funcional y territorial para cada una de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de los que formarán parte las Policías Locales, no se entenderán otros principios que los citados de la cooperación y colaboración recíprocas, al entender que «la seguridad pública constituye una competencia difícil de parcelar, toda vez que no permite delimitaciones o definiciones con el rigor y precisión admisibles en otras materias ... y que es un terreno de encuentro de las esferas de competencia de todas las Administraciones Públicas», como señala el preámbulo de la LOFCS que regula funciones, principios básicos de actuación y estatutos de aquellas Fuerzas y Cuerpos de seguridad.

Por último, y probablemente como una de las más antiguas funciones de las Policías Locales, a pesar de los años y el cambio en las formas, que aún hoy perdura, está la colaboración a la representación corporativa.

La participación en el ceremonial y protocolo municipales hace que las policías locales vistan sus mejores galas acompañando a la respectiva Corporación cuando concurre como tal a actos y celebraciones, con Maceros, Guardias de Gala y Gran Gala, etc. Esta función, recogida desde antiguo entre las funciones de los Guardias Municipales como lo hace el RFAL y también lo contemplan acuerdos municipales (125) , en la actualidad se mantiene en algunas de las normas promulgadas por las Comunidades Autónomas (126) .

2.  LAS FUNCIONES POSTCONSTITUCIONALES

Una vez promulgada la Constitución Española en 1978, el marco legal de las funciones propias de las Policías Locales podrá emanar de los tres ámbitos territoriales en los que se organiza el Estado, juntamente con las Comunidades Autónomas y la Administración Local (127) .

Éstos son los principales textos legales y las funciones de las Policías Locales que en ellos se establecen.

2.1.  Constitución Española de 1978

La constitucionalización de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en general fue una necesidad y una lógica derivación de su misión trascendental, en cuanto a la protección del libre ejercicio de los derechos y libertades que, en el contexto de la Constitución de 1978, son objeto de su Título I y principal, ya que integran la Carta Magna del ciudadano español. Ésta va a ser la razón que determinará el particular relieve con que la LOFCS resalte la promesa o juramento de acatar y cumplir la Constitución, por parte de los miembros de todos los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, que no constituye un mero trámite esencial, sino constitutivo de la condición policial y al mismo tiempo símbolo y emblema de su alta misión.

Así, la norma suprema determina en el art. 104.1. y 2 que «Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad tendrán como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana», señalando a continuación que «una Ley Orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad».

Al referirse a la policía judicial en el art. 126, después de señalar que «depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente» remite «en los términos que una ley establezca», que no es otra que la LO 6/1985, de 1 de julio del Poder Judicial.

Una referencia constitucional específica de las Policías Locales viene expresamente contemplada, dentro del Capítulo Tercero del Título Octavo, rubricada por las Comunidades Autónomas en el art. 148.1.22 al enumerar entre las competencias y materias que podrán asumir éstas la de «... la coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales en los términos que establezca una Ley Orgánica», si bien más adelante, en el art. 149.1.29 relacionará también, dentro de las competencias exclusivas del Estado la «seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una ley orgánica».


Funciones de las Policías Locales en la CE

Proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.



2.2.  Ley Orgánica 2/1986, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad

Respondiendo al mandato constitucional del art. 104.2 CE, la LOFCS tiene como objetivo principal, citando su preámbulo, el de «diseñar las líneas maestras del régimen jurídico de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en su conjunto, tanto de las dependientes del Gobierno de la Nación como de las Policías Autonómicas y Locales ... La existencia de varios colectivos policiales que actúan en un mismo territorio con funciones similares y, al menos parcialmente, comunes, obliga necesariamente, a dotarlos de principios básicos de actuación idénticos y de criterios estatutarios también comunes, y el mecanismo más adecuado para ello es reunir sus regulaciones en un texto legal único que constituye la base más adecuada para sentar el principio fundamental de la materia: el de la cooperación recíproca y de coordinación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad pertenecientes a todas las esferas administrativas».

Por lo que respecta a las funciones de las Policías Locales, reconocidas las competencias de los municipios en materia de seguridad en lugares públicos y de ordenación del tráfico de personas y vehículos en las vías urbanas, previstas en la LRBRL, admite distintas modalidades de ejecución de las mismas, desde la creación de Cuerpos de Policía propios, por parte de las Corporaciones Locales, hasta la utilización de personal auxiliar de custodia y vigilancia y, dado que no existe ningún condicionamiento constitucional, la Ley ha procurado dar a las Corporaciones Locales de las que dependen aquéllas, «una participación en el mantenimiento de la seguridad ciudadana, coherente con el modelo diseñado, presidido por la evitación de duplicidades y concurrencias innecesarias y en función de las características propias de los Cuerpos de Policía Local y de la actividad que tradicionalmente vienen realizando».

Sin la distinción formal entre competencias exclusivas y concurrentes, la Ley atribuye a las Policías Locales «las funciones naturales y constitutivas de toda policía», recogiéndose como específicas: la ordenación, señalización y dirección del tráfico urbano y policía administrativa en lo relativo a las Ordenanzas y Reglamentos municipales; añadiendo la de vigilancia y protección de personalidades y bienes de carácter local, en concordancia con los cometidos similares de los demás Cuerpos policiales, y atribuyéndoles también las funciones de colaboración recíproca con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en su caso con la Policía de las Comunidades Autónomas, en materias concurrentes de seguridad ciudadana y la participación en las funciones de policía judicial en la forma establecida en las leyes.

Y como obviamente se parte reconociendo la autonomía municipal para la ordenación complementaria de su Policía, la Ley, en cuanto a su régimen estatutario, se limita a reiterar la aplicación a las Policías Locales de los criterios generales establecidos en las disposiciones generales, los principios básicos de actuación y las disposiciones estatutarias comunes prevista en la propia LOFCS y delimita, teniendo en cuenta lo establecido en la propia Ley y la LRBRL, las funciones de coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas en el ámbito territorial respectivo cuyas funciones concreta en el art. 39.


Funciones de las Policías Locales en la LOFCS

a) Proteger a las Autoridades de las Corporaciones Locales, y vigilancia o custodia de sus edificios e instalaciones.

b) Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo establecido en las normas de circulación.

c) Instruir atestados por accidentes de circulación dentro del casco urbano.

d) Policía Administrativa, en lo relativo a las Ordenanzas, Bandos y demás disposiciones municipales dentro del ámbito de su competencia.

e) Participar en las funciones de Policía Judicial en la forma establecida en el artículo 29.2 de esta Ley.

f) La prestación de auxilio, en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, participando, en la forma prevista en las leyes, en la ejecución de los planes de Protección Civil.

g) Efectuar diligencias de prevención y cuantas actuaciones tiendan a evitar la comisión de actos delictivos en el marco de colaboración establecido en las Juntas Locales de Seguridad.

h) Vigilar los espacios públicos y colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en la protección de las manifestaciones y el mantenimiento del orden en grandes concentraciones humanas, cuando sean requeridos para ello.

i) Cooperar en la resolución de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello.



2.3.  Ley 7/1985, Reguladora de las Bases de Régimen Local

Señalábamos que la Constitución Española en el art. 140 «garantiza la autonomía de los Municipios. Éstos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y la administración corresponde a sus respectivos Ayuntamientos». En este contexto la LRBRL en el art. 25 establece que «el municipio para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, puede promover toda clase de actividades y prestar cuantos servicios públicos contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal ... ejercerá, en todo caso, competencias en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

a) Seguridad en lugares públicos.

b) Ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas.

c) Protección civil».

Las competencias de los Municipios citadas están directa o indirectamente relacionadas con la seguridad pública, reconociendo la LOFCS su ejecución a través de distintas modalidades, desde la creación de Cuerpos de Policía propios por parte de las Corporaciones Locales, la utilización de personal auxiliar de aquéllos (128)  e incluso contemplando la posibilidad de que los municipios con escasos recursos puedan asociarse para la ejecución conjunta y la prestación del servicio público de policía local (129) .

La LRBRL no relaciona, salvo la custodia de detenidos a disposición judicial, en los denominados depósitos municipales, funciones específicas a las Policías Locales, si bien las que antes se citan como competencias del municipio están previstas, en parecidos términos, en el art. 53 de la LOFCS para las Policías Locales (130) .

Respecto de la citada custodia de detenidos a disposición judicial, función peculiar y que venía asumiéndose desde antiguo por los Municipios y llevada a cabo por las Policías Locales, ha quedado reflejada en la Disposición Final quinta de esta LRBRL en los siguientes términos: «los municipios cabeza de partido judicial en que no exista establecimiento penitenciario alguno asumirán, en régimen de competencia delegada, la ejecución del servicio de depósito de detenidos a disposición judicial, correspondiendo la custodia de dichos detenidos a la policía municipal en funciones de policía judicial».


Funciones de las Policías Locales en LRBRL

a) Seguridad en lugares públicos.

b) Ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas.

c) Protección Civil.

d) Custodia de detenidos a disposición judicial.



2.4.  Tráfico y Seguridad Vial

Hoy, la diversa legislación vigente sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial tiene como origen la Constitución Española de 1978 que asigna al Estado en el art. 149.1.21 la competencia exclusiva, entre otras materias, la de «tráfico y circulación de vehículos a motor», promulgándose al efecto, como normas más significativas, una Ley de Bases sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, articulada en un texto normativo con rango de Ley y con numerosas remisiones en su articulado a desarrollos reglamentarios (131) .

En lo relativo a las competencias, la Ley de Bases citada establece que «se regulará el ejercicio de las competencias, que de acuerdo con la Constitución y los Estatutos de Autonomía, corresponden a la Administración del Estado y se determinarán las que hayan de corresponder a las Corporaciones Locales», concretándose aquéllas en el art. 7 del Texto Articulado de la Ley aprobado por RD Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, en los siguientes términos, «se atribuyen a los Municipios en el ámbito de esta Ley, las siguientes competencias:

a) La ordenación y el control del tráfico en las vías urbanas de su titularidad, así como su vigilancia por medio de Agentes propios, la denuncia de las infracciones que se cometan en dichas vías y la sanción de las mismas cuando no esté expresamente atribuida a otra Administración.

b) La regulación, mediante disposición de carácter general, de los usos de las vías urbanas, haciendo compatible la equitativa distribución de los aparcamientos entre todos los usuarios, con la necesaria fluidez del tránsito rodado y con el uso peatonal de las calles.

c) La retirada de los vehículos de las vías urbanas y el posterior depósito de aquéllos y de los retirados de las vías interurbanas en los casos y condiciones que reglamentariamente se determine, cuando obstaculicen o dificulten la circulación o supongan un peligro para ésta.

d) La autorización de pruebas deportivas cuando discurran íntegra y exclusivamente por el casco urbano, exceptuadas las travesías.

e) La realización de las pruebas a que alude el apartado o) del artículo 5.º pruebas para determinar el grado de intoxicación alcohólica, o por estupefacientes, psicotrópicos o estimulantes, de los conductores que circulen por las vías públicas en las que tiene atribuida la vigilancia y el control de la seguridad de la circulación vial, de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca.

f) El cierre de vías urbanas cuando sea necesario».

A la vista de las competencias que se atribuyen a los Municipios, en materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, podemos señalar que varias de ellas están comprendidas en las que se fijan para los Cuerpos de Policía Local por la LOFCS y se ejercen como funciones propias por éstas, como son la ordenación, vigilancia y control del tráfico, la denuncia de las infracciones, la retirada de los vehículos o la realización de las pruebas de detección alcohólica entre otras y cuya inclusión en aquella Ley Orgánica viene fijada por el art. 53.b) en los términos de «ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo establecido en las normas de circulación».


Funciones de las Policías Locales en LSV

a) Ordenación y control del tráfico.

b) Regulación mediante disposición de carácter general.

c) Vigilancia y denuncia por medio de Agentes propios.

d) Sanción de las infracciones.

e) Retirada de los vehículos que obstaculicen o dificulten la circulación.

f) Autorización de pruebas deportivas y cierre de vías urbanas.

g) Realización de pruebas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicas o estimulantes.



2.5.  Poder Judicial y Policía Judicial

Quizás sean las funciones de policía judicial de las Policías Locales, la asignatura pendiente que no resolvió la LOFCS al fijar las funciones propias y en colaboración para cada uno de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, a pesar de tener un antecedente constitucional básico y genérico donde se refiere que «la policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la Ley establezca». Remisión hecha a la citada LOFCS que asignará «las funciones de Policía Judicial que se mencionan en el art. 126 de la Constitución y serán ejercidas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, a través de las Unidades que se regulan en el presente capítulo. Para el cumplimiento de dicha función tendrá carácter colaborador de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado el personal de Policías de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales».

La citada LOFCS, ha pretendido en principio, ser limitadora y exclusiva en las funciones de policía judicial para que sean ejercidas a través de las Unidades de Policía Judicial y de las que sólo forman parte, según el art. 30 y ss. algunos «funcionarios de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado», pero en otras disposiciones, dentro de una regulación más real y consecuente, han venido a subsanar aquella limitación y exclusividad que se pretendía, incluso la propia LOFCS lo hace al determinar, en el contexto de las funciones que deberán ejercer los Cuerpos de Policía Local, asignándoles funciones de policía judicial como «instruir atestados por accidentes de circulación dentro del casco urbano» y «efectuar diligencias de prevención y cuantas actuaciones tiendan a evitar la comisión de actos delictivos». Eso sí, remarcando expresamente en otra de las funciones el carácter colaborador al «participar en las funciones de policía judicial».

Y como no podía ser de otra manera, la propia Ley de Enjuiciamiento Criminal ya lo establecía en época tan lejana como el año 1882, norma vigente en la actualidad que señala en el art. 283.5.º que «constituirán la Policía Judicial y serán auxiliares de los Jueces y Tribunales competentes en materia penal y del Ministerio Fiscal quedando obligados a seguir las instrucciones que de aquellas autoridades reciban a efectos de la investigación de los delitos y persecución de los delincuentes: Los Agentes Municipales de policía urbana».

Empleando las palabras del RD 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía Judicial, ante función tan delicada y compleja y la propia delimitación y fijación del concepto de policía judicial, que lejos de tener un significado único y monovalente en las normas, se presta a interpretaciones dispares, a través de una regulación específica se ha tratado de deslindar la consideración de función general que se deduce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de lo que debe ser una conceptuación moderna de la policía judicial como policía científica que requiere la aplicación de principios de especialización que es lo que pretende la LOFCS con las Unidades Orgánicas de Policía Judicial. Así esta regulación deja a las claras que «las funciones generales de policía judicial corresponden a todos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cualquiera que sea su naturaleza y dependencia ... con estricta sujeción al ámbito de sus respectivas competencias ... practicarán por su propia iniciativa y según sus respectivas atribuciones las primeras diligencias de prevención y aseguramiento así que tengan noticia de la perpetración del hecho presuntamente delictivo ... dando cuenta en los términos legales a la Autoridad Judicial o Fiscal, directamente o a través de las Unidades Orgánicas de Policía Judicial».

En ese marco es donde debemos encuadrar las funciones generales de policía judicial de los Cuerpos de Policía Local y su relación tanto con el Poder Judicial como con las Unidades de Policía Judicial en sentido estricto integradas por miembros del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil.


Funciones de las Policías Locales en LOPJ

Policía judicial:

Funciones generales y de auxilio a la Autoridad Judicial y al Ministerio Fiscal.



2.6.  Ley de Modernización del Gobierno Local

Parece ser que a la hora de modernizar el Gobierno Local también es necesario el concurso de los Cuerpos de Policía Local, prueba de ello es la última disposición legal que cierra este marco postconstitucional, la Ley 57/2003, de 17 de diciembre, de Modernización del Gobierno Local, que modifica la LRBRL, cuya Disposición Adicional 10.ª, en relación con las funciones de los Cuerpos de Policía Local, pretende potenciar la participación de aquéllos «en el mantenimiento de la seguridad ciudadana, como policía de proximidad, así como en el ejercicio de las funciones de policía judicial», aspectos que, como hemos visto, no han sido definidos y concretados con claridad para su ámbito funcional material y de participación. Lo veíamos en el apartado anterior y lo comprobamos con frecuencia tras la firma del Convenio de colaboración entre el Ministerio del Interior y la Federación Española de Municipios y Provincias en materia de seguridad ciudadana y al que se han adherido diversos municipios (132) .

2.7.  Leyes de Régimen Especial de Barcelona y Madrid

No podíamos dejar de referirnos por último, a los dos regímenes especiales establecidos para las ciudades de Barcelona y Madrid (133) . Para la primera, recordar que ya disponía desde 1960 de un régimen especial (134) , que se mantuvo también con la promulgación en 1985 de LRBRL y no ha sido de aplicación el Título X de la Ley de Medidas para la Modernización del Gobierno Local que antes vimos. Respecto de Madrid la Ley regula también un régimen especial así como las peculiaridades del mismo en cuanto Capital del Estado y sede de las instituciones generales. Con anterioridad igualmente poseía un régimen especial y la LRBRL preveía su sustitución ya entonces (135) .

Pero lo que en este apartado nos interesa resaltar es lo que se refiere o pueda estar en relación con las funciones de las policías dependientes de estos dos municipios, en una denominada Guardia Urbana y en la otra Policía Municipal. Respecto de Barcelona el art. 34 de la Ley hace una mención expresa a la Guardia Urbana en los siguientes términos: «La guardia urbana de Barcelona, bajo la dependencia jerárquica del Alcalde de Barcelona, actúa como policía administrativa, policía de seguridad y asistencial y policía judicial, en los términos de la normativa estatal y autonómica de aplicación». La Ley de Madrid es, al respecto de las competencias en materia de seguridad pública y Policía Municipal más extensa, resaltamos dos apartados significativos del art. 35 de aquélla: «En colaboración con las Administraciones correspondientes, al Ayuntamiento de Madrid le corresponde la prevención, mantenimiento y restablecimiento de la seguridad ciudadana y tratar de garantizar en lo referente a aquellos actos que ocasionen molestia social o daños sobre bienes y personas en la vía pública ... así como la denuncia en las materias de policía administrativa especial de competencia estatal. La policía municipal ejercerá las competencias que en materia de policía judicial le atribuye la normativa estatal».

2.8.  Las funciones en las normas de coordinación de las Comunidades Autónomas

El ejercicio competencial de la coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas viene determinado en el art. 39 de la LOFCS y expresamente delimitado, no figurando «las funciones propias de los Cuerpos de Policía Local» como parte del ejercicio coordinador encomendado a aquéllas. No obstante, observamos que algunas Comunidades Autónomas han contemplado en normas propias el elenco de funciones postconstitucionales como las hemos referido con anterioridad y contemplando otras nuevas.

Este nuevo marco normativo funcional nos obliga a indagar en las diferentes normas de cada Comunidad Autónoma y reflejar lo que al respecto de las funciones de los cuerpos de policía local encontramos en ellas, así:

a) Remisión a la LOFCS:

En el artículo 53.1 de la LOFCS se enumeran las funciones a ejercer por todos los Cuerpos de Policía Local de España en el ámbito territorial del municipio respectivo. A este artículo y Ley remiten las Comunidades Autónomas de Andalucía, Canarias, Castilla y León, Castilla-La Mancha, Navarra, Islas Baleares, La Rioja y Región de Murcia cuando se refieren a las funciones de las Policías Locales de su Comunidad respectiva.

b) Trascripción del art. 53.1 de la LOFCS:

Las Comunidades Autónomas de Aragón, Cantabria, Comunidad Valenciana, Extremadura, Madrid y País Vasco transcriben textualmente las funciones que establece, para las Policías Locales de España, el artículo 53.1 de la LOFCS también para las Policías Locales de sus Comunidades Autónomas.

c) No señalan funciones al respecto:

Las Comunidades Autónomas de Galicia y el Principado de Asturias no señalan, en sus normas de coordinación, nada al respecto de las funciones de las Policía Locales.

d) Establecen, además de las funciones del artículo 53 de la LOFCS, las del artículo 38.1 de la misma Ley Orgánica:

Así lo contemplan tres Comunidades Autónomas de Andalucía, Canarias y Castilla y León fijando, además de las establecidas por el artículo 53 de la LOFCS como funciones propias de todos los Cuerpos de Policía Local, las del artículo 38.1 de esta Ley, funciones que recordemos son las previstas que podrán ejercer a través de sus Cuerpos de Policía Autonómica aquellas Comunidades en cuyos Estatutos tengan prevista su creación.

e) Establecen funciones nuevas:

Algunas Comunidades Autónomas, además de las funciones señaladas en al artículo 53.1 de la LOFCS, fijan para las Policías Locales en su territorio funciones con nuevas denominaciones, así:

Canarias: Con cometidos de Policía social, asistencia al usuario turístico, Policía ambiental y urbanística.

Cataluña: Distribuye las funciones en tres ámbitos: propias, compartidas y unificadas o de gestión conjunta con la Policía Autonómica. Estableciendo como propias la de policía comunitaria; compartidas las de policía de proximidad, auxilio y asistencia y a través de convenio las compartidas o de gestión conjunta.

Comunidad Valenciana: Establece la de colaborar con la Unidad Adscrita de la Policía en la Comunidad Autónoma.

Extremadura: Contempla vigilar y custodiar detenidos en los municipios cabeza de partido judicial, participar en el desarrollo de los Planes de Educación Vial y vigilar el medio ambiente en el término municipal.

Madrid: Participar en la Educación Vial y protección del medio ambiente.

País Vasco: Velar por el cumplimiento de la normativa en materia de medio ambiente y colaborar con las Unidades de Policía Judicial.


Las funciones de las Policías Locales en las Leyes de Coordinación de las CC. AA.

- Policía Autonómica (art. 38.1 de la LOFCS).

- Policía social, asistencia al usuario turístico, ambiental y urbanística.

- Delimitación como propias: policía comunitaria; compartidas las de policía de proximidad, auxilio y asistencia.

- Participar en el desarrollo de los Planes de Educación Vial y velar por el medio ambiente en el término municipal.



CAPÍTULO XI. LA COORDINACIÓN DE LAS POLICÍAS LOCALES POR LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

1.  LA COORDINACIÓN DE LAS POLICÍAS LOCALES EN LA LOFCS

Según la Sentencia del Tribunal Constitucional de 28 de abril de 1983, «la coordinación es un concepto que usa la Constitución Española como instrumento para la fijación de medios y sistemas de relación, con objeto de lograr una cierta homogeneidad y hacer posibles, en su caso, actuaciones conjuntas y la colaboración mutua. Atendiendo a esta consideración general y a los preceptos normativos de las Comunidades, el desarrollo del artículo 148.1.22, en cuanto a la coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales, se desarrolla ampliamente, con gran riqueza de posibilidades de coordinación y con carácter común respecto a todas las Comunidades que hayan asumido competencias sobre la materia, ya que estas facultades se han de ejecutar por los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas y no por las Policías de éstas, lo que hace indiferente, a este respecto, el hecho de que las hayan creado o no».

La coordinación de las Policías Locales que se establece como competencia necesaria de las Comunidades Autónomas por la Constitución Española de 1978 en el artículo 148.1.22, a diferencia de las competencias de libre disposición del legislador estatal, viene señalada en la LOFCS en el artículo 39 en los siguientes términos:


«Corresponde a las Comunidades Autónomas, de conformidad con la presente Ley y con la de Bases de Régimen Local, coordinar la actuación de las Policías Locales en el ámbito territorial de la Comunidad mediante el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Establecimiento de las normas marco a las que habrán de ajustarse los Reglamentos de Policías Locales de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y en la de Bases de Régimen Local.

b) Establecer o propiciar, según los casos, la homogeneización de los distintos Cuerpos de Policías Locales, en materia de medios técnicos para aumentar la eficacia y colaboración de éstos, de uniformes y retribuciones.

c) Fijar los criterios de selección, formación, promoción movilidad de las Policías Locales, determinando los distintos niveles educativos exigibles para cada categoría, sin que en ningún caso, el nivel pueda ser inferior a Graduado Escolar.

d) Coordinar la formación profesional de las Policías Locales, mediante la creación de Escuelas de Formación de Mandos y de Formación Básica».



2.  LA COORDINACIÓN DE LAS POLICÍAS LOCALES EN LOS ESTATUTOS DE AUTONOMÍA DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Establece la Constitución Española en el artículo 147.1 que «los Estatutos de Autonomía serán la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico,... debiendo contener éstos, entre otras, las competencia asumidas dentro del marco establecido en la Constitución», relacionando en el artículo siguiente 148.1.22 las materias competenciales que podrán asumir las Comunidades Autónomas y entre las que cabe recordar a «la coordinación y demás facultades en relación con las policías locales en los términos que establezca una Ley Orgánica». Ley que, obvia decirse, es la LOFCS. Los términos en que ha de ser ejercida la coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales a que se refiere el artículo 148.1.22.ª de la Constitución Española se recogen, como hemos visto en el artículo 39 de la LOFCS.

Dos Comunidades Autónomas, País Vasco y Galicia, no contemplan, expresamente, en sus Estatutos de Autonomía la competencia constitucional de coordinar a las Policías Locales, si en cambió la han asumido, promulgando la correspondiente Ley en unos casos denominada de Policía en el País Vasco o de Coordinación de Policías Locales en Galicia.

Aunque Canarias no contempla expresamente en su Estatuto de Autonomía la competencia constitucional de coordinar las Policías Locales, sí en cambio asume expresamente la competencia expresando «en materia de seguridad ciudadana en los términos del artículo 148.1.22», artículo de la Constitución Española referido a la coordinación de las Policías Locales. No obstante y a pesar de legislar en esos términos, Canarias promulgará la correspondiente Ley de Coordinación de Policía Local.

Un aspecto peculiar a tener en cuenta es el de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla en las que sus Estatutos asumen Policía Local, no en los términos de la coordinación constitucional de las Policías Locales prevista por el artículo 148.1.22 de la CE, sino «en los términos del artículo 149.1.29» (136)  que es el artículo relativo a la seguridad pública y la creación de Policía propia. Podemos deducir por tanto que la Policía Local de estas dos ciudades autónomas puede pasar de ser Policías Locales a Policías Locales Autonómicas.

El último bloque lo constituyen el resto de Comunidades Autónomas en las que los Estatutos contemplan la competencia empleando en unos casos los términos textuales del art. 148.1.22: «Coordinación, actuación y demás facultades en relación con las Policías Locales en los términos que establezca una Ley Orgánica sin perjuicio de la dependencia de las autoridades municipales» y en otros «de ordenación de las policías locales» añadiendo además el toponímico comunitario de «Andaluzas, Aragonesas, de Castilla y León o de Navarra».

2.1.  Referencias específicas a la coordinación de las Policías Locales en los Estatutos de Autonomía

En los siguientes términos se contempla la competencia asumida en los Estatutos de Autonomía de coordinación de las Policías Locales:

- Andalucía: «Compete asimismo a la Comunidad Autónoma de Andalucía la coordinación general y la coordinación supramunicipal de las policías locales andaluzas, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales» (137) .

- Aragón: «Corresponde a la Comunidad Autónoma la coordinación de la actuación de las Policías Locales aragonesas» (138) .

- Canarias: «La Comunidad Autónoma de Canarias tendrá competencia en materia de seguridad ciudadana, en los términos establecidos en el artículo 148, apartado 1, número 22 de la Constitución» (139) .

- Cantabria: La Comunidad Autónoma de Cantabria tiene competencia exclusiva en las materias que a continuación se señalan: «Coordinación de las policías locales sin perjuicio de su dependencia jerárquica de la autoridad municipal» (140) .

- Cataluña: «Corresponde a la Generalidad, en materia de seguridad pública, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación estatal ... la ordenación de las Policías Locales» (141) .

- Castilla-La Mancha: «La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha asume las siguientes competencias exclusivas: la coordinación de las policías locales, sin perjuicio de su dependencia jerárquica de la autoridad municipal» (142) .

- Castilla y León: «Corresponde a la Comunidad Autónoma la coordinación y demás facultades previstas en la Ley Orgánica a que se refiere el número 22 del artículo 148.1 de la Constitución, en relación con las policías locales de Castilla y León» (143) .

- Madrid: «La Comunidad de Madrid tiene competencia exclusiva en la siguientes materias: Coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales, en los términos que establezca la Ley Orgánica» (144) .

- Comunidad Valenciana: «Es competencia de la Generalitat ... la coordinación de la actuación de las policías locales de la Comunitat Valenciana, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales» (145) .

- Extremadura: «Corresponde a la Comunidad Autónoma: La coordinación de más facultades en relación con las policías locales, en los términos que establezca una Ley Orgánica» (146) .

- Galicia: No contempla expresamente su Estatuto la coordinación de las Policías Locales, si bien ha ejercido la competencia con desarrollo legal amparándose en la Constitución (147) .

- Islas Baleares: «Coordinación y demás facultades en relación con las policías locales, en los términos que establezca una Ley Orgánica» (148) .

- La Rioja: «Corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja la competencia exclusiva en las siguientes materias: La coordinación de las Policías Locales, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales» (149) .

- Navarra: «Navarra tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: coordinación de las Policías Locales de Navarra sin detrimento de su dependencia de las respectivas autoridades municipales o concejiles» (150) .

- País Vasco: No contempla expresamente en su Estatuto la coordinación de las Policías Locales, si bien la prevé en la Ley de Policía del País Vasco (151) .

- Principado de Asturias: «El Principado de Asturias tiene la competencia exclusiva en las materias que a continuación se señalan: La coordinación de las Policías Locales, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales» (152) .

- Región de Murcia: «Coordinación y demás facultades en relación con las policías Locales, sin perjuicio de su dependencia jerárquica de la autoridad municipal» (153) .

3.  LA COORDINACIÓN DE LAS POLICÍAS LOCALES EN LAS LEYES DE COORDINACIÓN Y SU DESARROLLO

Si descendemos a las Leyes vigentes de Policía, Policía Local o de Coordinación de Policías Locales promulgadas por las Comunidades Autónomas, en las que se definen en unos casos y determinan en otros, el ámbito de la coordinación sobre los Cuerpos de Policía Local de la respectiva Comunidad Autónoma, observamos diversos y variados términos y expresiones con las que se concreta dicha competencia constitucional y estatutaria.

Así, en las referencias a la coordinación en las leyes de coordinación o de policía podemos señalar que, o bien por así establecerlo el respectivo Estatuto de Autonomía, o fundado en el precepto constitucional, todas las Comunidades han asumido en su territorio las competencias en materia de coordinación de las Policías Locales. Igualmente de forma generalizada, salvo las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla (154) , todas ellas han promulgado Leyes en el ejercicio de dicha competencia.

Si concretamos los textos de cada una de las Leyes de Coordinación observamos que la mayoría de ellas, trece Leyes de coordinación, señalan lo que entienden por ésta (155) ; tres Leyes de coordinación no la definen, pero señalan las competencias en la materia o lo que comprende su ejercicio (156) ; una Ley de coordinación señala los objetivos de la coordinación (157)  y otra las funciones de coordinación (158) .

Y si observamos con más concreción cada uno de los textos legales coordinadores podemos comprobar que en todos ellos, se refieren expresiones de las contenidas en el artículo 39 de la LOFCS, que concretan como:

- Establecer Normas Marco.

- Homogeneización de los distintos cuerpos, de medios, de retribuciones, uniformidad.

- Fijar los criterios de selección, formación, promoción, movilidad, retribuciones.

- Aumentar la eficacia y colaboración.

Por último señalamos las expresiones que, aún estando comprendidas dentro de las funciones de coordinación, se diferencian de las generalidades anteriores, empleando para concretar la coordinación términos como:

- Conjunto de técnicas y medidas, de norma de colaboración.

- Instrumentar medios para inspeccionar.

- Fijación de medidas y sistemas de relación y acción conjunta.

- Funcionamiento homogéneo de los Cuerpos.

- Mecanismos de relación entre Administraciones competentes.

- Mejora de la profesionalidad de las Policías Locales.

- Establecer red de transmisiones.

- Establecer banco de datos.

- Facilitar sistemas de información y colaboración recíprocas.

- Servicio de documentación y estudios sobre policías locales.

- Asesoramiento a las Corporaciones Locales.

- Armonización de criterios de actuación.

- Creación de cuerpos de policía municipal o comarcal (159) .

- Normas de estructura interna.

3.1.  Los desarrollos reglamentarios de las Leyes de coordinación o de policía

El abundante desarrollo reglamentario que de las Leyes de Policía o de Coordinación de las Policías Locales han hecho las diferentes Comunidades Autónomas, es tan abundante que podemos decir que el «código estatutario» es tan diverso que hemos decidido referirnos sólo a los aspectos genéricos del mismo, remitiendo a aquellos que estén interesados en conocer más ampliamente el «marco estatutario comparativo de las diferentes leyes y los desarrollos reglamentarios» al libro de ESCALANTE, J. y ORDUÑA PRADA, E. donde se podrán comprobar ese diverso y amplio marco estatutario profesional actual de los Cuerpos de Policía Local de España (160) .

Este abundante desarrollo normativo, siguiendo a ORDUÑA PRADA, E., y a ESCALANTE, J., está comprendido por 17 Leyes de Coordinación o de Policía y por más de 85 Decretos y 60 Órdenes relativos a los siguientes aspectos:

- Los Reglamentos o Normas Marco, propiamente.

- Las Academias o Centros de formación.

- La selección, ingreso, promoción y baremos de méritos.

- La provisión de los puestos de trabajo.

- La situación administrativa de segunda actividad.

- El régimen disciplinario.

- La movilidad.

- La uniformidad.

- Distinciones y condecoraciones.

- Homogeneización de medios técnicos.

- Registro de Policías Locales.

- Comisiones de coordinación.

- Equipos técnicos y defensivos.


Andalucía: 1 Ley, 12 Decretos y 17 Órdenes

Aragón: 1 Ley y 4 Decretos

Cantabria: 1 Ley, 2 Decretos y 1 Orden

Cataluña: 4 Leyes y 7 Decretos

Castilla-La Mancha: 1 Ley, 2 Decretos y Órdenes

Castilla y León: 2 Leyes 6 Decretos y 5 Órdenes

Comunidad de Madrid: 2 Leyes, 2 Decretos y 3 Órdenes

Comunidad Valenciana: 1 Ley, 11 Decretos y 8 Órdenes

Extremadura: 1 Ley, 2 Decretos y 4 Órdenes

Galicia: 2 Leyes, 4 Decretos y 3 Órdenes

Islas Baleares: 1 Ley, 8 Decretos y 3 Órdenes

Canarias: 2 Leyes, 5 Decretos y 8 Órdenes

La Rioja: 1 Ley, 2 Decretos y 1 Orden

Navarra: 2 Leyes Forales y 4 Decretos Forales

País Vasco: 1 Ley, 10 Decretos y 3 Órdenes

Principado de Asturias: 1 Ley y 1 Decreto

Región de Murcia: 1 Ley, 3 Decretos y 2 Órdenes



4.  EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y LA COORDINACIÓN DE LAS POLICÍAS LOCALES POR LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

El artículo 1 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional determina que «es el intérprete supremo de la Constitución», definiéndose así la función específica de aquél y manifestándose ésta en cuatro grandes áreas, según la propia Constitución Española de 1978:

1. Control de la constitucionalidad de las leyes y demás normas con fuerza de Ley.

2. Garantía de los derechos fundamentales y libertades.

3. Resolución de los conflictos de competencia entre los diferentes órganos del Estado y las Comunidades Autónomas.

4. De las demás materias que le atribuyen la propia Constitución y las leyes.

Evidentemente, de las cuatro funciones citadas, nos interesan especialmente dos: la constitucionalidad de las leyes y los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas, pues es dentro de esos dos posibles ámbitos donde la actuación del Tribunal Constitucional, en palabras de RUIZ HUERTA «la actuación se convierte en substancial y que afecta, a lo que genéricamente se puede denominar como cláusulas abiertas de la Constitución, es decir, aquellos contenidos constitucionales que no han sido concretados en el texto constitucional, por voluntad del constituyente» (161) , entre los que entendemos se encuentra la competencia constitucional prevista en el apartado 22 del artículo 148.1 «la coordinación y demás facultades en relación con las policías locales en los términos que establezca una Ley orgánica». Cláusula abierta y dejada a la remisión a una Ley Orgánica, donde se concretó el ejercicio de las funciones coordinadoras y demás facultades y que vimos con anterioridad.

Partiendo de esa premisa y entendiendo que la competencia constitucional atribuida a las Comunidades Autónomas de coordinar las Policías Locales, es una cláusula abierta, coincidimos con RUBIO LLORENTE al señalar que aquélla «aparece en términos tan complejos que no parece exagerado afirmar que el sistema completo sólo puede ser obra jurisprudencial» (162) .

Por consiguiente, la interpretación del Tribunal Constitucional resulta también fundamental para completar el sistema de competencias que señala la Constitución, que como dice MUÑOZ MACHADO «la función interpretativa de la Constitución que el tribunal Constitucional tiene atribuida es realmente crucial para el proceso aplicativo de la Constitución» (163) .

Y esa labor interpretativa, cuando afecta a las cláusulas abiertas de la Constitución, en palabras de RUIZ HUERTA (164)  «prolonga el mismo contenido constitucional, que se moldea en la labor interpretativa hasta darle un contenido preciso». En esta línea, que manifiesta lo que llamamos la función completiva de la Constitución, puede llegar a decirse, siguiendo a RUBIO LLORENTE, que los Tribunales Constitucionales, en su labor interpretativa «crean auténticos preceptos jurídicos y siempre normas, si se entiende que éstas son el contenido concreto que al simple precepto da la interpretación» (165) . Manifestación o creación de normas jurídicas que deriva en una función normativa continuada de la Constitución cuando extiende su fuerza y es aplicada a la realidad con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, dando así significado a aquellas cláusulas abiertas.

Siguiendo nuevamente a RUIZ HUERTA «se produce así la creación de ese factor jurídico que va a estar en la base de la aparición jurisprudencial de la idea del bloque de constitucionalidad, en cuanto que la jurisprudencia constitucional, al completar el texto constitucional, el sistema de organización territorial del poder que ella misma introduce, provoca una ampliación de lo que puede llamarse «marco de la constitucionalidad» (166) .

El contenido constitucional del artículo 148.1.22 deja su desarrollo a una Ley Orgánica y a la asunción de las competencias por las Comunidades Autónomas, apreciándose, dados los desajustes entre precepto constitucional, Ley Orgánica y Leyes coordinadoras, que determinadas manifestaciones legislativas no cumplen o se exceden en el papel específico en la articulación normativa a la hora de asumir la competencia constitucional del 148.1.22.

Por todo ello, la intervención del Tribunal Constitucional se convierte en el factor decisivo que completa los ámbitos de la coordinación por las Comunidades Autónomas sobre las Policías Locales, dando virtualidad jurídica a las Leyes de Coordinación por aquéllas promulgadas. Una actuación que ha sido reiterada a lo largo de estos años de constitucionalismo y autonomía territorial. Y es que los reiterados pronunciamientos del Alto Tribunal ponen de manifiesto la realidad del bloque de la constitucionalidad, en cuanto parámetro y en cuanto elemento de cierre del proceso de interpretación de la competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

Nuestro Tribunal Constitucional ha ido creando un conjunto jurisprudencial bastante amplio, integrador de las producciones legislativas territoriales propias de las diferentes Comunidades Autónomas, aún hoy no cerrado, del que vamos obteniendo una doctrina constitucional bastante clarificadora, tanto sobre la competencia constitucional como del ámbito de la coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas. La coordinación de las Policías Locales no puede exceder a lo determinado en el artículo 39 de la LOFCS porque es númerus clausus y cualquier otra competencia corresponde al Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 149.1.29 de la Constitución Española.

4.1.  Concepto y ámbito de la coordinación de las policías locales

Llegados a este punto estamos ya en condiciones de abordar el propio concepto de coordinación, y debemos antes precisar que la coordinación en el ámbito policial puede tener visiones y contenidos diferentes dado que la LOFCS emplea el término, no sólo en el contexto de lo que aquí estamos tratando: la coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas, sino también para articular los diferentes mecanismos en materia de seguridad pública, de ahí que podamos encontrar en el artículo 48 de la LOFCS mecanismos orgánicos de coordinación como el Consejo de Política de seguridad, de composición paritaria, donde se elaboran fórmulas de coordinación, acuerdos, programas de formación, de información y actuaciones conjuntas; elaboración de directrices generales y de dictamen de las disposiciones legales que afecten a los Cuerpos de Policía. Igualmente en los niveles autonómico y local se recoge la posibilidad de constituir Juntas de Seguridad en las Comunidades Autónomas y en los Municipios que dispongan de Cuerpos de Policía propios para armonizar su actuación y la de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado y como mecanismo complementario de coordinación operativa, puesto que la coordinación general se atribuye a órganos como el anteriormente citado.

Es la propia Constitución Española la que utiliza el término coordinación en el artículo 103.1 como uno de los principios de actuación de la organización administrativa al señalar que la «Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización y coordinación, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho».

En el marco de este amplio principio podemos distinguir dos variantes que, siguiendo el criterio de la jurisprudencia constitucional, podemos calificar como de «coordinación forzosa o en sentido estricto y voluntaria o de cooperación» (167) , siendo la primera de ellas la que aquí nos interesa, pues esa coordinación entre Administraciones Públicas distintas cuales son los Ayuntamientos y las Comunidades Autónomas, supone la adopción por una de ellas de una decisión de obligado cumplimiento para otra y que condiciona el ejercicio por parte de éstas de sus propias competencias. Comporta pues un cierto poder directivo de la Administración coordinadora sobre la coordinada, lo que significa que aquélla se encuentra respecto de ésta en una cierta posición de supremacía. Por eso el poder de coordinación no se presupone con carácter general, sino que debe estar atribuido caso por caso por las normas jurídicas. Si se trata, cual es el caso de las Policías Locales dependientes de los Ayuntamientos por las Comunidades Autónomas, necesita estar regulado por norma con rango de Ley. En cualquier caso, como señala SÁNCHEZ MORÓN «las facultades de coordinación no pueden ser utilizadas para fines distintos de los que justifican su ejercicio, las medidas que en virtud de ellas se adopten deben guardar una proporción adecuada con la necesidad de la acción conjunta o de la cohesión administrativa que se pretende conseguir y nunca pueden llegar a colocar a la administración coordinada en una situación de dependencia jerárquica incompatible con su autonomía» (168) .

Volviendo a la coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas, es la propia LOFCS, como vimos en el apartado anterior, la que establece cuáles son las funciones coordinadoras, materia que tiene entidad propia, pero ha sido el Tribunal Constitucional, como veremos más adelante, el que ha tenido que resolver los problemas de descoordinación que la primera etapa del Estado de las Autonomías producía; para unos, por la invasión de la autonomía municipal, recordemos que la coordinación que ejercen las Comunidades Autónomas sobre las Policías Locales se realiza sobre unos funcionarios de una Administración distinta; para aquéllas, porque desconocían los límites de la competencia, de ahí que haya sido el Tribunal Constitucional el que haya fijado su alcance en unos casos y los límites en otros.

Es precisamente la Constitución Española la que encomienda la coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas, y entendemos que lo es como fórmula que permite que el ejercicio de la autonomía municipal se desenvuelva por cauces armónicos (169) , al mismo tiempo que se garantiza que todos los ciudadanos de una Comunidad Autónoma gozan de las mismas posibilidades de protección de su seguridad y derechos, con independencia de cuál sea su lugar de residencia, y por lo tanto, el Cuerpo de Policía Local al que se le encomiende tal misión.

Por el interés que la doctrina jurisprudencial aporta, tanto al concepto propiamente de coordinación, como a su desarrollo, traemos aquí algunas sentencias que nos ayudarán a entenderlos además de conocer sus delimitaciones.

En primer lugar, una Sentencia en la que fue Ponente el recordado Constitucionalista Francisco Tomas y Valiente que entendió que la coordinación «persigue la integración de la diversidad de las partes o subsistemas en el conjunto o sistema, evitando contradicciones y reduciendo disfunciones que, de subsistir, impedirían o dificultarían, respectivamente, la realidad misma del sistema. En consecuencia la coordinación general debe ser entendida como la fijación de medios y de sistemas de relación que hagan posible la información recíproca, la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la acción conjunta de las autoridades estatales y comunitarias en el ejercicio de sus respectivas competencias, de tal modo que se logre la integración de actos parciales en la globalidad del sistema» (170) .

Por su parte el Tribunal Supremo, ante una sentencia apelada y en relación con los límites de la coordinación sobre las Policías Locales señalaba: «la coordinación de las policías locales no constituye, a tenor del artículo 148.1.22 una mera base como pueden serlo las demás relativas al Régimen Local, sino el contenido de una Ley Orgánica, a cuyos términos han de someterse las Comunidades Autónomas. Es decir, no estamos aquí en presencia del juego normativo de leyes básicas-leyes de desarrollo, al que se refiere la doctrina del Tribunal Constitucional (171) ... cuya fijación de las primeras corresponde al Estado y la legislación o normación de desarrollo corresponde a las Comunidades Autónomas» (172) .

Y en otra sentencia del Tribunal Constitucional, en la que nuevamente intervendrá Tomás y Valiente, al respecto de la autonomía local, con la que más de una vez, Ayuntamientos y Comunidades Autónomas colisionarán, señala: «la coordinación no supone una sustracción o menoscabo de las competencias de las entidades sometidas a la misma, antes bien, presupone lógicamente la titularidad de la competencia de manera que se logre la integración de actos parciales en la globalidad del sistema, integración que la coordinación persigue para evitar contradicciones y reducir disfunciones que, de subsistir, impedirían o dificultarían el funcionamiento del mismo. Así entendida, la coordinación constituye un límite al pleno ejercicio de las competencias propias de las Corporaciones Locales y como tal, en cuanto que afecta al alcance de la autonomía local constitucionalmente garantizada, sólo puede producirse en los casos y las condiciones previstas en la Ley» (173) , cual es el caso donde la coordinación y el ámbito de las funciones viene precisamente por Ley delimitado.

Atendiendo a esta consideración general y a los preceptos normativos de las Comunidades Autónomas, el desarrollo del artículo 148.1.22 en cuanto a la coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales, posee gran riqueza de posibilidades de coordinación una vez asumida la competencia sobre la materia. En un sentido amplio podemos señalar que la coordinación comprenderá el régimen estatutario de los Cuerpos de Policía Local existentes en la Comunidad respectiva, con el objetivo de lograr esa armonización entre todos ellos, pero en un sentido más concreto podemos señalar, siguiendo el artículo 39 de la LOFCS, que las modalidades de la coordinación pueden comprender:

1. La mera regulación normativa: En la que la actuación coordinadora de la Comunidad Autónoma consiste en establecer unas bases normativas para regular la organización y funcionamiento general de los Cuerpos de Policía Local, fijando su estatuto en el ámbito de la Comunidad respectiva. A través del establecimiento de Normas Marco y fijando los criterios de selección, formación y promoción, entre otros.

2. La actuación normativa y económica: En la que la acción de la Comunidad Autónoma no se detiene en la reglamentación sino que propicia condiciones, especialmente económicas, para que los Cuerpos de Policías Local y el ejercicio de sus funciones se desenvuelvan eficazmente con la homogeneización de medios técnicos, uniformes, retribuciones, etc.

3. La formación profesional: Mediante la que la Comunidad Autónoma va a propiciar unos niveles, adecuados y homogéneos, de capacitación profesional, de acuerdo con los estándares de seguridad vigentes en cada momento con la creación de Escuelas de formación.

4. La mera coordinación: A través de la creación de un órgano consultivo deliberante en el que estén representados los sectores implicados: Ayuntamientos, profesionales, la propia Comunidad Autónoma, que sirva de foro de discusión, análisis y propuesta de mejoras y soluciones a los planteamientos sobre los Cuerpos de Policía de la Comunidad.

4.2.  Las Leyes de Coordinación de Policías Locales objeto de constitucionalidad

Los primeros años del desarrollo legislativo por las Comunidades Autónomas de las funciones coordinadoras sobre las Policías Locales, una vez promulgada la LOFCS, fueron especialmente críticos. La abogacía del Estado, en representación del Gobierno, interpuso recursos de inconstitucionalidad contra un gran número de Leyes de Coordinación de Policías Locales de Comunidades Autónomas, número que ha sido ampliamente superado si prosperan las diversas cuestiones de inconstitucionalidad en tramitación a esta fecha conocidas (174) .

Podemos deducir, sin ánimo a equivocarnos, que el desarrollo constitucional y estatutario de la competencia coordinadora sobre las Policías Locales por las Comunidades Autónomas, en las postrimerías de los años ochenta e inicios de los noventa del pasado siglo XX, no podía ser peor; a la novedosa y en algunos casos no deseada y en otros excesiva competencia constitucional coordinadora de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas, se unía el celo gubernamental por limitar al máximo aquella competencia y, por qué no señalarlo, reducir el protagonismo local de aquellos Cuerpos de Seguridad que unían éste al de los Ayuntamientos democráticos en pleno desarrollo, prueba de ello son los muchos fallos desestimatorios producidos y que más adelante veremos. Y por qué no decirlo también, el de algunos Ayuntamientos que veían su siempre invocada autonomía municipal invadida por la respectiva Comunidad Autónoma, a veces, las más, con diferente signo político, cuando el legislador Constitucional con la determinación de asignar a las Comunidades Autónomas esta competencia pretendió sacar del ostracismo y abandono a los Cuerpos de Seguridad locales, con los que además se contaba en el nuevo espacio de seguridad territorial y para funciones tan importantes como es la de «proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos» que les encomienda la misma Constitución, la cual su vez también les constitucionaliza por primera vez en su dilatada historia.

A pesar de ese panorama de obstáculos y de reticencias no cabe duda de que disponer de más competencias en las Comunidades es signo también de poder, en este caso político, Administraciones que nacían en una realidad territorial nueva en España y donde tenían que hacerse un hueco entre dos Administraciones preexistentes, Estado y Ayuntamientos. Para muchas de ellas asumir competencias era todo un reto, máxime cuando también el municipalismo postconstitucional era protagonista indiscutible del cambio político y es evidente su importancia, especialmente tras las primeras elecciones municipales democráticas celebradas el año 1979.

Hoy podemos decir, con la perspectiva que da el tiempo, que la constitucionalización y posterior coordinación pretendían aprovechar el potencial de unos Cuerpos de Seguridad, las Policías Locales, que venían desenvolviéndose en una nueva realidad próxima, el municipalismo democrático recién instaurado, con las nuevas perspectivas que ofrecía la construcción de un nuevo sistema de seguridad pública y modelo de policía tras la LOCFS, sistema que hasta entonces había estado monopolizado por los Cuerpos de Seguridad del Estado, no olvidemos que muy significados con el anterior régimen y muy marcados por él. Las Policías Locales, en el contexto de los Ayuntamientos democráticos, eran entonces el Cuerpo de Policía por descubrir y por el que había que apostar.

No son de extrañar entonces los recursos interpuestos por el Gobierno de la Nación para mantener un status quo policial y evitar, en lo posible, todo aquello que lo cambiara en detrimento de los Cuerpos de Seguridad del Estado, que tenían en las entonces Policías Municipales a unos auxiliares muy rentables, los cuales empezaban a independizarse profesionalmente y ocupar un espacio de seguridad, el de los municipios, en el que hasta entonces sólo a ellos les pertenecía en exclusiva y sin dar participación a ningún otro cuerpo.

En ese contexto y consideraciones entendemos se produjeron los primeros Recursos de Inconstitucionalidad contra diversas Leyes de Coordinación de Policías Locales, hoy muchas de ellas modificadas y cuyas cuestiones, una vez resueltas, nos han dado una jurisprudencia constitucional muy interesante sobre la constitucionalización de las Policías Locales y el ámbito funcional de la coordinación de éstas por las Comunidades Autónomas que vemos sucintamente en el siguiente apartado.

4.3.  Los motivos objeto de constitucionalidad y la doctrina del Tribunal Constitucional

Aunque de forma breve, en los siguientes apartados conoceremos tanto los motivos como las Leyes de Coordinación que han sido objeto de recurso ante el Tribunal Constitucional, la mayoría interpuestos por el Gobierno y los fundamentos que el Supremo interprete de la Constitución nos ha ido dejando en cada una de las Sentencias pronunciadas sobre aspectos relacionados con la coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas. A la vista de todo ello podemos obtener conclusiones sobre los límites de las funciones y el ámbito competencial coordinador.

Para ello seguimos las Sentencias del TC, el contenido de los diferentes preceptos legales recurridos y a ESCALANTE, J., (175)  Vamos a destacar, bajo epígrafes de fácil comprensión, lo más significativo de cada recurso objeto de inconstitucionalidad y la doctrina del TC producida.

4.3.1.  Ámbito de actuación territorial de las Policías Locales

La LOFCS establece en el artículo 51.3 que los Cuerpos de Policía Local «sólo podrán actuar en el ámbito territorial del municipio respectivo, salvo en situaciones de emergencia y previo requerimiento de las Autoridades competentes».

Cuatro Comunidades Autónomas, las de Andalucía (176) ; Baleares (177) ; Madrid (178)  y Comunidad Valenciana (179)  de una forma u otra contemplaban en sus Leyes de Coordinación la posibilidad de que los Cuerpos de Policía Local pudieran ejercer sus funciones fuera del municipio respectivo. El Tribunal Constitucional ha sido claro al respecto al fallar que «la potestad coordinadora de las Comunidades Autónomas no puede introducir supuestos de actuación policial extra o supramunicipal distintos al previsto en el artículo 51.3 citado» (180) . Términos como urgencia o especiales que hacen las Leyes de Baleares o Valenciana «no son posibles por exceder de las situaciones de emergencia». En cambio encuentra conforme que las situaciones de emergencia sean autorizadas por la Junta Local de Seguridad donde éstas existan o en su defecto por el Alcalde (181) .

Recientemente, al respecto de la actuación territorial de las Policías Locales fuera del municipio respectivo debemos tener en cuenta la modificación operada por LO 16/2007, de 13 de diciembre, complementaria de la Ley para el desarrollo sostenible del medio rural, de la LOFCS para que «en los supuestos en los que dos o más municipios limítrofes, pertenecientes a una misma Comunidad Autónoma, no dispongan separadamente de recursos suficientes para la prestación de los servicios de policía local, podrán asociarse para la ejecución de las funciones asignadas a dichas policías en esta Ley».

4.3.2.  Cuerpos de Policía Local supramunicipales (182) 

Es esta previsión, la creación de cuerpos supramunicipales, el motivo que más Recursos de Inconstitucionalidad ha causado hasta la fecha, correspondiendo a las Leyes de Andalucía (183) ; Asturias (184) ; Baleares (185) ; Extremadura (186) ; Madrid (187)  y Murcia (188) . Bien por la posibilidad de crear Cuerpos de Policía por las Mancomunidades o Áreas Metropolitanas, mancomunar los servicios de estos cuerpos o crearles con carácter intermunicipal o comarcal o de ámbito superior al municipal, expresiones todas ellas contenidas en las leyes que exceden de lo que la LOFCS atribuye como funciones coordinadoras a las Comunidades Autónomas en el artículo 39 de aquélla, fundamentándolo en los siguientes términos: «estándoles excluidas la posibilidad de crear Cuerpos de Policía supramunicipales y de establecer o permitir la prestación unificada o mancomunada del servicio de Policía Local en régimen de colaboración intermunicipal» (189) , queda así delimitado el carácter estrictamente municipal de la acción policial, al municipio respectivo, y excluidas otras prestaciones supramunicipales, salvo las situaciones de emergencia que la misma LOFCS prevé.

Sorprende comprobar que una de las Leyes antes citadas, la correspondiente a las Islas Baleares, objeto de recurso de inconstitucionalidad 257/1989 y fallado por STC 49/1993 de fecha 11 de febrero, también fue objeto de Contencioso-Administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma y apelada ante el Tribunal Supremo enjuiciando un acuerdo de la Mancomunidad intermunicipal del Pla de Mallorca «sobre creación y puesta en práctica de un servicio de Policía Local en forma mancomunada, con su correspondiente plantilla orgánica y oferta pública de empleo» (190) . El Tribunal Supremo «no aprecia obstáculos para la creación del servicio de policía local mancomunado» (191) .

Igualmente comprobamos que habiendo sido este motivo el que más Recursos de inconstitucionalidad ha provocado, existe una Ley, que desconocemos haya sido objeto de recurso, que sigue contemplando esta posibilidad para los Cuerpos de Policía Local. Nos estamos refiriendo a la Ley Foral de Cuerpos de Policía de Navarra que contemplaba «podrán crear también Cuerpos de Policía las Entidades locales resultantes de la agrupación de municipios ... las de carácter asociativo que se creen para mantener un Cuerpo de Policía propio o que prevean entre sus fines específicos la creación de dicho Cuerpo ... la actuación se ejercerá de modo uniforme en el conjunto de los términos municipales o concejiles que integran la entidad» (192) .

4.3.3.  Policía Local en funciones de Policía Autonómica

Algunas Leyes de Coordinación de Policías Locales contemplaron, de forma novedosa entonces, por cuanto con ello se iniciaba un nuevo horizonte funcional para los Cuerpos de Policía Local de España, como sucede en Andalucía (193)  y Canarias (194) , la asignación a estos Cuerpos de todas o algunas de las funciones de la Policía Autonómica previstas en el art. 38.1 de la LOFCS, decía al respecto de la Ley de Andalucía la STC que el artículo 23 «viene a atribuir las funciones propias del Cuerpo de policía autonómica a determinados contingentes de la Policía Local, previo convenio con los respectivos Ayuntamientos ... reconociendo que la solución ideada no puede ser más sencilla ni de mayor economía de medios ... evita la creación de un nuevo aparato de policía autonómico, acudiendo a la estructura proporcionada por los Cuerpos de Policía Local» (195) .

Por lo que respecta a Extremadura, la Comunidad contemplaba la «posibilidad de establecer convenios con las entidades locales para ejercer las funciones de vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones».

Cataluña preveía lo contrario, que la Policía Autonómica pueda apoyar y desarrollar las funciones de las Policías Locales en aquellos municipios donde no pueden ser asumidas por éstas o en los casos de no disponer de Cuerpo policial, previo convenio (196) .

Este nuevo elenco de funciones para las Policías Locales entendía el recurrente que no le correspondían ejercer a los Cuerpos de Policía Local, a pesar de estar ejerciéndolas en la mayoría de los casos de hecho. ¿Quién no reconoce aquí que muchos Cuerpos de Policía Local diariamente velan por el cumplimiento de disposiciones de la Comunidad Autónoma respectiva o inspeccionan actividades sometidas a su disciplina y denuncian las actividades ilícitas? Y ello sucede con frecuencia en las Comunidades que no tienen Policía Autonómica, aceptándose como normal y se asume como una más de las funciones de Policía administrativa de estos Cuerpos Locales.

Pues bien, sometidos a fallo del Tribunal Constitucional los recursos, éste señala que es cierto que los preceptos recurridos establecen fórmulas alternativas no previstas explícitamente en la Ley estatal, sin embargo debe tenerse en cuenta que «la LOFCS no impone a las Comunidades Autónomas que no hubieran ejercido su competencia de creación de una policía propia el recurso obligado a la colaboración de la policía estatal para el desempeño de las funciones previstas en el artículo 38.1, sino que tal colaboración es de carácter potestativo, como se deduce claramente del término "podrán" que emplean los arts. 38.2 y 47 de la LOFCS. Si estas funciones pudieran no desempeñarse cabría pensar que la Ley Orgánica sólo permite adoptar los mecanismos sustitutorios en ella previstos o renunciar al ejercicio de las mismas. Sin embargo, al tratarse de funciones de necesario ejercicio la fórmula "podrán" debe interpretarse como aceptación de otros mecanismos sustitutivos. La previsión en la Ley Orgánica 2/1986 de la colaboración con el Estado se justifica por el hecho de que si no estuviera prevista en la Ley estatal difícilmente hubiera podido establecerla unilateralmente la Ley autonómica» (197) .

En conclusión, cuando una Ley de Coordinación prevé, previo convenio con los respectivos Ayuntamientos, la eventualidad de que las Policías Locales operen funcionalmente como Policía Autonómica al ejercer las funciones del artículo 38.1 de la LOFCS, no resulta contrario a dicha Ley, en todo caso, han de circunscribir su actuación al marco territorial del municipio respectivo según preceptúa el artículo 51.3 de la misma Ley Orgánica.

Estoy seguro que en esta interpretación del Tribunal Constitucional se puede vislumbrar un nuevo horizonte para muchos Cuerpos de Policía y también para algunas Comunidades Autónomas, que no tienen previsto crear Policía Autónoma ni desean convenir con el Estado la adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía. Por el contrario, son las Policías Locales el Cuerpo que tradicionalmente en el ámbito municipal, viene desde antiguo, ejerciendo de policía administrativa en relación con las normas locales, y ahora, por falta de policía autonómica, también para muchas Comunidades Autónomas.

4.3.4.  Acuerdos de colaboración policial entre Ayuntamientos (198) 

La actuación fuera del término municipal de los Cuerpos de Policía Local ha estado especialmente presente en los recursos de inconstitucionalidad, no es extraño que el recurrente intentara también considerar que los convenios de colaboración entre Ayuntamientos para que Policías Locales de un Municipio prestaran funciones en otros como preveían algunas leyes de coordinación, para que «en casos de necesidad ... puedan suscribir acuerdos de cooperación entre policías» (199) , «en orden a que puedan actuar ... por tiempo determinado y en régimen de comisión de servicios» (200)  y «colaborar entre sí para atender eventualmente las necesidades en situaciones especiales y extraordinarias» (201) .

El Tribunal Constitucional ante las impugnaciones ha señalado que la fórmula de colaboración es «conceptualmente distinta de las que determinan la actuación supramunicipal de las Policías Locales ... puesto que se refiere a la posibilidad de colaboración entre municipios ... y son concebibles fórmulas de colaboración distintas de la actuación extraterritorial» (202) .

Lo que la LOFCS prohíbe es «la creación de Policías Locales supramunicipales, la prestación en común de los servicios de policía y la actuación extraterritorial de los Cuerpos, pero no impide la transferencia o adscripción temporal de agentes individualmente considerados. Igualmente este mecanismo de colaboración entre municipios es perfectamente constitucional como lo será en el supuesto que dicho soporte asistencial sea convenido con Ayuntamientos "que no tengan necesariamente que disponer de un cuerpo propio de Policía Local"» (203) .

Recientemente se ha promulgado la Orden del Ministerio del Interior (204) , de 10 de noviembre, por la que se determinan las condiciones para la Asociación de Municipios con la finalidad de prestar servicios de Policía Local, de conformidad con lo previsto en la Disposición Adicional quinta de la LOFCS. Dicha disposición señala que, en todo caso, el acuerdo de colaboración respetará las condiciones que se determinen por el Ministerio del Interior y contará con la autorización de éste o, en su caso, de la Comunidad correspondiente con arreglo a lo que disponga su respectivo Estatuto de Autonomía.

4.3.5.  Medios e instrumentos de información recíproca

Esta facultad, prevista en las leyes de Cataluña (205) ; Extremadura (206)  y Galicia (207)  entendía el recurrente que no se encuentra entre las facultades de coordinación que contempla el artículo 39 de la LOFCS, lo que no es compartido por el Tribunal Constitucional, fallando que «la existencia de deberes recíprocos de intercambio de información entre Administraciones Públicas es una consecuencia del principio general de colaboración que debe presidir las relaciones entre todas ellas ... porque deriva de la esencia del modelo de organización territorial que la Constitución Española de 1978 implanta» (208) .

En este sentido, la LRJPAC ordena los principios de relación entre las Administraciones Públicas, distinguiendo entre «facilitar información a otras Administraciones, prestar cooperación y asistencia activas y coordinación de competencias» (209) .

Por consiguiente, posibilitar la información recíproca entre Cuerpos de Policía Local «no puede estimarse contraria a la Constitución Española, ni una hipotética invasión competencial, tampoco en la específica materia de las competencias en cuestiones de seguridad pública» (210) , aspecto que también expresamente viene contemplado en el artículo 3 de la propia LOFCS al establecer que «los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad ajustarán su actuación al principio de cooperación recíproca».

4.3.6.  Equivalencia de estudios profesionales

Ya la LOFCS en el artículo 2 apartados a) y b) en el contexto de las disposiciones estatutarias comunes para todos los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad señala que, la formación y perfeccionamiento de éstos «tendrá carácter profesional y permanente y los estudios que se cursen en los centros de enseñanza dependientes de las diferentes Administraciones Públicas podrán ser objeto de convalidación por el Ministerio de Educación y Ciencia...».

En parecidos términos algunas Comunidades Autónomas han previsto en sus Leyes de Coordinación también la posibilidad de convalidaciones de los estudios o Cursos que se realizan en las Escuelas de Policía Local de ellas dependientes.

Al Tribunal Constitucional llegó primeramente el Recurso de Inconstitucionalidad 1918/1990 contra la Ley de Coordinación de Policías Locales de la Comunidad Valenciana (211) , que contemplaba la «equivalencia de títulos mediante Cursos realizados en el Instituto Valenciano de Seguridad Pública o Escuelas de Policía Local de las Corporaciones Locales, siempre que dicha equivalencia fuera reconocida por la Consellería de Cultura, Educación y Ciencia».

La impugnación tiene su fundamentación en que la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales es competencia estatal, que comprende la de «establecer los títulos correspondientes a cada nivel y ciclo educativo, en sus distintas modalidades, con valor habilitante tanto desde el punto de vista académico como para el ejercicio de profesiones tituladas, es decir, de aquellas cuyo ejercicio exige un título ... así como comprende también la competencia para expedir los títulos correspondientes y para homologar los que no sean expedidos por el Estado» (212) .

Las Comunidades Autónomas pueden fijar los criterios de selección, formación, promoción y movilidad de las Policías Locales pero la Ley autonómica de coordinación no puede conferirse la facultad de homologación de los estudios y dar valor de títulos a aquéllos, lo que implica invadir la competencia exclusiva del Estado ex art. 149.1.3.º de la Constitución Española. Corresponde por tanto al Estado según el artículo 149.1.18 de aquélla, dentro de sus competencias exclusivas, establecer las «bases de la Función Pública para todas las Administraciones», de tal naturaleza «las Leyes autonómicas sobre la materia deben respetar las normas básicas estatales» (213) .

A pesar de ese pronunciamiento constitucional se contemplan Leyes de Coordinación no recurridas, que eximen en un grado de la Titulación académica preceptiva para acceder a los Grupos de clasificación de los funcionarios, cuando no se exime de aquélla por períodos de tiempo concretos o simplemente se integra a funcionarios en los citados grupos careciendo de la titulación académica exigida para ellos o considerando Cursos realizados en Escuelas de Policía de las Comunidades Autónomas a esos efectos (214) . Nos sorprenden una vez más las situaciones de hecho que se están produciendo cuando el derecho no las ampara.

Dicho esto, es cada día más frecuente contemplar cómo por los Tribunales Superiores de Justicia se resuelven recursos, sobre convocatorias para provisión de puestos de trabajo en Cuerpos de Policía Local, que siguen obviando aquellos requisitos básicos de titulación, recientemente incluso contemplamos dos Cuestiones de Inconstitucionalidad presentadas contra la vigente Ley Canaria de Coordinación de Policías Locales (215) .

4.3.7.  Movilidad entre Cuerpos de Policía Local

La tan invocada autonomía municipal, una vez más, llegará al Tribunal Constitucional con ocasión de un Recurso contra la Ley de Coordinación de Murcia, dado que ésta contemplaba que «antes de proceder a la oferta de empleo público para cubrir vacantes en los respectivos Cuerpos de Policía Local, los Ayuntamientos podrán convocar Concursos de méritos entre los miembros de las Policías Locales de la Región, según sus categorías, de conformidad con las bases que a tal efecto se aprueben por el Consejo de Gobierno» (216) .

Acertadamente la respuesta del Tribunal Constitucional será que tal previsión «no merece reproche alguno desde una perspectiva constitucional» (217) , porque una de las funciones de las Comunidades Autónomas en relación con la coordinación de las Policías Locales es la de «fijar los criterios de selección, formación, promoción y movilidad» de conformidad con el reiterado artículo 39 de la LOFCS.

Resulta por tanto claro que la movilidad funcional es un mecanismo de homogeneización en línea con los demás supuestos incluidos en la Ley Orgánica, que ha de ser configurado como límite explícito de la autonomía, dada también la preferencia otorgada a la legislación marco como norma específica. Por tanto, como termina señalando el Tribunal Constitucional «el establecimiento...de las bases para dar homogeneidad a la movilidad espacial de los servidores de esos Cuerpos en el ámbito regional limita razonablemente la autonomía municipal y no merece reproche alguno desde una perspectiva constitucional» (218) .

4.3.8.  Uniformidad y armamento

Señalamos por último dos aspectos que también fueron objeto de Recurso de Inconstitucionalidad, el trabajo sin uniforme y algunos aspectos relativos al armamento. En cuanto al primero, la Ley de Andalucía contemplaba que la dispensa en vestir el uniforme reglamentario «será objeto de concreción por los respectivos Alcaldes» (219)  contraviniendo lo preceptuado por la LOFCS que dispone que en el ejercicio de sus funciones los miembros de los Cuerpos de Policía Local «deberán vestir el uniforme reglamentario, salvo los casos excepcionales que autorice el Gobernador Civil respectivo» (220) ; es esta autoridad por tanto y no el Alcalde «a quién le corresponde otorgar, excepcionalmente y de modo singular las dispensas de uniformidad».

En cuanto al armamento, los recursos se formularon contra la Ley de Cataluña y de Andalucía, la primera de ellas contemplaba que «de acuerdo con la normativa vigente en materia de armamento, reglamentariamente se determinarán los tipos de armas, características de los depósitos, las normas para administrarlas y las medidas de seguridad de aquéllas» (221) .

Entiende al respecto el Tribunal Constitucional que este precepto es respetuoso con la competencia exclusiva estatal ex artículo 149.1.26 de la Constitución Española dado que expresamente la habilitación que se hace al reglamento autonómico se hace «de acuerdo con la normativa vigente en materia de armamento» (222) .

En la Ley de Andalucía lo que se recurría era que «el Alcalde, a iniciativa propia o a propuesta del Concejal Delegado, decidirá qué tipos de servicios se prestan con arma y cuáles no» (223) .

Entiende el Tribunal Constitucional que se acomoda y responde a lo dispuesto en el artículo 21.h) de la LRBRL que sitúa a los Cuerpos de Policía Local bajo la Jefatura del Alcalde, quien «nombra y sanciona a los funcionarios que usan armas», igualmente es de su competencia «la facultad de determinar qué servicios específicos se prestarán con arma y cuáles no». La Ley autonómica no invade la competencia estatal «limitándose a asignar al Alcalde una facultad de decisión típicamente jerárquica» (224) .

CAPÍTULO XII. LOS MUNICIPIOS SIN CUERPO DE POLICÍA LOCAL Y LOS AUXILIARES

1.  LOS MUNICIPIOS SIN CUERPO DE POLICÍA LOCAL

La previsión de respuesta «policial» a las necesidades de «seguridad» en los municipios que por falta de número de habitantes no pueden disponer de policías o apoyo a éstos, ya encontraba una respuesta en el RFAL de 1952 en el que se señalaba que «serán auxiliares de la policía municipal, los funcionarios subalternos que tengan asignadas misiones secundarias de vigilancia en relación con los servicios y dependencias municipales, así como los vigilantes nocturnos o serenos, del comercio y particulares, porteros, vigilantes de alcantarillado, electricidad y otros» (225) .

Más recientemente, el TRRL que determina los extremos donde existirá cuerpo de Policía Local establece quiénes desempeñarán su misión donde éste no exista, y lo hace en los siguientes términos: «donde no existan (policías locales), su misión se llevará a cabo por los auxiliares de la policía local, que comprenderá el personal que desempeñe funciones de custodia y vigilancia de bienes, servicios e instalaciones, con la denominación de guardas, vigilantes, agentes, alguaciles o análogos» (226) , como vemos, disposición muy similar a la que se contemplaba en 1952.

La LOCFS igualmente vendrá a reproducir nuevamente las previsiones normativas antes citadas y en el Título V que ésta dedica a las Policías Locales volverá a señalar que los cometidos, donde ésta no exista, serán ejercidos por «el personal que desempeñe funciones de custodia y vigilancia de bienes, servicios e instalaciones, con la denominación de guardas, vigilantes, agentes, alguaciles o análogos» (227) .

La realidad de este personal hoy, bajo denominaciones y funciones tan diversas, en algunos casos coetáneos e incluso antecesores en los orígenes de las actuales policías locales (228) , hoy son empleados municipales en unos casos encuadrados según el citado TRRL en la subescala de subalternos (229)  que a tenor del mismo pertenecerán a ésta «los funcionarios que realicen tareas de vigilancia y custodia interior de oficinas, así como misiones de conserje, ujier, portero u otras análogas en edificios y servicios de la corporación» o bien, si son propiamente auxiliares de la Policía Local, «pertenecerán a la subescala de servicios especiales que el mismo TRRL señala en la clase de Policía local y sus auxiliares» (230) .

1.1.  Los Auxiliares de la Policía en las normas de las Comunidades Autónomas

Hoy la respuesta a los cometidos de la Policía Local, en los municipios donde ésta no existe, encuentra respuesta en las Leyes de Policía o de Coordinación de Policías Locales promulgadas por las Comunidades Autónomas, así y teniendo en cuenta las diversas normas promulgadas por aquéllas sobre las Policías Locales observamos, respecto de los municipios que no disponen de Policía Local, las siguientes variables sobre este personal auxiliar de aquéllas (231) :

a) Diversidad de denominaciones

Si bien, como señalamos anteriormente, la denominación genérica de este personal venía siendo la de «auxiliares de policía local» comprendiendo a los guardas, vigilantes, alguaciles o análogos (232) , denominaciones que recogerá también la LOFCS añadiendo la de «agentes» (233) , las normas de coordinación en unos casos utilizan alguna de estas denominaciones y en otros las combinan entre sí encontrando las denominaciones de Vigilantes Municipales en Andalucía, Canarias, Castilla-La Mancha y Castilla y León; Auxiliares de Policía Local en Cantabria, Comunidad Valenciana, Extremadura, La Rioja y Región de Murcia; Vigilantes en Cataluña; Agentes auxiliares de Policía Local en Galicia y Madrid; Policías auxiliares en las Islas Baleares y Alguaciles en Navarra.

b) Desempeño de las funciones de Policía Local

En principio, a tenor de lo dispuesto en el TRRL las funciones a desempeñar por los Auxiliares de Policía Local son las que venían desarrollando como personal de «custodia y vigilancia de bienes, servicios e instalaciones» a las que la LOFCS añade los «cometidos de la Policía Local donde ésta no exista». Tan amplio abanico de posibilidades funcionales ha sido concretado por algunas Comunidades Autónomas asignando de forma genérica las atribuidas a las Policías Locales en la LOFCS (234)  en Andalucía, Aragón, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Extremadura, Islas Baleares, La Rioja, Navarra y Región de Murcia. En cambio son previstas expresamente, como funciones propias de estos Auxiliares de Policía Local con carácter de policiales por las normas de Cantabria, Cataluña, Castilla-La Mancha, Extremadura, Galicia, Islas Baleares, Madrid y País Vasco.

c) La Existencia de Auxiliares de Policía Local

En los textos legales previos a las normas coordinadoras de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas, la existencia de Auxiliares de Policía sólo cabe «donde no exista Policía Local» (235) , así expresamente lo establecen las normas en Aragón, Extremadura, La Rioja, Madrid y Navarra. Forman parte de los Cuerpos policiales en Galicia. El resto de Comunidades Autónomas entendemos que, al no señalar nada al respecto, es de aplicación lo establecido en TRRL que venimos citando y la existencia de los Auxiliares, en principio sólo se dará en aquellos municipios donde no exista Policía Municipal.

No obstante lo anterior, el personal auxiliar de la Policía Local parece que en los últimos años pretende implantarse nuevamente en los Ayuntamientos en coexistencia con los Cuerpos de Policía Local, una modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial (236)  ya introdujo a su vez otra modificación en la LOFCS en lo relativo a la funciones a desempeñar por los Cuerpos de Policía Local en la que se contempla «personal auxiliar» para desempeñar las funciones de tráfico, eso sí, aplicable en aquellos Municipios denominados Gran Población (237) . Recientemente, el Ayuntamiento de Madrid, que ya se encontraba incluido en la anterior norma, en el contexto de su Ley de Capitalidad y de Régimen Especial, ha contemplado personal auxiliar de la policía municipal nuevamente (238) .

d) Limitación de número de Auxiliares

Ninguna norma legal previa establecía para los Municipios limitación alguna en el número de este personal subalterno o auxiliar, son las normas de las Comunidades Autónomas las que vienen a determinarlo ahora. Así, en Madrid no más de dos, no más de tres en Extremadura, en Aragón, Castilla-La Mancha y Comunidad Valenciana y no más de cuatro y hasta un máximo de siete en Castilla y León.

e) Extensión de la coordinación por la Comunidad Autónoma

Dado que son muchas las normas de las Comunidades Autónomas que contemplan a este personal auxiliar en el contexto de las normas sobre coordinación de las Policías Locales, varias extienden ésta también a aquel personal. Expresamente así lo contemplan Andalucía, Aragón, Castilla-La Mancha, Comunidad Valenciana, La Rioja y el Principado de Asturias.

f) Carácter de Agentes de la autoridad de los Auxiliares

La LOFCS confiere el carácter de «agentes de la autoridad en el ejercicio de sus funciones, a todos los efectos, a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad» (239) . No obstante esta exclusividad, las normas de coordinación de Canarias, Islas Baleares y Madrid, establecen tal carácter también para los Auxiliares en el ejercicio de sus funciones, carácter que parece procedente reconocer cuando desempeñen funciones propias de los Cuerpos de Policía Local, como recientemente también se ha reconocido a otros «cuerpos de funcionarios» los denominados Agentes de Movilidad (240)  que sin integrarse en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad desempeñan algunas funciones propias de los Cuerpos de Policía Local.

g) Portar armas

El uso, como dotación, de armas por los Auxiliares de Policía Local, en unos casos expresamente lo prohíben algunas normas como en la Comunidad Valenciana, Islas Baleares y Madrid pero en cambio se autoriza en Navarra. El resto de normas silencian tal posibilidad.

h) Clasificación administrativa de los Auxiliares

Como cualquier otro tipo de funcionarios, de conformidad con la LRFP, éstos «se agruparán de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso» (241) , debiendo tener en cuenta para ello la pertenencia de los Auxiliares de Policía Local a una escala concreta, que en principio entendemos corresponde a la de «servicios especiales, clase Policía Local y sus auxiliares» (242) .

Al respecto de ello, expresamente algunas normas de Comunidades Autónomas contemplan para los Auxiliares de Policía Local el grupo D, hoy C2 de conformidad con el EBEP, como lo hacen Castilla y León, Extremadura, Islas Baleares y Región de Murcia; en Navarra establecen a los Alguaciles en el grupo C1. El resto de Comunidades no establecen nada al respecto (243) .

Por tanto, en los Ayuntamientos que no disponen de Cuerpo de Policía Local, de una manera u otra, sí pueden disponer de determinados funcionarios que desempeñen las funciones que le son propias a las policías locales.

2.  EL ÁMBITO DE ACTUACIÓN DE LOS CUERPOS DE POLICÍA LOCAL

Los primeros años del desarrollo legislativo de las funciones coordinadoras sobre las Policías Locales por las Comunidades Autónomas, una vez promulgada la LOFCS, fueron especialmente críticos. La abogacía del Estado, en representación del Gobierno, interpuso diversos recursos de inconstitucionalidad contra un gran número de Leyes de Coordinación de Policías Locales de Comunidades Autónomas (244) .

Podemos deducir, sin ánimo a equivocarnos, que el desarrollo constitucional y estatutario de la competencia coordinadora sobre las Policías Locales por las Comunidades Autónomas, en las postrimerías de los años ochenta e inicios de los noventa del pasado siglo XX, a la novedosa y en algunos casos no deseada y en otros excesiva competencia constitucional coordinadora de las Policías Locales, se unía el celo gubernamental por limitar al máximo aquella competencia y así reducir el protagonismo local de aquellos Cuerpos de Seguridad que unían a éste el de los Ayuntamientos democráticos entonces constituidos, prueba de ello son los muchos fallos del TC que en aquellos años se produjeron y especialmente en relación con los aspectos: El ámbito de actuación funcional y territorial de los Cuerpos de Policía Local.

2.1.  El ámbito de actuación territorial y funcional

La LOFCS establece que los Cuerpos de Policía Local «sólo podrán actuar en el ámbito territorial del municipio respectivo, salvo en situaciones de emergencia y previo requerimiento de las Autoridades competentes» (245) .

Cuatro Comunidades Autónomas, las de Andalucía (246) ; Baleares (247) ; Madrid (248)  y Comunidad Valenciana (249)  de una forma han contemplado en sus Leyes de Coordinación la posibilidad de que los Cuerpos de Policía Local pudieran ejercer sus funciones fuera del municipio respectivo. El Tribunal Constitucional ha sido claro al respecto al fallar que «la potestad coordinadora de las Comunidades Autónomas no puede introducir supuestos de actuación policial extra o supramunicipal distintos al previsto en el artículo 51.3 citado» (250) . Términos como urgencia o especiales que hacen las Leyes de Baleares o Valenciana «no son posibles por exceder de las situaciones de emergencia». En cambio encuentra conforme que las situaciones de emergencia sean autorizadas por la Junta Local de Seguridad donde éstas existan o en su defecto por el Alcalde (251) .

Al respecto de la actuación territorial y funcional de los Policías Locales fuera del municipio respectivo debemos tener en cuenta dos modificaciones operadas en la LOFCS, una el párrafo añadido por la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo, para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la seguridad de los concejales que establece que cuando aquéllos «ejerzan funciones de protección de autoridades de las corporaciones locales, podrán actuar fuera del término municipal respectivo y otra modificación la operada por la Ley Orgánica 16/2007, de 13 de diciembre, complementaria de la Ley para el desarrollo sostenible del medio rural, que tratamos específicamente en otro apartado de este mismo capítulo, y que contempla la posibilidad de que municipios con escasos recursos para la prestación de un determinado servicio público -como es policía local-, puedan asociarse para la ejecución conjunta del mismo».

2.2.  Los cuerpos de policía local supramunicipales

Una previsión contemplada por algunas Comunidades Autónomas en sus funciones coordinadoras sobre las Policías Locales fue la previsión de creación de cuerpos supramunicipales. Fue éste el motivo que más Recursos de Inconstitucionalidad ha causado hasta la fecha, correspondiendo a las Leyes de Andalucía (252) ; Asturias (253) ; Baleares (254) ; Extremadura (255) ; Madrid (256)  y Murcia (257) . Bien por la posibilidad de crear Cuerpos de Policía por las Mancomunidades o Áreas Metropolitanas, mancomunar los servicios de estos cuerpos o crearles con carácter intermunicipal o comarcal o de ámbito superior al municipal, expresiones todas ellas contenidas en las leyes de coordinación que exceden de lo que la LOFCS atribuye como funciones coordinadoras a las Comunidades Autónomas (258) , fundamentándolo en los siguientes términos: «estándoles excluidas la posibilidad de crear Cuerpos de Policía supramunicipales y de establecer o permitir la prestación unificada o mancomunada del servicio de Policía Local en régimen de colaboración intermunicipal» (259) , queda así delimitado el carácter estrictamente municipal de la acción policial, al municipio respectivo, y excluidas otras prestaciones supramunicipales, salvo las situaciones de emergencia que la misma LOFCS prevé y la nueva posibilidad contemplada de asociarse que veremos más adelante.

Sorprende comprobar que una de las Leyes de coordinación antes citadas, la correspondiente a las Islas Baleares, objeto de recurso de inconstitucionalidad 257/1989 y fallado por STC 49/1993 de fecha 11 de febrero, también fuera objeto de Contencioso-Administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma y apelada ante el Tribunal Supremo, enjuiciando un acuerdo de la Mancomunidad intermunicipal del Pla de Mallorca «sobre creación y puesta en práctica de un servicio de Policía Local en forma mancomunada, con su correspondiente plantilla orgánica y oferta pública de empleo» (260) . El Tribunal Supremo «no aprecia obstáculos para la creación del servicio de policía local mancomunado» (261) .

Igualmente comprobamos que habiendo sido este motivo el que más recursos de inconstitucionalidad ha provocado, como ya citamos, una Ley de Policía que no fue objeto de recurso, la Ley Foral de Cuerpos de Policía de Navarra, contemplaba que «podrán crear también Cuerpos de Policía las Entidades locales resultantes de la agrupación de municipios ... las de carácter asociativo que se creen para mantener un Cuerpo de Policía propio o que prevean entre sus fines específicos la creación de dicho Cuerpo ... la actuación se ejercerá de modo uniforme en el conjunto de los términos municipales o concejiles que integran la entidad» (262) .

2.3.  Los Acuerdos de colaboración policial entre Ayuntamientos (263) 

La actuación fuera del término municipal de los Cuerpos de Policía Local ha estado especialmente presente en los recursos de inconstitucionalidad a algunas Leyes de Coordinación de Comunidades Autónomas, no es extraño que el recurrente intentara también considerar que los convenios de colaboración entre Ayuntamientos para que Policías Locales de un Municipio prestaran funciones en otros y para que «en casos de necesidad ... puedan suscribir acuerdos de cooperación entre policías» (264) , «en orden a que puedan actuar ... por tiempo determinado y en régimen de comisión de servicios» (265)  y «colaborar entre sí para atender eventualmente las necesidades en situaciones especiales y extraordinarias» (266) , se considerara que era excederse en las competencias coordinadoras.

El Tribunal Constitucional ante las impugnaciones ha señalado que la fórmula de colaboración es «conceptualmente distinta de las que determinan la actuación supramunicipal de las Policías Locales ... puesto que se refiere a la posibilidad de colaboración entre municipios ... y son concebibles fórmulas de colaboración distintas de la actuación extraterritorial» (267) .

Lo que la LOFCS prohíbe es «la creación de Policías Locales supramunicipales, la prestación en común de los servicios de policía y la actuación extraterritorial de los Cuerpos, pero no impide la transferencia o adscripción temporal de agentes individualmente considerados. Igualmente este mecanismo de colaboración entre municipios es perfectamente constitucional como lo será en el supuesto que dicho soporte asistencial sea convenido con Ayuntamientos que no tengan necesariamente que disponer de un cuerpo propio de Policía Local» (268) .

Precisamente la Disposición Adicional quinta de la LOFCS, introducida por la Ley Orgánica 16/2007, que hemos citado con anterioridad, contempla que «cuando dos o más municipios limítrofes, pertenecientes a una misma Comunidad Autónoma, no dispongan de separadamente de recursos suficientes para la prestación de los servicios de policía local, puedan asociarse para la ejecución de las funciones asignadas a dichas policías en la citada LOFCS».

La citada disposición señala, que en todo caso, el acuerdo de colaboración para la prestación de servicios por los Cuerpos de Policía Local dependientes de los respectivos municipios respetará las condiciones que se determinen por el Ministerio del Interior y contará con la autorización de éste o, en su caso, de la Comunidad Autónoma correspondiente con arreglo a lo que disponga su respectivo Estatuto de Autonomía.

Con la citada finalidad, se ha promulgado la Orden del Ministerio del Interior (269) , de 10 de noviembre, por la que se determinan las condiciones para la Asociación de Municipios con la finalidad de prestar servicios de Policía Local, de conformidad con lo previsto en la Disposición Adicional quinta de la LOFCS.

Esta Orden viene a desarrollar la Disposición Adicional quinta de la LOFCS, estableciendo los siguientes requisitos:

a) Ser municipios limítrofes y pertenecientes a una misma Comunidad Autónoma.

b) No disponer separadamente de recursos suficientes para la prestación de servicios de policía local.

c) Que la suma de las poblaciones de los municipios asociados no supere la cifra de 40.000 habitantes.

Para la prestación conjunta de los servicios de policía local previstos en la Orden los municipios interesados deberán suscribir el oportuno acuerdo de colaboración en el cual constarán, entre otros, los siguientes aspectos:

a) Identificación de los municipios que suscriben el Acuerdo.

b) Causas que justifican la asociación para la prestación de servicios de policía local, de conformidad con lo previsto en la Disposición Adicional quinta de la LOFCS, y en especial, la insuficiencia de recursos de cada municipio asociado.

c) Determinación del órgano encargado de coordinar el funcionamiento de los servicios de policía local, así como la composición y funciones, en su caso, de la Comisión Mixta encargada de velar por el seguimiento del Acuerdo, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Alcalde en el párrafo i del apartado primero del artículo 21 de la LRBRL.

d) Vigencia del Acuerdo.

De conformidad con lo previsto en la Disposición Adicional quinta de la LOFCS, con carácter previo a la suscripción del acuerdo de colaboración se deberá obtener la autorización de la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior o, en su caso, autorización de la Comunidad Autónoma competente, salvaguardadas estas competencias expresamente por la Disposición Adicional primera y concretado en la Disposición Final primera cuáles serán las Comunidades Autónomas que puedan autorizar el acuerdo, aquellas que hayan asumido en sus Estatutos competencias para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento del orden público.

La solicitud de autorización deberá incluir una memoria explicativa del proyecto de asociación, las razones que justifican la misma, los certificados correspondientes del número de habitantes de los municipios, los certificados del Pleno de los respectivos Ayuntamientos aprobando la suscripción del futuro acuerdo de colaboración, el número de funcionarios que integrará la policía local y el lugar donde se ubicará su sede.

Respecto del régimen y competencias de los policías locales de la asociación, éstos se someterán a los mismos principios básicos de actuación, tendrán el mismo régimen estatutario y asumirán las mismas funciones que las asignadas por el ordenamiento jurídico vigente a las policías locales.

La Orden Ministerial contempla otros extremos relativos a la exclusividad de la asociación, la vigencia de ésta bien indefinida o temporal y la posible modificación o disolución entre otros (270) .

3.  LOS DENOMINADOS AGENTES DE MOVILIDAD

La Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial en la Disposición Adicional decimoquinta modifica la LOFCS, añadiendo un apartado 3 al artículo 53 de la citada Ley Orgánica, con el siguiente texto: «En los municipios de gran población podrán crearse, por el Pleno de la Corporación, Cuerpos de funcionarios para el ejercicio exclusivo de las funciones previstas en el párrafo b) del apartado 1 (271) . Dichos funcionarios no se integrarán en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y en el ejercicio de esas funciones tendrán la consideración de Agentes de la Autoridad, subordinados a los miembros de los respectivos Cuerpos de Policía Local (272) ».

Los funcionarios integrantes de los cuerpos referidos en el párrafo anterior se regirán por las normas contenidas en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de Función Pública, y las demás normas que se dicten en desarrollo de la misma (273) , hoy principalmente el Estatuto Básico del Empleado Público, si bien como el resto de funcionarios públicos locales, éstos también podrán disponer del correspondiente Reglamento Municipal, como así se han realizado por algunos Ayuntamientos (274) .

Las características principales que diferencian a estos funcionarios locales se pueden concretar en las siguientes:

a) Al tratarse de funcionarios públicos locales, el acceso a la función pública será de conformidad con las normas establecidas en el EBEP. Este personal será funcionario de carrera del Ayuntamiento respectivo, integrado, conforme a la normativa de aplicación, en la Escala de Administración Especial, Subescala de Servicios Especiales, clase de Cometidos Especiales, Grupo C, Subgrupo C2.

b) El cuerpo de Agentes de Movilidad expresamente estará subordinado a los miembros de los respectivos Cuerpos de Policía Local del Ayuntamiento de los que éstos dependen.

c) Son sólo Agentes de la Autoridad cuando estén de servicio y revestidos de ésta cuando desempeñen las funciones que le son propias: Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo establecido en las normas de circulación, pudiéndose concretar éstas en las siguientes (275) :

Las funciones propias de estos Cuerpos son las establecidas para los Cuerpos de Policía Local en el art. 53 párrafo b) del apartado 1 de la LOFCS: Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo establecido en las normas de circulación, si bien éstas se desarrollan reglamentariamente por los Ayuntamientos, pudiendo concretarse a similitud de las fijadas por el Ayuntamiento de Madrid (276) , en las siguientes:

a) El encauzamiento de la circulación rodada y peatonal, la vigilancia de los estacionamientos públicos e intersecciones viales y los demás cometidos que tiendan a dar fluidez y seguridad al tráfico.

b) Para el desarrollo de las funciones de ordenación, regulación y señalización, el Cuerpo de Agentes de Movilidad deberá coordinarse con todos aquellos servicios o administraciones que sean necesarios para optimizar el tráfico en todas las vías urbanas.

c) La vigilancia y control de los transportes, tanto públicos como privados, para hacer cumplir sus normas reguladoras (277) .

d) Contribuir a la mejora de la seguridad vial y de la educación vial, prestando la colaboración precisa a los organismos y centros que lo soliciten.

e) Coordinación y colaboración con los controladores del Servicio de Estacionamiento Regulado (SER-ORA) y del Control de los Carriles-Bus (SACE), así como ordenar la retirada de vehículos por la grúa.

f) Colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en tareas de auxilio en caso de accidentes, manifestaciones y conflictos privados que tengan incidencia sobre el tráfico.

g) Colaborar y vigilar en el cumplimiento del control de emisiones contaminantes con motivo del tráfico rodado.

h) Participar en el control de todas aquellas actuaciones realizadas en la calle por las que se prevea cortar la circulación.

i) Cualquier otra función que, de acuerdo con el ordenamiento jurídico, se le atribuya o encomiende.

En cuanto a su estructura y organización, los principios básicos de actuación, las categorías profesionales, uniformidad, formación, régimen interior y demás aspectos integrantes de su estatuto se estará a lo que se disponga en el respectivo Reglamento Municipal, si bien algunas normas relativas a las Policías Locales promulgadas por las Comunidades Autónomas ya contemplan dentro de ellas este tipo de Cuerpos.
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	 Ver Texto 




	 (22) 

	Acuerdo del Pleno de la Sala Segunda de fecha 17 de julio de 2002: Responsabilidad civil subsidiaria del Estado por los daños causados por los Agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, por el uso del arma reglamentaria.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Resolución 169/34 de 1979, de la Asamblea General de las Naciones Unidas


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Resolución 690 de 1974 de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa


	 Ver Texto 




	 (25) 

	CEREZO MIR, J., «La eximente de obrar en el cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo», en Anuario de Derecho Penal, Madrid, 1987, pág. 273 y ss.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	AROSTEGUI MORENO, J., «Los delitos de atentado contra la autoridad, sus agentes y los funcionarios públicos en el Derecho Penal español», en Noticias Jurídicas, septiembre 2008.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	PORTILLA CONTRERAS, G., El delito de práctica ilegal de detención por funcionario público, Edersa, Madrid, 1993, pág. 167.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	PORTILLA CONTRERAS, G., ídem, págs. 327 y 328.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	QUERALT, J. J., El policía y la Ley, Barcelona, 1996, pág. 109.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	PORTILLA CONTRERAS, G., ídem, pág. 328.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas en su Resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979.


	 Ver Texto 




	 (32) 

	Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales ha sido modificado por las disposiciones del Protocolo n.º 14 (STCE n.º 194) su entrada en vigor ha sido el 1 de junio de 2010.


	 Ver Texto 




	 (33) 

	ESCALANTE CASTARROYO, J., Policías Locales 1978-2008 Marco Estatutario, Edit. Dikinson, S. L., 2008, pág. 174 y ss.


	 Ver Texto 




	 (34) 

	Cuanto sigue debemos contemplarlo, con las peculiaridades propias aplicables a las FCS, en el contexto de la citada Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, la cual expresamente señala que «las disposiciones de este Estatuto sólo se aplicarán directamente cuando así lo disponga su legislación específica ... e) Personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad», (artículo 4).


	 Ver Texto 




	 (35) 

	El 14 de junio de 2007, entró en vigor la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público que clasifica los Cuerpos y Escalas de los funcionarios de carrera en Grupos de acuerdo con la titulación exigida para el acceso a los mismos (art. 76). Transitoriamente, los Grupos de clasificación existentes a la entrada en vigor del Estatuto fueron integrados en los Grupos de clasificación profesional de funcionarios de acuerdo con las siguientes equivalencias: Grupo A: Subgrupo A1; Grupo B: Subgrupo A2; Grupo C: Subgrupo C1; Grupo D: Subgrupo C2, y Grupo E: Agrupaciones Profesionales a que hace referencia la Disposición Adicional séptima de la citada Ley 7/2007.


	 Ver Texto 




	 (36) 

	Véanse al respecto las Leyes Orgánicas 12/2007, de 22 de octubre de Régimen Disciplinario de la Guardia Civil y 4/2010, de 20 de mayo, de Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía. Respecto de las Policías Autonómicas y Locales debemos tener en cuenta también las respectivas Leyes de Policía o de Coordinación de la Comunidad Autónoma respectiva.


	 Ver Texto 




	 (37) 

	Desarrollado por Real Decreto 315/1987, de 27 de febrero, sobre normas para la celebración de elecciones a representantes del CNP, en el consejo de Policía y determinación de la condición de representante de los Sindicatos, modificado por los Reales Decretos 322/1991, de 15 de marzo y 327/1999, de 26 de febrero.


	 Ver Texto 




	 (38) 

	
A la Policía Autonómica de Cataluña le es de aplicación la Ley 26/2002, de 28 de noviembre, de modificación de la Ley 10/1994, de 11 de julio, de la Policía de la Generalidad-Mozos de Escuadra, en relación con la afiliación sindical de los miembros del Cuerpo.

Para la Policía del País Vasco le es de aplicación la Ley 6/2006, de la Presidencia del Gobierno, de 1 de diciembre, que modifica al artículo 100 de la Ley 4/1992, de 17 de julio, de Policía del País Vasco, ubicado en el Capítulo VIII dedicado a la representación y participación en la determinación de las condiciones de trabajo, artículos 98 al 104.

Respecto de la Policía Foral de Navarra los derechos sindicales les vienen recogidos en el artículo 49.c) de la reciente Ley 8/2007, de 23 de marzo, de las Policías de Navarra.



	 Ver Texto 




	 (39) 

	Este párrafo fue declarado inconstitucional por STC 55/1990, de 28 de marzo.


	 Ver Texto 




	 (40) 

	La Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, suprimió la figura de los Gobernadores Civiles, que son sustituidos por los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y los Subdelegados del Gobierno en las provincias. Según el artículo 23.3 de la mencionada Ley, corresponde a los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas la jefatura de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, quienes ejercerán las competencias del Estado en esta materia bajo la dependencia funcional del Ministerio del Interior. Y el artículo 29.3 dispone que en las provincias en las que no radique la sede de las Delegaciones del Gobierno, el Subdelegado del Gobierno, bajo la dirección y la supervisión del Delegado del Gobierno, ejercerá la competencia de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades, garantizando la seguridad ciudadana, todo ello dentro de las competencias estatales en la materia. A estos efectos dirigirá las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en la provincia.


	 Ver Texto 




	 (41) 

	Véase el Real Decreto 1438/2010, de 5 de noviembre, sobre misiones de carácter militar que pueden encomendarse a la Guardia Civil.


	 Ver Texto 




	 (42) 

	Véase también respecto de la Policía Judicial el Capítulo I de la 2.ª Parte: Concepto y regulación de la Policía Judicial: Normativa vigente.


	 Ver Texto 




	 (43) 

	Véase el RD 222/1991, de 22 de febrero, por el que se regulan las Unidades del CNP adscritas a las Comunidades Autónomas, modificado por el RD 1089/2000, de 9 de julio.


	 Ver Texto 




	 (44) 

	Véase la Ley 2/2008, de 28 de mayo y la Ley 9/2009, de 16 de julio, de modificación de la Ley 2/2008, del Cuerpo General de la Policía Canaria y el Decreto 117/2010, de 26 de agosto, por el que se corrigen errores en el Anexo del Decreto 178/2008, de 29 de julio, por el que se aprueba el Catálogo Provisional de Puestos de Trabajo del Cuerpo General de la Policía Canaria para 2008.


	 Ver Texto 




	 (45) 

	Véase la Ley 8/2007, de 13 de junio, de Policía de Galicia.


	 Ver Texto 




	 (46) 

	
Las Comunidades Autónomas que en la actualidad disponen de Unidades del CNP son Galicia, Comunidad Valenciana, Andalucía, Asturias, Aragón y Madrid, y ello a pesar de prever algunas de las citadas, en sus Estatutos de Autonomía, la previsión de Cuerpo de Policía propio.

Por lo que respecta a Madrid con fecha 28 de julio de 2009 fue suscrito Convenio entre el Ministerio del Interior y la Comunidad de Madrid por el que se adscribe una Unidad de Cooperación integrada por funcionarios del CNP en el ámbito de la Jefatura Superior de Madrid.



	 Ver Texto 




	 (47) 

	
«El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: ...

18.ª. Las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; ...»



	 Ver Texto 




	 (48) 

	Véase en el Capítulo VIII de esta 1.ª Parte el epígrafe 4: Órganos de coordinación.


	 Ver Texto 




	 (49) 

	La información sobre los orígenes de la Ertzaintza la hemos obtenido en la página web www.ertzaintza.net.


	 Ver Texto 




	 (50) 

	CASTELLS ARTECHE, J., La Policía Autónoma Vasca, Edit. IVAP, Oñate, 1988 y ESCURRA, L., Cuerpos armados forales: Los Mikeletes, Edit. Echaropena, Zarautz 1868.


	 Ver Texto 




	 (51) 

	Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco, BOE núm. 306, de 22 de diciembre de 1979.


	 Ver Texto 




	 (52) 

	Ley 4/1992, de 17 de julio, de Policía del País Vasco, BOPV núm. 155, de 11 de agosto de 1992.


	 Ver Texto 




	 (53) 

	Son los Cuerpos de Policía dependientes de las Diputaciones Forales restablecidos por el por el RD 2903/1980.


	 Ver Texto 




	 (54) 

	SALES, N., Historia de los Mossos d´Esquadra. La dinastía veciana y la policía catalana, siglo XVIII, Edit. Aedos, Barcelona, 1989 y en la Web corporativa de los Mossos d´Esquadra en www.gencat.net.


	 Ver Texto 




	 (55) 

	Reglamento aprobado por Real Orden de 27 de mayo de 1817.


	 Ver Texto 




	 (56) 

	Ley Orgánica 4/1979, de 18 de diciembre, Estatuto de Autonomía de Cataluña, BOE núm. 306, de 22 de diciembre de 1979, reformado por Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio.


	 Ver Texto 




	 (57) 

	Ley 19/1983, de 14 de julio, de la Policía de la Generalitat-Mossos d´Esquadra, BOE núm. 215, de 8 de septiembre de 1983, DOGC núm. 347, de 22 de julio de 1983.


	 Ver Texto 




	 (58) 

	Referencia que hicimos en el apartado anterior cuando nos referíamos a la Policía Autónoma del País Vasco: Ertzaintza.


	 Ver Texto 




	 (59) 

	Acuerdo de 30 de octubre de 1928 de la Diputación Foral de Navarra creando el Cuerpo de Policía de carreteras.


	 Ver Texto 




	 (60) 

	IZU BELLOSO, J. M., La policía foral de Navarra, Edit. Gobierno de Navarra, Pamplona, 1991 en la página Web: www.irabia.org.


	 Ver Texto 




	 (61) 

	Reglamento del Cuerpo de Policía de Carreteras y Recaudadores de Arbitrios, de 24 de enero de 1941.


	 Ver Texto 




	 (62) 

	Acuerdo de la Diputación Foral de Navarra de 11 de enero de 1963.


	 Ver Texto 




	 (63) 

	Convenio aprobado por Orden de 20 de diciembre de 1962.


	 Ver Texto 




	 (64) 

	Acuerdo de la Diputación Foral de Navarra, de 4 de diciembre, que reorganiza el Cuerpo de Policía de Carreteras.


	 Ver Texto 




	 (65) 

	Según la Ley Paccionada de 1841, el Presidente de la Diputación era el Gobernador Civil.


	 Ver Texto 




	 (66) 

	Acuerdo de la Diputación Foral de 4 de diciembre de 1964 que reorganiza el Cuerpo de Policía de Carreteras.


	 Ver Texto 




	 (67) 

	Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegración y amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, BOE núm. 195, de 16 de agosto, de 1982.


	 Ver Texto 




	 (68) 

	Ley Foral 1/1987, de 13 de febrero, de Cuerpos de Policía de Navarra, BOE núm. 131, de 2 de junio de 1987, modificada por Ley Foral, 10/1992, de 2 de julio, BONA núm. 84, de 13 de julio.


	 Ver Texto 




	 (69) 

	Art. 51.1 y 2 del Estatuto de Autonomía de Navarra.


	 Ver Texto 




	 (70) 

	Modificada por la Ley Foral 15/2010, de 25 de octubre.


	 Ver Texto 




	 (71) 

	Véanse las Disposiciones Finales primera, segunda y tercera de la LOFCS respecto de estos tres Cuerpos de Policía autonómica.


	 Ver Texto 




	 (72) 

	En www.gobiernodecanarias.org


	 Ver Texto 




	 (73) 

	Según la Disposición Final cuarta de la LOFCS cuando las Comunidades Autónomas, a que hace referencia el apartado 2 del artículo 37 de esta Ley, ejerzan sus funciones en la forma prevista en el artículo 47, -Adscripción de Unidades del CNP- la financiación de las mismas se hará al 50% con cargo a los presupuestos Generales del Estado.


	 Ver Texto 




	 (74) 

	Así se ha realizado por la Ley 9/2009, de 16 de julio, modificando la Ley 2/2008, de 28 de mayo, del Cuerpo General de la Policía Canaria.


	 Ver Texto 




	 (75) 

	Véase Decreto 117/2010, de 26 de agosto, por el que se corrigen errores en el anexo del Decreto 178/2008, de 29 de julio, por el que se aprueba el Catálogo Provisional de Puestos de Trabajo del Cuerpo General de la Policía Canaria para 2008.


	 Ver Texto 




	 (76) 

	Ley 8/2007, de 13 de junio, de Policía de Galicia.


	 Ver Texto 




	 (77) 

	Las Comunidades Autónomas que contemplaron inicialmente en sus Estatutos de Autonomía la previsión de Unidades Adscritas del CNP eran: Andalucía, Aragón, Cantabria, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Comunidad Valenciana, Extremadura, Galicia, La Rioja, Principado de Asturias y Región de Murcia, si bien algunas de éstas nunca materializaron el Convenio, incluso algunas en las modificaciones estatutarias producidas han suprimido dicha posibilidad y contemplan policía propia.


	 Ver Texto 




	 (78) 

	El Convenio Marco ha sido firmado en representación de la Administración del Estado por el Ministro del Interior y en representación de la Federación de Municipios y Provincias por su Presidente.


	 Ver Texto 




	 (79) 

	Cuanto sigue debemos inscribirlo en el contexto del Real Decreto 1087/2010, de 3 de septiembre, que aprueba el Reglamento que regula las Juntas Locales de Seguridad, Reglamento posterior al Convenio suscrito entre Ministerio del Interior y la FEMP. Véase apartado 7 de este mismo capítulo.


	 Ver Texto 




	 (80) 

	Real Decreto 1087/2010, de 3 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento que regula las Juntas Locales de Seguridad.


	 Ver Texto 




	 (81) 

	ESCALANTE CASTARROYO, J., Policía Local de Burgos, Instituto Municipal de Cultura, Burgos 2000, pág. 20 y ss.


	 Ver Texto 




	 (82) 

	MUINELO ALARCÓN, G., El marco legal de las Policías Locales en España, Ayuntamiento de Valladolid, Valladolid 1991, pág. 16.


	 Ver Texto 




	 (83) 

	AYUNTAMIENTO DE MADRID, Varios Autores, Historia de la Policía Municipal de Madrid, Madrid 2001, pág. 96.


	 Ver Texto 




	 (84) 

	A este respecto es interesante consultar SÁNCHEZ RAMÍREZ, M., Fundamentos históricos y constitucionales de las Policías Locales, Instituto Andaluz de Administración Pública, 2005.


	 Ver Texto 




	 (85) 

	Transitoria cuarta del TRRL.


	 Ver Texto 




	 (86) 

	Art. 148.1.22 de la CE de 1978.


	 Ver Texto 




	 (87) 

	Recordemos que parecida posibilidad «fomentar y favorecer los servicios de policía intermunicipal o comarcal donde los Ayuntamientos no puedan sostener una policía propia o donde las circunstancias aconsejen mancomunar o unificar los servicios de policía municipal» fue declarado inconstitucional y nulo por STC 50/1993, de 11 de febrero, con ocasión del recurso interpuesto contra la Ley 6/1998, de 5 de diciembre de coordinación de Policías Locales del Principado de Asturias.


	 Ver Texto 




	 (88) 

	«La Constitución ... reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran ...», art. 2 de la CE de 1978.


	 Ver Texto 




	 (89) 

	«La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Éstos gozarán de personalidad jurídica plena», art. 140 de la CE de 1978.


	 Ver Texto 




	 (90) 

	BELLO, S., Las Entidades Locales, Retos y perspectivas, Edit. Jurosoft, Burgos, 2002, pág. 71y ss.


	 Ver Texto 




	 (91) 

	Por citar algunas acepciones del término guardia, lo encontramos como servicio que se realiza en determinadas profesiones: Médico de Guardia; como tiempo que dura un servicio: Tiempo de Guardia e incluso como una actitud de defensa o desconfianza: En guardia, por citar algunos.


	 Ver Texto 




	 (92) 

	Según la Gran Enciclopedia Larouse el término «policía» proviene del griego politeia y del latín politia, ambos con significado de «administración de una ciudad».


	 Ver Texto 




	 (93) 

	Datos obtenidos de la Gran Enciclopedia Larousse, Edit. Planeta, Barcelona, 1992.


	 Ver Texto 




	 (94) 

	Art. 321 de la CE de 1812.


	 Ver Texto 




	 (95) 

	ESCALANTE, J., Policía Local de Burgos, Ayer y Hoy, Edit. Instituto Municipal de Cultura, Ayuntamiento de Burgos, 2000.


	 Ver Texto 




	 (96) 

	Ibídem, nombramiento por el Ayuntamiento de Burgos el 21 de diciembre de 1860 de 12 Guardias Municipales Urbanos y tres Guardias Rurales, primera plantilla del nuevo Cuerpo de seguridad municipal.


	 Ver Texto 




	 (97) 

	Art. 73 de la Ley Municipal de 1877.


	 Ver Texto 




	 (98) 

	Art. 283 Apdo. 5.º del RD de 14 de septiembre de 1882.


	 Ver Texto 




	 (99) 

	RD de 24 de febrero de 1908.


	 Ver Texto 




	 (100) 

	Ley de 2 de septiembre de 1941.


	 Ver Texto 




	 (101) 

	Así expresamente lo contempla en la actualidad el art. 51.3 de la LOFCS al establecer que los Cuerpos de policía propios de los municipios «sólo podrán actuar en el ámbito territorial del municipio respectivo».


	 Ver Texto 




	 (102) 

	Decreto del Ministerio de la Gobernación de 30 de mayo de 1952.


	 Ver Texto 




	 (103) 

	Ídem, art. 252.


	 Ver Texto 




	 (104) 

	


	 Ver Texto 




	 (105) 

	Art. 172.1 y Disposición Transitoria cuarta del TRRL.


	 Ver Texto 




	 (106) 

	Art. 148.1.22 de la CE de 1978.


	 Ver Texto 




	 (107) 

	Entre otras, Castilla y León, en el Decreto 55/1997, de 13 de marzo, Normas Marco, así expresamente lo señalaban: «la denominación genérica de los Cuerpos de Policía dependientes de las Corporaciones Locales será la de "Cuerpo de Policía Local". No obstante las policías locales podrán recibir la denominación de "Policía Municipal" siempre que así lo acuerde la respectiva Corporación». Acogiéndose a este precepto la ciudad de Ponferrada, a diferencia del resto, se denomina Policía Municipal a la Policía Local.


	 Ver Texto 




	 (108) 

	Art. 104.2 de la CE de 1978.


	 Ver Texto 




	 (109) 

	Art. 2.c) de la LOFCS.


	 Ver Texto 




	 (110) 

	Título VIII, Capítulo II, Artículo 140 de la CE de 1978.


	 Ver Texto 




	 (111) 

	Denominación prevista por los Reglamentos Municipales de cada Cuerpo durante los siglos XIX y XX.


	 Ver Texto 




	 (112) 

	Denominación prevista en el RFAL, vigente hasta la CE de 1978.


	 Ver Texto 




	 (113) 

	Denominación prevista en la CE de 1978, si bien se mantienen como denominación tradicional, en algunos Ayuntamientos las de Guardia Urbana, Policía Municipal o Guardia Municipal.


	 Ver Texto 




	 (114) 

	Véase el Capítulo relativo a la Coordinación de las Policías Locales por las Comunidades Autónomas.


	 Ver Texto 




	 (115) 

	CORTINA FRADE, I. y otros: «La Policía Local, veinticinco años al servicio de los Ayuntamientos democráticos», tomo I, Historia Critica, Edit. Castilla Ediciones, Valladolid, 2005, pág. 35.


	 Ver Texto 




	 (116) 

	Así lo preveían los arts. 3.2 y 7.1 de la Ley de 30 de julio de 1959, de la Jefatura del Estado, Circulación urbana e interurbana, competencia en materia de tráfico.


	 Ver Texto 




	 (117) 

	ESCALANTE CASTARROYO, J., Revista Policía Municipal, Cuaderno Profesional, «Los depósitos municipales de detenidos», Edit. Cosema, número 8, 1987.


	 Ver Texto 




	 (118) 

	La Disposición Final quinta de la LRBRL dispone que «a partir de la entrada en vigor de esta Ley, los Municipios cabeza de partido judicial en que no exista establecimiento penitenciario alguno asumirán, en régimen de competencia delegada, la ejecución del servicio de depósito de detenidos a disposición judicial, correspondiendo la custodia de dichos detenidos a Policía Municipal en funciones de Policía Judicial».


	 Ver Texto 




	 (119) 

	Art. único del RD 1377/1978, de 16 de junio, sobre creación de unidades especializadas de policía judicial que no será derogado hasta 1987, regulando la Policía Judicial por RD 769/1987, ya vigentes tanto la CE de 1978 como la LOFCS.


	 Ver Texto 




	 (120) 

	RD 823/1976, de 23 de abril, por el que se regulan el régimen y funciones de la Policía Municipal en materia de orden público.


	 Ver Texto 




	 (121) 

	Base 40.ª de la Ley 41/1975, de 19 de noviembre, de Bases del Estatuto de Régimen Local.


	 Ver Texto 




	 (122) 

	«Los Alcaldes podrán sancionar los actos contra el orden público con multas que no excedan de quinientas pesetas, en municipios de hasta diez mil habitantes; de mil pesetas en los de diez mil a veinte mil; de dos mil pesetas, en los de más de veinte mil; de cinco mil pesetas en los de más de cincuenta mil y de diez mil pesetas en los de más de cien mil», Ley 36/1971, de 21 de julio, modificación de la Ley de Orden Público de 30 de julio de 1959.


	 Ver Texto 




	 (123) 

	Art. 98.1 del RD 3046/1977, de 6 de octubre, por el que se articula parcialmente la Ley 41/1975, de Bases del Estatuto de Régimen Local.


	 Ver Texto 




	 (124) 

	Art. 6 del Decreto 2038/1975, de 17 de julio, por el que se aprueba el Reglamento Orgánico de la Policía Gubernativa.


	 Ver Texto 




	 (125) 

	Acuerdo del Ayuntamiento de Burgos de 26 de noviembre de 1880, sobre «ceremonial a observar para los actos públicos con la asistencia del Ayuntamiento, divididos en religiosos y cívicos, subdivididos unos y otros en ordinarios y extraordinarios. Por su mayor o menor importancia con la concurrencia de la Corporación en Pleno y mediante una Comisión representativa.


	 Ver Texto 




	 (126) 

	«Funciones de la Jefatura: k) Acompañar a la Corporación en aquellos actos públicos en que concurra ésta ...» art. 23 del Decreto 84/2005, de 10 de noviembre, Normas Marco de las Policías Locales de Castilla y León.


	 Ver Texto 




	 (127) 

	Arts. 2 y 140 de la CE de 1978: «La Constitución ... reconoce y garantiza ... el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran ... y la autonomía de los municipios ...».


	 Ver Texto 




	 (128) 

	Art. 51.2.2 de la LOFCS: «En los municipios donde no exista Policía Municipal, los cometidos de ésta serán ejercidos por el personal que desempeñe funciones de custodia y vigilancia de bienes, servicios e instalaciones, con la denominación de Guardas, Vigilantes, Agentes, Alguaciles o análogos».


	 Ver Texto 




	 (129) 

	Disposición Adicional quinta de la LOFCS, introducida por la Ley Orgánica 16/2007, de 13 de diciembre.


	 Ver Texto 




	 (130) 

	Véase el art. 53 LOFCS apartados b) c) f) y h) entre otros.


	 Ver Texto 




	 (131) 

	Ley 18/1989, de 25 de julio de Bases sobre Tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial; RD Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial y entre los que se encuentran el Reglamento General de Circulación, aprobado por RD 13/1992, de 17 de enero; Reglamento General de Conductores, RD 772/1997, de 30 de mayo; Reglamento de Vehículos, RD 2822/1998, de 23 de diciembre y Reglamento de procedimiento sancionador, RD 320/1994, de 25 de febrero entre otros.


	 Ver Texto 




	 (132) 

	Convenio Marco de colaboración, cooperación y coordinación entre el Ministerio del Interior y la Federación Española de Municipios y Provincias, en materia de seguridad ciudadana y seguridad vial, suscrito en Madrid el 20 de febrero de 2007.


	 Ver Texto 




	 (133) 

	Previstos por la Ley 1/2006, de 13 de marzo, por la que se aprueba el Régimen Especial del municipio de Barcelona y Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid.


	 Ver Texto 




	 (134) 

	Régimen especial aprobado por Decreto 1166/1960 por el que se introdujeron determinadas singularidades relativas a la organización municipal, administración y hacienda municipal, éste fue complementado con el Decreto 3276/1974, de 28 de noviembre, de constitución y desarrollo de la Entidad Metropolitana de Barcelona.


	 Ver Texto 




	 (135) 

	Decreto 1674/1963, de 11 de julio, régimen especial para Madrid y Disposición Adicional sexta de la LRBRL.


	 Ver Texto 




	 (136) 

	
El art. 149 de la CE fija las materias sobre las que el Estado tiene competencia exclusiva, entre las que se halla la 29.ª que determina: «Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de los que disponga una Ley Orgánica».

Los Estatutos de Autonomía de las dos ciudades autónomas se corresponden con las Leyes Orgánicas 1/1995 y 2/1995 ambas de 13 de marzo y la competencia viene prevista en el art. 24 de ambos Estatutos.
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	Art. 65.3 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía.
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	Art. 76.3 de la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón.
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	Art. 164.1.a) de la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña.
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	Art. 72.4 de la Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León.
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	Arts. 8 y 36 de la Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, del Estatuto de Autonomía de La Rioja.
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	Arts. 44 y 51.1 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegración y amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.
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	La Ciudad Autónoma ha promulgado diversos Reglamentos de la Policía Local, como el de 3 de junio de 2002; el de Régimen disciplinario de los funcionarios de la Policía Local de 6 de agosto de 2004 y de la Academia de la Policía Local de 15 de septiembre de 1997, entre otros.
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	Son las Leyes de Andalucía, Navarra y Aragón.
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	Es la Ley correspondiente a las Islas Baleares.
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	Es la Ley de Coordinación de la Comunidad de Madrid.
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	La previsión de este tipo de Policía Local sólo se contempla en la Ley Foral de Navarra, art. 24, como podemos comprobar en el apartado relativo al Tribunal Constitucional y las Policías Locales, este motivo fue objeto de recurso a otras Leyes de Coordinación, pero no en cambio sobre la previsión legal en Navarra.
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	ORDUÑA PRADA, E., Código de Legislación de las Policías Locales, Ed. Dykinson, S.L., 2005 y ESCALANTE, J., «Policías Locales 1978 -2008 - Marco Estatutario», Edit. Dykinson, Madrid 2008.
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	RUIZ-HUERTA, A., «El sistema constitucional de cohesión internormativa en el Estado Autonómico», Tesis, Universidad de Valladolid, 1991-1992.
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	Debemos recordar, al respecto de la autonomía local, que es la propia Exposición de motivos de la LOTC la que señala que «la garantía de la autonomía local aconseja que puedan ser objeto de impugnación ante el TC, por parte de los Entes Locales, aquellas Leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas que pudieran no resultar respetuosas de dicha autonomía».
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	STC núm. 27/1987 de 27 de febrero.
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	Seguimos para ello, aparte de las STC conocidas a Régimen de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, Colección Informes y documentos, Seguridad Pública, Edit. INAP, Madrid, 1992, pág. 21 y ss.
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	ESCALANTE, J., Policías Locales 1978 -2008 - Marco Estatutario, Edit. Dykinson, Madrid 2008.
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	Este apartado debemos contemplarlo en la actualidad teniendo en cuenta las variables introducidas con posterioridad a las SSTC por la Ley Orgánica 16/2007, de 13 de diciembre que introduce una Disposición Adicional quinta en la LOFCS y también teniendo en cuenta lo que se señala en el apartado de este mismo Capítulo sobre los «Acuerdos de colaboración policial entre Ayuntamientos». Véase igualmente el Cap. XII de esta primera parte.
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	Artículo 13 de la Ley de Policía de Andalucía.
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	STS del 27 de mayo de 1992, en recurso de apelación, interpuesto por la Mancomunidad del Pla de Mallorca y por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, promovido contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Baleares núm. 514 de 1998.
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	Este apartado debemos contemplarlo en la actualidad teniendo en cuenta las variables introducidas con posterioridad a las STC por la Ley Orgánica 16/2007, de 13 de diciembre que introduce una Disposición Adicional quinta en la LOFCS, lo que se señala en el apartado de este mismo Capítulo sobre los «Cuerpos de Policía Local supramunicipales» e igualmente las previsiones del Cap. XII de esta primera parte.
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	Art. 23 Ley de Policía Local de Cataluña.
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Véase la Comunidad de Castilla-La Mancha, convocatoria de los Cursos de dispensa: Del Título de Licenciado para Inspectores (1-PL2.04.06); De integración en el Grupo B para Subinspectores (1-PL 2.01.06) y de dispensa del Título de Diplomado para Oficiales (1-Pl 2.03.06), todo ello de conformidad con la Disposición Transitoria quinta de la Ley 8/2002 de coordinación de Policías Locales.

Con la misma finalidad la Comunidad de Canarias por Resolución del Director se convocan cursos de dispensa de grado, a efectos de promoción interna, de conformidad con lo establecido en la Disposición Transitoria segunda de la Ley 6/1997, de 4 de julio, de coordinación de Policías Locales.
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	 Ver Texto 




	 (233) 

	Art. 51.2 de la LOFCS.
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	Las funciones correspondientes a los Cuerpos de Policía Local, susceptibles de desempeñar por estos Cuerpos de funcionarios, previstas en el párrafo b) apartado 1 del artículo 53 de la LOFCS son: «Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo establecido en las normas de circulación» y para las que tienen el carácter de agentes de la autoridad.
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	Véase al respecto las equivalencias entre los sistemas de clasificación de los funcionarios de la Ley 7/2007, de 12 de abril, Estatuto Básico del Empleado Público y la LRFP.
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	Seguimos para ello, aparte de las propias SSTC a Régimen de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, Colección Informes y documentos, Seguridad Pública, Edit. INAP, Madrid, 1992, pág. 21 y ss. y ESCALANTE, J., Policías Locales 1978-2008 - Marco Estatutario, Ed. Dykinson, S. L. Madrid 2008, pág. 100 y ss.
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	Ibídem, art. 26
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	Véase el artículo 39 de la LOFCS.


	 Ver Texto 




	 (259) 

	STC 25/1993 y 49/1993.
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	Acuerdo de la Mancomunidad intermunicipal del Pla de Mallorca de 1 de junio y de 7 de septiembre de 1988.
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	STS del 27 de mayo de 1992, en recurso de apelación, interpuesto por la Mancomunidad del Pla de Mallorca y por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, promovido contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Baleares núm. 514 de 1998.
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	Art. 12.2, 16.1, 21 y 22. Decreto Foral Legislativo 213/2002, de 14 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral de Cuerpos de Policía de Navarra.
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	Este apartado debemos contemplarlo en la actualidad teniendo en cuenta las STC que se contemplan en el Capítulo «La coordinación de la PL por las CC.AA., la Ley Orgánica 16/2007, de 13 de diciembre que introduce una Disposición Adicional quinta en la LOFCS y también la reciente Orden del Ministerio del Interior INT/2944/2010.
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	Ibídem, art. 23 de la Ley de Policía Local de Cataluña.
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	Remitimos por su interés a ORDUÑA PRADA, E., «La colaboración intermunicipal en materia de seguridad ciudadana», Revista Electrónica CEMCI, núm. 2, enero-marzo 2009.
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	Las funciones correspondientes a los Cuerpos de Policía Local, susceptibles de desempeñar por estos cuerpos de funcionarios, previstas en el citado párrafo b) apartado 1 del artículo 53 de la LOFCS son: «Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo establecido en las normas de circulación».
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	Según esta Ley son municipios gran población, entre otros, las ciudades que superen los 250.000 habitantes, las capitales de provincia con más de 175.000 habitantes y aquellas que lo decidan las asambleas legislativas de la correspondiente Comunidad Autónoma de conformidad con lo que en la misma se determina.
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	Véase el Reglamento del Cuerpo de Agentes de Movilidad del Ayuntamiento de Madrid, BOCM de 16 de abril de 2007.
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	Reglamento de Agentes del Cuerpo de Movilidad de Madrid, aprobado el 28 de marzo de 2007, BOCM del 16 de abril de 2007.
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	Esta función ha sido recurrida y juzgada por el TSJM, Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 20 de la capital, sentencia que ha sido recurrida al TS por el Ayuntamiento.
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